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1. OBJETO DE LA DECISIÓN

Atendiendo las disposiciones del artículo 19 numeral 3º de la ley 975 de 2005 y agotada la audiencia pública dispuesta para tal fin, procede la Sala a pronunciarse sobre el respectivo control legal y material de la aceptación de los cargos que parcialmente le fueron formulados por la Fiscalía 34 delegada de la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, al procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, alias “Juancho Prada”, desmovilizado como comandante del Frente Héctor Julio Peinado Becerra del Bloque Norte de las extintas Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), y postulado por el Gobierno Nacional en los términos establecidos por la ley 975 de 2005.
2. IDENTIFICACIÓN DEL PROCESADO

1. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, alias “Juancho Prada”
, se identifica con la cédula de ciudadanía número 7.134.865, expedida en el municipio de San Martín (Cesar). Nació el 14 de enero de 1953 en el municipio de Galán (Santander), cuenta con 59 años de edad y estudios académicos hasta segundo de primaria. Es hijo de José Miguel Prada y Rosa María Márquez, tiene diez hermanos; de estado civil casado, se separó en el año 1980 y convive en unión marital de hecho con Reina América Ortiz desde hace treinta años; tiene siete hijos, de los cuales dos son menores de edad.
2. El postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se vinculó a partir del año 1992 con los grupos de autodefensas que devendrían en el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, desempeñándose como Comandante del mismo desde el año 1995 y hasta la fecha de su desmovilización.
3. Por el alto rango ostentado dentro de la organización armada ilegal A.U.C., el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ fue convocado para hacer parte de la declaratoria de cese de hostilidades propuesta por la Organización el veintinueve (29) de noviembre del año 2002. Según su dicho, al ser convocado por Carlos Castaño Gil para asistir a las reuniones que tenían como propósito entablar un proceso de paz con el Gobierno Nacional, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ delegó a su subalterno Alirio Trujillo, alias “Chorizo”, para que le representara; fue a este miembro de su Organización a quien Carlos Castaño Gil apodó “Francisco Tabares”, alias con el que suscribió en representación de las “Autodefensas Campesinas del Sur del César – ACSUC” el “Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia”
, documento que dio inicio al proceso de diálogo, concentración y desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.).

3. SITUACIÓN JURÍDICA DEL PROCESADO
4. Se tiene certeza que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ ostenta ocho condenas penales, por los delitos de concierto para delinquir agravado, homicidio agravado, secuestro extorsivo, secuestro simple y extorsión. Con ocasión de la condena proferida por el homicidio agravado de Ayda Cecilia Lasso Gemade, el postulado procesado fue capturado el doce (12) de mayo del año 2004, fecha a partir de la cual se encuentra privado de la libertad. En la actualidad, se encuentra recluido en la Cárcel Nacional Modelo de Barranquilla (Atlántico), donde está a disposición del Juzgado de Ejecución de Penas de Valledupar.
5. Las condenas judiciales proferidas contra el postulado procesado, se relacionan a continuación
:
	ENTIDAD
	DECISIÓN
	CONDENA
	NO. PROCESO
	DELITO

	Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar
	Sentencia condenatoria del 12 de enero de 2006.
	Condena de 31 años y 6 meses (380 meses) de prisión.
	Radicado

121-2004
	Homicidio de Ayda Cecilia Lasso Gemade y concierto para delinquir agravado.

	Juzgado 11 Penal del Circuito Especializado

de Bogotá
	Sentencia condenatoria del 25 de febrero de 2009.
	Condena a 115 meses de prisión.
	Radicado

11001-31-07-011-2009-00030-00
	Homicidio agravado de Pablo Antonio Padilla López

	1 Instancia: 
Juzgado 4º Penal del Circuito de Valledupar.

2 Instancia:
Sala Penal, Tribunal Superior de Bogotá
	Sentencia condenatoria del 23 de julio de 2009, modificada en el monto a indemnizar mediante sentencia del 23 de febrero de 2009.
	Condena a 175 meses (14 años, 7 meses) de prisión.
	Rad. 1ª instancia
2008-00196-00.

Rad. 2ª instancia 2008-00196-00
	Homicidio agravado de Martín Larrota Duarte.

	Juzgado Penal Especializado del Circuito de Valledupar
	Sentencia condenatoria del 29 de julio de 2009.
	Condena a 16 años y 8 meses (200 meses) de prisión.
	Radicado

00102-2009
	Por homicidio agravado de Juan Carlos Gómez Díaz y Óscar Guerrero Gómez.

	Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar
	Sentencia condenatoria del 8 de junio de 2010.
	Condenado a la pena principal de 18 años (216 meses) de prisión.
	Radicado

00043-2010.
	Homicidio agravado de Hugo López Quiroz.

	 Primera Instancia:
 Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar.

Segunda Instancia:
Sala Penal, Tribunal Superior de Bogotá
	Sentencia condenatoria del 24 de junio de 2010, confirmada mediante sentencia del 26 de agosto de 2010.
	Condena a 14 años, 4 meses y 15 días de prisión.
	Rad. 1ª instancia
035-2010

 

Rad. 2ª instancia 2010-00035
	Por homicidio agravado Luis Fernando Rincón López.

	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Valledupar
	Sentencia condenatoria del 30 de septiembre del 2010.
	Condena de 4 años y 8 meses (56 meses) de prisión.
	Radicado

2009-00097-00.
	Por extorsión a Carlos Suárez Rueda.

	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Valledupar
	Sentencia condenatoria del 22 de noviembre de 2010.
	Condena de 5 años de prisión.
	Radicado

00072-2010
	Secuestro extorsivo de Henry Buitrago Montero y Secuestro Simple agravado de Henry Buitrago Cáceres.

	Juzgado Penal del Circuito Esp. de Valledupar
	Sentencia condenatoria del 23 de noviembre de 2010.
	Condena a 11 años y 8 meses de prisión.
	Radicado

102-2009.
	Homicidio agravado de José Mario Saldaña Flórez.


4. ACTUACIÓN PROCESAL
4.1 Desmovilización y Postulación
6. En el marco de las negociaciones de paz entre el Gobierno Nacional y el grupo armado al margen de la ley “Autodefensas Unidas de Colombia” (A.U.C.), se dispuso la concentración y desmovilización colectiva del Frente Héctor Julio Peinado Becerra del Bloque Norte, para lo cual el Gobierno Nacional reconoció en calidad de miembro representante a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ
.
7. De esta manera, el postulado procesado se desmovilizó colectivamente como comandante y miembro representante del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, en el corregimiento Torcoroma del municipio de San Martín (César)
, entre el cuatro (04) y seis (06) de marzo del año 2006.
8. Mediante escrito del veintisiete (27) de marzo del año 2006 dirigido al Alto Comisionado para la Paz, el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ ratificó su voluntad de someterse a las ritualidades de la ley 975 de 2005, por lo que mediante oficio de quince (15) de agosto de 2006
, fue postulado por el Gobierno Nacional, a través del Ministerio del Interior y de Justicia, ante la Fiscalía General de la Nación para su especial procesamiento.
9. De esta manera, el conocimiento de este proceso fue radicado ante la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz, quien asignó el proceso a la Fiscalía Décima Delegada, mediante acta de reparto número 056 de treinta (30) de abril de 2007, y posteriormente, mediante acta 086 del ocho (08) de abril del año 2008, lo reasignó a la Fiscalía 34 Delegada, quien adelantó las gestiones pertinentes, entre éstas, el emplazamiento y citación de las víctimas, lo cual fue surtido mediante edictos que fueron fijados dentro de los términos legales y publicados en medios de comunicación de amplia circulación nacional, como el diario nacional El Tiempo, las cadenas radiales R.C.N. Radio, cadena Organización radial Olímpica S.A. y San Martín de Tours, y emisoras como Olímpica Stereo, Buturama Stereo, La voz de Aguachica, Ondas del Cesar, Campos Serrano Radio, Palma Stereo, Emisora comunitaria de San Martín, Radio Catatumbo y Radio Sonar, quienes difundieron los edictos a través de cuñas radiales en ciudades como Aguachica, San Alberto, San Martín, Ocaña, Santa Marta, Bogotá, Cali, Medellín, Ipiales, Neiva, Popayán, Pasto, Manizales y Bucaramanga; adicionalmente, la Comisión Nacional de Televisión ordenó a canales públicos y privados de televisión abierta, emitir en los espacios de los mensajes institucionales los edictos números seis y catorce, en los que se invitaba a denunciar los hechos cometidos por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y a participar en las diligencias de versión libre que éste rendiría, como fue emitido en diciembre de 2006 y enero de 2007 respectivamente
; finalmente, estas comunicaciones también fueron difundidas a través de canales locales como Star Televisión de Aguachica, Televisión TV San Jorge de Ocaña y Teleocaña.
4.2  Diligencias de Versión Libre y Confesión
10. Surtidas las formalidades, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ rindió versión libre durante el año 2007, los días 14 y 16 de febrero, 11, 12 y 13 de abril, 16, 17 y 18 de mayo, 16 de agosto y 22, 23 y 24 de octubre; durante el año 2008 los días 22, 23, 24 y 25 de enero; durante el año 2009, los días 8, 9 y 10 de junio, 28, 29 y 31 de julio, 2, 3 y 4 de septiembre y 1, 2, 3 y 4 de diciembre; durante el año 2010, los días 21, 22, 23, 24 y 25 de junio; y durante el año 2011, los días 17, 18, 19 y 20 de enero, 1, 2, 3 y 4 de marzo y 15 y 16 de diciembre. Estas diligencias fueron surtidas en la ciudad de Barranquilla, y retransmitidas en su gran mayoría a los municipios de Aguachica y Bucaramanga.
11. En las diligencias, se abarcaron cerca de 471 hechos, de los cuales 262 fueron aceptados por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, 118 por línea de mando y 17 por haber ordenado directamente la comisión del delito, correspondiendo 173 a homicidios, -1 en grado de tentativa-, 3 a desaparición forzada, 4 a tortura, 1 a extorsión, 1 a apropiación de bienes protegidos, 1 a lesiones personales, 16 a secuestro simple y 8 a deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado, todos cometidos contra personas protegidas. Así mismo, el postulado aclaró las circunstancias bajo las que se cometieron treinta y siete homicidios, aspectos relacionados con la conformación de cinco grupos de autodefensas y un caso de tráfico de estupefacientes.
12. Con relación a la constitución de los grupos de autodefensa en la región, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ manifestó
 que antes de su desempeño como comandante, existieron cuatro grupos de autodefensas: Los Masetos, la Mano Negra, Los Paisas, el grupo de Luis Orfego Ovallos Gaona, el de Camilo Morantes y el de Manaure, todos los cuales tenían como propósito combatir a los grupos guerrilleros que hacían presencia en la zona, como el Ejército de Liberación Nacional (E.L.N.), las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (F.A.R.C.), el Ejército Popular de Liberación (E.P.L.) y el Movimiento 19 de Abril (M-19) (infra. apartado 6.2.3.1.).

13. Igualmente, el postulado manifestó que a partir del año 1992 su primo Roberto Prada Gamarra constituyó su propio grupo de autodefensas, debido a que de manera reiterada había denunciado ante el Ejército Nacional a los grupos guerrilleros que hacían presencia en la zona, por lo que en el corregimiento Los Bagres le informaron que estaba amenazado de muerte; el postulado manifestó que este grupo de autodefensas se conformó con cerca de cinco pobladores de la región y que posteriormente contó con miembros que habían sido soldados en el Batallón Los Guanes.
14. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ manifestó que entre los años 1992 y 1993 le colaboró al grupo de Roberto Prada Gamarra con dinero e información y que a partir del año 1995 ostentó el rango de Comandante, en el cual se mantuvo hasta el momento de su desmovilización.
15. Finalmente, con la participación de las víctimas en las diligencias de Versión Libre, fueron abarcados aproximadamente 209 hechos adicionales, correspondiendo 162 a homicidios, -2 en grado de tentativa-, 15 a desaparición forzada, 3 a tortura, 6 a secuestro, 1 a extorsión, 1 a amenazas, 1 a lesiones personales, 1 a apropiación de bienes protegidos y 4 a deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado, todos estos cometidos contra la población civil; de igual forma se evidenció un caso de despojo y la realización de una incursión armada. De estos hechos, el postulado aclaró que 10 correspondieron al accionar del Frente Resistencia Motilona, 59 a otros grupos de Autodefensas y 11 a Grupos subversivos o de Delincuencia común.

4.3 Audiencia preliminar de formulación de imputación
16. A partir de las confesiones realizadas por el postulado, la Fiscalía 34 Delegada realizó las investigaciones pertinentes con el fin de esclarecer los hechos y establecer las correspondientes responsabilidades, después de lo cual solicitó ante la Magistrada con Función de Control de Garantías del Tribunal Superior de Bucaramanga, la realización de la audiencia de formulación de imputación, que se llevó a cabo en el año 2010, los días 14, 15, 16 y 17 de marzo, en la ciudad de Bucaramanga.
4.4 Audiencia de solicitud de imposición de medida de aseguramiento
17. El diecisiete (17) de marzo del año 2011, se desarrolló la diligencia de imposición de medida de aseguramiento, en la que la Magistrada con función de control de garantías del Distrito Judicial de Bucaramanga accedió a la solicitud de imposición de medida de aseguramiento en establecimiento carcelario elevada por el Fiscal Delegado. La Funcionaria consideró que ésta resultaba procedente en razón a los cargos formulados por los delitos de concierto para delinquir agravado, Homicidio en persona protegida y en grado de tentativa, desaparición forzada, actos de terrorismo, secuestro simple agravado, tortura y deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado. Así mismo, se declaró la suspensión de todos aquellos procesos que cursaran en contra del postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ que se encontraran sin sentencia condenatoria ejecutoriada.
4.5 Audiencia de formulación de cargos

18. En la ciudad de Bucaramanga durante los días 13, 14 y 15 de septiembre, 10, 11 y 12 de octubre, y 8 de noviembre de 2011, la Fiscalía 34 Delegada verificó la identidad del postulado y realizó la imputación de 82 cargos investigados por la comisión de 152 conductas delictivas, cargos que fueron aceptados por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ de manera libre, voluntaria y espontánea, estando debidamente asesorado por su Defensor de confianza.
19. Como la Magistrada determinó que las imputaciones realizadas habían sido completas, correctamente formuladas y debidamente aceptadas, declaró que se encontraban legalmente ajustadas.
5. Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos

20. Atendiendo las disposiciones del artículo 19 de la ley 975 de 2005, la Sala convocó audiencia pública de legalización de aceptación de los cargos, la cual fue surtida durante los días 11, 12, 13, 16, 17, 18, 19, 20, 23, 24, 25, 30 y 31 de enero y 2 y 3 de febrero del año 2012.
21. Durante el desarrollo de la mismas, el Fiscal 34 Delegado presentó ochenta y cuatro (84) cargos formulados, de los cuales 3 fueron formulados a título de coautor y 81 en calidad de autor mediato, cargos endilgados por los delitos de Concierto para delinquir agravado (1), Homicidio en persona protegida (102 hechos consumados y 3 en grado de tentativa), Secuestro (35 hechos), Actos de Terrorismo (16 hechos), Desplazamiento forzado de población civil (28 hechos), Despojo en campo de batalla (12 hechos), Tortura en persona protegida (7 hechos), Destrucción y apropiación de bienes protegidos (5 hechos), Amenazas (2 hechos), Constreñimiento ilegal (1 hecho), Exacciones o contribuciones arbitrarias (1 hecho) y Daño en bien ajeno (1 hecho), todos los cuales serán con suficiencia presentados en el acápite de las consideraciones pertinentes (infra. apartado 6.6.).
5.1 Intervención del Fiscal 34 Delegado, Unidad Nacional para la Justicia y la Paz de la Fiscalía General de la Nación
22. El doctor Iván Augusto Gómez Celis, una vez presentó los cargos formulados ante la Magistrada con función de control de garantías de Bucaramanga, solicitó a la Sala que declarara su legalidad material y formal, considerando que se habían cumplido los requisitos para ello. Por una parte, adujo que se demostró el contexto a través de la existencia de un conflicto armado interno a nivel general, que se particularizó en la zona a través del accionar del postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, quien cometió homicidios que corresponden a crímenes de guerra, los cuales se cometieron con ocasión de la política de ataque por él iniciada, la cual se mantuvo sin importar que estuviera detenido.

23. Manifestó que todos los delitos presentados ostentan la calidad de crímenes de guerra y de delitos de lesa humanidad, y que con relación a este último, todo aquel que se opusiera al interés del postulado procesado sería eliminado, entre ellos, todas las personas señaladas de causar daño a la sociedad; que se presentó información que permite inferir, que en los municipios donde operó el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, éste tuvo el dominio político, económico y militar, llegando a desarrollar actividades bélicas sostenidas entre el año 1992 y 2006.

24. Por otra parte, el Fiscal 34 Delegado afirmó que se identificó a las personas integrantes del grupo ilegal que acreditaron condiciones para acceder a las ritualidades de la ley 975 de 2005, verificándose que no fue creado para el narcotráfico, que dentro de sus políticas no estuvo el reclutamiento de menores ni la violencia de género, que ha disminuido la violencia en la región, que se realizó la entrega de material bélico, que sus miembros han colaborado con la recuperación de los cuerpos y que han hecho entrega de bienes para la reparación, concretamente, cinco motos, dos vehículos, ochenta millones de pesos ($80.000.000) y predios como “La Floresta” y “El Paraíso”.

25. Adicionalmente, el Fiscal manifestó que la responsabilidad en la mayoría de los casos se correspondió con la autoría mediata en aparato organizado de poder, en tanto en otros como autor y determinador; que se demostró la línea de mando, la existencia de una política, así como que los ejecutores tienen responsabilidad internacional por haber cometido crímenes internacionales que deberán ser tildados como tal.
26. Solicitó la aplicación de las directrices proferidas en el auto de Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, radicado número 33.039 de dieciséis (16) de diciembre de 2010, con relación a la aplicación del principio de legalidad extendida, en aras de la reparación de las víctimas y de la aplicación de los principios rectores de la ley 975 de 2005, de manera tal que se configuran todos los elementos para proceder a legalizar los cargos formulados.
27. Con ocasión de algunas intervenciones en las que se solicitó la no legalización de los cargos formulados a título de coautor mediato, el funcionario replicó aduciendo que es diferente el dominio del hecho, al control del mismo.

5.2 Intervención del postulado procesado Juan Francisco Prada Márquez

28. Durante el desarrollo de las diligencias y con el fin de dar cumplimiento a la exigencia del esclarecimiento de la verdad a partir de la confesión plena y veraz de los hechos punibles cometidos durante y con ocasión de la pertenencia al grupo
, la Sala solicitó al postulado que una vez el Fiscal Delegado finalizara la presentación de los cargos, se refiriera sobre tres aspectos a saber: los períodos en los que ha estado privado de la libertad, la identidad de las personas dedicadas al narcotráfico que pagaban el impuesto de gramaje por él señalado y los nombres de las personas a quienes el Frente Héctor Julio Peinado Becerra les vendía gasolina hurtada.

29. En la sesión del tres (3) de febrero de 2012, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, cuando se le otorgó la palabra para que se refiriera a esos tres aspectos, manifestó que estuvo privado de la libertad en el período comprendido entre el catorce (14) de junio de 2001 y el ocho (8) de marzo de 2002, y desde el doce (12) de mayo de 2004 hasta la fecha.

30. Con relación a la identidad de las personas dedicadas al negocio ilícito del narcotráfico que pagaban el impuesto de gramaje, el postulado manifestó que conocía que David Barbosa era la persona que manejaba el negocio de la droga en el sur del departamento del Cesar por el Bloque Central Bolívar (B.C.B.), pues en una ocasión patrulleros de su Organización le encontraron base de coca en la ribera del río Magdalena, que también sabe de Franklin Barón del B.C.B.; respecto de ese tipo de actividades en Ocaña, indicó que quien conoce esa información es alias “John” y John Fredy Pedraza Gómez, alias “Chicote”; que en San Alberto, sitio El Cedro, el que cobrarba el impuesto de gramaje era alias “Arley”; y que él nunca cobró gramaje, fueron siempre sus subalternos.

31. Con relación a la identidad de aquellas personas y lugares donde se comercializó la gasolina extraída de manera ilegal por el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ manifestó que cuando salió de la cárcel le ordenó a Franklin Barón instalar una válvula en San José de las Américas, porque encontró muchas deudas y requería cubrirlas. Manifestó que obligaba comprar la gasolina por la Organización hurtada a Álvaro, -propietario de la estación de gasolina de San Alberto, su administrador era Gerardo Jaimes-; en San Martín, a las estaciones conocidas como “la Y”, “La Troncal”, -esta última propiedad de Mario Parada y de Luis Angarita-; en el centro de San Martín, a la estación de gasolina “Los Reyes”, -propiedad de Carlos Jaimes-, y a la estación de gasolina de Álvaro Navarro; a la estación de servicio Morrison; y en Aguachica, en las estaciones que estaban ubicadas allí.

32. Finalmente, manifestó que las fincas “El Paraíso” y “La Floresta” son propiedad suya, y que durante su permanencia en la Organización las escrituró a nombre de sus hijos para evitar problemas, razón por la que ahora las ofrece para reparar a las víctimas de sus conductas delictivas.

5.3 Intervención del Procurador 15 judicial penal 2
33. El doctor Víctor Andrés Salcedo Fuentes manifestó que su intervención versaría sobre tres aspectos a saber. El primero de ellos, fue el referido a las formas de participación y autoría que le fueron formulados al postulado PRADA MÁRQUEZ. Después de exponer brevemente los conceptos, elementos y características de la autoría mediata, manifestó su inquietud con relación a esta forma de participación y el poco conocimiento de los hechos manifestado por parte del postulado durante las diligencias, lo cual le permitió poner en tela de juicio sí tuvo el dominio del hecho, por lo que considera que la autoría mediata no debería ser la forma de endilgarle responsabilidad.

34. Seguidamente, el Procurador puso de presente que aunque la Fiscalía manifestó que no se demostró la existencia de delitos sexuales ni de reclutamiento ilícito, es preciso recordar la exigencia de ventilar esa clase de delitos. 

35. Finalmente, el Representante del Ministerio Público consideró que por más que existieran indicios en relación con el incumplimiento del Derecho a la Verdad por parte del postulado, al menos, mientras no haya sentencia que así lo demuestre, se le reconoce que haya entregado dos bienes en la diligencia de legalización de control de los cargos, los cuales estaban a nombre de testaferros. Considera que no puede realizarse mayor exigencia por tratarse de un grupo armado al margen de la ley en relación con los ingresos y egresos del Frente.
36. El funcionario se pronunció con relación a la tipificación de los cargos. Manifestó compartir la mayoría, pero puso de presente que con relación a la tipicidad extendida, o los argumentos que se plantearon para construir esa teoría, se fundamentaban en que en países donde ésta fue aplicada no había tipificación de las conductas y que por eso se condenaba con base en normas posteriores, que comoquiera que en el caso colombiano sí las tipificaba, pero no con esa denominación, -no existía por el ejemplo el delito de Homicidio en persona protegida pero sí el de homicidio agravado, el cual contempla una pena mayor que el primero-. Manifestó que en el proceso se aludió al despojo en campo de batalla, el cual no es un delito internacional que no es de lesa humanidad, por lo que considera que no es necesario sacrificar el principio de legalidad estricta, pues no se está afectando el derecho de las víctimas. Manifiesta que se trata de un tema debatible, en la medida que no hay un pronunciamiento en firme sobre el tema por parte de la Corte Suprema de Justicia.

37. Con relación a la aceptación de los cargos, el Procurador delegado manifiesta que no le cabe duda de que ésta fue libre, espontánea y voluntaria, así como que el postulado fue debidamente asistido por su defensor.

38. Por esas razones, y aunque destaca el esfuerzo de la Fiscalía por traer a colación este asunto, y la buena voluntad del postulado, solicitó que no se legalicen los cargos en los que la conducta se adecuó a título de autor mediato, pues no es una circunstancia atribuible al postulado como incumplimiento, sino de técnica jurídica.
5.4 Intervención del apoderado de víctimas Jairo Alberto Moya Moya
39. El abogado del Sistema Nacional de Defensoría Pública para las Víctimas de Justicia y Paz, manifestó que atendiendo los criterios fundamentales como la Verdad para efectos de la reparación integral, está de acuerdo con la legalización de cargos que presenta la Fiscalía, aunque también respalda la postura del Representante del Ministerio Público en relación al grado de participación del postulado, pues aunque lamentablemente se lesionarían los intereses de determinados poderdantes que verían demoras para acceder a su reparación integral, no puede desconocerse que el postulado procesado no tenía conocimiento de los actos previos o de ejecución de los hechos delictivos, e incluso posteriormente, en algunos casos no se enteró de la ejecución de los mismos.

40. Manifiesta que por el solo hecho de ser JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ jefe de un grupo paramilitar, no se le puede imputar la autoría mediata, más cuando no conocía del hecho, porque si lo hubiese conocido habría podido evitarlo, como por ejemplo aconteció con el homicidio del alcalde del municipio de González de quien ni siquiera supo era una autoridad civil, por lo que considera que en ese cargo no se demostró el grado de participación del postulado.
41. Con relación al cargo 10, homicidio del señor Saldaña Flores, el doctor Moya manifestó que aun después de que el postulado confesó el hecho en versión libre, el proceso en la jurisdicción ordinaria continúa su trámite y se profirió sentencia por ese mismo hecho el veintitrés (23) de noviembre del año 2010, de manera tal que el mismo hecho fue tramitado dos veces. Manifiesta que como abogado entiende la situación de los postulados frente aquellos casos que continúan su trámite en la jurisdicción ordinaria, muy a pesar de que estos debieron suspenderse y rituarse por el procedimiento de Justicia y Paz, pues esta ley no puede ser complementaria sino prevalente. Considera que el trámite de Justicia y Paz no debería incluir la presentación de los antecedentes de las víctimas, pues aunque la mayoría no los tenía, se tratan de víctimas y no de proceso contra ellas.

42. Con relación al homicidio de Sindy Paola Rondon Laso, cargo número 3, manifiesta que comoquiera que en diligencia del dos (2) de febrero el postulado procesado aceptó su responsabilidad, se entiende que renuncia al aspecto de la cosa juzgada, por lo que pide dicha admisión sea tenida en cuenta para efectos de legalizar los cargos.
5.5 Intervención de la apoderada María del pilar Romero
43. La abogada del Sistema Nacional de Defensoría Pública para las víctimas de Justicia y Paz, solicitó que con relación a los cargos en los que es Apoderada, estos no se califiquen como crímenes de guerra sino como crímenes de lesa humanidad.
44. Luego de presentar a la Sala argumentos con el fin de lograr una mejor comprensión del fenómeno paramilitar, en el sentido de que si bien éste inició con la coadyuvancia del Estado como una estrategia para combatir a la guerrilla y la delincuencia común, es a partir del año 1995, -de acuerdo con el informe de veinticuatro (24) de enero de 1990 sobre la visita in loco del Relator Especial de las Naciones Unidas, realizada a Colombia del once (11) al veinte (20) de octubre del año 1989-,
 que éste se convirtió en un fenómeno de delincuencia común, pues si bien en un principio adoptó un discurso antisubversivo, posteriormente se convirtió en el remplazo de la Guerrilla, lo cual encuentra asidero en el recuento histórico de los combates realizados entre el Estado y los grupos paramilitares.

45. Manifiesta que la situación de conflicto armado es una situación que per se no implica la aplicación del Derecho Internacional Humanitario, lo cual se puso de presente en decisiones como la sentencia proferida contra Jorge Iván Laverde Zapata, alias “El Iguano”, y el Comité Internacional de la Cruz Roja, organismo que “(…) tiene por establecido que el derecho internacional de los derechos humanos sólo opera en tiempo de guerra o en situaciones de conflicto armado, y, que el derecho internacional de los derechos humanos opera en todo tiempo, aún en situaciones de conflicto, y, que por lo tanto, aquellas situaciones que no estén directamente ligadas al combate (como acto de guerra) caen bajo el imperio del derecho internacional de los derechos humanos”.
46. Aduce que si bien es cierto hay un conflicto armado y en éste pueden concurrir los crímenes de guerra y de lesa humanidad, en el presente caso, cuando se trata de una política sistemática de extermino, esta clase de crímenes no convergen porque esta política no se dio al fragor de la guerra.
47. Con relación a los cargos 14, 15, 16, 17, 19, 20, 21, 22, 23, 25, 26 y 28, solicitó estos se adecúen con base a las disposiciones del decreto 100 de 1980. Manifestó que no comparte la aplicación del principio de favorabilidad, dado en esos cargos “(…) la conducta no corresponde al de Homicidio en persona protegida sino al homicidio agravado bajo la categoría internacional de crimen de lesa humanidad, como bien lo ha ilustrado la Fiscalía a lo largo de este proceso al probar que estas conductas fueron sistemáticas y generalizadas, durante el tiempo y en el territorio donde operaba el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, en desarrollo de una política de ataque de todo aquel que en criterio del grupo armado ilegal, le ‘hacía mal a la sociedad’”.
48. Solicitó que los cargos 13 y 71 no se adecúen como crímenes de guerra, toda vez que “(…) son claros ejemplos de delitos de lesa humanidad, ya que obedecen a claras políticas de exterminio, toda vez que las ejecuciones se realizaron contra personas catalogadas como problemas sociales y estigmatizados por el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, en este caso ni el postulado Juan Francisco Prada Márquez, ni las diferentes personas que han sido interrogadas o entrevistadas tiene claro el porqué de la muerte de estas personas, que eran ciudadanos del común. Problemas sociales, no tienen claro el por qué”.
49. Manifiesta que está de acuerdo con la autoría mediata en aparatos organizados de poder como instrumento fungible responsable, por lo que pide que al postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se le atribuyan los cargos 13, 14, 15, 16, 17, 19, 20, 21, 22, 23, 25, 26 y 28 a título de coautor mediato.
50. Por las razones anteriores, la Apoderada solicitó se declare la legalidad de los cargos, aclarando que en aquellos en los que ella lleva la representación de las víctimas, sean declarados como crímenes de lesa humanidad y pidió en igual forma que se dé inicio al incidente de reparación integral.
5.6 Intervención del apoderado Leonardo Vega

51. El abogado del Sistema Nacional de Defensoría Pública para las víctimas de Justicia y Paz, manifestó que en primer lugar, que tiene representación en los cargos 6, 9, 11, 12 y 72, y que en lo que tiene que ver con el cargo 12, en el que aparecen cinco víctimas directas, los representa a todos.

52. Con relación al cargo 73, y atendiendo a la jurisprudencia que establece que la audiencia de legalización de cargos es una de las etapas donde las víctimas deben intervenir, hizo constar que Miguel Barbieri, -padre y víctima indirecta de Miguel Ángel Barbieri Forero-, se presentó solicitando se le diera la oportunidad de intervenir para aclarar algunos aspectos de su intervención cuando se presentó su cargo en la diligencia, a lo cual la Sala y él como defensor le hicieron saber tendría la oportunidad al finalizar la presentación de la Fiscalía, y que comoquiera que dándosele las garantías y requerirle él como abogado que viniera nuevamente, su Representado se retiró, como lo hizo constar en audiencia la Magistratura, por lo que no encuentra impedimento alguno para que el cargo 73 se legalice.

53. Con relación a los cargos considera que debe darse su legalización porque estos cumplen con los requisitos: las Víctimas pudieron participar, se entregaron bienes para la reparación y el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ aclaró la participación de otras personas, con lo que demostró su propósito de que la verdad material se conozca y guarde plena armonía con la verdad procesal.
54. Sobre la adecuación típica, manifiesta que el desconocimiento del postulado frente a lo que es una “alerta temprana”, -puesto de presente en el cargo 101-, no es por indebida adecuación típica, y pide que el postulado no acepte cargos por aceptar, sino que se corresponda con el derecho a la verdad material, que obedezca su rango.
55. Finalmente, respecto a los bienes, pone de presente que si bien el postulado los entregó en la audiencia de legalización , ahora es necesario que se dé la materialización de la entrega, por lo que solicita la Sala fije un tiempo para que los bienes se trasladen, una vez sean saneados y entregados al Fondo para la Reparación de las Víctimas.

5.7 Intervención del defensor de confianza del postulado
56. El doctor Jairo Vicente Velandia Campo inició su intervención presentando algunos aspectos biográficos de su defendido, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, manifestando que con ello no pretendía justificar los hechos que la Fiscalía ha puesto en conocimiento de la Sala para legalizar. Su relato es el siguiente:
57. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ nació en el municipio de Galán (Santander) y llegó junto con sus padres y nueve hermanos (cinco mujeres y cuatro hombres) al corregimiento de San Martín, municipio de Río de Oro (que para ese entonces pertenecía a aquella área adscrita al departamento del Magdalena que posteriormente devendría en el departamento del Cesar), el dieciséis (16) de noviembre de 1964, luego de que su padre vendiera dos propiedades que tenía en la vereda Olla Negra y comprara una finca de 160 hectáreas en la vereda El Cobre, corregimiento de San Martín del municipio de Río de Oro, a la que llegó con seis camiones de ganado.

58. A finales de 1960 y principios de 1961, compró la finca “La Esmeralda” de 165 hectáreas al señor Juan García, la cual estaba ubicada en la vereda San Pablo del corregimiento de San Martín, municipio de Río de Oro (Magdalena). A finales de 1980 y principios de 1981, vende esa finca y compra las propiedades de “La Unión” y “San Miguel”, entre las dos con 115 hectáreas, pues son contiguas. Ambas propiedades el padre de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ las escritura a nombre de sus nueve hijos quedándose él con el usufructo de las tierras.

59. El padre de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, señor José Miguel Prada León, era agricultor y ganadero muy versado en las actividades del campo y la ganadería, al punto que aprovechó las situaciones de las tierras y las productivizó facilitándose su venta, y que para esa época, años 1970 y 1971, la familia Prada Márquez ocupaba un lugar importante dentro de los ganaderos de la región, no por tener grandes extensiones de tierra sino por saber labrarla y conocer sobre ganadería, de tal manera que la formación que recibió JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ desde su niñez por parte de sus padres, estuvo centrada en labrar la tierra y explotar la ganadería.

60. Entre los años 1970 y 1971 cuando en el sur del Cesar se inicia la incursión de la Subversión, a través de grupos armados organizados como el E.L.N., las F.A.R.C., el E.P.L., el Quintín Lame, el M-19 y la delincuencia común, se inicia la victimización de la población mediante extorsiones, abigeato y secuestros.

61. El trece (13) de septiembre de 1984 muere el padre de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ mientras estaba en su finca, y es en ese momento cuando JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y su hermano Humberto deciden comprar a los demás hermanos la finca de 316 hectáreas. Esa también es la época en la que aumentan los delitos y toda clase de secuestros como de los que fueron víctimas algunos pobladores de la región como Fredy Torres y Marcos Avendaño, destacándose lamentables acontecimientos como que cuando San Martín fue categorizado como municipio, secuestraron a su alcaldesa, la señora Argemira Pedraza, quien fue asesinada en la vereda Los Bagres.

62. De igual forma, fueron víctimas del secuestro Ricardo Angarita Gamarra, -quien fue asesinado-, Erasmo Avendaño, Jesús Parada, -propietario de la finca “El Recuerdo”-, y Luis y José Mantilla, -estos últimos fueron víctimas del secuestro dos veces cada uno-, Sebastián Álvarez, Pedro y Ramón Cabrales, Miguel y Antonio Arias, -padre e hijo respectivamente-, Guillermo Bretón, -propietario de “El Caraito”, hacienda de más de 2.000 hectáreas, en la que se cultivaba arroz, sorgo, maíz-, y de quien al día de hoy se desconoce su paradero, pues la Guerrilla lo desapareció-, Rodrigo Arévalo Ferrero, -propietario de la hacienda “Caño Claro”-, Pedro Nel Aristizábal, -propietario de “La Estrella”-, y de quien se sabe vive en Bucaramanga en condiciones de pobreza absoluta habiendo sido propietario de más de 1.500 hectáreas-, Wilson Quipial, quien fue asesinado con Luis Villalba, -niño de diez años hijo de Roso Benavides, quien era el sargento comandante de la policía de San Martín-, Víctor Mora, -propietario del restaurante “La Troncal”-, Orlando Rivera, -persona asesinada en su cultivo de arroz con otras cuatro personas-, Mateo Duarte, -víctimas del desplazamiento cuando era cultivador de más de 200 hectáreas de arroz, sorgo y maíz-, Ernesto Prada, -miembro de la familia Prada y víctima del desplazamiento-, Neftalí Gutiérrez, Cristóbal Arias, Ángel Plata, Ramón Guerrero, Roberto Dulvei, -persona secuestrada dos veces-, entre otras tantas.

63. A raíz de todos esos secuestros y asesinatos, la guerrilla infundió en la comunidad la práctica de que si no se pagaba dentro de los veinte días siguientes el rescate por las personas secuestradas, éstas eran asesinadas. Precisamente, el día cuatro (4) de octubre de 1988 la Guerrilla secuestró a un hermano de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, por quien la Guerrilla le pidió cincuenta millones de pesos ($50.000.000) para liberarlo, y que a través de negociaciones fue fijado en once millones de pesos ($11.000.000), siendo liberado a los veinte días de su secuestro, cuando la familia Prada pensaba que pese al pago del rescate sería asesinado. A principios del año 1989, el hermano exsecuestrado se desplaza a Alemania a raíz de las continuas amenazas.
64. Los delitos se fueron incrementando al punto que era imposible vivir en la región, aquellos ganaderos que no eran campesinos se iban a las capitales de los departamentos porque la violencia allí no era igual; en el caso de la familia de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, se vieron obligados a permanecer en la región y afrontar la situación, por lo que después del secuestro del hermano de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, y de otros como Ramón Avendaño, Efraín Mateo, Daniel Vergel, Juan Saavedra, -a quien asesinaron-, Rubén Galeano, Salvador Barbosa y su hermano, -secuestrados y asesinados-, de Marco Tulio Villamizar, -a quien dejaron cuadriplejico por la no cancelación completa del rescate-, y otros asesinatos por parte de la Guerrilla.

65. Todos los delitos eran denunciados por las víctimas, pero al igual que con las atrocidades cometidas por el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, las autoridades no hacían nada, no había Estado sino total abandono en la región, escasamente y de manera esporádica aparecía el Ejército, y cuando instalaron un puesto de policía en San Martín, la misma Policía, cuando se informaba que la guerrilla iba incursionar en el pueblo, pedía a la comunidad que le ayudara, los policías les avisaban a los habitantes para que se defendieran. En esas condiciones, cuando no hay Estado o Autoridad la Guerrilla tiene el poder absoluto militar, económico, político, sin que el Estado tenga conocimiento o capacidad de defenderlos.

66. Por esas motivaciones, en el año 1990 un familiar de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ llamado Roberto Prada Gamarra, decidió enfrentar el problema de orden público porque la Guerrilla se dio cuenta de que cuando a él lo obligaban a transportar a los subversivos en los camiones que tenía para llevar ganado o mercancía, informaba al Ejército, terminando la Guerrilla en enfrentamientos, por lo que le declararon como objetivo militar, por lo que se organizó con dos o tres personas para enfrentarla.

67. Para el año 1991, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ decide colaborarle a su familiar con información y dinero, al igual que todas las personas de la región que se daban cuenta que no había otra forma de enfrentar a la subversión, precedieron a apoyarlo. En el año 1994, a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se desplazarse a Yopal (Casanare), lugar al que se lleva la maquinaria que para esa época tenía, -combinadas, tractores, camiones-, pero como en Yopal la situación no era diferente a la que se vivía en su región, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se ve obligado a regresar un año después, y es así cuando además de dar información a su familiar y dinero, comienza a ser parte activa del grupo de autodefensas, resaltando que ellos no tenían otra alternativa, pues no tenían otro lugar al cual desplazarse. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se involucra de lleno a las autodefensas, habían secuestrado al hermano y a otras tres personas cercanas, además de haber desplazado a dos más.
68. Con relación a las circunstancias personales de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, expone el señor defensor que no es una persona letrada, escasamente tiene primero de primaria, máximo el segundo grado porque para esa época su familia, especialmente su padre, buscaba enseñarles a labrar la tierra y su prioridad no era ir a la escuela, además que para esa época no existían en la región, de manera que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ no tiene la capacidad para expresarse ante las preguntas que el Representante del Ministerio Público y la Sala le han formulado; esto también lleva a entender por qué JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ no tenía el dominio absoluto de la Organización Criminal que se vio obligado a conformar, no prestó el servicio militar y por eso no conoce las estrategias de ese tipo, estaba dedicado a sus actividades de labranza y por eso él también preguntaba qué es una “alerta temprana”.

69. Cuando JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ le vende a su hermano la finca que compartía con él en San Alberto (Cesar), compra la finca “La Pradera”, ubicada en el Líbano municipio de San Alberto (Cesar), a Marco Antonio Prada Gamarra y sigue los pasos de su padre: después que la productiviza la vende en el año 1993 a Miguel Ariza, -habitante de El Líbano-, y con el dinero de la venta adquiere la finca “Bruselas” en el municipio de Pelaya (Cesar) en el año 1994, la cual vende a Óscar Calderón en el año 2001. Con relación a la mayoría de las escrituras de estos inmuebles, éstas no salen al tiempo de la compra porque estaban hipotecadas y era necesario pagar previamente.

70. Finalmente, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ compra a Wilfred Anaya la finca “Rancho Grande”, ubicada en Palenquillo municipio de Gamarra (Cesar), la cual registra a nombre de sus hijos: Yadira, Elkin y Edith; posteriormente, esta finca la vende a un hermano suyo y con ese dinero compra la finca “La Floresta” en el año 2003, y por intermedio de un ganadero, pues ya estaba en la guerra, le pide que le preste su firma para ponerla a nombre de sus hijos, incluidos unos menores de edad. Esta es la finca que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ le entrega a la Sala para que pase al Fondo de Reparación para las Víctimas, al igual que la finca “El Paraíso”, las cuales son contiguas, de manera que como en este momento tienen medida cautelar, ya será la Sala quien determinará cómo hacer efectiva la entrega de los dos predios.

71. Con relación a la coautoría mediata, que es el segundo tema que el Apoderado del postulado abarcó en sus alegatos, manifiesta que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ es una persona iletrada, sin conocimientos académicos, militares o de policía, que se vio obligado a comandar ese grupo que posteriormente se convirtió en el monstruo que causó tanto dolor y daño a la comunidad; si no sabía leer cómo controlar ese aparato, o de una de las zonas en las que operaban sus hombres. Destaca que su Defendido dio las órdenes generalizadas de acabar con la guerrilla y y con que le ocasionara daño a la sociedad, y que ésta última, ante la ausencia total de Estado, llegó a acudir a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ para que resolviera los problemas que se presentaban en la sociedad, que era tan evidente el abandono de la región, que el comandante del E.L.N. les dijo a los pobladores que nadie podía cambiar a sus mayordomos y que debían darle el quince por ciento (15%) sobre el valor de la venta de tierra o ganado.

72. Resalta que la historia se repite, pues esos hechos, cometidos de manera similar en épocas más recientes, en los que todas las personas sabían del poder económico, político y militar que ejercía JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, quien por la ausencia del Estado asumió algunas de sus funciones, ante quién se podían quejar. Destaca que por lo menos las víctimas del Frente Héctor Julio Peinado Becerra pueden conocer la verdad y tienen el espacio para ello, pero qué decir de las víctimas de la Guerrilla, cuándo tendrán la oportunidad de saber qué pasó con ellas, v.gr. con los desaparecidos Guillermo Breton, -propietario de la finca “El Caraito” que generaba más de ciento cincuenta empleos-, con los Hermanos Cabrales, con Rafael Quintero -ganadero a quien le decían “La Mocha”-, con José Rueda -a quien secuestraron hace dos o tres años y no se sabe nada de él-.
73. Finalmente, con relación a la solicitud de legalización de los cargos, solicita estos sean legalizados, y que al momento de que la Corte realice el respectivo análisis, ésta considere el aparte 6.2.4.1.13 de la sentencia C-370 de 2006, en la que se alude que cuando se trata trámites de justicia transicional donde hay tantas víctimas, es bueno y proporcional que los causantes de todos esos delitos respondan con sus bienes, pero que también el Estado está en la obligación de subsidiar esa obligación, pues si esa persona que llega a un acuerdo con el Gobierno se desmoviliza, se postula y quiere reincorporarse, debe dejársele bienes para que viva dignamente cuando pague con sus bienes.

6. Consideraciones de la sala

6.1 Competencia

74. La competencia de esta Sala para conocer del asunto, emana del artículo 19 inciso 3º de la ley 975 de 2005, según el cual una vez remitidas las actuaciones por parte del Magistrado que ejerció la función de control de garantías en la diligencia de formulación de cargos, “(…) la Sala [de conocimiento] correspondiente convocará a audiencia pública (…) para examinar si la aceptación de cargos ha sido libre, voluntaria, espontánea y asistida por su defensor”.

75. La Corte Constitucional en la sentencia C-370 del año 2006
, reconoció la importancia de este examen de legalidad, el cual al desarrollarse en un escenario de justicia transicional en el que las garantías del procesado deben ponderarse con los derechos de las víctimas, se constituye en una salvaguarda para estas últimas, especialmente en relación con sus derechos a la verdad y la justicia:
“6.2.3.2.2.9. (…) Para la Corte reviste particular importancia este control que se asigna al juez de conocimiento, el cual debe entenderse como control material de legalidad de la imputación penal que surge a partir de la aceptación de los cargos. Lo anterior implica que el juez de conocimiento debe controlar la legalidad de la aceptación de cargos en lo relativo a la calificación jurídica de los hechos, en el sentido que aquella debe efectivamente corresponder a los hechos que obran en el expediente. Esta interpretación es la única que se ajusta a la garantía de efectividad de los derechos de las víctimas a la justicia y a la verdad. No podría argumentarse que el objetivo de ese control es la verificación del cumplimiento de las garantías de libertad, espontaneidad, voluntariedad y defensa que indiscutiblemente debe rodear el acto de aceptación de cargos por parte del procesado. (…) Adicionalmente este es un aspecto que se encuentra rodeado de las debidas garantías en cuanto la audiencia de aceptación de cargos se surte ante un juez de control de garantías. De manera que el único contenido posible atribuible a la expresión ‘de hallarse conforme a derecho’ es el control material sobre la calificación jurídica de los hechos, y así lo declarará la Corte en un condicionamiento que a la expresión analizada. Es que el correcto nomen juris de los hechos constitutivos de infracción penal, se integra a los derechos a la verdad y justicia de las víctimas. (Subrayado fuera de texto).
76. A su vez, este planteamiento ha sido aceptado por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
, quien ha entrado a desarrollarlo, indicando los aspectos que deberán ser comprendidos en la audiencia de legalización formal y material de aceptación de cargos etapas
, en atención a la insuficiente normativa.

77. En esa medida, se ha reconocido que el control de legalidad material y formal de la aceptación de cargos consagrado en el inciso 3º del artículo 19 de la ley 975 de 2005, constituye junto con el escrito de acusación, el acto procesal de mayor connotación en la ley de justicia y paz: la acusación, por lo que deberá haber correspondencia entre ésta y la posterior sentencia, en virtud del principio de congruencia.

78. En ese sentido, del control de legalidad de la aceptación de cargos se desprende la necesidad de realizar un control más allá de lo formal, es decir de examinar que la aceptación del postulado haya sido libre, voluntaria, espontánea y que contó con asistencia del defensor, pues éste resulta insuficiente para atender “los estándares internacionales de Administración de Justicia (ley 975 de 2005), [lo da lugar a que] la jurisprudencia [haya] venido dando otros alcances [de tipo material] a la audiencia de legalización de cargos en el trámite del proceso de Justicia y Paz”.

79. En virtud de estas facultades, corresponde a la Sala de Conocimiento
 también verificar “los requisitos de elegibilidad del desmovilizado y la ocurrencia de los hechos delictivos durante y con ocasión de la militancia en el grupo armado ilegal, la verificación de la voluntad del postulado, el por qué, el cómo y el cuándo de cada crimen, así como la representación legal de las víctimas y la necesidad de prestarles medidas de protección”
, aunque la norma, -artículo 19, ley 975 de 2005-, no haga un pronunciamiento expreso al respecto.

80. Los anteriores aspectos incluyen controlar que la calificación jurídica corresponda a los hechos que obran en el escrito de acusación
. La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, ha reconocido que la diligencia de control de legalidad material y formal es el momento procesal oportuno para decidir sobre la procedencia de los cargos formulados y si hay lugar a modificarlos y corregirlos, pues se parte de la base que en la audiencia de formulación de cargos ante el Magistrado de Control de Garantías, “(…) todos los intervinientes [pudieron] conocer el resultado de la versión libre del postulado y la subsecuente investigación de la Fiscalía (…)” por lo que cuentan con los elementos de juicio necesarios para controvertir los cargos aceptados por el postulado
, los cuales además podrán ser modificados o corregidos
 por la Sala de Decisión
.

6.2 Del contexto en el que fueron perpetrados los cargos formulados
81. Para realizar el control formal y material de los cargos formulados contra el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, la Sala entiende que se deben emprender las comprobaciones de aspectos como los referidos a la existencia del conflicto armado interno en Colombia y de los grupos armados que lo han protagonizado, al igual que la existencia de la Organización criminal de la cual hacía parte el postulado y los aspectos atinentes a su estructura, zonas de operación, propósitos, fuentes de financiación, relaciones con personas vinculadas a la Administración Pública, los patrones de conducta por ella adoptados, además de todos aquellos elementos que permitan ofrecer una debida contextualización de los comportamientos objeto de reproche, pues de esta manera se obtendrá una racional claridad respecto de las condiciones de modo, tiempo y lugar en las que se perpetraron las conductas punibles, lo que permitirá realizar acertados procesos de reparación y adecuación típica
, y determinar si, como lo han reclamado la Fiscalía, el Representante del Ministerio Público y los Defensores de Víctimas, los cargos endilgados configuraron crímenes internacionales y si estos fueron cometidos mediante un aparato organizado de poder, en la medida que la postura de quienes participaron de la Audiencia no fue unánime en lo que se refiere al grado de participación de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en las conductas criminales y en la posibilidad de calificarlas de manera conjunta como crímenes de guerra y de lesa humanidad.
6.2.1 Conflicto armado interno colombiano

82. El primer aspecto sobre el que la Sala debe pronunciarse, es el relacionado con la existencia de un conflicto armado de carácter no internacional en Colombia, dado que éste resulta ser el ámbito necesario para la aplicación de la ley 975 de 2005
. Con antelación al reconocimiento que sobre este asunto hiciera el Gobierno Nacional colombiano, esta Sala había ya presentado los elementos a partir de los cuales se podía predicar la existencia del conflicto armado interno en Colombia, así como los elementos para considerarlo como hecho notorio
, pues se ha sostenido que la existencia de un conflicto armado interno se establece a partir de la configuración de los elementos consagrados en las disposiciones de Derecho Internacional Humanitario (D.I.H.), lo cual puede ser verificado por las Autoridades judiciales con independencia de que las autoridades políticas hayan procedido a su reconocimiento
.
83. Se ha reconocido que entre las diferentes causas del conflicto armado interno colombiano, está presente aquella que se deriva de la inequidad en la tenencia de la tierra
, la cual motivó la conformación de diferentes movimientos guerrilleros que se fueron consolidando en grupos armados organizados que ocuparon varias zonas del territorio colombiano y protagonizaron enfrentamientos militares sostenidos contra las Fuerzas Armadas del Estado, configurando la situación consagrada en el artículo tercero común de los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos adicionales de 1977, referida a la existencia de hostilidades entre Fuerzas Armadas del Gobierno y grupos insurgentes armados y organizados
.
84. Esta situación de conflicto armado interno no fue expresamente reconocida por las Autoridades colombianas durante más de cinco décadas, en su lugar, haciendo uso de las facultades otorgadas por el artículo 121 de la Carta Política de 1986
, declaraban el Estado de Sitio por la conmoción interior, eventualidad en la que el Ejecutivo adoptaba medidas extraordinarias o decretos de carácter provisional, para defender los derechos de la Nación, reprimir el alzamiento y restablecer, en el menor tiempo posible, el Orden Público.
85. La aplicación frecuente de esta medida extraordinaria, fue reconocida por el mismo Legislador, quien en la exposición de motivos de la Ley 48 de 1968 refirió que “entre 1945 y 1957, [período en el que se declaró de manera constante el Estado de sitio,] fueron dictados 7.875 decretos de carácter general y 2.000 especiales referentes al Ministerio de la Guerra y la policía, en virtud de los cuales, convirtiendo la vía de excepción en normal, se legisló incontroladamente sobre todas las materias ajenas al objetivo concreto de reprimir la conmoción interna”, lo que ocasionó la quiebra del orden constitucional, desarticulando “(…) la vida de la Nación y [creando] profundos desequilibrios que la colocaron al borde del caos”
.

86. En ese sentido, el impacto que el desarrollo del conflicto armado interno colombiano ocasionó en la Nación, -y que en todo tiempo fue denominado situación de conmoción interior-, fue también puesta de presente por el Legislador, quien adujo que 
“La violencia política, aún no extinguida totalmente, no sólo produjo millares de víctimas, sino que desquebrajó los lazos de convivencia ciudadana, destruyó los mejores valores éticos del pueblo y dejó incalculables pérdidas materiales. El imperio permanente de la ley marcial hizo de nuestro Estado un remedo de régimen totalitario en el cual el Congreso no funcionó, los partidos políticos no actuaron, la prensa no tuvo independencia, la justicia se ejerció de acuerdo con las demandas del Estado y los ciudadanos vivieron al arbitrio del Gobierno con sus derechos y libertades indefinidamente suspendidos. Y, por último, el desorden jurídico, que crea incertidumbre, desalienta la iniciativa, anula los controles sobre los actos del Gobierno e impide una planeación adecuada de los recursos, propició una política económica y financiera que dejó un saldo de crónica inflación, de inequidad en la distribución del ingreso, de despilfarro y desgreño administrativos en las inversiones públicas, que han contribuido positivamente a que el ritmo de desarrollo del país sea aún hoy muy exiguo en relación con las necesidades crecientes de la población.”
 (Negrillas fuera de texto).
87. Estas precarias condiciones fueron también manifiestas en la región correspondiente al departamento del Cesar, de la cual se reconoció por parte del Legislador
, que a partir de la reorganización político-administrativa que unificó en el pasado al departamento del Cesar, -creado desde 1868-, con el departamento del Magdalena
, dio lugar “(…) desde entonces una etapa de abandono y desatención estatal que aún subsiste (…)”.
 
88. Se ha establecido que las anteriores circunstancias favorecieron la constitución y fortalecimiento de los grupos armados aludidos, quienes como actores armados del conflicto interno colombiano se organizaron por línea de mando y progresivamente fueron aumentando su presencia en las regiones del territorio nacional, en algunas de las cuales tuvieron inicial acogida por el apoyo y participación otorgado a diferentes movimientos sociales que se generaron como consecuencia de las necesidades que la ausencia del Estado provocó. Así aconteció en la zona sur del departamento del Cesar y en la provincia de Ocaña del departamento del Norte de Santander, donde los grupos armados organizados al margen de la ley incursionaron a finales de la década de los años setenta y cobraron fuerza a mediados de los años ochenta.
89. Mientras la incursión de los grupos subversivos en la zona sur del departamento del Cesar se dio por la utilización de ese territorio como lugar de descanso y recuperación de aquellos Frentes que operaban en la Sierra Nevada y la Sierra del Perijá, y posteriormente fue contundente para su fortalecimiento el apoyo a movimientos como el protagonizado por los algodoneros en el año 1987
 y otros relacionados con la adopción de reformas en materia agraria; en el caso de la provincia de Ocaña (departamento de Norte de Santander), la incursión de los grupos subversivos en el inicio de los años setenta estuvo motivada principalmente por su condición petrolera y su cercanía con territorios de condiciones similares como el departamento de Arauca y la República de Venezuela
, en esta zona, el fortalecimiento de las estructuras armadas ilegales, se presentó a raíz de movimientos sociales que la explotación petrolera propició, en los que se promovieron, entre otros aspectos, la explotación petrolífera como actividad rentable que favoreciera los intereses del Estado, de la región y sus pobladores.
90. Además de los grupos subversivos tradicionales, - principalmente las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (F.A.R.C.) y el Ejército de Liberación Nacional (E.L.N.)-, se estableció que aproximadamente desde mediados de la década de los años sesenta se constituyeron otros grupos armados organizados que participaron en el desarrollo del Conflicto armado interno colombiano
, algunos de los cuales sostuvieron diálogos con el Gobierno Nacional para iniciar procesos de paz
, como aconteció con el grupo armado M-19 con quien el Gobierno Nacional y los partidos políticos suscribieron un acuerdo el nueve (9) de marzo de 1990
.
91. Del análisis de los anteriores aspectos, teniendo en cuenta las directrices que la Jurisprudencia ha ofrecido para constatar la existencia de un conflicto armado interno, esto es, la comprobación de la intensidad necesaria para predicar que no se trata de una situación menos grave y esporádica de alteración del Orden Público, y el nivel de organización de las partes
, la Sala constató la existencia de un conflicto armado no internacional en Colombia.

92. Con relación a la comprobación del criterio de intensidad, partiendo de la base de que “(…) la determinación de la existencia de un conflicto armado debe realizarse no en abstracto, sino en atención a las características de cada caso particular (…)”
, se determinó que el conflicto armado interno colombiano cuenta con el nivel de intensidad necesario aun cuando el número de enfrentamientos o combates haya disminuido de manera representativa durante los últimos años
, toda vez que son muchos los lugares donde los actores armados hacen presencia y permanecen organizados, y por ello, aunque en estos no se presenten enfrentamientos o estos últimos no sean de carácter sostenido, hacen que esos territorios se encuentren bajo la amenaza cierta y latente de convertirse en escenarios de graves violaciones a los derechos humanos por la comisión de grandes acciones criminales tales como incursiones armadas, masacres, entre otras
, de lo que se desprende que en Colombia, con relación al desarrollo del Conflicto, es factible encontrar de manera simultánea diferentes niveles de intensidad que siempre se corresponden con los de un conflicto armado de carácter no internacional, es decir, mientras en una zona del territorio nacional se pueden estar librando combates, en otra, la población civil puede encontrarse sometida al terror y a la zozobra que la declaratoria de un toque de queda ilícito por parte de un grupo armado ilegal por sí misma ocasiona.
93. También fue verificado el nivel de organización ostentado por los diferentes actores armados, quienes se consolidaron y expandieron a lo largo del territorio nacional durante el período comprendido entre finales de la década de los ochenta, -en el caso de los grupos armados subversivos-, y principios de la década del dos mil, -como aconteció con los grupos ilegales paramilitares.

94. La Sala ha constatado la comisión de graves violaciones a los derechos humanos algunas de las cuales han llegado a conocerse en instancias de carácter internacional, con lo que se da cuenta de la capacidad bélica de estos grupos y del control territorial ejercido sobre estos.
95. La Sala también se ha referido al reencause del desarrollo del conflicto armado interno colombiano en perjuicio de la población civil. Por una parte, los grupos subversivos, desatendiendo las directrices de Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario, disposiciones que resultan “(…) obligatorias para todos los Estados y, cuando procede, para todas las partes en conflicto, sin necesidad de una adhesión oficial”.
, no procedieron a mantener al margen de las confrontaciones y hostigamientos a la población civil, a la que victimizaron con acciones delictivas como el secuestro extorsivo, el hurto y destrucción de sus bienes, además de otras violaciones a los derechos humanos. Por otra parte, los grupos paramilitares adoptaron un discurso antisubversivo en el que su enemigo natural, la Subversión, podía estar presente en el seno de la Sociedad y encontrarse por tanto vestido con uniforme o como población civil
, lo que generó el señalamiento de pobladores ajenos al conflicto como colaboradores o miembros de los grupos guerrilleros y por ende, como objetivos militares y víctimas de graves violaciones a sus derechos humanos, adicional a que con la justificación de requerir financiamiento para continuar la guerra, al igual que los grupos subversivos terminaron extorsionando a los pobladores de las regiones y victimizándolos con otras prácticas delincuenciales.
96. Estas condiciones, al ser asociadas con los ataques a la población civil como táctica proscrita de guerra para obtener ventaja militar sobre el adversario, también dan cuenta del desarrollo degradado del Conflicto. La Sala ha demostrado cómo los grupos subversivos y de autodefensa en procura de sus aspiraciones de control territorial, ejercieron control armado sobre los territorios, para lo cual implementaron una política de ataque generalizado y sistemático de violaciones a los derechos humanos de la población civil, y cómo en razón de ese propósito de expansión, los paramilitares sometieron y ubicaron a la población civil indefensa, sin su aprobación, entre dos fuegos, constituyéndolas en víctima de masacres, homicidios selectivos, torturas, desplazamientos, reclutamientos ilícitos, secuestros, actos de terrorismo, extorsiones, toma de poblaciones, genocidios, desaparecimientos forzados, entre otras graves violaciones.
97. Aunado a lo anterior, la Sala también presentó cómo la intromisión del narcotráfico en el desarrollo del Conflicto contribuyó a la degradación del mismo, con nefastas consecuencias para la población civil.
98. Ahora bien, verificada la situación de conflicto armado interno, y sin desconocer que la desmovilización del actor armado Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.) resultó ser un eslabón importante en la consecución de la reconciliación nacional, pues la Sala reconoce que las organizaciones asociadas en las A.U.C. fueron un actor clave en el desarrollo del conflicto armado interno colombiano, esta Instancia no puede sustraerse de manifestar que los elementos que configuraron la situación de conflicto armado interno en Colombia aún persisten, y que procesos como la desmovilización de las A.U.C. trascendieron en las dinámicas del conflicto, reconfigurando el desarrollo del mismo. Mientras se siguen reportando los tradicionales enfrentamientos entre las Fuerzas Armadas Oficiales y los grupos subversivos que aún perviven, -como las F.A.R.C. y el E.L.N.-, en este escenario de guerra se han configurado “Bandas Criminales Narcotraficantes” (BACRIN) que han venido a ocupar buena parte de los territorios donde operaron las A.U.C., con la gravedad que lejos de fundamentar su accionar bélico en discursos abiertamente insurgentes o por el contrario antisubversivos, se dedican al desarrollo de actividades ilegales como la producción, tráfico y comercialización de estupefacientes, además de victimizar a la población civil con los ya habituales ataques que los demás actores armados venían realizando sobre ésta, tales como homicidios, extorsiones, secuestros, toques de queda, entre otros.
99. Además de constatarse los enfrentamientos sostenidos entre Unidades de las Fuerzas Armadas y los grupos subversivos
, así como los hostigamientos de los que ha resultado ser víctima la población civil
, en la audiencia pública que motiva la presente decisión fue presentado un informe que da cuenta de la situación de Orden Público en la región donde operó el Frente Héctor Julio Peinado Becerra
, informe en el que se reporta con relación a los departamentos del Cesar y Norte de Santander la presencia y operación de dos BACRIN a saber, “Los Rastrojos” y “Los Urabeños”, de quienes se ha identificado una estructura de 1.208 miembros y 859 redes criminales y 1.908 miembros y 1.776 redes criminales, respectivamente.

100. Mientras “Los Urabeños” reportan doce (12) redes criminales en todo el departamento de Norte de Santander y ciento ocho (108) miembros en el departamento del Cesar, “Los Rastrojos” cuentan en el departamento de Norte de Santander, con ciento ochenta y ocho (188) miembros y doscientas veinte (220) redes criminales y en el Cesar con ochenta y ocho (88) miembros sin redes criminales. De esta región, se informa que en relación al lugar de operaciones del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, -zona sur del Cesar y la provincia de Ocaña-, se registra la presencia de “Los Rastrojos” a través de veinticuatro (24) redes criminales reportadas en Norte de Santander, -nueve (9) de ellas en los municipios de Abrego y quince (15) entre Ocaña y Convención-, y cuarenta y ocho (48) de miembros reportados en el departamento del Cesar, -entre los municipios de Aguachica, San Martín y San Alberto-; mientras que “Los Urabeños” registran únicamente dieciséis (16) miembros entre los municipios de Aguachica, San Martín y San Alberto, departamento del Cesar. Con todo lo cual la Sala reafirma su postura de predicar la persistencia del conflicto armado interno en Colombia.
101. En consecuencia, acreditada la existencia del conflicto armado interno colombiano, debe la Sala verificar que los cargos formulados contra el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ fueron cometidos durante y con ocasión del desarrollo de éste, toda vez que

“(…) la verificación judicial de que ciertos comportamientos se encuentran vinculados con el conflicto armado, se halla legitimada en el contexto de la Ley 975 de 2005, precisamente porque el acto político ya ha sido consignado expresamente dentro de los fundamentos de la norma, en particular, cuando allí se establecen como fines de la misma la consecución de la paz y la reconciliación nacional, significando de entrada que la desmovilización que allí se consagra opera respecto de miembros de grupos armados al margen de la ley, cuyo accionar no podría desvincularse del D.I.H.”

102. Para la Sala resulta indispensable analizar los elementos presentados en este proceso, en relación con el actor armado del cual hacía parte el postulado procesado, esto es, las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), y la Unidad que el postulado comandaba dentro de éstas.
6.2.2 Autodefensas Unidas de Colombia

103. La Sala a través de sus diferentes decisiones ha comprobado que uno de los actores que resultaron fundamentales para el desarrollo del conflicto armado interno colombiano fueron las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), organización que confederó a la mayoría de las que se autodenominaron “Autodefensas campesinas” y que fueron haciendo presencia en el territorio nacional.

104. Se estableció que el origen de estas organizaciones está relacionado con la débil o nula presencia del Estado en buena parte del territorio nacional, lo que originó graves necesidades en la población, favoreció la comisión de acciones delictivas y la conformación y evolución de grupos subversivos. Estas dos últimas situaciones dieron lugar a que habitantes de esas regiones, -algunos de los cuales eran personas prestantes y miembros de importantes gremios económicos-, conformaran y contrataran grupos de particulares armados que les garantizaran las condiciones mínimas de seguridad y que contrarrestaran el accionar guerrillero.
105. La Sala debe poner de presente que la constitución de los grupos paramilitares contó con la aquiescencia del Estado, quien por una parte adoptó un discurso antisubversivo que involucraba a la población civil en aras de garantizar la Seguridad Nacional y que así mismo contó con Unidades encargadas de mantener el Orden Público que apoyaron de manera decisiva a los grupos de autodefensa en su accionar.

106. Con relación a la adopción de un discurso antisubversivo por parte del Estado, se tiene que éste se presentó en un contexto donde el surgimiento de grupos guerrilleros revolucionarios que respondían a corrientes de pensamiento de izquierda fueron la constante durante los años sesenta y setenta en los países latinoamericanos, en algunos de los cuales estos grupos lograron derrocar a las autoridades locales e implementar nuevos regímenes, como aconteció en Cuba y Nicaragua.

107. Esta situación, considerando que se presentó en el marco de lo que se ha denominado la Guerra Fría, prendió las alarmas en gobiernos como el de los Estados Unidos de América, quien ante el temor de que en el continente se propagaran las ideas comunistas, adoptó medidas para refrenar esta tendencia, incluyendo la formulación de la doctrina de la Defensa Nacional, la cual fue promovida en el continente hasta el inicio de la década de los años noventa. En el caso colombiano, la promoción de esta doctrina se remonta desde la visita que algunos miembros del Ejército de los Estados Unidos practicaron a las Fuerzas Armadas de Colombia en el mes de febrero del año 1962, en el marco de lo que se denominó Misión Yarborough, la cual arrojó como resultado la formulación de recomendaciones para la prevención y tratamiento de la insurgencia, como la aplicación de cambios en el adiestramiento que se brindaba a las Unidades encargadas de mantener el Orden Público.

108. Acogiendo dichas recomendaciones, el Ejército Nacional adoptó manuales de contrainsurgencia para la capacitación y entrenamiento militar
 en virtud de los cuales el enemigo o “fuerza irregular”, fue definido como la “manifestación externa de un movimiento de resistencia contra el gobierno local por parte de un grupo de la población”
, quien a su vez fue considerada como el elemento más estable dentro del campo de batalla
, por lo que ante la presencia de “elementos disidentes de la población” resultaba válido hostigarles si era necesario mediante “operaciones policivas” tales como requisas, interrogatorios y allanamientos a morada, todo con la finalidad de reeducarles.

109. Estos manuales de contrainsurgencia sugirieron la conformación de grupos civiles de “autodefensas” como mecanismo efectivo para contrarrestar la insurgencia. Así fue consignado en el manual de contrainsurgencia del año 1963:

“para disminuir el requerimiento de unidades militares, se ha visto que es de gran ayuda el empleo de policía civil, de unidades semi-militares y de individuos de la localidad que sean simpatizantes de la causa amiga (…) Los individuos de la localidad de ambos sexos que han tenido experiencia o entrenamiento como soldados, policía o guerrilleros, deben ser organizados dentro de la policía auxiliar y las unidades de voluntarios de cada ciudad. (…) Necesitarán apoyo de las fuerzas militares (…) el apoyo es normalmente necesario en el abastecimiento de armas, municiones, alimentos, transporte y equipos de comunicaciones”.

110. Las recomendaciones anti insurgentes formuladas al Gobierno Nacional, fueron adoptadas en el Ordenamiento jurídico, siendo el decreto legislativo 3398 de 1965 la máxima expresión de la aceptación de la doctrina de la Defensa Nacional como discurso del Estado, para lo cual se reconoció que la amenaza podía estar latente en tiempos de paz (art. 1º)
, se involucró a todos los nacionales en la defensa del mismo (art. 25)
 y se abrió la puerta para que la sociedad civil pudiera ser armada (art. 33)
, disposiciones que fueron posteriormente convertidas en legislación permanente, mediante la ley 48 de 1968.

111. La contribución de estas disposiciones a la conformación del paramilitarismo en Colombia fue reconocida por el propio Estado, quien, durante los procesos llevados por la desaparición de diecinueve comerciantes
 y por la masacre cometida en la vereda La Rochela, municipio de Simacota (Santander), contra quince miembros de la Comisión Judicial que se transportaba para indagar sobre este hecho
, aceptó ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) “(…) haber creado ‘una situación de riesgo especial (pero tolerado jurídicamente)’ al haber expedido el Decreto 3398 de 1965 y la Ley 48 de 1968, normas a través de las cuales se crearon los grupos de autodefensa (…)”
.
112. La brecha que esta legislación abrió para la conformación de grupos de autodefensa fue patente a través de diversas circunstancias. Por una parte, se constata a través de las disposiciones que adoptó la principal confederación de grupos de autodefensa, las Autodefensas Unidas de Colombia, en las que se evidencia la materialización del discurso antisubversivo, en la medida que en sus estatutos establecen como principios fundamentales a saber, la legítima defensa personal o colectiva, la defensa del régimen democrático, el monopolio de las armas como facultad reasumida por la sociedad cuando el mandato constitucional de defensa, protección y seguridad ciudadana tutelado por el Estado no es garantizado por éste; la defensa de la unidad nacional, la reacción política militar, entre otras.

113. Si bien el decreto 3398 de 1965 fue inicialmente declarado ajustado a la Carta Política de 1886
 y posteriormente convertido en legislación permanente mediante la ley 48 de 1968
, su contenido generó polémica al considerar que “(…) abría el camino para que se autorizara la actuación de personal civil armado, el cual una vez organizado podría resultar actuando al margen de la Constitución y de la ley.”.
.

114. Aun cuando el Estado reconoció que “(…) venía adoptando las ‘medidas […] conducentes a mitigar las nefastas consecuencias de su actuar especialmente riesgoso’”.
, como la expedición del decreto 815 de 1989, “(…) como desarrollo del decreto 1038 de 1984, que había declarado turbado el Orden público y en Estado de Sitio el territorio nacional”, y a través del cual se suspendió la vigencia del parágrafo 3º del artículo 33 y se condicionó lo dispuesto en el artículo 25 en el sentido que “(…) [su aplicación sólo sería] procedente mediante decreto del presidente de la república, refrendado y comunicado por los Ministros de Gobierno y de Defensa Nacional”, el riesgo continuó en la medida que se trataba de una limitación proferida a través de legislación transitoria, que por lo tanto no afectaba la existencia y validez de estos artículos.

115. Esto último fue lo que motivó el pronunciamiento de la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia con ocasión de la acción de inconstitucionalidad interpuesta por el ciudadano William Fernando León Moncaleano contra los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 7º, 10º literal e), 25, 27 inciso primero, 32 y 33 parágrafo tercero del Decreto 3398 de 1965, incorporados por la ley 48 de 1968.
 En decisión de veinticinco (25) de mayo de 1989, la Corte Suprema de Justicia encontró que sólo el parágrafo 3º del artículo 33 contravenía

“(…) lo dispuesto por el artículo 48 de la Constitución Política que [establecía] que ‘Sólo el Gobierno puede introducir, fabricar y poseer armas y municiones de guerra. Nadie podrá dentro del poblado llevar armas consigo, sin permiso de la autoridad. Este permiso no podrá extenderse a los casos de concurrencia a reuniones políticas, a elecciones, a sesiones de asambleas o corporaciones públicas, ya sea para actuar en ellas o para presenciarlas.’”

Pues además de que esa disposición respondía a una fórmula histórica para superar graves conflictos en Colombia, para el momento de la decisión adquiría “(…) una renovada significación ante los problemas que [suscitaban] las diversas formas de la actual violencia”.
.
116. En esa lógica, la Corte estableció que

“una sana y elemental interpretación de los artículos de la ley 48 de 1968, y especialmente sus (sic) artículos 3º, 4º y 25, indica que es el Gobierno (Presidente y Ministro respectivo, artículo 57 de la C.N.), quien puede utilizar en actividades y trabajos a todos los colombianos, hombres y mujeres, no comprendidos en el llamamiento al servicio obligatorio, para que contribuyan al restablecimiento de la normalidad.

“La movilización de que habla el artículo 5º, y a la cual ‘están obligados todos los colombianos’ (…) debe estar dispuesta por el Gobierno (…)
“Entonces no puede sostenerse en ninguna forma que lo previsto en el artículo 25 pueda ser realizado por los particulares (…)

117. De lo que se concluyó que:
“El llamado ‘grupo de autodefensa’ no tiene respaldo en la reglamentación legal ni es organizado por la autoridad pública. No guarda vinculación ni ligamen con la Defensa Nacional, ni por su origen, ni por su actividad y fines. El hecho que sea convocado y organizado por sus propios integrantes y su falta de autorización legal lo lleva a la violación de normas constitucionales y penales.

“(…) Mientras [la Defensa Nacional] tiene origen legal y respaldo constitucional y busca servir los fines de la normalidad institucional; la otra [“grupo de autodefensa”] procede por fuera del status jurídico y degenera en formas de delincuencia y de justicia privada que exigen el pleno repudio de la autoridad en el Estado de Derecho”.

118. Debe la Sala poner de presente que pese al expreso reconocimiento del riesgo que significa la posibilidad de armar a la población civil
, las autoridades locales revivieron esta facultad mediante el decreto legislativo 356 de 1994
, con el que se autorizó el uso de armas privativas de las Fuerzas Armadas a grupos de seguridad privada que en virtud de la resolución 368 del 1995
 fueron denominados Convivir
. Esta facultad, como más adelante se demostrará, posibilitó la legalización de los grupos de autodefensas existentes, así como su fomento y consolidación en el territorio nacional, como aconteció con las Autodefensas Campesinas del Sur del Cesar que devinieron en el Frente Héctor Julio Peinado Becerra (infra. apartado 6.2.3.4.).
119. Con relación al surgimiento y consolidación de los grupos paramilitares, la Sala también ha demostrado con suficiencia la contribución que para este propósito realizaron algunas Unidades de la Fuerza Pública, toda vez que la consolidación y expansión de los grupos subversivos durante las décadas de los ochenta y noventa, aunado a la incapacidad y poca presencia del Estado, motivó que algunos de sus miembros entablaran alianzas con los grupos paramilitares como una estrategia efectiva para combatir a la guerrilla
. Como ya se ha puesto de presente, las nefastas consecuencias ocasionadas por estas alianzas llegaron al conocimiento de instancias internacionales en las que se declaró la responsabilidad del Estado colombiano, resultando pertinentes para este proceso, pues se presentaron bajo la vigencia de la ley 48 de 1968, los casos proferidos con ocasión de la desaparición de diecinueve comerciantes en 1987, en la vereda Araujo (municipio de Puerto Boyacá)
, la masacre perpetrada en la vereda La Rochela (municipio de Simacota) en 1989, contra los miembros de la Comisión Judicial que se desplazaba para investigar varios hechos de violencia, incluido el anterior
; la desaparición en 1989 de los sindicalistas Isidro Caballero Delgado y María del Carmen Santana en el municipio de San Alberto (Cesar)
; y las incursiones de grupos paramilitares con el apoyo de miembros de las Fuerza Pública a los municipios de Pueblo Bello (en enero de 1990)
, Ituango (en junio de 1996 y a partir de octubre de 1997 en los corregimientos de La Granja y El Aro, respectivamente)
 y Mapiripán (entre el 15 y 20 de julio de 1997)
.
120. Esta fatal alianza entre las Autodefensas y servidores públicos encargados de mantener el Orden Público, demostró la degradación del conflicto armado en perjuicio de la población civil. La Sala ha puesto de presente cómo los grupos paramilitares reencausaron su abierto discurso antisubversivo y autodefensivo, para encubrir y justificar su accionar deliberado contra la población civil, la cual, por encontrarse en circunstancias de vulnerabilidad y exclusión social, era tildada arbitrariamente de informante, colaboradora, auspiciadora o parte de los grupos armados subversivos y convertida por tanto en objetivo militar, por lo que resultaba víctima de homicidios, desplazamientos forzados, torturas, desaparecimientos, crímenes sexuales, entre otras graves violaciones a los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario, y cómo esta estrategia que fue fortalecida mediante el apoyo estratégico y logístico que, para el período comprendido entre los años ochenta y dos mil, los grupos paramilitares recibieron de miembros del Ejército y la Policía Nacional (infra. párrs. 211-212).
121. Con relación a otros aspectos del paramilitarismo, la Sala ha también presentado que se trataban de grupos que operaban de manera independiente en las diferentes regiones del país y que posteriormente, en su gran mayoría, se confederaron (supra. párr. 103).
122. En efecto la Sala ha puesto de presente que la primera etapa de la confederación de los grupos de autodefensas se adelantó en 1997 durante la Primera Cumbre, en la que las “Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá” (A.C.C.U.), las “Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio” (A.C.M.M.), las “Autodefensas campesinas de los Llanos Orientales” y “las Autodefensas de Puerto Boyacá” deciden aliarse en las Autodefensas Unidas de Colombia.
 Posteriormente, en la Segunda Conferencia, realizada en 1998 a las Autodefensas Unidas de Colombia se integran, entre otras organizaciones, “las Autodefensas campesinas del Sur del Cesar”, en ésta se decide adoptar como estatutos internos los proferidos por las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá, mediante los cuales las A.U.C. se definieron como “(…) una Organización nacional antisubversiva en armas y en el campo político un movimiento de resistencia civil que representa y defiende derechos e intereses nacionales desatendidos por el Estado y gravemente vulnerado y amenazados por la violencia guerrilla”.
; se organizaron como “(…) una fuerza armada de estructura piramidal con mando militar responsable dotada de un estatuto disciplinario interno y presidida de una sólida formación política e ideológica”.
; y se estructuraron tres campos: el político, -a cargo del Estamento político-, el militar, -a cargo de la Organización militar-, y el directivo, -a cargo de la Estructura de conducción y Coordinación
-, siendo esta última presidida por el Estado Mayor Conjunto
.
123. La Sala ha puesto de presente que la consecuencia de la confederación de estos grupos fue el incremento de su accionar en el territorio nacional y su consolidación en el mismo. Se ha puesto de presente que a partir del año 2000, se incrementó el número de enfrentamientos entre las Autodefensas Unidas de Colombia y los grupos guerrilleros, aspecto propio de su naturaleza antisubversiva, pero que en igual forma, en dichos combates las A.U.C. cumplieron un papel complementario y hasta sustitutivo de la estrategia contrainsurgente desarrollada por las Fuerzas armadas estatales.
124. Con relación a su proceso de consolidación y aumento de presencia en el territorio nacional, la Sala
 también ha destacado que las A.U.C. se expandieron por sectores. El principal epicentro estuvo en el norte del país, donde luego de utilizar como corredor “antisubversivo” la región del Urabá, irrumpieron en los departamentos de Santander y Norte de Santander, continuando hacia el oriente para incursionar y controlar el departamento de Arauca. Igualmente, aprovechando el corredor del Urabá, que comunica por el departamento del Chocó con el occidente colombiano, los grupos de autodefensas se extendieron hacia el suroccidente del país, donde aprovechando como áreas de influencia las regiones del norte del Valle del Cauca y el bajo Putumayo, incursionaron en los departamentos del Valle del Cauca, Cauca, Nariño, Putumayo y Huila.
125. Dicho proceso de consolidación y expansión paramilitar se evidenció a través de otros aspectos como su incursión en diferentes campos como el político, en el que llegaron a controlar el sistema de varios territorios, como aconteció en la Costa Norte. Se estableció cómo se presentaron alianzas entre diferentes miembros de gremios económicos (algunos ganaderos, agricultores de extensión y terratenientes), autoridades civiles y políticas de todo orden y funcionarios, incluidos miembros de la Fuerza Pública, quienes fueron favorecidos con los despojos de tierras y la captación de dineros ilegales que practicaban los paramilitares, todo lo cual favoreció su empoderamiento en diferentes regiones del país.
“‘Tal sería el dominio que según Salvatore Mancuso (alias Santander Lozada), [quien era comandante del Bloque Catatumbo y miembro del Estado Mayor de las A.U.C., manifestó que] (…) las autodefensas se constituyeron en un ‘estado de facto’, ejercieron el gobierno, cobraron impuestos, decidieron conflictos e incluso ‘hasta el poder eclesiástico fue reemplazado por nosotros en la zona.’ 

“‘Iván Roberto Duque, alias ‘Ernesto Báez’ [quien fuera comandante político del Bloque Central Bolívar] fue más explícito [al manifestar]:

“’Las autodefensas construyeron unos Estados y a través de esos Estados administraron justicia, ejercieron autoridad, se dictaron leyes, se estableció un sistema impositivo de contribuciones, se pagó servicio militar, es decir todo lo que se hace en un Estado de derecho…Cuando en esas regiones el jefe del Estado de hecho mandaba llamar a alguien y ese alguien no se presentaba de inmediato, la amenaza era contundente y clara: o se presenta o mandamos por usted.’”.

126. De manera tal que las anteriores consideraciones, de la mano con el proyecto de nación predicado por los grupos de autodefensas, dieron lugar a que las A.U.C. se consolidaran como un importante actor del conflicto armado interno en Colombia.

127. Atendiendo a que dentro de los objetivos políticos de las A.U.C. estaba el buscar una salida negociada al conflicto armado interno en Colombia
, esta Organización declaró el cese unilateral de hostilidades el veintinueve (29) de noviembre del 2002, lo cual dio lugar al inicio de diálogos con el Gobierno Nacional, proceso dentro del cual se suscribió el “Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia”
, formalizado con la Resolución 091 de 2004 de la Presidencia de la República, mediante lo cual se dispuso la apertura del proceso de diálogo, negociación y firma de acuerdo con las Autodefensas Unidas de Colombia.

128. El proceso de diálogo, concentración y desmovilización de las A.U.C. inició el veinticinco (25) de noviembre del año 2003, con la desmovilización del bloque Cacique Nutibara en la ciudad de Medellín (Antioquia), y finalizó el quince (15) de agosto de 2006 con la de los Frentes Pavarandó y Dabeiba del Bloque Elmer Cárdenas, en la vereda El Tigre, municipio de Unguía (Chocó); en total se desmovilizaron treinta y nueve (39) bloques de las autodefensas con 31.671 integrantes, incluidos el Bloque Norte y su frente Héctor Julio Peinado Becerra. Adicionalmente, entre el mes de agosto del año 2002 y agosto del 2009, se presentaron 3.682 desmovilizaciones individuales, para un total de 35.353 desmovilizados
. En ese contexto, y con el fin de “(…) facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación”.
, fue proferida la ley 975 de 2005, normatividad en virtud de la cual, al 31 de diciembre de 2011, se ha proferido sentencia contra diez Postulados.
129. Habiendo presentado con suficiencia los principales aspectos del grupo armado al cual se asoció el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, procede la Sala, como último elemento de contextualización, a presentar los elementos de caracterización del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, estructura comandada por el aquí postulado procesado, a fin de contar con todos los elementos para proceder con el control de legalidad material y formal de los cargos contra él formulados y por él aceptados.
130. Para ello, se considerarán los aspectos ventilados por quienes se desmovilizaron colectivamente del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, quienes en cumplimiento del compromiso adquirido de contribuir con el esclarecimiento de la verdad, a partir de la confesión plena y veraz de los hechos punibles cometidos durante y con ocasión de su pertenencia al grupo, han permitido conocer del origen, consolidación y expansión de esta estructura.

6.2.3 Frente Héctor Julio Peinado Becerra
131. La Sala debe poner de presente que aunque el Frente Héctor Julio Peinado Becerra se desmovilizó como una estructura perteneciente al Bloque Norte, su vinculación con éste se presenta sólo a partir del año 2004, remontándose su origen a finales de la década de los años ochenta.

132. De acuerdo con el relato ofrecido por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en diligencia de versión libre, el origen de lo que posteriormente vino a denominarse Frente Héctor Julio Peinado Becerra se remonta a la constitución de grupos de autodefensas en el sur del Cesar con ocasión de la arremetida de los grupos subversivos contra los pobladores de la región y la incapacidad del Estado para contrarrestarla.
133. Durante la audiencia pública que motiva la presente decisión
, se presentó información por parte de la Fiscalía 34 Delegada relacionada con el accionar de tres grupos guerrilleros en la zona comprendida entre el sur del departamento del Cesar y el occidente del departamento de Norte de Santander.

134. El primero y más sólido, fue el Ejército de Liberación Nacional (E.L.N.), quien desde la segunda mitad de la década del sesenta hizo presencia en la región y se consolidó mediante campañas sociales que reivindicaban la explotación nacional de los recursos naturales como el petróleo, las cuales favorecieron el fortalecimiento de sus estructuras como el Frente Camilo Torres Restrepo que operaba en el sur del Cesar, así como su expansión a las regiones del Magdalena Medio y el Catatumbo, que facilitaron su incursión a los departamentos de Santander, Norte de Santander y Boyacá (zona norte), a través del Frente de Guerra Nororiental y el Frente Efraín Pabón Pabón respectivamente, y siguiendo el paso del oleoducto. 
135. El segundo grupo subversivo presente en la zona, se refiere a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (F.A.R.C.), quien pese a estar presente en la zona desde la década de los años setenta, constituyó el Frente 20 en el año 1983, el cual operó en los municipios de Rionegro y El Playón, y tuvo incidencia en Sabana de Torres, Puerto Wilches y moderadamente en San Alberto (sur del Cesar). Su consolidación se dio en la segunda mitad de los años ochenta, con la creación del Frente 24 en el sur del departamento de Bolívar y del Frente 33 en la región del Catatumbo y la provincia de Ocaña.

136. El tercer grupo guerrillero con presencia en la región desde la década del ochenta, fue el Ejército Popular de Liberación (E.P.L.), el cual operó en Norte de Santander con el Frente Libardo Mora Toro, -en Hacarí y Abrego
-, y en Santander y Cesar con el Frente Ramón Gilberto Barbosa, -que operaba en Hacarí, Abrego, Ocaña, San Martín y San Alberto
-, los cuales con ocasión de la arremetida paramilitar en el año 1996, se replegaron a los municipios de Sardinata y Tibú, respectivamente. La Fiscalía resalta que con la muerte del subversivo alias “El Nene” en el año 2001, se presentó un debilitamiento importante en la estructura, que conllevó a que muchos de sus miembros desertaran a las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (A.C.C.U.), al mando de Carlos Castaño Gil.

137. En efecto, las autoridades nacionales, al analizar el desarrollo del conflicto armado interno colombiano, han establecido que:
Se distinguen varias fases desde la implantación de la guerrilla hasta la incursión de las autodefensas. En una primera, aproximadamente a mediados de los años setenta, la guerrilla se asentó en las serranías, a la altura del sur del Cesar, buscando el apoyo de campesinos y colonos. En ese entonces, estos grupos empezaron a asesinar cuatreros y delincuentes y se fueron constituyendo en el referente de la zona, a raíz de la ausencia del Estado. Se tiene que subrayar que el Cesar fue un departamento estratégico para la guerrilla, puesto que es un corredor que comunica el centro con el norte del país, por carretera y por tren. Adicionalmente, es una zona fronteriza, y por el sur, en Aguachica y Gamarra, cruza el oleoducto Caño Limón – Coveñas, además de que el conjunto de la región es atravesada por poliductos de norte a sur. El hecho de que en el costado oriental del departamento estén ubicadas las estribaciones de la cordillera oriental y más hacia el norte las serranías de los Motilones y del Perijá, facilitó el dominio de la guerrilla sobre este corredor.

En una segunda fase, a finales de los sesenta y principios de los setenta, la guerrilla fortaleció sus apoyos en las estribaciones de la cordillera y desde ellas empezó a actuar, a partir de redes de informantes, en las zonas planas, donde se desarrollaba la mayor parte de la actividad económica. Sus redes les suministraba la información necesaria que le permitía llevar a cabo las extorsiones, los secuestros, el abigeato, los asesinatos, los retenes ilegales en las carreteras, penetrar los sindicatos y promover las invasiones de tierras. Para afianzar su influencia en la cordillera y pretender sustituir al Estado, su estrategia consistió en atacar los puestos de la policía. 

Una tercera fase, que no excluye la anterior, y que se desarrolló en lo fundamental entre los años setenta y ochenta, se caracterizó porque la guerrilla consolidó su poder económico y para ello expandió su dominio a las zonas planas. La guerrilla disponía en ese entonces de fuentes importantes para extraer recursos. Los grupos que tradicionalmente fueron más afectados fueron los ganaderos y los agricultores (algodoneros y palmicultores, entre otros). Sobre ellos, recayeron una serie de amenazas y presiones, y si no pagaban las cuotas impuestas, los secuestraban, les robaban el ganado, les destruían las instalaciones o les invadían los predios. (…) las extorsiones y los boleteos traían más recursos a la guerrilla que los que obtenían a través de los secuestros.

El robo masivo de ganado también fue utilizado para extraer importantes recursos; en unos casos, fue llevado hacia ciudades como Bucaramanga y Ocaña, y en otros, repartido entre los campesinos para ganar apoyo y para disponer de reservas para alimentarse.
 (Negrillas fuera de texto).
138. Esta situación fue también puesta de presente por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, quien en diligencia de versión libre relacionó los grupos guerrilleros presentes en la región, -esto es, E.L.N., E.P.L., F.A.R.C. y M-19 -, y algunos de sus comandantes que estuvieron al frente de los tales cuando ejercía como Comandante de la estructura armada ilegal que llegó a denominarse Frente Héctor Julio Peinado Becerra
; en igual forma, estudiosos del tema al abarcar el desarrollo del Conflicto en esta región ponen de presente su evolución de zona de tránsito y recuperación para los grupos subversivos, a epicentro de enfrentamientos entre estos y los grupos de autodefensas
.
6.2.3.1 Surgimiento de los grupos de autodefensa
139. Durante la audiencia pública, la Fiscalía puso de presente el descontento que en la élite local cesarense ocasionó el apoyo de los grupos subversivos a los movimientos sociales que en la región se generaron por cuenta de la persistencia de las necesidades que la débil presencia del Estado ocasionó en la región, toda vez que aunque se aprobó la reconformación del departamento del Cesar como una forma de superar las condiciones de necesidad y abandono, y de perfilar a la zona como una de las regiones más prósperas del país por cuenta del potencial económico que representaba, -especialmente en relación con el cultivo del algodón, de palma africana y la ganadería-,
 la realidad es que se presentaron bonanzas temporales, debidas en buena parte a la reforma agraria implementada en la década de los sesenta según la cual, quienes detentaran tierras sin explotar las perderían
, sin embargo por falta de administración y gerencia, que las ganancias obtenidas por los sectores económicos no fueron suficientes para traer sostenibilidad a la región. 
140. De esta manera, las demandas sociales y el apoyo de la Guerrilla a los movimientos que las exigían, favorecieron su consolidación en la región, lo que vino de la mano con la comisión de hechos delictivos contra pobladores, como lo reconociera Manuel Pérez, -“el Cura Pérez”-, uno de los principales representantes del E.L.N., el grupo guerrillero de mayor tradición en ese territorio:
“(…) nosotros en ese momento teníamos muy metido en la cabeza que los recursos económicos de infraestructura para el desarrollo y sostenimientos de la confrontación, los tenía la burguesía y había que arrebatárselos. Es con esa concepción que se valida la retención económica, como un mecanismo para sostener la guerra.”

141. La comisión de delitos contra el patrimonio económico y otros de mayor gravedad por atentar contra la vida y la libertad personal, como los homicidios, desapariciones forzadas y secuestros, y la inoperancia de las autoridades, fueron la detonante para la implementación de grupos de auto-defensa en la región, pues como lo presentó la Fiscalía durante la audiencia, para la época en que se registran los primeros de estos grupos, eran incipientes las estaciones de policía en los municipios de San Martín (desde 1961), Aguachica (desde 1964), Gamarra (desde 1978) y los batallones militares, construido el primero en el municipio de San Martín (desde 1964) y posteriormente en Aguachica (desde 1989, el Batallón Antonio Ricaurte –Base 27).

142. En ese contexto, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en diligencia de versión libre, y a través de los alegatos presentados por su Apoderado en la audiencia (supra. párr. 67), manifestó que si bien en un principio ante los hostigamientos de los grupos guerrilleros procedió a denunciarlos ante el Batallón del Ejército existente en la zona, la ineficacia que sus quejas producían y las amenazas de muerte que por haberlas formulado le merecieron, fueron los motivos para que él y su primo Roberto Prada Gamarra constituyeran uno de los primeros grupos de autodefensa.

143. De acuerdo con las confesiones que hiciera JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ
, se estableció la existencia de varios grupos de autodefensa previa a la conformación de lo que sería el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, algunos de los cuales fueron constituidos por personas prestantes y otros por los propios campesinos y gente del común en la región. El primer grupo de autodefensas, denominado “Los Masetos”, se ubicó entre los años 1988 y 1989 en el municipio de San Alberto (Cesar), lugar donde también eran conocidos como “los de Riverandia” debido a que su principal lugar de ubicación era la finca “Riverandia”, propiedad de Rodolfo Rivera Staper, quien además de comandar el grupo
 era una destacada personalidad de región. El asesinato de Rivera Staper a manos de la Guerrilla el seis (6) de octubre del año 1994
, que además incendió la finca aludida, puso fin a la existencia de este grupo de autodefensa, por lo que el control de la zona fue asumido por Roberto Prada Gamarra, quien asignó como comandante de su grupo en San Alberto (Cesar) a Luis Emilio Camarón Flórez, alias “Camarón”.

144. La Sala ha reconocido que en virtud de la convocatoria hecha por miembros de las Fuerzas Militares, se constituyó en el año 1984 la “Asociación Campesina de Agricultores y Ganaderos del Magdalena Medio” (ACDEGAM), “(…) fundada por un grupo de ganaderos, hacendados y agricultores, con el fin de defenderse de la guerrilla, específicamente los frentes 11 y 22 de las FARC. A estas reuniones de preparación también asistieron oficiales del Ejército y de la Policía, quienes sostienen que la lucha contra la subversión es una lucha mundial contra el comunismo internacionalista, ateo y totalitario”.

145. Como lo precisó la Corte Interamericana de Derechos Humanos:
“Ese grupo paramilitar ACDEGAM y el grupo paramilitar ‘Los Masetos’, ejecutor de la masacre de La Rochela, tenían una relación directa, como se deriva del Informe del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) de 15 de marzo de 1989. Este informe señala a ‘Los Masetos’ como una de las dieciséis ‘coberturas que muchas veces utilizó la organización paramilitar [ACDEGAM] para cometer crímenes y desviar las investigaciones’. (…)”.
 (Negrilla fuera de texto). 

146. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ dio cuenta del grupo de autodefensa constituido por su primo Roberto Prada Gamarra. En diligencia de versión libre
, el postulado manifestó que su primo, dedicado a la agricultura, trabajaba en el corregimiento del Líbano (San Alberto, Cesar) y que ante los hostigamientos de los grupos guerrilleros decidió armarse con aproximadamente cinco personas entre los años 1992 y 1993, período durante el cual su vinculación con este grupo de autodefensa fue de colaborador, labor que desempeñaba con la entrega de información y de dinero para su financiamiento.

147. El hijo de Roberto Prada Gamarra, -Roberto Prada Delgado, alias “Robert junior”-, en diligencia de versión libre constató que su padre antes de constituir el grupo de autodefensa, paradójicamente tenía buenas relaciones con los miembros de los grupos subversivos al punto que los hospedaba en su casa, donde les atendía pero a la vez averiguaba información, después de lo cual a veces los torturaba y asesinaba, lo que, cuando llegó a ser conocido por los grupos subversivos, le mereció ser declarado objetivo militar y lo que lo llevó a conformar su propio grupo de autodefensa.
 Con la captura de Roberto Prada Gamarra en el año 1996, el grupo quedó al mando de su hijo Roberto Prada Delgado hasta el año 1999, después de lo cual se fusiona con el grupo de autodefensa de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ.
148. El postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se refirió al grupo de autodefensa denominado “Los Paisas”, que operó entre los años 1993 y 1994, entre los municipios de San Martín, -corregimiento de Cuatro Bocas y vereda Pita Limón-, y en el municipio de Río de oro, -corregimientos de La Cabaña y Morrison-, colindando con las autodefensas de Luis Orfego Ovallos Gaona. Su centro de operaciones era la finca El Tesoro, según el dicho del postulado, propiedad de Jaime Ángel Botero. El grupo “Los Paisas” finalizó en el año 1996.

149. En la zona el postulado dio cuenta del grupo de autodefensa de Luis Orfego Ovallos Gaona, alias “Don Luis”, quien operó entre los años 1992 y 1993 en los municipios de Barrancalebrija y en Ocaña, en éste último tenía al mando a alias “El Flaco” quien posteriormente se regresó para conformar el Grupo en Pailitas. Este grupo de autodefensas operó en la zona comprendida entre la carretera desde Morrison hasta Aguachica, -incluido su caso urbano-, hacia el río Magdalena, la Isla de Morales, Gamarra, Puerto Patiño, Puerto Mosquito y Puerto Acapulco.
150. La Fiscalía presentó la estructura de este grupo, poniendo de presente que mientras durante los años 1992 y 1993 el grupo de Luis Orfego Ovallos Gaona no se conformaba por más de quince hombres, posteriormente presentó un acelerado crecimiento en la medida que para el año 1994 contaba con diez patrulleros y un segundo comandante y para el año 1995, además del segundo comandante, contó con un comandante financiero y diecinueve patrulleros; con relación a la operación de este grupo en el municipio de Ocaña, la Fiscalía aludió a la existencia de tres comandantes y ocho patrulleros.
 La desintegración de esta organización ilegal se presentó con la desaparición forzada de Luis Orfego Ovallos el 28 de enero de 1997
, momento a partir del cual su personal se va con los grupos de alias “Manaure” y alias “Jimmy”, asumiendo el mando de la zona JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ.
 
151. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se refirió al grupo de autodefensa de alias “Camilo Morantes”, a quien la Fiscalía identificó como Guillermo Cristancho Acosta y JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ le atribuyó el asesinato de Pedro el de la finca “La Esperanza”, quien era líder de un grupo similar.
 Después de vincularse a la estructura paramilitar de Carlos Castaño Gil, éste da la orden a Camilo Morantes y JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ de fusionar sus grupos
, para lo cual se nombraron como comandantes a “William El Tatareto” de Camilo Morantes y a Jhon Vega Alvernia, alias “Norris”, de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ
. La Fiscalía informó que por excesos en el accionar de Camilo Morantes, el comandante Carlos Castaño Gil le dio la orden a Rodrigo Pérez Alzate, alias “Julián Bolívar”, de que le asesinara, tal como aconteció el once (11) de noviembre de 1999.
152. El postulado procesado también se refirió al grupo de autodefensa de alias “Manaure”, identificado por la Fiscalía como Carlos Arturo Marulanda, quien también era conocido como “Paso” y “Marcos”, y de quien en la actualidad se desconoce su paradero. Según lo referido por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, alias “Manaure” conformó en el año 1996 un grupo en el municipio de Pelaya con su apoyo y el de Camilo Morantes, quienes le prestaron a varios de sus subalternos.
153. De acuerdo con las investigaciones adelantadas por la Fiscalía, la constitución de este grupo obedeció a la determinación que adoptaron varios de los principales agricultores, ganaderos, comerciantes y terratenientes de la región, para evitar acciones delictivas en contra suya como el secuestro, la extorsión y el “boleteo”, pues en el caso de la familia Marulanda Ramírez, quien es propietaria de las haciendas “Bella Cruz”, ”Santa Inés” y “El Bohío”, ubicadas en el municipio La Gloria (Cesar),
 varios de sus miembros fueron víctimas de secuestros y ataques por parte de la Guerrilla.
154. Este grupo inició sus operaciones en el área central del departamento del Cesar, incluyendo los municipios de Pelaya, La Gloria, Pailitas, Curumaní, Chiriguaná y Tamalameque, así como varios municipios del sur del departamento de Bolívar. Su comandancia estaba a cargo de personas prestantes de la región, incluyendo miembros de la familia Marulanda Ramírez y reconocidos ganaderos y hacendados del Cesar. Se sabe que a raíz de la polémica que generó el desalojo de varias personas de la hacienda “Bella Cruz”
, al parecer en el marco de una operación liderada por alias “Manaure”, éste dejó la comandancia del grupo y desapareció por un tiempo, después de lo cual optó por conformar su propio grupo, que en el año 1998 dejó a cargo de Salvatore Mancuso
, quien delegó para su comandancia a Martín Velazco Galvis, alias “Jimmy”, quien posteriormente fue relegado por Julio Palizada, alias “Julio Pailitas”, quien a su vez, entre los años 1999 y 2000 fue relegado por alias “Omega”, posterior comandante del Frente Resistencia Motilona del Bloque Norte.

155. Este grupo conformado por Salvatore Mancuso Gómez es referenciado por el postulado procesado desde el año 1998, lo cual da cuenta de la llegada de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá a la región, quienes la utilizaron como corredor estratégico hacia el Catatumbo, región donde finalmente Salvatore Mancuso Gómez comandaría un importante Bloque y para lo cual las Autodefensas comandadas por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ contribuirían en la incursión, con personal y participación de las operaciones.
156. Finalmente, el procesado postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se refirió a la presencia del grupo denominado “La Mano Negra”, en su decir, conformada por agentes del Estado.
 Al constatar la existencia de esta agrupación delictiva, efectivamente se encuentran reportes de asesinatos a manos de grupos de personas que se hacían denominar “La Mano Negra” que al momento de perpetrar su accionar delictivo cubrían sus rostros con pasamontañas y al que posteriormente se le relacionó con personal adscrito a la Policía Nacional y otros grupos de seguridad del Estado.
 En efecto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con ocasión de la visita in loco a Colombia durante los años 1991 y 1992, emitió un informe en el año 1993 en el que se reconoce la existencia de un grupo de autodefensa a nivel nacional denominado “Mano Negra”
. En igual sentido, otras fuentes dan cuenta de la aparición de una organización clandestina en el año 1961, que se hizo denominar “La Mano Negra”, la cual quiso infundir terror en la sociedad y “(…) distribuyó panfletos donde se incitaba al asesinato de universitarios, y amenazaba de muerte a militantes de izquierda, además de exigir la ruptura de las relaciones con Cuba”.
.
157. De esta manera, la Sala constata que la presencia y creciente accionar de grupos subversivos en la zona comprendida entre el sur del departamento del Cesar y la Provincia de Ocaña del departamento de Norte de Santander, motivó que algunos de sus habitantes, especialmente aquellos que por el desarrollo de actividades económicas importantes como la agricultura tecnificada y la ganadería, -y que en razón de ello venían siendo víctimas del accionar guerrillero-, constituyeran grupos de vigilancia privada que además de garantizarles las condiciones mínimas de seguridad hicieran frente a los grupos subversivos.
6.2.3.2 Sobre la constitución del grupo de autodefensa del postulado procesado Juan Francisco Prada Márquez
158. En las diligencias que convocan la presente decisión se presentó que de los grupos de autodefensa constituidos en la región comprendida entre el sur del departamento del Cesar y la Provincia de Ocaña, el de mayor impacto fue el comandado por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, quien en diligencia de versión libre manifestó que después de haber colaborado con el grupo de su primo Roberto Prada Gamarra durante los años 1992 y 1993, ante la imposibilidad de trabajar por los hostigamientos de la Guerrilla, se trasladó con su maquinaria en el año 1994 al departamento del Casanare, donde estuvo cortando arroz en los municipios de Yopal, Aguazul, Maní, La Nevera, La Caparrera y el corregimiento de Morichal,
 y que comoquiera que en esa zona también era fuerte el accionar guerrillero, regresó al Cesar a principios del año 1995, momento a partir del cual decide, por invitación de su primo Roberto Prada Gamarra, comandar un grupo de autodefensa.

159. El postulado procesado dio cuenta de que la primera zona donde militó fue el municipio de San Martín (Cesar), el cual fue dividido en dos zonas, la sur –que comprendía los corregimientos de Los Bagres, Aguas Blancas y Candelia hasta los ríos San Albertico y Lebrija- que quedó a cargo de Roberto Prada Gamarra, y la norte –que comprendía los corregimientos restantes, incluido Platanal y la zona de la cordillera hacia Ocaña- que quedó a cargo de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y tenía como límite Morrison, corregimiento donde operaba el grupo de Luis Orfego Ovallos Gaona.

160. La anterior distribución permitió la expansión de lo que en un principio de manera informal se denominó el grupo de autodefensa de los Prada. En el año 1996, y con ocasión del asesinato del líder de “los de Riverandia” (supra. párr. 143), Roberto Prada Gamarra expandió su lugar de operaciones al municipio de San Alberto, ampliando su área de influencia a los corregimientos de Minas, El Líbano, San Alberto y La Llana, y como nuevos límites el río San Alberto y la quebrada de la Raya.

161. En el año 1997, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, con ocasión del asesinato de Luis Orfego Ovallos Gaona, manifestó en diligencia de versión libre haber hecho un acuerdo con alias “Manaure”, según el cual éste operaría de la carretera de Ocaña hasta Gamarra, incluido el casco urbano de Aguachica, mientras que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ operaría de la carretera hasta San Martín, y que en la medida que el grupo de alias “Manaure” comenzó a dejar los cuerpos de sus víctimas en el área de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ éste les llamó la atención, por lo que hicieron una reunión en la que acordaron que el grupo de PRADA MÁRQUEZ operaría desde el municipio de Aguachica hasta la quebrada de Besote, incluidos los municipios de Palenquillo y Noream.
162. En ese mismo año, el postulado procesado manifestó haber comenzado a controlar los corregimientos de Barranca Lebrija, La Cabaña, Mosquito, Pita Limón, Cuatro Bocas, Santa Lucía, El Marqués, Puerto Patiño, Los Ángeles y Platanal. 

163. De esta manera, el grupo de paramilitar de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, que era conocido de acuerdo con el nombre del municipio donde operaba, se consolida cuando a éste se fusiona el grupo conformado por Roberto Prada Gamarra, quien al ser detenido en el año 1996 nombró como comandante inicial a Luis Emilio Camarón Flórez, alias “Camarón”, a quien destituyó en el año 1998 remplazándolo por su hijo Roberto Prada Delgado, alias “Robert Junior”, en razón a que le reportaron varias violaciones a los derechos humanos por él cometidos, de manera que con el asesinato en prisión de Roberto Prada Gamarra en el año 2001, la comandancia general de su grupo queda en cabeza de Roberto Prada Delgado, comandante de su padre en Ocaña,
 quien en el año 1999 cede la comandancia a su tío JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, con lo cual éste extendió su dominio al departamento de Norte de Santander, municipios de Ocaña, La Playa, Hacarí y Abrego, creando un corredor estratégico entre la Provincia de Ocaña y el sur del departamento del Cesar.
6.2.3.3 Grupo de autodefensa de Juan Francisco Prada Márquez, Autodefensas Campesinas de Santander y sur del Cesar (AUSAC), Autodefensas Campesinas del Sur del Cesar (ACSUC) y Frente Héctor Julio Peinado Becerra
164. El proceso de expansión paramilitar que se desarrollaba en el territorio nacional también permeó la región donde operó el grupo de autodefensa de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, lo cual se refleja a través de los diferentes nombres con los que se autodenominó esta estructura armada ilegal. Como la Sala ha puesto de presente
, para finales del año 1997 el grupo paramilitar “Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá”, –liderado por Carlos Castaño Gil, comandante que tenía como proyecto la unión de todas las estructuras paramilitares del país-, se promovió la Primera Conferencia Nacional de grupos de autodefensa, la cual se realizó en la región del Urabá el 18 de abril de 1997, en la que participaron inicialmente cinco grupos de autodefensas. A ésta, posteriormente con la ratificación de la Primera Conferencia el 16 de mayo 1998, se integraron otras agrupaciones como las “Autodefensas de Santander y Sur del Cesar” (AUSAC),
 las que por orden de Carlos Castaño Gil, fueron el resultado de la unificación de los grupos de autodefensas existentes en el departamento de Santander, sur del Cesar y Norte de Santander, que respectivamente estaban a cargo de alias “Camilo Morantes”, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y Mario Zabala.

165. Como se puso de presente en la audiencia pública, pese a la unificación nominal de estas estructuras, durante los dos años siguientes, cada una de ellas continuó operando con independencia en sus respectivas zonas
, a tal punto que con el asesinato de alias “Camilo Morantes” (supra. párr.151) se dio la fractura del grupo
, momento en el que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, sin modificar la estructura orgánica y funcional de su grupo, adopta como nombre para su organización el de “Autodefensas Campesinas del Sur del Cesar” (ACSUC).
 Es en esta época en la que se adoptan el himno y el logo de la organización (infra. párr. 196), lo que da cuenta del especial proceso de consolidación y expansión por el que atravesaba la estructura.

166. La Fiscalía documentó que en el año 1.999 Carlos Castaño Gil, comandante de las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), concedió varias entrevistas en las que se comprometió a establecer estructuras paramilitares en los departamentos de Norte de Santander y Arauca con el propósito de tomar el control del Oriente Colombiano, donde era notorio el control que ejercía la subversión, en la medida que era la zona donde operaba el Comando Central del E.L.N., al mando de Nicolás Rodríguez Bautista, alias “Gabino” y Eliécer Erlinton Chamorro Acosta, alias “Antonio García”, y que era allí donde también hacía presencia el Frente 33 de las F.A.R.C. De esa manera, fue preparado un dispositivo militar que salió desde la vereda los Guayabos, municipio de Tierralta (Córdoba), en la que participaron 207 hombres provenientes de las estructuras comandadas por Salvatore Mancuso, Carlos Castaño Gil y Ramiro Vanoy, los cuales fueron transportados en siete camiones e hicieron escala en el sur del Cesar. El postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, manifestó en diligencia de versión libre haber coordinado el desplazamiento de estas tropas entre los municipios de Aguachica y Ocaña en el año 1999
. De igual manera, manifestó haber prestado miembros de su estructura al Bloque Central Bolívar en el año 1998, para que éste pudiera incursionar al sur del departamento del Bolívar, a través de Cerro Verdugos
.
167. De esta manera, se desarrolló el proceso de consolidación y expansión de los grupos paramilitares ACSUC, Bloque Norte, Bloque Catatumbo y Bloque Central Bolívar. El postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en diligencia de versión libre dio cuenta de cómo ante el fortalecimiento de la estructura inicialmente incorporada en la región por Salvatore Mancuso Gómez, que devino en el Bloque Norte y que entre los años 1998 y 1999 comenzó a ser comandada por Jeferson Enrique Martínez López, alias “Omega”, se propició una reunión en el año 1999 con éste último en la que se acordó que a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ correspondería la zona comprendida por la quebrada de Noriam hacia el sur.

168. En igual forma, con la incursión del Bloque Central Bolívar (B.C.B.) en los límites entre los departamentos de Santander y el Cesar, y la oportunidad que esta zona representaba para crear un corredor estratégico con la región del Catatumbo que facilitara entre otras actividades el tráfico de narcóticos, ocasionó un enfrentamiento entre las ACSUC y el B.C.B. en el que resultó herido el diputado del Cesar David Barbosa y se presentó la muerte de Miguel Barbieri (infra. párr. 769), que obligó a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ a replegarse como estructura parte del Bloque Norte, al mando de Rodrigo Tovar Pupo, alias “Jorge 40”, en la que las Autodefensas Campesinas del Sur del Cesar entregaron al Frente Resistencia Motilona el área urbana del municipio de Aguachica y se denominaron Frente Héctor Julio Peinado Becerra
, en honor a Héctor Julio Peinado Becerra, alias “Fredy”, quien siendo comandante de contraguerrilla en Aguachica, murió durante combates.

6.2.3.4 Política del grupo

169. Como de manera expresa lo manifestó el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, los delitos cometidos por la estructura que finalmente se denominó Frente Héctor Julio Peinado Becerra se correspondieron con la política anti-insurgente por él trazada, según la cual debía combatirse a quienes causaban daño a la sociedad, como lo expresó en diligencia de versión libre:

“(…) el Frente se creó para combatir a la Guerrilla, a la delincuencia común, de malhechores (sic), y de mucha clase de gente que le hacía daño a la sociedad por falta de Estado (…) a la guerrilla, colaboradores de la guerrilla, delincuencia común, sectas satánicas, cuatreros, todo eso, violadores, piratería terrestre, para eso fue que se crearon las Autodefensas.

“(…)
“(…) Había mucho ladrón, eso le hace daño a la sociedad, las sectas satánicas (…) lo que está sucediendo en la actualidad, que cualquier persona le inyecta un líquido, (…) de echarle ácido en la cara (…).

170. Se constató que bajo el cumplimiento de las anteriores premisas se justificó atacar a miembros de la población civil por presuntamente militar o colaborar con la subversión, sin importar condiciones subjetivas, -como el género, la etnia o creencias-, u objetivas, tales como que las víctimas fueran pobladores que desempeñaban cargos de trascendencia pública como ser sindicalistas o miembros de alguna corporación de elección popular
, a quienes en ocasiones se les sometía a actos de tortura o eran víctimas del delito de Desaparición Forzada, siendo un ataque generalizado y sistemático, el sustraer a las personas y trasladarlas al corregimiento de Puerto Mosquito del municipio de Aguachica (Cesar), donde luego de ser asesinados, eran arrojados los cadáveres al río Magdalena. Este patrón de conducta se evidencia en los cargos número 6 y 35 de la presente decisión.
171. Así, la Fiscalía confirmó que de la mano con esos ataques que resultaron de la aplicación de esta política, se implementaron estrategias para lograr el acercamiento con la población civil y obtener de esa manera la legitimación de su accionar delictivo. En efecto, la Fiscalía puso de presente cómo las Autodefensas al mando de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ comenzaron a resolver necesidades básicas insatisfechas a los pobladores, quienes por la ausencia del Estado no tenían garantizadas condiciones de seguridad o la posibilidad de acceder de manera efectiva a la Administración de Justicia, entre otras. El Ente acusador puso de presente cómo los habitantes acudían a los paramilitares para que sirvieran como conciliadores, con lo que no sólo se fortaleció el proyecto paraestatal proclamado por las A.U.C., sino que se logró el favor y la tolerancia de parte de la población civil, pues quienes se oponían eran considerados objetivos militares y no tenían otra opción que desplazarse o ser asesinados.

172. El postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ manifestó que no permitió el ingreso de menores de edad a la Organización y que quienes en esas condiciones lo hicieron nunca lo informaron, 
 y que los delitos sexuales que se hayan cometido por integrantes del Frente, y de los que la Fiscalía sólo tiene registrados dos casos, fueron cometidos desatendiendo las políticas de la Organización por lo que se trataron de “excesos en el ejercicio del poder que ostentaba José Diomedes Peña Barrera, alias “Diomedes”, quien era uno de sus subalternos.

173. Igualmente, se tiene que con el ingreso del Frente Héctor Julio Peinado Becerra a las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), se adoptaron los lineamientos por ésta aceptados en la Conferencia del año 1997, de manera que adoptaron el discurso que legitimaba su accionar en la medida que eran un grupo de resistencia civil que “(…) representaba y defendía los derechos e intereses nacionales desatendidos por el Estado y gravemente vulnerados y amenazados por la violencia guerrillera” (supra. párr. 123). Este discurso fue difundido en todos los niveles sociales donde operaba el Frente Héctor Julio Peinado Becerra y su aceptación permitió que con su actividad se permearan todos los órdenes, al punto que la para-estatalidad llegó a ser una práctica aceptada y defendida por algunas de las autoridades locales (infra. párr. 230), con lo que se cumplieron en buena parte los objetivos fijados por las A.U.C. aun cuando la participación en la vida política no fue parte de la política inicial trazada por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ.
 
6.2.3.5 Verificación de los delitos cometidos en la zona

174. Siguiendo esa línea, se destaca que durante las diligencias se constató que en virtud de la aplicación de la política trazada por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ el Frente Héctor Julio Peinado Becerra fue configurando patrones de conducta que poseen las condiciones para que la Sala a algunos los declare ataques propios de los crímenes de lesa humanidad.

175. De acuerdo con la información presentada por la Fiscalía, en el Sistema de Información de Justicia y Paz -SIJYP, en el período comprendido desde el año 1992 hasta el siete (7) de diciembre de 2011, figuran 5.370 hechos delictivos atribuidos al Frente Héctor Julio Peinado Becerra, de los cuales 4.479 corresponden a homicidios, 565 a desapariciones y 434 a desplazamientos forzados
, con lo que se demuestra el contexto de generalidad en materia de violación a los derechos humanos.

176. Al considerar las calidades que ostentaban las víctimas de tales hechos delictivos, 14 políticos (0,3%), 8 sindicalistas (0.15%), 3 periodistas (0.05%) y 1 integrante de una organización no gubernamental (0.02%), todos cometidos entre finales de los años noventa y principios de los dos mil, así como que el móvil que originó la comisión de todos los hechos delictivos tuvo su origen en la política de ataque perfilada por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, que evidencia la sistematicidad de las conductas, situación que se refuerza con la concurrencia de los delitos de homicidio, desaparición y desplazamiento forzado de civiles en todos municipios donde operó el Frente Héctor Julio Peinado Becerra.

177. Atendiendo que se trató de ataques cometidos contra miembros de la población civil sin vínculos con organizaciones subversivas y que se demostró el contexto generalizado de graves violaciones a los derechos humanos, entiende la Sala que en relación con algunos de los hechos endilgados al Frente Héctor Julio Peinado Becerra, en cabeza de quien fuera su Comandante, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, se satisfacen todas las condiciones para declararlos crímenes de lesa humanidad, que a su vez, por presentarse en un contexto de clara aplicación de las disposiciones del Derecho Internacional Humanitario, también ostentan la condición de crímenes de guerra toda vez que se violó el Principio de Distinción.

6.2.3.6 Daño colectivo

178. Manifestaciones como la instalación de un monumento en el municipio de San Martín en honor a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ
, la usurpación del ejercicio de funciones públicas como la Administración de Justicia, el acceso a los organismos de elección popular o la garantía del Orden Público, así como la imposición de medidas que interferían en los modos de vida como imponer toques de queda
, se corresponden con los patrones de conducta que también fueron adoptados por otros grupos paramilitares que operaron en la costa norte, por lo que la Sala infiere que afectaciones básicas colectivas que por violaciones similares fueron identificadas por los organismos especializados en daño colectivo, en esta zona donde operó el Frente Héctor Julio Peinado Becerra también se presentaron.

179. La Fiscalía puso de presente que con el accionar del Frente Héctor Julio Peinado Becerra
 se afectó la cultura de legalidad impactando la percepción que frente a ésta asumieron los jóvenes, también se afectaron otros aspectos como la gobernabilidad, el tejido social, derechos como el de asociación y a la vida, creando sentimientos inseguridad, terror y zozobra en relación con la población.

180. Cuando la Fiscalía adujo que un valor como la justicia fue alterado, -pues terminaron siendo los paramilitares quienes determinaban cómo administrar justicia, entiende la Sala que se presentó una alteración de los valores sociales predominantes en las comunidades que en esta instancia no puede pasar desapercibido, pues se llegó a justificar quitar el bien jurídico más preciado: la vida, y a presentar como negativo la defensa de los derechos humanos.

181. El asesinato de reconocidos líderes políticos y sociales impactaron la vida comunitaria de las comunidades, quienes ante el terror que les significó perder a quienes representaban una postura abiertamente contraria a la predicada por las Autodefensas, recibieron la prohibición expresa de oponerse a la violencia de la estructura paramilitar, desarticulando sus estructuras y afectando su posibilidad de resistencia, con lo que se explica el alto número de desplazamiento y el sometimiento que padeció la población civil, quien llegó a tolerar prácticas como la desaparición de sus seres queridos sin explicación alguna
 y el uso de instrumentos como “la última lágrima”, camioneta en la que las personas era desaparecidas
.
182. La prohibición de llevar a cabo procesos como el duelo respecto de personas que habían sido señaladas como dañinas para la sociedad, cuando en realidad el móvil de su asesinato obedeció a la intencionalidad de amedrentar a quienes por ostentar la posibilidad de expresar masivamente sus opiniones, -que también eran contrarias a la postura predicada por las A.U.C., como aconteció en el cargo número seis-, se les limitó la posibilidad de manejar su sufrimiento emocional repercutiendo de manera negativa en las relaciones sociales, rompiendo los lazos preexistentes que afectaron emociones morales como la compasión, como aconteció en los cargos número 11, 12 y 13.
183. La multiplicidad de conductas violatorias referidas a la limitación del ejercicio de derechos como la circulación, la imposibilidad de celebrar fiestas culturales y populares repercutió de manera negativa en la capacidad de autodeterminación de los colectivos sociales y de las familias, que se tradujo en el sometimiento de las comunidades y la pérdida de la iniciativa para participar en la vida pública.
6.2.3.7 Estructura, composición y dinámica
184. La estructura que llegó a denominarse Frente Héctor Julio Peinado Becerra, en virtud del proceso de consolidación y expansión paramilitar que se presentó durante mediados de los años noventa y principios del dos mil llegó a constituir una macroestructura que le permitió desarrollar su accionar criminal, aunque no alcanzó el status de “bloque” porque en número nunca superó los trescientos miembros, desde el inicio estuvo organizada piramidalmente bajo el mando de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, su superior responsable hasta su desmovilización.
185.  Con relación al accionar de sus miembros, quienes hasta el año 1996 se uniformaron con overoles negros y botas, pues a partir de allí se les proveyó de uniformes camuflados como las del Ejército y empezaron a portar cuchillos con brújula, visores nocturnos, brazaletes de colores y cananas cruzadas en las que cargaban la munición de reserva, de tal manera que lo único que los distinguía visualmente del Ejército era la clase de armas que usaban y los brazaletes con las siglas de la Organización.

186. Con relación a la vinculación y salida del grupo, el postulado procesado Javier Antonio Coronel, alias “Pica Pica”
 manifestó que el tiempo de militancia de los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra no podía ser inferior a los seis meses, después de los cuales los miembros podían sin dificultades desvincularse de la estructura ilegal, lo que da cuenta de la vinculación voluntaria de sus miembros, que aunado a la exigencia de que estos contarán con algún tipo de instrucción militar, descarta hasta hoy que como política se haya permitido el reclutamiento ilícito, toda vez que preferían enrolar miembros activos de la Subversión que eran capturados y utilizados como guías para obtener información y ventaja militar, como se dio cuenta con la vinculación del patrullero alias “Fuego Verde”, quien fue subversivo, o la realización de incursiones como la que originó la masacre del Cerro de las Flores (infra. cargo 38).
187. Considerando las dimensiones de esta organización armada ilegal y su amplia zona de operaciones (aproximadamente 5.343 km2)
, la Fiscalía constató que para cumplir con su fin, el Frente Héctor Julio Peinado Becerra estaba dividido funcionalmente en tres subestructuras, -militar, económica y política-, que se correspondían con las tres principales actividades a las que esta estructura ilegal se dedicaba. Estas subestructuras estaban al mando de tres comandantes de área, quienes eran subalternos directos de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, conformaban con éste la Comandancia General del Frente y eran los encargados de hacer cumplir las directrices por éste dadas.
188. Con relación al brazo armado del Frente, se tiene que estuvo inicialmente compuesto por pobladores de la región y por algunos ex integrantes de la Fuerza Pública, que posteriormente se fue especializando al punto de preferir integrantes con algún tipo de formación militar (infra. párr. 212) y que su número fue progresivamente aumentando hasta conformar una gran subestructura al mando de un primer y segundo comandante militar que operaba tanto en áreas rurales como urbanas. Para su accionar en áreas rurales, el Frente Héctor Julio Peinado Becerra se organizó en grupos de contraguerrilla a cargo de comandantes de contraguerrilla; a su vez, cada grupo de contraguerrilla se componía de escuadras, las cuales estaban conformadas por un comandante de escuadra y diez patrulleros, quienes eran los encargados de ejecutar las órdenes en las zonas rurales. Para el área urbana, el Frente Héctor Julio Peinado Becerra se organizó en grupos urbanos que contaban con un comandante principal por municipio y varios comandantes al mando de éste y un grupo de urbanos, quienes además de realizar labores de inteligencia ejecutaban las órdenes que desde arriba se impartían.
189. La Fiscalía resaltó que aunque cada una de estas pequeñas estructuras tenía una zona habitual de operaciones, ello no impedía que para el desarrollo de operaciones especiales se desplazaran a otros territorios y trabajaran de manera conjunta
, lo que a su vez explica el que las subestructuras militares del Frente Héctor Julio Peinado Becerra no se concentraran en bases propiamente, sino que fijaran como centros de operaciones predios urbanos y rurales esporádicos, tales como hoteles, tiendas o fincas,
 a las cuales muchas veces llegaban de improvisto para acampar (infra. párr. 241). Sin embargo, para entrenar a sus hombres, el Frente Héctor Julio Peinado Becerra desarrolló campos de entrenamiento, referido a aquellas pistas elaboradas para entrenar y que no cuentan con tantas herramientas como de las que están provistas las escuelas de entrenamiento.

190. Sobre la subestructura financiera, -área encargada de obtener recursos para el sostenimiento del Frente-, se tiene que ésta contaba con representantes en cada municipio que reportaban mensualmente al Comandante los ingresos obtenidos y estaban al frente de un grupo de militantes encargados de realizar los cobros y en general, de obtener los recursos. De acuerdo con la estructura presentada por la Fiscalía
, para el año 1996 surge la primera estructura financiera en el municipio de San Martín, con Luis Antonio Carrillo Ortega, alias “Franco”, como primer comandante y Miguel Ángel López, alias “Harold”, como segundo al mando.
191. Con relación a la subestructura política, la cual estuvo encargada de apoyar los intereses políticos, económicos y sociales de quienes se identificaban con el proyecto paramilitar predicado por la macroestructura criminal Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), la Fiscalía constató que a pesar de no corresponderse con las directrices iniciales trazadas por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, se trató de una práctica implementada por su hijo Raúl Prada Lamus, alias “Antonio”, quien en 1996 se constituyó en el primer comandante político del municipio de San Martín, estando como segundo al mando Alberto Durán Blanco, alias “Barranquilla”, quien no se desmovilizó.
192. Se dio cuenta de una pequeña estructura del Frente Héctor Julio Peinado Becerra encargada de las comunicaciones del Grupo, la cual estaba a cargo de Jesús Eduardo León, alias “parabólico”, subalterno directo de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y quien además de fundar la emisora Colombia Libre, diseñó un sistema de comunicaciones a través del cual enlazó la zona comprendida entre el sur del departamento del Cesar y Santander, con el que se logró además interceptar las comunicaciones de la Fuerza Pública y los grupos guerrilleros
, una ventaja militar de gran importancia para el Frente Héctor Julio Peinado Becerra (infra. párr. 198).

193. En relación con la composición del Frente Héctor Julio Peinado Becerra y las funciones que sus miembros desarrollaban, la Fiscalía, a través de informe presentado en audiencia pública, expuso que de los doscientos cincuenta y un (251) miembros que se desmovilizaron con el Frente, quince (15) eran mujeres (5,98%) y doscientos treinta y seis (236) hombres (94,02%), existiendo la posibilidad que el número de mujeres que lo compusieron haya sido superior, en la medida que éstas desarrollaban mayoritariamente labores de inteligencia
, tarea que no implicaba el uso de uniformes, el porte de armas ni por ende, la concentración con los demás miembros del grupo.
194. En ese sentido, en las diligencias
 la Fiscalía informó que en general, en cabeza de las mujeres reclutadas desempeñaban funciones de confianza, manejando línea directa con los comandantes urbanos y de contraguerrilla. Así, se tiene que la mayoría de mujeres militantes del Frente Héctor Julio Peinado Becerra se desempeñaron como “radiochispas”, es decir, como personas que en su condición de mujeres se ubicaban en lugares estratégicos en los que se hacían pasar por miembros de la población civil que mientras aparentemente laboraban, informaban sobre aspectos relevantes como el ingreso o salida de personas a la región. De manera minoritaria pero no exclusiva, algunas mujeres militantes desarrollaban labores de “ranchería”, es decir, actividades relacionadas con la limpieza, cocina y otras en las que desde la perspectiva de género, históricamente en el contexto colombiano han sido enroladas la mayoría de las mujeres. Así mismo, en la audiencia se puso de presente que era una mujer enfermera de profesión y posteriormente aspirante de un cargo de elección popular, quien de manera voluntaria se desempeñaba como la enfermera del grupo
, de lo que se deduce que en su mayoría, los hombres integrantes del Frente Héctor Julio Peinado Becerra desarrollaron las actividades armadas de la organización.
195. Como otro aspecto relevante de la dinámica del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, la Fiscalía puso de presente que además de la adopción de los estatutos internos de las A.U.C., y por ende de sus principios y objetivos, la estructura que llegó a denominarse Frente Héctor Julio Peinado Becerra adoptó símbolos que favorecieron la construcción de su identidad.
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Se adoptó un logo diseñado por el comandante Alfredo García Tarazona, alias “Arley”, que simbolizaba con el color azul la riqueza hídrica del departamento del Cesar y con el verde la agricultura de la región, durante la vigencia de las Autodefensas Campesinas del Sur del Cesar – ACSUC.
 (supra. Párr. 165.). La organización también elaboró un himno cuya letra fue presentada en las diligencias por la Fiscalía.

197. Los anteriores elementos estaban expuestos en el portal de internet con el que contaba la Organización, cuyo dominio era “www.acsug.org”. En este se encontraban los aspectos fundamentales del grupo como su reseña y justificación, página que actualmente se encuentra deshabilitada.

198. Como otro ejemplo de innovación en las telecomunicaciones, el Frente instaló inicialmente en el municipio de San Blas (Cesar) la sede de su emisora Colombia libre, la cual fue después reubicada en el corregimiento León XIII. Tanto el portal como las telecomunicaciones estuvieron a cargo de alias “mecánico”, quien posteriormente enlazó las comunicaciones de los diferentes grupos que operaron en la zona y llegó a interceptar los sistemas radiales de comunicación que viajaran sobre un metro de altura.

199. Presentado este importante aspecto, procede la Sala a motivar los antecedentes que resultaron claves para el proceso de consolidación y expansión del paramilitarismo en la zona comprendida entre el sur del departamento del Cesar y la Provincia de Ocaña.

6.2.3.8 Grupos de autodefensa y Convivir

200. Se constató la estrecha relación entre la constitución de cooperativas de vigilancia y seguridad privada y de los servicios especiales y comunitarios de vigilancia y seguridad privada, con la consolidación y expansión de los grupos de autodefensa, incluido, indiscutiblemente, la organización comandada por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ.
201. La proliferación de disposiciones en las que se facultaba la constitución de grupos particulares, ajenos a la Fuerza Pública y a los organismos nacionales de seguridad y de otros cuerpos oficiales armados, a los que se les facultaba desarrollar “servicios conexos, como los de (…) consultoría e investigación en seguridad” (art. 23, Dec. 356/94), a los que se les podía “(…) autorizar la tenencia o porte de armas de uso restringido (…)” (art. 9º par. 2º, Dec. 2535/93) y que tuvieron plena vigencia hasta el año 1997 (con la derogatoria de la resolución 368 de 1995) que ocasionó el desarrollo de una importante línea jurisprudencial
, en virtud de la cual se reconoció que el restablecimiento del Orden Público y la garantía del ejercicio de los derechos es una competencia exclusiva del Estado, indelegable en cabeza de sus ciudadanos, a quienes si bien les asiste el deber de colaborar con las Autoridades, ello no les hace competentes para tomar en sus manos el control del Orden Público, el monopolio de las armas, la Administración de Justicia o ejercer el derecho de defensa colectivo; lo cual, aunado a que por disposición constitucional no se puede predicar el derecho a la propiedad privada sobre las armas, sino que su posesión y tenencia es una facultad únicamente otorgable por el Estado, derivó en una clara postura deslegitimadora de cualquiera clase de agrupaciones armadas no oficiales, de carácter privado, que actuaran en forma paralela a la Fuerza Pública, -como grupos paramilitares o de autodefensa-, o que atendieran a móviles políticos o sociales, como la mal llamada “limpieza social”, para justificar la conformación de cuadrillas armadas, bandas de sicariato y/o de justicia privada, estableciendo claras directrices para otorgar permisos para el porte, uso y tenencia de armas clasificadas como de uso restringido. Dijo la Corte Constitucional
“(…) los permisos para las armas de uso restringido deberán responder a los siguientes lineamientos: 1) no puede tratarse de armas de guerra o de uso exclusivo de la fuerza pública; 2) la concesión del permiso es de carácter excepcional; 3) su objetivo no puede ser el de la defensa de una colectividad, sino el de la protección de bienes o de personas que específicamente requieran de este servicio; 4) no pueden ser entregadas para ser usadas en situaciones en las cuales exista un conflicto social o político previo, cuya solución pretenda lograrse por medio de las armas; 5) la entrega de armas no debe traducirse en un desplazamiento de la fuerza pública y 6) el poder de vigilancia y supervisión del Estado debe ser más estricto que el previsto para las armas de uso civil”
. 
202. Como una fiel muestra del debate nacional que generó la constitución de grupos como las Convivir, en el que algunos sostenían su necesidad por la incapacidad del Estado para “(…) extender protección a todas las comunidades rurales que están siendo blanco de la acción subversiva (…) [y permitir] al campesino sobrevivir dentro de la ley, contribuyendo a su propia protección y a la del Estado”
, la Corte Constitucional, por decisión adoptada con el mínimo de votos, modificó su postura, reconociendo que

“La finalidad del decreto [356 de 1994] (y de todos los servicios de vigilancia y seguridad privada), no es otra que evitar la comisión de delitos como el secuestro, la extorsión, el asesinato, los actos terroristas y, en general, los hechos delictuosos que atentan contra la seguridad de la comunidad y de todos y cada uno de sus miembros. [Que] Así se vela por la vida, la libertad y la seguridad de las personas. Y, [que] además, [es un reconocimiento expreso al] derecho a asociarse para la defensa de estos derechos fundamentales (…) [de manera que] (…) la existencia de organizaciones comunitarias, autorizadas y controladas por las autoridades, y destinadas exclusivamente a la defensa de la población civil, desestimula la formación de grupos armados al margen de la ley, constituidos (sic) con el pretexto de defender a esa misma población. Grupos cuya formación es, en sí misma, delictiva, independientemente de los demás delitos en que incurran” 

203. Con lo cual se desconoció la realidad en que derivó la aplicación de esta clase de normas a favor de la constitución de grupos paramilitares, que fue advertida en la demanda por los accionantes y previamente, en otras decisiones por esa honorable Corporación, quien ya había reconocido que

“(…) la amenaza que proviene de la delincuencia armada debe ser contrarrestada por el ejercicio legítimo de la coacción Estatal. La falta de eficacia de esta última no justifica de plano que la sociedad civil asuma la función de defensa. En primer término, porque en la mayoría de los casos dicha solución resulta contraproducente y, en segundo término, porque de esta manera se desmorona el principio de eficacia jurídica e institucional (…)

“ (…)
“Trasladar armas de guerra a un sector de la población es tanto como renunciar a uno de los sustentos de poder efectivo y se confunde con la cesión de una parte de la soberanía nacional”
.
204. Con ocasión de las revelaciones obtenidas en el marco de la ley de la justicia y paz, importantes Comandantes paramilitares pusieron de presente cómo esta clase de autorizaciones contribuyeron de manera contundente a la consolidación y expansión del proyecto paramilitar, reconociendo que la mayoría de Convivir eran grupos paramilitares
 y que la mayoría de grupos de autodefensas desembocaron en Convivir, como aconteció con el grupo de “(…) ‘Juancho Prada’ en Aguachica, San Martín, San Alberto, Río de Oro, Abrego, Ocaña [y] las Autodefensas Campesinas del Cesar en el Cesar (…)”
.

205. Como lo presentó en audiencia pública la Fiscalía,
 se constató cómo los grupos de autodefensa existentes en la región comprendida entre el sur del departamento del Cesar y la Provincia de Ocaña se vieron fortalecidos con la constitución de Convivir. Según un informe socializado en las diligencias, “(…) quienes fungieron como fundadores, representantes legales o gerentes de las Convivir son reconocidos paramilitares que delinquieron en esta zona del país y se desmovilizaron dentro del proceso de justicia y paz con las A.U.C. como integrantes del Frente Héctor Julio Peinado Becerra (…)”
. Claros ejemplos de ello, resultaron las asociaciones “Santa Lucía”, “Renacer Cesarence Ltda.” y “Los Arrayanes”.
206. La Asociación Santa Lucía, domiciliada en Bucaramanga (Santander) e identificada con el número interno tributario (NIT) 804.001 763-2, obtuvo por parte de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, mediante la resolución 2852 del 26 de abril 1996, licencia de funcionamiento por dos años como servicio especial de vigilancia y seguridad privada en la modalidad de vigilancia móvil, para que operara en el área comprendida por los municipios de San Martín y Aguachica, en los corregimientos de Santa Lucía, Puerto Patiño, Puerto Mosquito y Barrancalebrija del departamento del Cesar, área considerada de alto riesgo. Como Representante Legal inicial de esta asociación figuraba el señor Luis Orfego Ovallos Gaona uno de los primeros comandantes paramilitares que operó en Morrison (Cesar) hasta la provincia Ocaña (Norte de Santander) (supra. párr. 149) y como primeros asociados Luis Orlando, José del Carmen, Cristo Antonio Ovallos Gaona y Carmen Daniel Ovallos Gaona. Posteriormente, la representación de esta Convivir es asumida por Mario Pérez Gelvez, quien fue comandante en el municipio de Aguachica del grupo de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ.
207. La Sociedad Renacer Cesarense Ltda., domiciliada en Santafé de Bogotá D.C. e identificada con el NIT 830.010.316-6 obtuvo por parte de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, mediante la resolución 1496 de 14 de noviembre de 1995, licencia de funcionamiento por dos años como servicio especial de vigilancia y seguridad privada en la modalidad de vigilancia móvil, para que operara en el área comprendida por los municipios de Abrego, Ocaña, Convención, Cáchira, La Vega, y La Esperanza, ubicadas en la jurisdicción de Norte de Santander y los municipios de San Alberto, San Martín, Río de Oro, Aguachica, Gamarra, la Gloria, Pelaya y Pailitas, ubicados en jurisdicción del departamento del Cesar. Como Representante Legal figuraba la señora Andrea Eugenia Rivera Ramírez, siendo miembros José Lenin Molano Medina, alias “Ojitos”, Roberto Prada Delgado, alias “Robert Junior” y Pedro Elías Villamizar, alias “Pedro Paraco”, quienes fueron reconocidos paramilitares en la región.
208. Finalmente, la Asociación Los Arrayanes, domiciliada en San Martín (Cesar) e identificada con el número interno tributario (NIT) 804.001 763-2, obtuvo por parte de la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, mediante la resolución 2018 del 29 de enero de 1996, licencia de funcionamiento por dos años como servicio especial de vigilancia y seguridad privada en la modalidad de vigilancia móvil, para que operara en el municipio de San Martín, área considerada de alto riesgo. Como Representante Legal inicial de esta asociación figuraba el señor JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, para el dos (2) de marzo de 1998, los socios eran Raúl Prada Lamus, Noé Jiménez Ortiz, Mario Castro López y Juan Tito Prada Rueda, reconocidos paramilitares del sur del Cesar.

209. Considerando que estas asociaciones contaron con al menos entre dos y tres años de funcionamiento, y que el artículo 43 de la Constitución de 1886 creó el monopolio estatal sólo respecto de las armas de guerra, condicionando el porte de las restantes a la autorización de las Autoridades, por lo que para la entrada en vigor de la Constitución de 1991 eran varios los particulares que portaban y tenían armas en virtud de ella restringidas, y que en su momento la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, conceptuó que los servicios de vigilancia y seguridad privada podían ostentar armas ilegales, pese “(…)observa[r] los requisitos legales sobre el uso de armamento, las medidas sobre control respecto a la pérdida de armas es mínima”, constata la Sala que “Las posibilidades reales de control sobre manejo de armas por parte de los servicios de vigilancia y seguridad privada, [eran] precarias [en razón a que] La Superintendencia, por su corta existencia, no [había] podido implementar mecanismos suficientes para realizar una efectiva labor de control” 
, favoreciéndose de esta manera el porte ilegal de armas por parte de estas organizaciones relacionadas con la prestación del servicio de vigilancia y seguridad privada, especialmente de aquellas que en realidad eran grupos paramilitares.
6.2.3.9  Vínculos con las Autoridades
210. En relación con la aquiescencia del accionar del Frente Héctor Julio Peinado Becerra por parte de las autoridades locales de la región donde éste operó, situación ocasionada principalmente porque el accionar delictivo de esta organización criminal fue justificado con un discurso según el cual las actividades paramilitares habían permitido las condiciones para que llegara el desarrollo y progreso a la región, el cual fue permeando las entidades y autoridades de todo orden
 al punto que éstas llegaron a pedir autorización y apoyo a los comandantes del Frente Héctor Julio Peinado Becerra para desarrollar ciertas actividades, promoviendo con ello la concertación de alianzas entre algunos subalternos de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ e importantes Unidades de la Fuerza Pública y la defensa del proyecto paramilitar en ceremonias como la desmovilización del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, por lo que la Sala debe resaltar que en este aspecto también hubo correspondencia por parte del Frente con las finalidades y objetivos predicados por las A.U.C. en sus estatutos internos.
6.2.3.9.1  Vínculos con miembros y unidades de la Fuerza Pública

211. Con relación a las Autoridades encargadas de mantener y restablecer el Orden Público, se constató el papel fundamental que éstas desempeñaron aun desde la conformación de la estructura que devendría en el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, comoquiera que como consecuencia de su inoperancia frente a las denuncias presentadas por los primos JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y Roberto Prada Gamarra, ellos determinaron conformar grupos de autodefensas a los que se fueron vinculando varios de sus integrantes, en especial ex soldados provenientes del Batallón Los Guanes (supra. párr.13).
212. A través del informe presentado por la Fiscalía, se estableció que de los 251 miembros del desmovilizado Frente Héctor Julio Peinado Becerra, 79 (31.6%) prestaron el servicio militar, desempeñándose posteriormente dentro de esta estructura armada ilegal como patrulleros 32 de ellos (12.8%), 12 como “radiochispas” (4.8%), 12 como comandantes (4.8%) -5 de escuadra (2%), 2 militares (0.8%), 2 de Bloque (0.8%), 1 de contraguerrilla (0.4%) y 1 como comandante segundo (0.4%)-, 11 como milicianos (4.4%), 5 como escoltas (2%), 4 como financieros (1.6%) y 1 como supervisor, 1 como estafeta y 1 como conductor (0.4% c/u).

213. La Fiscalía durante las diligencias, destacó que “la actividad cumplida por los grupos ilegales de autodefensas, fue posible por la ayuda brindada por las autoridades de todos los órdenes y niveles, quienes por acción u omisión la promovieron o facilitaron (…)”
, para lo cual se presentó el dicho de ex miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, quienes en el marco de las diligencias de versión libre reconocieron que para el operar de esta organización ilegal fue fundamental el contacto con la Fuerza Pública, con quienes mantenían comunicación fluida y coordinaban las operaciones en las zonas rural y urbana, informándoseles sobre las posiciones geográficas en las que se encontraban y las actividades que realizarían. En ese sentido, se presentó la versión rendida por Fredy Ramiro Pedraza, alias “Diego” o “Chicote”, comandante en Ocaña durante el año 2002, quien manifestó:
“Con la Policía y el Ejército de la zona siempre se coordinó las acciones, se les comunicaba dónde íbamos a estar, prácticamente ellos sabían exactamente dónde íbamos a estar, hablo del año 93 al 96. El Ejército por lo general siempre sabía la finca donde nosotros estábamos ubicados y con la Policía también coordinaba porque como se efectuaban los delitos en el pueblo y bueno ellos se acuartelaban y no salían; eso lo cuadraba era don Roberto Prada y ‘Pasos’. (…)”

214. La contribución con la inoperancia de las autoridades como estrategia también fue evidenciada por la Fiscalía a través de la versión libre rendida por José Lenin Molano Medina, alias “Ojitos”, comandante de Abrego y San Alberto desde 1996, quien manifestó:

“(…) Cada vez que se hacía un operativo en el caso urbano San Alberto se me decía que tranquilo que se había hablado con la tropa y que iba a estar recogida. Se entraba y se hacía el operativo y el Ejército reaccionaba como a los 15 o 20 minutos después del operativo. Así era como se trabajaba en estos sitio de presencia de las A.U.C., en estos sitios tanto en San Alberto como en Abrego”.

215. La Fiscalía informó de la realización de operaciones conjuntas entre miembros de la Fuerza Pública y del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, llevadas a cabo tanto para repeler el accionar guerrillero, para rescatar personas víctimas del secuestro
 y para recrear aparentes escenarios de combates en los que supuestos subversivos, que en realidad eran pobladores ilegalmente retenidos, eran dados de baja y reportados como “positivos” por las autoridades.
216. Se presentó la versión rendida por Javier Antonio Quintero Coronel, alias “Pica Pica” quien relató y en audiencia ratificó cómo entre los años 1995 y 1996, tres personas que se desplazaban en el tren que iba de Barrancabermeja a Santa Marta y que por su aspecto físico desarreglado, fueron bajadas del tren y entregadas al Ejército para que los presentara como subversivos dados de baja en un combate, lo que se conoce como “positivos”:
“(…) El sargento Cuncio, el sargento Cano y un sargento que le decían ‘Cristian’, estos Sargentos pertenecían al B2 del Batallón Santander y por orden del señor Luis Orfego Ovallos estos muchachos [los que fueron retenidos ilegalmente en el tren] fueron uniformados con ropa de policía camuflado y (…) luego fueron legalizados por la vía Abrego (Norte de Santander), igual los mataron a los muchachos (sic), uno de ellos (sargento) le disparó a la camioneta donde ellos iban para demostrar que fueron emboscados y luego a esos muchachos les dispararon, dándoles muerte a todos y reportándolos como guerrilleros (…) estos sargentos Cuncio y sargento Cano recibían sueldos del señor Luis Orfego Ovallos. También aclaro que por este ‘positivo’ fue regalado por parte del Ejército al señor Luis Orfego un fusil galil zar (…)”.

217. Teniendo en cuenta que el reporte de falsos “positivos” por parte de miembros de la Fuerza Pública para hacerse merecedores de alicientes que al interior de las Instituciones les ofrecen por demostrar efectividad en el enfrentamiento de la Subversión, se ha convertido en una práctica repudiable que como se evidencia, es de vieja data aunque recientemente se haya comenzado su visibilización, a la Sala no le resta más sino reconocer que tan infames episodios per se configuran un crimen de lesa humanidad que merece la más enérgica de las actuaciones por parte de los servidores públicos encargados de impulsar el andamiaje de la Administración de Justicia, pues se trata de un crimen impulsado por funcionarios a los que constitucionalmente se les ha confiado la protección de la vida, honra, bienes y demás derechos y libertades de quienes se encuentren en el territorio nacional (artículo 3º), que claramente han defraudado la confianza que en ellos se ha depositado cometiendo violaciones que por sí solas atentan contra la conciencia de la humanidad, por lo que la Sala exhortará al Ente encargado de perseguir y capturar a los autores y cómplices de tales crímenes internacionales para que procedan a actuar de manera efectiva, de manera tal que sea posible su enjuiciamiento y condena y se ponga fin a la impunidad que ha persistido, garantizando así la no repetición de tan horrendos hechos. 
218. La Fiscalía también relató que los postulados han reconocido como una práctica usual el intercambió de listas con información entre miembros de la Fuerza Pública y del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, en las que se incluían nombres de personas señaladas de colaborar con la subversión o de ocasionar daños a la sociedad, como dio cuenta alias Chicote en diligencia del 28 de octubre de 2011:

“(…) con el Sargento Martínez (…) se intercambiaba información de guerrilla, de datos que ellos estaban investigando por guerrilleros, nosotros teníamos una lista y a veces intercambiábamos información de la lista de los que estábamos investigando como guerrilleros. Muchas veces la información que intercambiábamos sirvió para matar personas. (…)”

219. Expuso la Fiscalía que en buena parte la colaboración efectuada por miembros de la Fuerza Pública, estuvo determinada por los pagos y mensualidades que se les otorgaba en razón de su colaboración con el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, reconociendo que en los casos de “falsos positivos” a los miembros de éste último también estos infames funcionarios les otorgaban favores. De manera breve, la Sala presenta apartes de las versiones presentadas por la Fiscalía, a fin de evidenciar estas lamentables prácticas que dan cuenta de la degradación del Conflicto.

220. Relató alias “Chicote”:
“(…) La relaciones con miembros de la Fuerza Pública fueron (…) [miembros del] Batallón Santander de Ocaña, (…) con ellos la relación era intercambio de información de positivos, como cuando ellos querían dar un positivo, se les daba revólveres o gente (…) ellos estaban en nómina y el acuerdo con ellos era que se les pagaba la mensualidad del teléfono celular (…) nosotros les entregábamos la plata (…)
“Con [el] comandante de la policía de Ocaña (…) se habló de cuál era la tajada para él, se llegó a un acuerdo que le iban a dar tres millones de pesos mensuales, para que no acosara a la Policía, a sus subalternos, y nos dejara delinquir en Ocaña, y él me puso como punto para él que no le matara ninguno dentro de la zona urbana, que los sacara y los matara en las afueras del pueblo. Llegado al acuerdo con el Capitán, el financiero alias ‘Caliche’ o ‘Candado’, ya tenía cuadrada a todas las patrullas y contraguerrillas de la policía de Ocaña, a las cuales se les pasaba cien mil pesos por cada Policía y trescientos mil pesos por Comandante de patrulla o Contraguerrilla, esto se pagaba mensual. Esta plata se le entregaba a los Comandantes de patrulla o de contraguerrilla y yo no sé si ellos la entregaban a los policías. ”

221. Dijo Javier Antonio Quintero Coronel, alias “Pica Pica”, quien fuera comandante militar en Aguachica desde el año 2003:
“(…) también aclaro que por este ‘positivo’ fue regalado por parte del Ejército, es decir, del Sargento Cano y Cuncio, al señor Luis Orfego un fusil galil zar”.

222. Finalmente, la Fiscalía manifestó que en las diligencias de versión libre, se han mencionado al menos trece miembros del Ejército Nacional y diez de la Policía Nacional, que estuvieron altamente vinculados con el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, respecto de los cuales se están realizando las labores de identificación y se han compulsado las respectivas denuncias ante la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, en virtud de las cuales se logró la captura y procesamiento del hoy en día coronel del Ejército Nacional, señor Jorge Alberto Lázaro Vergel, quien ostentando el rango de mayor fue identificado por el Fiscal delegado como el gestor e ideario de la masacre de Puerto Patiño.

6.2.3.9.2  Parapolítica

223. Aunque JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ nunca ha admitido su participación en política, la Fiscalía constató que su organización sí tuvo injerencia en esa esfera de la vida pública, constando el papel fundamental que como estructura desempeñó un papel protagónico prestando apoyo a los candidatos en sus aspiraciones políticas toda vez que varios de sus subalternos han reconocido haber tenido vínculos con personas que se desempeñaron en ese campo y que llegaron a ocupar cargos públicos en las áreas donde ellos como comandantes ejercían influencia y frente a lo cual JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ ha respondido que cualquiera clase de apoyo brindado por sus subalternos fue ejercido “a sus espaldas” y que cada uno de sus comandantes era autónomo en sus regiones para desempeñar sus labores,
 con lo que se podría explicar la existencia de comandantes políticos dentro de su estructura, especialmente porque durante el tiempo que estuvo privado de la libertad, su hijo Raúl Prada Lamus ya se desempeñaba como comandante político, rango que mantuvo hasta su desmovilización.

224. La Fiscalía documentó el control ejercido por el Frente Héctor Julio Peinado Becerra en la región donde operó, donde gracias a su accionar delictivo existió una clara influencia, aunque fuera de manera indirecta en el panorama político, pues como se pondrá de presente a través de varios de los cargos que le fueron formulados al postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, a través de la estructura comandada por éste último fueron atacados quienes profesaban ideologías políticas distintas, por las que eran considerados de la subversión y por tanto declarados objetivos militares de la Organización.
225. La Fiscalía, considerando las confesiones de los postulados, especialmente de Javier Antonio Coronel, alias “Pica Pica”, -quien ingresó primeramente al grupo de Luis Orfego Ovallos Gaona y fue escalando en la estructura hasta convertirse en comandante militar del municipio de Aguachica, a partir del año 2003-, presentó los aspectos más relevantes en punto de los nexos entre personalidades políticas y miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra.

226. Se reconoció que entre los años 1996 y 2006, miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra participaron en las elecciones de los cargos públicos del orden local, departamental y nacional, en los municipios de San Martín, San Alberto, Aguachica, Gamarra, Río de Oro, Ocaña y Abrego, facilitando escoltas a varios candidatos cuando ellos iban a hacer campañas a los corregimientos, de la coacción de pobladores, -a quienes muchas veces transportaron a la fuerza a las mesas de votación para que votaran por determinados candidatos-, a través del abierto proselitismo en favor de ciertas candidaturas, de la presencia armada en las mesas de votación el día de las elecciones, e incluso, a través del mensaje que se daba a la comunidad a través de acciones como el asesinato de candidatos que tenían una postura ideológica diferente.

227. Reconociendo que a través del favorecimiento de candidatos políticos, se obtuvieron ingresos para el financiamiento del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, y beneficios personales para algunos de sus miembros, se reconoció el apoyo a las siguientes personalidades:

228. Israel Obregón Ropero: Dos veces apoyado en sus aspiraciones a la Alcaldía de Aguachica; Diosa Ramírez: candidata al Concejo de San Martín, reconocida como parte de la Organización porque prácticamente era su enfermera; Alirio Díaz: Candidato a Concejo de Terraplén; Dr. Aquiles: Alcalde de Ocaña; Javier Zarate: político de San Alberto; Gerardo Jaimes: político en San Alberto; Luis Aguilera: candidato a la asamblea departamental; David Simanca: alcaldía de Aguachica; y Sadith Armenta: alcaldesa de San Martín.
229. Tales personas, con excepción del alcalde Aquiles, eran conocidas directas por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, quien aceptó ser amigo personal de varias de ellas y haber hecho negocios con algunos de los citados.
 
230. Finalmente, la Sala tampoco puede pasar por alto la importante aceptación entre las autoridades civiles con relación a la labor adelantada por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y el Frente Héctor Julio Peinado Becerra por él comandado, en la medida que durante el acto de desmovilización Luis Dorian Quintero, alcalde del municipio de San Martín, dentro de su discurso elogió el accionar de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y su grupo de autodefensas, aduciendo que gracias a él había llegado el progreso a la zona, lo que le mereció ser sancionado por la Procuraduría General de la Nación, en la medida que con su accionar hizo apología al delito.

231. Aunque el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, haya negado su participación o auspicio para que particulares accedieran a cargos de elección popular en la región donde operó el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, no pueden negarse que se trató de una práctica adoptada por la organización en la medida que había sido impartida desde los estatutos de las Autodefensas Unidas de Colombia.

232. Se trata de una situación reconocida dentro de la única sentencia condenatoria proferida en contra de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, donde se reconoce que a mediados del año 2000,
 el Gobierno Nacional planteó la creación de una zona de despeje en el sur del departamento de Bolívar para desarrollar diálogos con el grupo guerrillero E.L.N., que fomentó la intervención en política por parte de los grupos paramilitares, móvil que se relaciona con el asesinato de la candidata Ayda Cecilia Lasso Gemade (infra. cargo no. 1).
233. La sentencia condenatoria del doce (12) de junio de 2006 aludida, dentro de sus consideraciones establece que el homicidio de la señora Ayda Cecilia Lasso Gemade se cometió en “[un] momento sociopolítico (…) en donde comienza la estructura paramilitar a pernearse (sic) en todas las esferas de poder en la mayor parte de nuestra geografía y a recuperar territorio ganado por la guerrilla, impidiendo que fuerzas políticas diferentes al proyecto paramilitar participara en la contienda electoral y que de hacerlo fuera en un escenario desigual (…)”.

234. De acuerdo con la sentencia, esta política fue impartida desde la cúpula de las Autodefensas Unidas de Colombia. A través de las indagatorias rendidas por dos vinculados, se puso de presente la realización de reuniones con fines políticos en el departamento del Cesar correspondientes al área de influencia del Frente Héctor Julio Peinado Becerra. Daniel Toloza Contreras, quien presenció las reuniones donde se planeó el homicidio de la señora Lasso Gemade “(…) dio cuenta de una reunión en La Llana con Ernesto Báez y otros jefes paramilitares que llegaron en helicóptero, donde expresó el referido comandante que todos los políticos contrarios a las autodefensas había que eliminarlos y que de ahí fue que empezaron los
homicidios como el del aspirante a la alcaldía de Aguachica apellido Rincón el de Aída Cecilia, Pablito y Hugo López”, lo cual a su vez fue corroborado por Luis Javier Rodríguez, quien manifestó que conoció a quien se hacía llamar Ernesto Báez “(…) en una reunión muy grande en La Llana municipio de San Alberto, donde fueron citados por las autodefensas con el fin de proponer su programa político, (…) asegura fue en el 98 o 99” (subrayado fuera de texto).

235. Debe reconocerse que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, con ocasión de la sentencia en la que condenó a los ex congresistas Luis Alberto Gil Castillo y Alfonso Riaño Castillo por el delito de concierto para delinquir agravado
, reconoció que 
“(…) en la reconstrucción de los hechos no se puede soslayar el panorama de violencia que se vivía para el año 2000 en los departamentos que concluyen en el Magdalena Medio –Antioquia, Bolívar, Boyacá y Santander- , en donde se libraba una lucha sin cuartel entre paramilitarismo, guerrilla y estado de derecho, por el dominio territorial; panorama que se agudizó con el decreto del presidente Pastrana para despejar los municipios del sur de Bolívar, Yondó (Ant.), Cantagallo y San Pablo (Bolívar) en orden a promover un proceso de negociación con el Ejército de Liberación Nacional (ELN) que permitiera su desmovilización y reinserción a la vida social, replicando lo sucedido en el municipio de San Vicente del Caguán con las FARC (…) [contexto dentro del cual se presentó el “Movimiento no al despeje“ promovido por] candidatos (…) que utilizaron como trampolín incestuosos vínculos con reconocidos miembros de autodefensa, a partir de las campañas electorales que se suscitaron con posterioridad a la multitudinaria movilización de campesinos, ganaderos y comerciantes de los municipios del sur de Bolívar y el oriente de Santander (…)”.
236. Considerando la proximidad entre el departamento de Santander y el sur del Cesar, así como el contexto en el que se inicia el fenómeno de la parapolítica, la Sala entiende que esta situación generada en el departamento de Santander pudo repercutir en el Cesar, donde también se desarrollaron reuniones políticas y se adoptó la política de ataque generalizado contra quienes aspiraran a cargos públicos y tuvieran orientaciones diferentes a las promovidas y apoyadas por las Autodefensas (supra. párr. 234). 
6.2.3.10 Finanzas
237. Como lo puso de presente la Fiscalía en las diligencias
, el proceso de consolidación y expansión del proyecto paramilitar impulsado por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ implicó el desarrollo de una subestructura encargada de la sostenibilidad del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, aunque previo a su constitución ya se practicaba el cobro de “colaboraciones” a los ganaderos, lo cual inició aproximadamente a partir del año 1994.

238. Aunque los soportes de los estados financieros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra fueron destruidos por sus integrantes antes de su desmovilización,
 a partir de las versiones libres que algunos de los tales han ofrecido, fue posible reconstruir los principales aspectos referidos a las fuentes de financiación, los ingresos aproximados que cada una de ellas les representaba y los egresos que en virtud de sus actividades mes a mes tenía el Frente Héctor Julio Peinado Becerra.

239. Con relación a las fuentes de financiación, la Fiscalía estableció que las principales fueron la exacción, el hurto y el narcotráfico. En relación con el cobro de exacciones o contribuciones arbitrarias, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ estableció que en primer lugar se constriñó a los ganaderos para que aportaran recursos a la Organización, práctica que se fue extendiendo a los propietarios de inmuebles rurales, a quienes se les constriñó al pago de una “cuota para la seguridad”, especialmente cuando estaban vigentes las Convivir, la cual era fijada, en especie o dinero, atendiendo la extensión del predio, la actividad económica que realizaba y su rentabilidad, y se cobraba semestral o anualmente
. Así mismo, el Frente Héctor Julio Peinado Becerra se dedicó al cobro mensual de extorsiones a los comerciantes de los municipios de Aguachica, San Alberto, Gamarra, Río de Oro, Ocaña, Abrego y La Playa, cuyos montos eran fijados atendiendo las proporciones de los negocios y la actividad comercial desarrollada. 
240. Con relación al cobro de impuestos ilegales, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ manifestó que su comandante financiero Alirio Díaz, alias “Guasaco”, le reportó ingresos por cuenta de un gravamen a la venta de bebidas, referida al cobro de tres mil pesos ($3.000) por canasta de cerveza y de dos mil pesos ($2.000) por canasta de gaseosa, a los tenderos, cantineros y demás comerciantes, con el que se reportaban ingresos anuales cercanos a los mil quinientos millones de pesos ($1.500.000.000), -quinientos millones ($500.000.000) entre los municipios de Aguachica y Gamarra, igual cantidad en el municipio de Ocaña, trescientos millones de pesos ($350.000.000) en el municipio de San Alberto y doscientos millones ($200.000.000) en el municipio de San Martín-.

241. Se presentó el cobro de impuestos sobre la venta de predios, práctica primeramente adoptada por su enemigo natural la guerrilla lo que se extendió a la explotación de los mismos considerando la extensión de los predios, y entre los que entiende la Sala fueron incluidos aquellos predios en los que se cultiva la palma africana, dado que se trata de agricultura tecnificada, que por tanto requiere de grandes extensiones de tierra, aunado a diferentes relatos en los que se pone de presente que en varias de estas haciendas fue recurrente la presencia de miembros de la estructura finalmente conocida como Frente Héctor Julio Peinado Becerra, a quienes debían alojar por el tiempo que sus miembros lo demandaran, lo cual era una forma de pago en especie de sus contribuciones.

242. Sobre el hurto de combustibles, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ durante las diligencias
 reconoció que en el año 2000 autorizó cuando salió de la cárcel a Franklin Barón instalar una válvula en San José de las Américas, para extraer gasolina que posteriormente obligaba comprar a varias estaciones de gasolina y que también utilizaban para su propio abastecimiento. Frente a este delito, la empresa Ecopetrol calculó las pérdidas millonarias dado que el Frente Resistencia Motilona también extrajo de este recurso en su área de influencia.
243. Con relación al hurto de rieles, la Fiscalía constató que como fuente de financiación fue implementada esta práctica hasta desmontar todo el trayecto de línea férrea entre San Alberto y Gamarra, correspondiente a 148 km de rieles elaborados con hierro fortificado, que el Instituto Nacional de Concesiones (INCO) valoró en treinta mil quinientos treinta y seis millones, quinientos cincuenta y tres mil cuatrocientos cincuenta y cuatro pesos ($30.536’553.454)
 y cuyas piezas fueron vendidas por la Organización como si fuera chatarra a recicladores del interior del país por un valor inferior. Por requerimiento de la Sala, la Fiscalía se comprometió a ahondar sobre los responsables de esta comercialización.
244. Igualmente, se presentaron otra clase de hurtos, como el hurto de vehículos, -del que se manifestó que al ser una práctica común en la zona donde el Frente Héctor Julio Peinado Becerra operaba, quienes resultaban víctimas optaban por no interponer las correspondientes denuncias-, así como el hurto de ganado y maquinaria agrícola.

245. Respecto al narcotráfico, se tiene que fue una fuente implementada con posterioridad a la creación del grupo que versó en relación con el “cobro del impuesto de gramaje”, de cultivo y de laboratorios de la región teniendo en cuenta que Aguachica y Ocaña son centros de tránsito obligado para el transporte de ese tipo de sustancias, por las que se pagaban aproximadamente cien mil pesos ($100.000) por kilo de base de coca y entre quinientos ($500.000) y seiscientos mil pesos ($600.000) por botella de mancha de amapola. La droga que salía del sur del cesar por estos dos municipios pagaba impuesto de gramaje a quienes transportaban o comercializaban en la región.
246. Sobre esta clase de financiamiento debe ponerse de presente autorización que de manera tardía emitió JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, quien desde el comienzo había ordenado no permitir cultivos ilícitos en la región por ser una de las razones que en el pasado atrajo a la guerrilla, posteriormente tuvo que acceder por el descontento de los pobladores, de quienes resultaba imperioso tener su apoyo. Con esto se explica la alusión a cocinas o laboratorios para procesar este tipo de sustancias en la región donde operó el Frente Héctor Julio Peinado Becerra.

247. Frente a este punto, en las diligencias y con relación a la identidad de las personas dedicadas al negocio ilícito del narcotráfico que pagaban el impuesto de gramaje, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ manifestó que conocía que David Barbosa era la persona que manejaba el negocio de la droga en el sur del departamento del Cesar por el Bloque Central Bolívar (B.C.B.), pues en una ocasión patrulleros de su Organización le encontraron base de coca en la ribera del río Magdalena, que también sabe de Franklin Barón del B.C.B.; respecto de ese tipo de actividades en Ocaña, indicó que quien conoce esa información es alias “John” y John Fredy Pedraza Gómez, alias “Chicote”; que en San Alberto, sitio El Cedro, el que cobrara el impuesto de gramaje era alias “Arley”; y que él nunca cobró gramaje, fueron siempre sus subalternos.
 En igual sentido, Javier Antonio Quintero Coronel, alias “Pica pica”, manifestó que sólo conocía por apodos a aquellos con quienes realizaban este tipo de negocios ilícitos.
248. Frente al tema de recursos económicos para el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ manifestó que no tenía conocimiento frente al posible patrocinio de empresas nacionales o extranjeras a la organización, mientras que Javier Antonio Coronel precisó que las contribuciones que empresas nacionales como las que producen palmeras en la región, sí pagaban un aporte obligatorio cuyo monto era proporcional a la extensión de tierra y producción.
 Igualmente, con la participación en política de algunos miembros de la Organización se logró obtener ingresos adicionales, poniendo de presente que no se trató de una fuente usual.

249. Los anteriores ingresos, de acuerdo con lo manifestado por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ eran destinados para la manutención de los miembros de la Organización, a quienes se les pagaba una mensualidad (llamada “liga”)
, -en el caso de los patrulleros, durante el período 2004-2005, de ochocientos mil pesos ($800.000) y de los comandantes de contraguerrilla, un millón doscientos mil pesos ($1.200.000) -, se les proveía el alimento y el transporte y se les dotaba anualmente con uniformes, botas, armamento y municiones, aspecto que anualmente representaba un egreso de noventa y cinco millones de pesos ($95.000.000) además de los quinientos cinco millones de pesos ($505.000.000) que aproximadamente se invertían por año en alimentación.

250. De aquellos ingresos una pequeña parte se destinaba para pagar bonificaciones, o porciones de salario a aquellos miembros de la Organización privados de la libertad y como honorarios a sus respectivos abogados, lo que sumaba entre quinientos ($500.000.000) y seiscientos millones de pesos ($600.000.000) al año. Igualmente, una parte de los ingresos era destinada para cubrir salud, transporte, mantenimiento de automotores (compra de combustible y revisión en talleres), pero sobre todo para la adquisición de material de guerra.
 
251. A través de la información aportada en el informe de armas entregadas por el Frente Héctor Julio Peinado Becerra al momento de la desmovilización,
 se tuvo conocimiento que en el mercado negro el costo de cada fusil, respecto de aquellos que fueron obtenidos entre los años 1995 y 1997 superaba el costo de los dos millones de pesos ($2.000.000) y los tres millones ($3.000.000) respecto de los fusiles M-16. Debe decirse que dentro del material de guerra adquirido nunca estuvieron elementos proscritos internacionalmente como las minas antipersonales, de las que alias “Pica pica” dio fe que nunca se utilizaron
, sin embargo se da cuenta del gran egreso que este concepto representaba para el Frente Héctor Julio Peinado Becerra.
252. Un porcentaje de los recursos obtenidos era destinado a cubrir la nómina paralela con la que eran beneficiados varios integrantes de la Fuerza Pública, quienes a cambio de su silencio, negligencia o colaboración activa, permitían el accionar del Frente Héctor Julio Peinado Becerra sin ninguna clase de inconvenientes. En ese sentido, se fijaron pagos que iban desde los tres millones de pesos ($3.000.000) para ciertos comandantes y trescientos mil pesos ($300.000) para los patrulleros, hasta el pago de cuentas contraídas como las del celular (supra. párr. 219).
6.2.3.11 Desmovilización
253. En lo que respecta a la contextualización de la estructura criminal comandada por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, debe decirse que el Frente Héctor Julio Peinado Becerra se concentró el cuatro (04) de marzo del año 2006, en el corregimiento Torcoroma del municipio de San Martín (Cesar), desmovilizándose el seis (06) de marzo de ese mismo año con doscientos cincuenta y un (251) miembros, -doscientos treinta y seis (236) hombres y quince (15) mujeres-, de los cuales, tres pertenecían a la Comandancia General
; en relación con los hombres, la Fiscalía pudo establecer que ciento sesenta (160) operaban en áreas rurales, - siendo cuatro (04) comandantes, doce (12) comandantes de escuadra y ciento cuarenta y cuatro (144) patrulleros-, ochenta y siete (87) eran urbanos
, -veinticuatro (24) comandantes, sesenta y tres (63) patrulleros-, y cuatro (04) comandantes financieros.
 Adicionalmente, la Fiscalía logró establecer que dentro de las subestructuras desmovilizadas cuatro pertenecían a grupos de contraguerrilla, uno de los cuales era conocido como grupo campesino los Guanes, mientras éste operaba en las zonas montañosas de la cordillera oriental, otro operaba en la provincia de Ocaña y dos en las zonas planas del Cesar.

254. En la ceremonia de desmovilización se hizo entrega a las Autoridades del armamento que esta estructura ilegal poseía, el cual fue debidamente identificado y relacionado,
 y que de manera general se compuso de 89 armas largas, 53 armas cortas y 37 armas de apoyo, además de 35.054 municiones de diferente calibre y 357 granadas, armamento principalmente proveniente de los Estados Unidos de América (32.54%), la República Popular China (8.87%) y el Reino de Bélgica (8.87%).

255. En relación con este aspecto, de los doscientos cincuenta y un (251) desmovilizados, la Fiscalía 34 Delegada informa
 que treinta y seis (36) han sido Postulados y que de estos, veintiséis (26) se encuentran privados de la libertad, uno (01) fallecido y los ocho (08) restantes se encuentran en libertad y no ratificaron su voluntad. Así mismo, que se han realizado 325 diligencias de versión libre, en las que se han confesado 1.827 hechos, de los cuales 973 se han documentado y registrado en el Sistema de Información de Justicia y Paz y han permitido identificar a 2.384 víctimas. Con relación a actuaciones judiciales, se han realizado 18 diligencias de formulación de imputación, en las que se han imputado 451 hechos con 533 víctimas; igualmente, se han realizado nueve diligencias de formulación de cargos por 298 hechos con 378 víctimas. Con relación a las víctimas del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, el Fiscal informó que en el SIJYP se han registrado 6.072 de ellas, de las cuales 1.519 han acreditado su condición.

6.3 Aspectos puntuales frente a las solicitudes incoadas en la audiencia pública de legalización de los cargos formulados

256. La anterior contextualización resulta pertinente para que la Sala dé respuesta a las dos solicitudes que fueron presentadas durante la audiencia pública de legalización de cargos, pues versan sobre aspectos fundamentales para el análisis de legalidad material y formal que debe realizar la Sala sobre aquellos cargos que le fueron formulados al postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y que éste aceptó.
257. La Sala negará la petición incoada por la apoderada María del Pilar Romero respecto a declarar que algunos cargos sólo ostentan la naturaleza de crímenes de lesa humanidad sin la connotación de crímenes de guerra, toda vez que aunque se traten de ataques cometidos contra la población civil que se configuraron dentro del contexto de ataque generalizado y sistemático, precisamente éste se configuró en el marco del conflicto armado interno colombiano, el cual debe reiterarse, como se ha hecho en todas las providencias proferidas por esta Sala, se ha degradado en perjuicio de la población civil, lo que hace que con más resulte imperioso que quienes en él participen sean respetuosos de las disposiciones del D.I.H., y por ende dejen de involucrar a esta última, pues de no hacerlo, como acontece con algunos de los cargos que ante esta Instancia han sido traídos, deberán ser también declarados como crímenes de guerra. 
258. También fue solicitado por parte del Representante del Ministerio Público no legalizar aquellos cargos que le fueron formulados a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato a través de aparato organizado de poder, en la medida que en lo que ha transcurrido del proceso no se ha evidenciado el control efectivo de su Organización que dice ostentar el postulado procesado y por ende su desconocimiento frente a muchas situaciones y hechos que ponen en tela de juicio dicho control, postura que fue coadyuvada por el apoderado de víctimas Jairo Alberto Moya Moya, quien considera que no se puede desconocer que el postulado procesado no tenía conocimiento de los actos previos o de ejecución de los hechos delictivos, e incluso posteriormente, en algunos casos no se enteró de la ejecución de los mismos, circunstancia que impide imputar la autoría o atribuir ese grado de responsabilidad en la medida que si hubiera conocido del hecho, lo habría podido evitar.

259. Lo primero que la Sala quiere poner de presente es que la figura de la autoría mediata a través de aparatos organizados de poder fue diseñada para lograr endilgar la responsabilidad de aquellos mandos altos que en un escenario de macrocriminalidad, generado por una gran estructura para delinquir, en el que resulta imposible demostrar su participación material conformada en tales hechos, especialmente por existir una serie de subalternos con diferentes rangos que los separan de los autores materiales del hecho, quienes normalmente son los que terminan procesados. Entre más niveles de jerarquización hay se presenta mayor dificultad para seguir la cadena de mando, habiendo mayor probabilidad de que la cabeza salga impune.
260. Por ello, los personajes centrales de esta figura jurídica resultan ser por una parte, el autor mediato del hecho que es aquella persona que ostenta un rango superior al autor material y por ende tiene la facultad de dominar el hecho, y por otra parte el subordinado, que es la persona que ejecutará de manera directa el injusto y que si lo decide puede hacerlo directamente o puede ser remplazado fácilmente en la medida que al pertenecer a una macroestructura criminal hay otros sujetos que obedecen las órdenes, dan cumplimiento a las políticas y están en capacidad de materializarlas.
261. En jurisprudencia anterior, esta Sala ha reconocido que las asociación de los grupos paramilitares que llegaron a denominarse Autodefensas Unidas de Colombia, llegaron a

“(…) consolidar una estructura macrocriminal, concebida como una federación de grupos regionales que se autodefinieron como ‘organizaciones contraguerrilleras y aliadas del Estado en su lucha contrainsurgente’, que en un primer momento trabajó por la expansión territorial, aumentando la intensidad del conflicto y la vulnerabilidad de la población civil [bajo la utilización de un discurso “antisubversivo” encubrieron su] (…) atacar deliberado contra la población civil, quien por encontrarse en circunstancias de vulnerabilidad y exclusión social, era tildada arbitrariamente de informante, colaboradora, auspiciadora o parte de los grupos armados subversivos, convirtiéndose en objetivo militar dentro del conflicto armado interno colombiano y víctimas de homicidios, desplazamientos forzados, torturas, desaparecimientos, crímenes sexuales, entre otras graves violaciones a los derechos humanos y el derecho internacional humanitario”
 (Negrillas fuera de texto).

262. Es por ello que debe entenderse que la concertación a la que se refiere el numeral 2º del artículo 340 del Código Penal, alude a “(…) una macro concertación criminal de personas, cuyas prácticas dejaron en evidencia que para su expansión, consolidación territorial y económica tuvo entre otras finalidades ilícitas “cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo (…) secuestro, secuestro extorsivo, extorsión (…) y conexos”, además en contra de población civil inmersa en graves condiciones de vulnerabilidad, lo que finalmente estimuló al Gobierno Nacional para la coordinación de un proceso de diálogo para el sometimiento de miembros, con los resultados que ya se conocen”
.
263. En esa medida, cuando se ha endilgado la responsabilidad a postulados procesados en calidad de autor mediato por ser comandantes en algunas de las subestructuras que componen ese aparato organizado de poder, esta Sala ha dicho que estos se han ido especializando en sus funciones hasta llegar a ser

“(…) los encargados de la formulación e implementación de las políticas criminales propias de la estructura, mientras que a quienes están subordinados les corresponde ejecutar directamente las acciones criminales (…) [ostentando el dominio de la estructura] comoquiera que estableció los lineamientos de su estructura, mecanismos de financiación y modos de operación.
“En ese orden de ideas, es preciso manifestar que por la complejidad de estas estructuras delincuenciales, la dogmática se ha venido adecuando para sancionar a quienes realmente son los responsables de la comisión de tantos delitos en los que no importa quién ejecuta la acción sino la ejecución de la misma. En ese sentido, frente a aquellas acciones criminales perpetradas que no son resultado de una orden directa de quien ostenta posición de mando, pero que se corresponden con las políticas criminales de esta clase de estructuras, la responsabilidad es atribuible tanto a los superiores jerárquicos como a quien materializó el delito, pero el grado de la misma será proporcional a la posición ostentada al interior de la organización criminal.

264. Es en este último sentido es que se predica la responsabilidad del aquí postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, quien por ostentar la posición de mando más alta dentro del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, y por tanto tener el dominio frente a la misma, debe responder por aquellas acciones delictivas cometidas con ocasión de su mandato pero también por aquellas que se correspondían con los lineamientos y políticas dadas por él para el accionar del Frente, que estaban encaminadas a atacar de manera generalizada y sistemática a la población civil del área donde se ejercía influencia (supra. apartado 6.2.3.4) hubiese o no dado la orden directa toda vez que nunca dejó de tener el dominio mediato de la ejecución de las mismas.

265. Se recuerda sobre el tema, las manifestaciones hechas por el postulado procesado en el sentido de que realizaba reuniones periódicas, quincenales o mensuales, en las que sus subalternos, especialmente Alfredo García Tarazona, alias “Arley”, le informaban acerca de lo que había sucedido y en ocasiones se le ponía de presente sobre la comisión de homicidios selectivos, caso en el que se le informaba acerca del número de personas por guerrilleros o informantes que eran dados de baja, lo que da cuenta de la capacidad que ostentaba JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ para controlar las actuaciones de su organización criminal.
266. Debe destacarse que según el D.I.H. a quienes ostentan posición de mando dentro de las fuerzas que constituyen los actores armados, les asiste el deber de ejercer un control efectivo sobre sus tropas, velando que éstas no infrinjan las disposiciones que dan lugar a la comisión de crímenes de guerra, por lo anterior aun cuando algunos de los cargos comprendidos en esta decisión fueron cometidos con anterioridad a la expedición de la 599 de 2000, se reconoce que los elementos fácticos se corresponden con los elementos descriptivos de los tipos contemplados en el Título II de dicha legislación, de manera tal que aunque en acatamiento del principio de legalidad y favorabilidad, los comportamientos serán adecuados en virtud de las normas que por temporalidad y punitividad resulten más benignas, algunos serán declarados como crímenes de carácter internacional, cometidos en el marco de un conflicto armado interno que devino en perjuicio de la población civil.
6.4 De los cargos formulados y aceptados por el postulado procesado

267. Procede la Sala a presentar la situación fáctica y la adecuación típica de cada uno de los cargos, con el fin de realizar el control material, esto es, examinar la correspondencia entre los hechos y su adecuación típica, considerando las intervenciones de los demás sujetos e intervinientes procesales y los estándares para la satisfacción de los derechos de las víctimas.
268. Seguidamente, se ejerce el control formal de la aceptación de los cargos hecha por el postulado, esto es, la verificación de que la misma haya sido proferida de manera libre, espontánea y voluntaria, con la debida asesoría de su apoderado de confianza.
6.5 Control formal de los cargos formulados
269. Con relación a la aceptación de los cargos formulados que hiciera el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, la Sala constató a lo largo de las diligencias que, al igual que durante la diligencia de formulación de cargos adelantada ante la Magistrada con función de control de garantías, manifestó que de manera libre, voluntaria y estando debidamente asesorado por su Defensor de confianza, aceptaba los cargos que le fueron formulados; situación que también se verificó en relación con los cargos que fueron adicionados y variados durante la audiencia de legalización de aceptación de cargos. 
270. La Sala pudo verificar en el correspondiente registro de versión libre, que el postulado PRADA MÁRQUEZ informó con suficiencia las razones que lo llevaron a conformar (supra. Párr 158.) y militar en uno de los Bloques más representativos de la organización ilegal A.U.C., así como la fecha de su ingreso y de su desmovilización, y el papel que desempeñó en las negociaciones de paz con el Gobierno Nacional (párr. 3).
271. Se corroboró que los delitos cometidos dentro de su Organización, obedecieron a la política antisubversiva por él trazada desde la cúspide de la organización, conforme a la cual, era necesario combatir a quienes presuntamente eran señalados como auxiliadores o miembros de la guerrilla, o que con su accionar causaban daño a la sociedad (supra. apartado 6.2.3.4).
272. Considerando que además de haberse referido, y en ocasiones confesado, parte de los hechos que le fueron formulados, el postulado procesado contó siempre con todas las garantías para que la aceptación de los mismos estuviera libre de todo vicio, lo cual, de la mano con la correcta formulación de los cargos, permite predicar que se ha realizado en debida forma el acto procesal de la acusación, por lo que desde la óptica de la formalidad, la Sala procede a declarar la legalidad de la aceptación de los cargos hecha por el postulado.
6.6 Control material de los cargos formulados
273. Como viene motivado, la solicitud de legalización comprende la aceptación de responsabilidad del procesado postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ entre otros comportamientos, por los delitos de Concierto para delinquir agravado, Homicidios en persona protegida, Despojo en campo de batalla, Actos de terrorismo, Secuestro simple, Desplazamiento forzado de población civil, Actos de tortura en persona protegida, Amenazas, Destrucción y apropiación de bienes protegidos y Hurto calificado y agravado.
274. Teniendo en cuenta además la compresión de los controles material y formal de la aceptación de los cargos formulados, se considera y resuelve la Legalización pedida, atendiendo que los distintos procesos de adecuaciones típicas se derivaron de las circunstancias que dan cuenta los siguientes acontecimientos:
6.6.1 Sobre el tipo penal “Despojo en campo de batalla”
275. En aras de que la calificación jurídica de los hechos efectivamente se corresponda con la situación fáctica que compone cada cargo, la Sala debe hacer un pronunciamiento especial con relación al tipo de “despojo en campo de batalla” consagrado en el artículo 151 de la ley 599 de 2000 (C.P.), al que la Fiscalía consideró se adecuaron algunos comportamientos, en atención a que se trata de un tipo penal instituido en el Ordenamiento colombiano que en su nomen juris no se corresponde con alguna disposición expresa de las normas que conforman el Derecho Internacional Humanitario (D.I.H.).

276. Como un desarrollo del Principio de Distinción, del que esta Sala ha especificado es una de las bases del D.I.H. “(…) en virtud del cual las Partes involucradas en el conflicto deben diferenciar entre combatientes y no combatientes y entre objetivos militares y bienes civiles”
, se deriva la prohibición expresa de atacar o involucrar a los no combatientes y los bienes protegidos en el desarrollo de las confrontaciones.

277. Si bien el Protocolo adicional II a los IV Convenios de Ginebra no consagra de manera expresa la aplicación de esta prohibición, en virtud del Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario ésta se entiende que resulta vinculante para todas las partes en el Conflicto pues se trata de mandato incluido en el concepto de Protección General que consagra el artículo 13 de dicho instrumento.

278. De la aplicación de este Principio se desprenden varias normas de carácter consuetudinario.
 Por una parte, se establece como práctica admitida de guerra “retener como ‘botín de guerra’ aquel material que represente ventaja militar aun cuando no se encuentren en el campo de batalla” lo cual no incluye los efectos personales de los combatientes, es decir, sus pertenencias y equipo de protección con los que para su supervivencia están dotados. En igual forma, se prohíbe “destruir o confiscar los bienes de un adversario, a no ser que lo exija una necesidad militar imperiosa”, por lo que se sancionan todas aquellas acciones que no estén encaminadas a obtener una ventaja militar, pues se correspondería con aquella practica que en el D.I.H. se considera hurto y se conoce como “pillaje”. Por otra parte, y ante la ocupación de territorios, “los bienes privados deben respetarse y no pueden confiscarse, a no ser que una necesidad militar imperiosa exija la destrucción o confiscación de esos bienes”, entendiendo que “son bienes de carácter civil todos los bienes que no son objetivos militares”.
279. Considerando la correspondencia de tales disposiciones con la normativa nacional, figuran como delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, en el Despojo en campo de batalla (art. 151 C.P.) y la Destrucción y apropiación de bienes protegidos (art. 154, ibídem), mientras el primero se predica respecto de los efectos personales de los combatientes o sus cadáveres, el segundo se predica respecto de los bienes protegidos por el D.I.H. que fueron afectados sin una necesidad militar imperiosa y justificada.

280. En aquellos cargos en los que la situación fáctica informa que fueron hurtados, destruidos o afectados bienes de los que eran titulares miembros de la población civil, es decir que ostentaban el status de bienes protegidos, debe entenderse que se trata de una infracción del D.I.H. porque no se atendió el Principio de Distinción, pues se entiende que sus titulares, al no poseer la calidad de combatiente, tales bienes no se corresponden con efectos personales, por lo que Sala en aquellos casos donde se haya solicitado la legalización por el tipo de “despojo en campo de batalla”, procederá a legalizarlo como “destrucción o apropiación [según el caso] de bienes protegidos”. Ya por el principio de Legalidad extendida, de ser necesario por la fecha del hecho, aclarando que por favorabilidad se impondrá la pena más benigna al confrontar la establecida en este tipo, para con la dispuesta para el delito de Hurto calificado conforme a lo reglado por el Decreto Ley 100 de 1980.
6.6.2 Cargo 1: Concierto para delinquir. 

281. De conformidad con lo manifestado por Juan Francisco Prada Márquez durante el desarrollo de las diligencias de versiones libres
, se tiene que el postulado inició sus relaciones con las denominadas autodefensas entre los años 1992 y 1993; época en la que su primo Roberto Prada Gamarra se encontraba al mando de un grupo de miembros de esa organización armada ilegal que operaba en los municipios San Martín y San Alberto del Departamento del Cesar y los corregimientos de Agua Blanca y el Líbano del mismo departamento, prestándoles ayuda y colaboración.  

282. No obstante lo anterior, a inicios del año 1994 se trasladó al municipio de Yopal-Casanare donde se dedicó al corte de arroz hasta el mes de abril de ese mismo año, debido a que Roberto Prada Gamarra le ofreció el control y dirección de la organización de autodefensas que operaba en la zona norte de la región, que para en ese entonces se encontraba bajo el mando de Luís Ufrego, y que comprendía los municipios de San Martín, los Bagres, Aguas Blancas y la zona comprendida desde Candelaria hasta Morrisón, y desde la cordillera hasta el municipio de Ocaña. 

283. En virtud de lo anterior el postulado Juan Francisco Prada Márquez quedó al mando de la zona norte y, su primo Roberto Prada Gamarra ejerció el control de la zona sur del departamento hasta 1996, año en el que este último fue detenido por la fuerza pública; razón por la que le cedió el mando a Luís Emilio Camarón Flores, a. “Camarón”, quien a finales de 1997, recibió la orden de entregarle el mando a Robert Prada Delgado conocido con el alias de “Robert Junior”, hijo de Roberto Prada Gamarra, debido a que alias “Camarón” realizó hurtos y homicidios en la región por cuenta propia, razón por la que luego de trasladarse a la ciudad de Bucaramanga por espacio de dos años aproximadamente, y solicitar posteriormente su ingreso a la organización armada ilegal, fue asesinado por orden de Juan Francisco Prada Márquez quien consideró que no era una persona confiable.  
284. De esa forma estando privado de la libertad, hasta la fecha de su desmovilización colectiva  que se surte entre el  4 y el 6 de marzo de 2006 en el corregimiento de Torcoroma de San Martín Cesar Prada Márquez ejerce la comandancia de la organización de autodefensas, que desde 1993 geográficamente y hostilmente  se fue expandiendo y consolidando como Autodefensas  de Santander y Sur del Cesar (AUSAC), posteriormente como  Autodefensas del Sur del Cesar (ACSUC) y finalmente del  frente Héctor Julio Peinado Becerra de las Autodefensas Unidas de Colombia -AUC-

285. En ejercicio de ese rol de mando, control y dirección de la organización ilegal armada,  en procura de  su promoción y consolidación, Francisco  Prada Márquez impuso y direccionó a sus subalternos hacia el cumplimiento de unas supuestas políticas antisubversivas y del ilegal ejercicio de la fuerza pública en la región, bajo cuyo propósito se cometieron aberrantes acciones delictivas, que pretendieron legitimar, aduciendo fines orientados a combatir a las subversión a sus auxiliadores y colaboradores, a la delincuencia común, llámese cuatreros, expendedores de estupefacientes o alcaloides, violadores, sectas satánicas y todas aquellas personas, que a juicio de los que conformaron el aparato organizado de poder ilegal, fueron  considerados dañinos a la sociedad. 
286. En ese sentido la Fiscalía destacó la numerosidad de conductas criminales aceptadas en el marco del proceso de justicia y paz por el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ
, algunas de las cuales se han concretado en la formulación de imputación parcial de ochenta y tres (83) cargos.

287. Adicionalmente se ha demostrado la existencia de la estructura criminal comandada por el postulado procesado, la pluralidad de sujetos activos que la conformaban, treinta y seis (36) de los cuales han sido postulados por el Gobierno Nacional y de los cuales veintiséis (26) se encuentran rindiendo versión libre, así como la pluralidad de víctimas generadas con los delitos cometidos por Prada Márquez.

288. La condición de concertado del postulado procesado se demostró por igual mediante las versiones libres que rindiera el ocho (08) y nueve (09) de junio de 2009, en las que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ admite su vinculación con las organizaciones de autodefensa y su desempeño como comandante desde el año 1995, discriminando su operatividad en los distintos municipios del departamento del Cesar y Norte de Santander (supra. apartado 6.2.3.3.).

289. Prueban además aquellas circunstancias la comunicación dirigida el veintisiete (27) de marzo de 2006 por el procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ al Alto Comisionado para la Paz, mediante el que ratificó su voluntad y compromiso para someterse a las ritualidades de la ley 975 de 2005. 
290. Finalmente, fue aportada la sentencia del doce (12) de enero de 2006 proferida por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar, dentro del radicado 121-2004, contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, por el delito de concierto para delinquir agravado y el homicidio agravado de Ayda Cecilia Lasso Gemade cometido el veintiuno (21) de junio de 2001, en la que se impuso contra el postulado procesado una pena de 380 meses de prisión.
 En esta decisión claramente se alude a la vinculación del postulado procesado con las entonces vigentes Autodefensas en la región.

291. Las circunstancias expuestas en precedencia ninguna duda dejan a la Sala respecto de la vinculación del procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ con la organización ilegal armada Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), antecedentes que como se dijo resultaron determinantes para que la Fiscalía le formulara el cargo que voluntaria y libremente aceptó como autor penalmente responsable del delito de concierto para delinquir agravado de que trata el artículo 340 numerales 2º y 3º de la ley 599 de 2000, cometido en la circunstancia de mayor punibilidad de que trata el artículo 58 numeral 2º de la misma legislación y que hace referencia a que el hecho se cometa por motivos abyectos o fútiles. En efecto, al examen de las versiones libres del procesado puede verificarse que la futilidad de los argumentos son evidentes, en cuanto a que soporta aquella militancia en la organización ilegal armada argumentando su gratuita autoconsideración de supremo dueño de las vidas de quienes eran por él considerados dañinos para la sociedad.
292. El comportamiento punible se consagra por el artículo 340 numerales 2º y 3º de la ley 599 de 2000 y su circunstancia de mayor punibilidad conforme a lo dispuesto por el artículo 58 numeral 2º que literalmente expresan:
“Artículo 340. Modificado por el artículo 8 de la Ley 733 de 2002. Cuando varias personas se concierten con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de tres (3) a seis (6) años. 
“Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión, o para organizar, promover, armar o financiar grupos armados al margen de la Ley, la pena será de prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de dos mil (2000) hasta veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
“La pena privativa de la libertad se aumentará en la mitad para quienes organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto para delinquir.”
293. La Sala concluye que comoquiera que para la fecha de la desmovilización del postulado, seis (6) de marzo de 2006, no había adquirido vigencia la ley 1121 de 2006 que empezó a regir el treinta (30) de diciembre de ese mismo año, la cual en su artículo 19 modificó el artículo 8º de la Ley 733 de 2002 ya citado, y comoquiera que esta legislación consagra para el delito de concierto para delinquir agravado una pena mayor que resulta más gravosa a los intereses del Procesado, no es posible su aplicación retroactiva por favorabilidad. En tal sentido se reitera, que se aplicará el tipo establecido por el artículo 340 numerales 2º y 3º de la ley 599 de 2000, norma vigente para la fecha de la desmovilización del Procesado.

294. Se aclara que las condiciones de agravación que se señalan, artículo 340 numerales 2º y 3º se acreditan en cuanto se logra verificar en el proceso que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se organizó para conformar grupos de autodefensas y siempre se le reconoció, y él mismo se pregonó, Comandante y Dirigente del grupo ilegal armado que finalmente se hizo llamar Frente Héctor Julio Peinado Becerra del Bloque Norte de las A.U.C.
295. Como lo ha manifestado en otros procesos la Sala:

“En términos del artículo 340 referido, la concertación de personas que se punibiliza por el Legislador, se corresponde con aquella que informa asociación con fines delictivos seleccionados por la jerarquía de los bienes jurídicos sobre los que se cierne el riesgo o peligro que implica la asociación, entre los que se referencian aquella que se orienta a ‘cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo (…) secuestro, secuestro extorsivo, extorsión (…) y conexos’ (…)
“De la misma forma, [abarca] aquel comportamiento (…) referido a quienes ‘(…) organicen, fomenten, promuevan, dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto o la asociación para delinquir (…)’” 

296. En ese sentido, la correspondencia entre la conducta de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y la concertación a la que se refiere el artículo 340 numerales 2º y 3º del Código Penal, se deriva de las comprobaciones que en el proceso permitieron verificar que el grupo de autodefensa en la década de los noventa por él constituido y que posteriormente se confederó en la macroestructura criminal que se hizo llamar “Autodefensas Unidas de Colombia” (A.U.C.), constituyó en su momento una macro concertación criminal de personas, cuyas prácticas dejaron en evidencia que para su expansión, consolidación territorial y económica tuvo entre otras finalidades ilícitas, “cometer delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo (…) secuestro, secuestro extorsivo, extorsión (…) y conexos”, además en contra de población civil inmersa en graves condiciones de vulnerabilidad, lo que finalmente estimuló al Gobierno Nacional para la coordinación de un proceso de diálogo para el sometimiento de miembros, en el que tuvo oportunidad de participar el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, reconocido como Comandante de las Autodefensas Campesinas del Sur del Cesar (supra. apartado 6.2.3.3.).

297. Por lo anterior se dispone LEGALIZAR el cargo formulado, con la expresa aclaración que la concertación a que hizo referencia la Fiscalía, se encuentra comprendida entre el 22 de julio de 2002 y el 6 de marzo de 2006, fecha de su desmovilización, toda vez que en su contra se profirió sentencia condenatoria por el delito de Concierto para delinquir agravado con fines paramilitares que fue emitida el 12 de enero de 2006 por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar, en la que claramente se observa que la condena por este delito abarcó desde la vinculación del postulado procesado a la organización armada ilegal, hasta el 21 de julio de 2002, fecha en la que se da cumplimiento a la orden que dio en razón de su rol como Comandante para cometer el asesinato de Ayda Cecilia Lasso Gemade, hechos en los que por igual resultó muerta su menor hija.

298. Declarado y resuelto lo pertinente en torno a las distintas pretensiones ofrecidas a la Sala y clarificado con suficiencia la proyección de los comportamientos en relación con el D.I.H y los Derechos Humanos, asume la Sala el pertinente pronunciamiento en cuanto a la legalidad de los distintos procesos de adecuaciones típicas y formas de participación atribuidas por la Fiscalía, conforme a las condiciones modales y temporo espaciales en la que se dieron los distintos eventos delictivos. 

299. La Sala, por criterios de practicidad, destaca que en los eventos delictivos de Homicidio en persona protegida de que tratan los casos números: 1, 3, 4, 9 ,10, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25,26, 27, 28, 29, 30, 31 ,32, 33, 36, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 54, 55, 56, 57, 59, 60, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 79, 80, 98, 101 y 103 que fueron cometidos antes del 24 de julio de 2001, es decir antes de la entrada en vigencia de la Ley 599 de 2000, y bajo la vigencia del Decreto Ley 100 de 1980, no obstante al considerar la Fiscalía que estos homicidios, bajo el reiterado concepto de la legalidad extendida se corresponden con graves atentados contra el Derecho Internacional Humanitario –D.I.H.-, formuló cargos y así fueron aceptados por el postulado Juan Francisco Prada Márquez por el delito de Homicidio en Persona Protegida de que trata el artículo 135, Titulo II, Capítulo único de la Ley 599 de 2000, tipo que además considera debe aplicarse retroactivamente por favorabilidad, en atención a que comporta penas más benignas, frente a las que imponen los artículos 323 y 324 del Decreto Ley 100 de 1980.
6.6.3 Cargo 2: Porte ilegal de armas

300. En aplicación de la postura reiterada por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia,
 la Fiscalía encontró subsumidas la conductas contempladas en los artículos 365 y 366 de la ley 599 de 2000, por el tipo previsto en el artículo 340 numerales 2º y 3º de esa normatividad. Por tanto se abstuvo de solicitar la legalización de este cargo.
6.6.4 Cargo 3: Actos de Terrorismo y Desplazamiento forzado de población civil.

301. El 21 de junio de 2000, siendo las siete y treinta de la noche (07:30 PM) aproximadamente, los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra Juan Tito Prada Prada, alias “Tito” y Wilson Carrascal Salazar, alias “El Loro”, irrumpieron en la vivienda de Ayda Cecilia Lasso Gemade, candidata a la Alcaldía del municipio de San Alberto-Cesar, ubicada en el barrio Villa del Prado de esa municipalidad, en momentos en los que se celebraba una reunión familiar, procediendo alias “El Loro” a propinarle tres impactos con arma de fuego que le causaron la muerte de manera inmediata, al tiempo que alias “Tito” le disparó a su menor hija Sindy Paola Rondón Lasso ocasionando de igual forma su deceso cuando pretendía infructuosamente auxiliar a su madre.

302. Estos acontecimientos, dada la excesiva agresión desplegada, la conmoción que de ordinario significa el disparar armas de fuego al interior de viviendas familiares ubicadas en zona urbana y, la especial significación social que implicaba el asesinato de una aspirante al cargo de libre elección más representativo del municipio, generaron en la familia de la víctima y en la comunidad de San Alberto (Cesar) sentimientos de zozobra y terror, que finalmente determinaron el desplazamiento hacia la ciudad de Bucaramanga de Luis Gabriel Lasso Gemade, hijo de Ayda Cecilia, y de su primo Luis Gabriel Gemade.

303. No obstante que por este asesinato fue proferida sentencia condenatoria en contra del procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ por el delito de Homicidio, la Fiscalía, para efectos de satisfacer los estándares de verdad que se imponen en este modelo de Justicia transicional, ilustró con suficiencia las comprobaciones aportadas al proceso y que permitieron acreditar las circunstancias que antecedieron y se sucedieron en relación con este hecho.

304. De esa forma, quedó establecido a través de las entrevistas a las víctimas indirectas Luis Gabriel Lasso Gemade,
 Efraín Lasso Gemade (hijo), Efraín Lasso Gemade (hermano), Sandra Constanza Lasso Gemade (hermana), Leonor Gemade de Lasso (madre) y Édgar Gemade Olaya (primo), así como de las versiones libres de los procesados Wilson Carrascal Salazar, alias “El Loro”
 y Juan Francisco Prada Márquez, que la orden del asesinato fue dada por este último a Rodolfo Pradilla, alias “El tuerto”, quien fungía como comandante paramilitar en San Alberto, durante una reunión que se celebró tres días antes del asesinato, y en la que participaron además Daniel Tolosa Contreras a. “el Cura” (hermano de una cuñada de la Víctima), José Daniel Cárdenas León a.“Angelito”, Juan Tito Prada Prada a. “Tito”, Giovany Lamus alias “Chupete”, Javier Zárate (candidato a la Alcaldía de San Alberto, –Condenado-) y Gerardo Jaimes (alcalde de San Alberto, –Condenado-) y el sujeto conocido con el alias de “Nico”, como consecuencia de infundados señalamientos en contra de la víctima Ayda Cecilia Lasso Gemade de tener vínculos con la Subversión.

305. No obstante lo anterior alias “El loro” en diligencia de versión libre manifestó que el asesinato de Ayda Cecilia Lasso obedeció a intereses políticos, hecho que se evidencia en los resultados de los comicios electorales del año 2000 en los que Javier Zárate, quien fue uno de los determinadores del homicidio, obtuvo la Alcaldía de San Alberto. 

306. Precisó la Fiscalía que a las diligencias de versiones libres rendidas por los postulados Wilson Carrascal Salazar y de Juan Francisco Prada Márquez, compareció como víctima el señor Nelson Rondón, esposo de Ayda Cecilia Lasso Gemade, quien no obstante haber sido reconocido como tal en el SIJYP con Registro No. 375.326 del 8 de febrero de 2001 no ha manifestado interés de reparación alguna dentro de este proceso, pues según informó el doctor Jairo Moya, defensor de víctimas de la Defensoría Pública, éste voluntariamente ha decidido acudir a instancias internacionales, razón por lo que no ha solicitado designación de defensor para este proceso. 
307. Comparecieron en condición de víctimas indirectas del homicidio del que resultó víctima Ayda Cecilia Lasso Gemade, Luis Gabriel Lasso Gemade (hijo), Efraín Lasso Gemade (hermano), Sandra Constanza Lasso Gemade (hermana), Leonor Gemade de Lasso (madre) y Édgar Gemade Olaya (primo).

308. La Fiscalía formuló el cargo contra el postulado Juan Francisco Prada Márquez a título de autor mediato, por el delito de desplazamiento forzado de población civil, previsto en el artículo 159 de la ley 599 de 2000, del que resultaron víctimas Luis Gabriel Lasso Gemade (hijo) y Edgar Gemade (primo de la víctima directa).

309. No obstante en desarrollo de las presentes diligencias intervino Sandra Constanza Lasso Gemade, víctima reconocida mediante resolución del 3 de diciembre de 2007 y Registro No. 120091 del Servicio de Información de Justicia y Paz –SIJYP-, quien enfáticamente señaló que la única persona que fue desplazada desde el municipio de San Alberto por la muerte de Ayda Cecilia fue su hijo Luis Gabriel Lasso Gemade, razón por la que cuestiona que se predique aquella condición de su primo Edgar Gemade, quien para la fecha de los hechos residía en la ciudad de Bucaramanga.

310. Como quiera que con suficiencia fue clarificado que la condición del desplazamiento forzado sólo es predicable de Luis Gabriel Lasso Gemade, atendido que el postulado debidamente asesorado aceptó su responsabilidad en el hecho a título de autor mediato, la Sala dispone exclusivamente la LEGALIZACIÓN del cargo por el delito de desplazamiento forzado de Luis Gabriel Lasso Gemade a título de autor mediato.
311. En lo que tiene que ver con el desplazamiento forzado de Edgar Gemade y la reprobación que de esa condición hizo Sandra Constanza Lasso Gemade, hermana de la víctima directa, la Sala atiende lo dispuesto por la jurisprudencia nacional, en el sentido que la audiencia de legalización de cargos es “(…) [el] espacio adecuado para la forzosa controversia y discusión, en el cual las víctimas puedan ser escuchadas y se les permita abonar desde su conocimiento esa verdad (…) [relacionada] dentro de su contexto y definiendo en lo posible las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como la correcta ubicación típica, que incluye el grado de participación, aspectos necesarios en aras de respetar, además de esos conceptos valiosos de verdad y justicia, el principio de congruencia”.
.

312. En ese sentido, teniendo en cuenta que la hermana y la madre de la víctima directa comparecieron a las diligencias, infirmando con razonabilidad la declaración rendida por el señor Edgar Gemade, la Sala NO LEGALIZA el cargo formulado por el delito de desplazamiento del que se dice ser víctima Édgar Gemade, al tiempo que, teniendo en cuenta que todo indica que con su gratuita atribución de la condición de desplazado, eventualmente se estaría en presencia del delito de Fraude Procesal, ante la Fiscalía general de la Nación se compulsarán copias de las piezas procesales que interesen para que se adelante la investigación penal que corresponda. 

313. La Sala manifiesta su más enérgico rechazo a esta situación, pues ello se traduce en la disminución de oportunidades de acceso a la reparación para quienes sí ostentan en realidad la condición de víctimas del conflicto armado interno que vive Colombia, quienes en exceso han sido ya lesionadas y disminuidas en su dignidad.

314. Finalmente habiéndose demostrado que las condiciones en las que se perpetró el doble homicidio generaron las obvias condiciones de temor y zozobra que vienen señaladas, se dispone LEGALIZAR el cargo formulado en contra de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en su condición de autor mediato por el delito de Actos de terrorismo, teniendo en cuenta la cabal adecuación típica del comportamiento bajo el criterio de legalidad extendida que ha sido reiterado por la Jurisprudencia penal nacional, según el cual el comportamiento se corresponde con el descrito por el artículo 144 de la ley 599 de 2000, sancionado con pena de prisión que oscila entre 15 y 25 años de prisión. No obstante, en atención al principio de favorabilidad, al momento de sancionar la conducta punible se deberán atender los extremos punitivos de entre 10 a 20 años de prisión establecidos en el artículo 4º del Decreto 2266 de 1991 que modificó la Ley 100 de 1980, cometido en las condiciones de mayor punibilidad que consagra el artículo 58 numerales 2º y 3º de la ley 599 de 2000, atendidos los fútiles argumentos que determinaron las ilicitudes y las condiciones de indefensión de las víctimas.
315. Sea esta la oportunidad para rectificar lo dicho por el apoderado de víctimas Jairo Alberto Moya, en relación con la supuesta aceptación de responsabilidad hecha por Juan Francisco Prada Márquez en audiencia de legalización por el homicidio de Sindy Paola Rondon Laso, precisando que verificados los registros no se constata tal evento, por lo que no resulta procedente legalizar un cargo que no se ha formulado atendiendo las ritualidades de la Ley 975 de 2005 y que no ha sido aceptado por el postulado.
6.6.5 Cargo 4: Actos de terrorismo.

316. El veintitrés (23) de febrero de 2001, siendo las siete y media de la noche (07:00 PM) irrumpieron al inmueble ubicado en la calle 9 No. 2N-59 del municipio de San Alberto (Cesar), Juan Tito Prada Prada, alias “Tito” y José Daniel Cárdenas León, alias “Angelito”, integrantes del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, quienes al disparar proyectiles de arma de fuego causaron la muerte a Pablo Antonio Padilla López, vicepresidente del Sindicato de Indupalma y candidato al Concejo municipal de San Alberto (Cesar).
317. Se adujo por la Fiscalía que teniendo en cuenta que se trató del asesinato de un líder de la comunidad, este hecho generó un estado de zozobra y terror en los integrantes de agremiaciones comunales, a quienes con tal acontecer se les trasmitió el mensaje de que sus actividades eran calificadas por las autodefensas como “subversivas”.

318. Por el homicidio de este ciudadano se emitió en contra de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ sentencia condenatoria el veinticinco (25) de febrero de 2009. Según expuso el postulado el asesinato fue ordenando en razón a la información que le suministró Rodolfo Pradilla en relación con los vínculos de la víctima con la Subversión, señalamientos que carecen de verificación alguna dentro de las presentes diligencias.
319. Al procesó se aportó copia de la versión libre rendida por Juan Francisco Prada Márquez;  Informe de policía judicial del veintinueve (29) de diciembre de 2011
; Resolución del treinta y uno (31) de marzo de 2009
 en la que se reconoce la condición de víctimas de Rosy Mary Pinzón, sus dos hijos menores de edad y un hijo de crianza;
 Entrevista del veintinueve (29) diciembre de 2011 de Rosy Mary Pinzón, cónyuge de la víctima; Certificación del Presidente del Sindicato Sintra Proaceite del veintinueve (29) diciembre de 2011
, en la que se deja constar la pertenencia de la víctima al Sindicato desde 1984 y Acta de necropsia
 con la que se acredita la muerte violenta de la víctima directa.

320. Comoquiera que las condiciones en las que se perpetró el asesinato del sindicalista, generaron las obvias condiciones de temor y zozobra que vienen señaladas en tales agremiaciones, se dispone LEGALIZAR el cargo formulado en contra de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en su condición de autor mediato por el delito de Actos de terrorismo, teniendo en cuenta el apropiado proceso de adecuación típica y la aceptación de responsabilidad del postulado de manera libre, voluntaria y debidamente asistido por su defensor. 

321. De la misma forma, la legalización que aquí se decide teniendo en cuenta que conforme aclaró la Fiscalía, por el criterio de la legalidad extendida que ha sido reiterado por la Jurisprudencia penal nacional, el comportamiento se corresponde con el descrito por artículo 144 de la ley 599 de 2000, sancionado con pena de prisión que oscila entre 15 y 25 años. No obstante expuso que en atención al principio de favorabilidad, al momento de sancionar este comportamiento, se deben atender los extremos punitivos de entre 10 a 20 años de prisión, establecidos en el artículo 4º del Decreto 2266 de 1991 que modificó el decreto ley 100 de 1980, cometido en las condiciones de mayor punibilidad que consagra el artículo 58 numerales 2º y 3º de la ley 599 de 2000, atendidos los fútiles argumentos que determinaron las ilicitudes y las condiciones de indefensión de las víctimas.
6.6.6 Cargo 5: Homicidio de Martín Larrota Duarte

322. Teniendo en cuenta que por el asesinato de Martín Larrota Duarte, propietario de la emisora Palma Stereo de San Alberto (Cesar), el Juzgado Cuarto Penal del Circuito Especializado de Valledupar profirió sentencia condenatoria en contra de Juan Francisco Prada Márquez el 23 de febrero de 2009, la Fiscalía retiró la solicitud de legalización de este cargo formulado y aceptado por el postulado.

6.6.7 Cargo 6: Tortura en persona protegida, Secuestro simple y Desplazamiento forzado de la familia Gómez Díaz.

323. Aproximadamente a las nueve y treinta de la noche (09:30 PM) del dos (02) de abril de dos mil dos (2002), Juan Carlos Gómez Díaz, quien se desempeñaba como ayudante de construcción, salió de su casa con el propósito de encontrarse con Oscar Guerrero Gómez a fin de devolver una bicicleta que le había sido prestada sin que se volviera a tener conocimiento de su paradero.

324. Posteriormente en horas de la madrugada del día siguiente, el padre de Óscar Guerrero Gómez llegó a la casa de Juan Carlos Gómez Díaz informando que los paramilitares se habían llevado a los dos jóvenes en un vehículo de servicio público.

325. De conformidad con lo manifestado en diligencias de versiones libres rendidas por Juan Francisco Prada Márquez y Francisco Alberto Pacheco Romero, alias “El Negro”,
 se pudo establecer que las víctimas fueron retenidas por Humberto Afanador Cárdenas, alias “Chorola”, Ramiro Molina Garzón, alias “El Paisa”, y Nahum Afanador Gutiérrez, alias “Conejo”, quienes los condujeron hasta una casa ubicada en el barrio Romero Díaz del mismo municipio (Aguachica), conocida por los miembros de la comunidad como “la casa de la tortura”, lugar en el que fueron sometidos a múltiples vejámenes por parte de los victimarios.

326. Posteriormente los sujetos conocidos con los alias de “Chorola”, “El Paisa” y “Conejo” procedieron a llevar a los jóvenes al corregimiento de Puerto Mosquito (Aguachica) donde finalmente los asesinaron, arrojando sus cuerpos sin vida al río Magdalena con el fin de desaparecerlos. No obstante al día siguiente, el 3 de abril de 2002, fue hallado flotando el cadáver de Juan Carlos Gómez Díaz, mientras que el 5 de abril de ese mismo año se encontró el cuerpo de Óscar Guerrero Gómez, ambos en el área del corregimiento de Acapulco cerca del municipio de Gamarra (Norte de Santander). 

327. Al proceso se aportó la diligencia de necropsia practicada sobre el cadáver de quien en vida respondía al nombre de Óscar Guerrero Gómez
, en la que se registran golpes con objeto contundente en miembro superior derecho, quemaduras de segundo grado en antebrazo, lesiones producidas por arma de fuego y tórax abierto, con lo que se acreditan los actos de tortura de que resultó víctima. 

328. Por este hecho se profirió sentencia condenatoria el veintinueve (29) de julio de 2009, por el delito de Homicidio simple, proferida por el Juzgado Penal del Circuito especializado de Valledupar en contra del postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. 
329. Mediante entrevista rendida el 16 de febrero de 2010 por Yadira Gertrudis Díaz Paba,
 madre de Juan Carlos Gómez Díaz, informó que en razón a la calidad de periodista de su esposo, este gremio de profesionales en solidaridad por la muerte de su hijo, denunció e hizo de conocimiento público los hechos, lo que motivó amenazas en su contra proferidas por los miembros de la organización armada ilegal conocidos con los alias de “Chorola” y “El Paisa”, quienes al día siguiente del sepelio fueron directamente a su residencia y le advirtieron que asesinarían a toda su familia en caso de que continuaran las denuncias por estos hechos.

330. En consecuencia la familia conformada por Gertrudis Díaz Paba, Luis Medardo Gómez y sus hijos Fredy Alejandro, Deivi Julián, Rafael Manuel y Ángela Susana Gómez Díaz, se vio desplazada de manera forzada del municipio de Aguachica, en aras de salvaguardar su integridad física.    

331. En versión que rindiera Francisco Alberto Pacheco Romero, alias “El Negro”, el 23 de febrero de 2009, sostuvo que pese a no haber participado directamente en los hechos conoció de los mismos por información que le diera Humberto Afanador Cárdenas, alias “Chorola”, quien manifestó haber asesinado a los jóvenes Juan Carlos Gómez Díaz y Óscar Guerrero Gómez por señalamientos en su contra relacionados con la supuesta pertenencia de las víctimas a la delincuencia común.

332. A juicio de la Fiscalía, la retención de las víctimas y los actos de tortura a los que fue sometido Óscar Guerrero Gómez, se orientaron a sancionarle por el desarrollo de presuntas actividades delincuenciales. También se precisó por el ente acusador que en desarrollo de los hechos, las víctimas fueron sustraídas de sus viviendas y retenidas contra su voluntad, comportamiento que se ajusta al delito de Secuestro simple.

333. En consecuencia, la Fiscalía solicita la legalización de los cargos formulados al postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ por secuestro simple en concurso heterogéneo con tortura cometida en contra de Óscar Guerrero Gómez, y desplazamiento forzado agravados de los que resultaron víctimas Gertrudis Díaz Paba, su esposo Luis Medardo Gómez y sus hijos Fredy Alejandro, Deivi Julian, Rafael Manuel y Ángela Susana Gómez Díaz. Cargos formulados a título de autor mediato en su calidad de comandante máximo del frente Héctor Julio Peinado del Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.). 

334. Los cargos fueron adecuados por la Fiscalía a los delitos de Desplazamiento forzado de población civil, Tortura en persona protegida y Secuestro simple, conforme a lo previsto por los artículos 137, 159 y 168 de la ley 599 de 2000, comportamientos que se entendieron cometidos en las condiciones de mayor punibilidad establecidas por el artículo 58 numerales 2º y 3º de esa misma normatividad, siendo aceptada por el postulado la responsabilidad que se le atribuyó a título de autor mediato. En virtud de lo anterior y ante la ausencia de objeciones frente al proceso de adecuación típica se LEGALIZAN los cargos formulados.

6.6.8 Cargos 7, 76 y 98: 

335. Con relación a estos tres cargos, la Sala aclara que su legalización se resolverá de manera consecutiva por tratarse de hechos conexos, toda vez que las víctimas tenían como propósito común el impulso y respaldo al proyecto de gobernabilidad que se conoció con el nombre de “Aguachica lugar de Paz”, proyecto que emprendió Luis Fernando Rincón López, ex militante de la Alianza Política M-19 (brazo político de ese grupo guerrillero), quien promovió la consulta popular para la paz del año 1995 y fue asesinado cuando aspiraba a la Alcaldía de Aguachica, estando cerca la conmemoración del quinto aniversario del ejercicio del mecanismo de participación popular aludido. La legalización se resolverá conforme al orden cronológico de estos acontecimientos criminales: cargo 98, cargo 7 y cargo 76.

6.6.8.1 Cargo 98: Despojo en campo de batalla y desplazamiento forzado de Rosalba Acosta Muñoz, Margarita Hernández Ariza, Leslie Isabel Mendoza Larios y sus núcleos familiares

336. El 15 de agosto del 2000, en momentos en lo que Luis Fernando Rincón López, ex alcalde y nuevamente aspirante a la alcaldía de Aguachica, se trasladaba a bordo de una camioneta en compañía de los escoltas asignados por el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS),Wilson de Jesús Ramírez Pinzón, José Daniel Ramírez Pinzón, Misael Ulcué y Luis Gómez Penagos, por la vía que de la cabecera de Aguachica conduce al corregimiento de Puerto Mosquito, a la altura del lugar conocido como “Buturama”, fueron interceptados por un grupo de miembros de la organización armada ilegal AUC, quienes hicieron descender del vehículo al señor Rincón López y retuvieron a sus escoltas siendo despojados de sus armas de dotación.
 Seguidamente procedieron a conducir a Luis Fernando Rincón López hacia la finca “El Palmar”, donde finalmente fue asesinado mediante impactos ocasionados con proyectiles de arma de fuego.

337. Por estos hechos, el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar emitió sentencia condenatoria el 24 de Junio de 2010 por el delito de homicidio agravado de Luis Fernando Rincón López, en contra de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ
, quien en diligencia de versión libre rendida el 4 de diciembre de 2009, relató que dio la orden de asesinar a Luis Fernando Rincón López a su subalterno Faber de Jesús Atehortúa Gómez, alias “Julio Palizada”, quien a su vez delegó su cumplimiento en el grupo de patrulleros que operaban en el municipio de Aguachica, en razón a que la víctima solía referirse por los medios de comunicación a las actividades ilícitas de las autodefensas en la zona.
 Adicionalmente, ante la Fiscalía Delegada, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ sostuvo que ordenó el asesinato de Luis Fernando Rincón López porque éste perteneció al movimiento guerrillero M-19 y debido a que después de haber sido alcalde de Aguachica, mantenía relaciones con alias “Roque”, comandante del Frente “Camilo Torres” del grupo guerrillero E.L.N., quien supuestamente había realizado atentados terroristas en el referido municipio.
 

338. Al proceso se aportó el informe de Policía Judicial del 12 de agosto de 2010
; Acta de inspección de cadáver N° 032 del 15 de agosto de 2000
; Protocolo de necropsia No. 113-2000-P.N.
; Registro de defunción no. 2183628
 con el que se acredita la muerte violenta de Luís Fernando Rincón López.

339. El Delegado Fiscal sostuvo que del acontecer fáctico narrado puede inferirse la adecuación típica al delito de secuestro simple en concurso homogéneo sucesivo en los términos del artículo 269 del Decreto – Ley 100 de 1980, modificado por la ley 40 de 1993, normativa vigente al momento de ocurrencia de los hechos, cometido en contra de Luis Fernando Rincón López y su personal de escolta perteneciente al Departamento Administrativo de Seguridad (D.A.S.), esto es, contra Wilson de Jesús Ramírez Pinzón, José Daniel Ramírez Pinzón, Misael Ulcue y Luis Gómez Peñagos. 

340. Así mismo, en la medida en que el personal de escolta de Luis Fernando Rincón López fue despojado de sus armas, haciendo una aplicación extensiva del principio de legalidad, el representante de la Fiscalía consideró que dicha conducta se adecuaba al tipo de Despojo en campo de batalla, consagrado en el artículo 151 de la ley 599 de 2000. No obstante, consideró que en virtud del principio de legalidad estricta, la norma aplicable resulta ser el Decreto ley 100 de 1980 en lo que respecta al delito de hurto calificado y agravado, consagrado respectivamente en los artículos 349, 350 y 351 numeral 10º, agravado por la circunstancia especificas previstas del artículo 372 numeral 2º de esa misma normatividad. Lo anterior, en armonía con las circunstancias de mayor punibilidad de que trata el artículo 58 numerales 2º y 5º de la ley 599 de 2000.

341. Señala el representante de la Fiscalía que Luis Fernando Rincón López era candidato a la Alcaldía de Aguachica por el partido político “Movimiento Convergencia Ciudadana”, motivo por el cual contaba con un equipo de trabajo conformado por Miguel Malo Quiroz, Robinson Rocha Guzmán, Rosalba Acosta Muñoz, Margarita Hernández Ariza, Leslie Isabel Mendoza Larios, y Fredy Ernesto Ditta, quienes con posterioridad al asesinato de Luis Fernando Rincón López recibieron amenazas en su contra, lo cual produjo su desplazamiento forzado del municipio.

342. Leslie Isabel Mendoza Larios, secretaria de Luis Fernando Rincón López, en entrevistas concedidas a la Fiscalía General de la Nación el 23 de junio de 2008
 y el 12 de junio de 2010
, manifestó que su desplazamiento forzado en compañía de su núcleo familiar, -conformado por Lesly Yulitza Sánchez Mendoza (hija), Ameli Yinet Mendoza Larios (hija), Dilia Isabel Ríos Donado (abuela), Ani Paola Pacheco Larios (hermana), Gian Piere Larios Larios (hermano), Ovis Omar Caballero Larios (hermano) y Sol Ángel Caballero Larios (hermana)-, estuvo motivado por su participación en la organización de una consulta popular realizada con la finalidad de obtener el pronunciamiento de la comunidad frente a las muertes violentas de la región, y además por que dos días después del  homicidio de Luis Fernando Rincón López, recibió llamadas amenazantes que causaron en ella el temor a ser víctima de ataques en contra de su integridad física o la de su familia, razón por la que se desplazó de Aguachica, permaneciendo en varias ciudades del país hasta su regreso al municipio en el año 2009.

343. Margarita Hernández Ariza, en registro de hechos atribuibles a grupos armados al margen de la ley diligenciado el 1º de marzo de 2007 sostuvo que se trasladó a la ciudad de Bucaramanga para asistir al sepelio de Luis Fernando Rincón López y una vez dispuso su regreso al municipio de Aguachica fue víctima de llamadas amenazantes, razón por la que decidió permanecer en esa ciudad; por igual informa que debido a que las llamadas intimidatorias no cesaron y por el contrario se hicieron extensivas a su hijo Vladimir Ariza Hernández y su esposo Silvestre de Jesús Ariza, éstos también tuvieron que desplazarse forzosamente.
 

344. Rosalba Acosta Muñoz, manifestó haber sido aspirante al Concejo municipal de Aguachica cuando brindaba su apoyo político al entonces candidato Luis Fernando Rincón López y que en razón de haber recibido amenazas en contra de su vida, se vio obligada a renunciar a su candidatura. Posteriormente, tras el asesinato de Rincón López se adhirió a la campaña del candidato Antonio Bermúdez, quien ganó las elecciones por la Alcaldía para el período 2000 – 2004 y la vinculó a su Administración. No obstante debido a que las amenazas e intimidaciones en su contra continuaron y además se extendieron a sus hijas Maleyny, Ester, Yeimi, Mayra y Yesenia,
 se vio en la necesidad de desplazarse en compañía de su núcleo familiar del municipio de Aguachica. 

345. Por estas conductas, la Fiscalía determinó que las circunstancias fácticas se encuadran en el delito de Desplazamiento forzado, tipificado en el artículo 159 de la ley 599 de 2000, atribuible a título de autor mediato contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Como la Sala no tiene objeción alguna con relación a este proceso de adecuación típica, dispone la LEGALIZACIÓN del cargo por el desplazamiento forzado de Rosalba Acosta Muñoz, Margarita Hernández Ariza, Leslie Isabel Mendoza Larios y sus núcleos familiares en los términos en que se formularon.

346. Así mismo, la Sala dispone que en torno al delito de Secuestro, atendido los extremos punitivos consagrados por el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980, modificado por la Ley 40 de 1993, por aplicación ultractiva favorable se LEGALIZA el cargo de conformidad con lo establecido en ese tipo penal. Lo anterior por cuanto no es posible dar aplicación retroactiva favorable al artículo 168 de la ley 599 de 2000 por venir sancionado con pena mayor. 

347. Con relación a la conducta adecuada como Despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr .282), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, y que de la misma forma, por cuanto en relación con los bienes hurtados no se encuentra probado que reunieran las condiciones del artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlos como bienes protegidos por el D.I.H., que bajo el supuesto de favorabilidad tampoco es posible adecuar el comportamiento a éste específico delito. En tales condiciones, la conducta se adecua al delito de hurto calificado agravado de que tratan los artículos 349 y 350 numerales 1 y 2 del Decreto ley 100 de 1980 y así se dispone la LEGALIZACIÓN del cargo formulado, dando aplicación ultractiva por favorabilidad de la citada legislación. 

6.6.8.2 Cargo 7: Homicidio y secuestro simple de César Alberto Pazo Torres

348. Aproximadamente a las 3:00 de la tarde (03:00 PM) del primero (1º) de septiembre de 2001, César Alberto Pazo Torres, quien se encontraba en inmediaciones del sitio conocido como “La Heladería” a la espera de Miguel Malo Quiroz, con quien adelantaba un proyecto comunitario asignado por la Alcaldía para la canalización del caño “El Cristo”, fue interceptado por sujetos que le obligaron a abordar un vehículo y quienes, tras identificarse como miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), manifestaron que se lo llevaban solo por un momento a una cita con “el jefe”. Posteriormente, hacia las seis y treinta de la tarde (06:30 PM), sobre la carretera que de la cabecera del municipio de Aguachica conduce al corregimiento de Puerto Mosquito, a la altura del sitio conocido como “Cuesta Barbú” o “Cuesta del Barbudo”, el señor Pazo Torres fue encontrado sin vida, con múltiples impactos de proyectil de arma de fuego en su cuerpo. 

349. En versión libre que rindiera el 29 de julio de 2009 el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, alias “Juancho Prada”, aceptó los hechos dado que fueron ejecutados por hombres pertenecientes a la organización que comandaba y en cumplimiento  de sus políticas
.

350. En versión libre del 23 de febrero de 2009, Francisco Alberto Pacheco Romero, alias “El Negro”, confesó su participación en el hecho en cumplimiento de la orden emitida por José Anselmo Quintero Uribe, alias “Pardillo”. Manifestó haber arribado al lugar donde la víctima se encontraba, en compañía de Paulo César Villalba, alias “E.T.”, Humberto Afanador, alias “Chorola”, y Ramón Torres Mendoza, alias “El Paisa”, con quienes transportaron al señor César Alberto Pazo Torres para que atendiera el requerimiento que Alberto Durán Blanco, alias “Barranquilla” le había hecho; alias “Barranquilla” no llegó a la cita sino que delegó para tal efecto a Alirio Páez Barrientos y a alias “Guasaco”, quien finalmente ordenó ejecutar a la víctima a alias “Pardillo”, el que a su vez le confesó el homicidio a alias “El Negro”.

351. Se aportó a las presentes diligencia el Informe de policía judicial del 21 de abril de 2009; Acta de inspección de cadáver del 1º de septiembre de 2001
; Protocolo de necropsia
 y Registro de defunción No. 2183936
 con los que se acreditó la muerte violenta de César Alberto Pazo Torres; entrevista del 17 de diciembre de 2011 concedida por la esposa de la víctima, señora Carmen Isabel Fernández García
. 

352. La Fiscalía adecuó la conducta en el tipo penal de Homicidio en persona protegida contenido en el artículo 135 de la ley 599 de 2000, normativa vigente al momento de los hechos y teniendo en cuenta que la víctima era integrante de la población civil ajena a la situación de conflicto, conducta cometida en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro simple, señalado en el artículo 168 del Código Penal, agravado por la circunstancia de agravación punitiva establecida por el artículo 170 numeral 11º, conductas cometidas bajo las circunstancias de mayor punibilidad previstas por el artículo 58 numerales 2º y 5º. Este cargo fue formulado a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ a título de autor mediato, en el entendido que los delitos fueron cometidos por hombres pertenecientes al aparato organizado de poder del que era máximo Comandante. Por encontrar debidamente adecuado los comportamientos desde la óptica de su tipicidad, la Sala dispone su LEGALIZACIÓN. 
6.6.8.3 Cargo 76: Desplazamiento forzado de Miguel Malo Quiroz

353. El ciudadano Miguel Malo Quiroz, ex concejal del municipio de Aguachica (Cesar) en el año 1996 y reelegido por tercera vez para el período 2000-2004, era parte de la coalición política promovida por el entonces candidato a la Alcaldía Luis Fernando Rincón López, con quien impulsaba el proyecto “Aguachica para todos” (supra. párr. 337) que no fue bien recibido entre los grupos armados de la zona, -tanto subversivos como paramilitares, declarando como objetivo militar al señor Miguel Malo Quiroz.

354. En entrevista del pasado 3 de agosto de 2009, Miguel Malo Quiroz manifestó que luego del asesinato del candidato Luis Fernando Rincón López se inició la persecución contra los impulsores de la Consulta. En ese contexto, el señor Malo Quiroz habiéndose posesionado en el Concejo el primero (1º) de enero de 2001 y ser elegido como presidente de dicha corporación, en el mes de marzo comenzó a recibir amenazas telefónicas de quienes se identificaron como paramilitares, lo declararon objetivo militar y le comunicaron que debía abandonar el pueblo, lo que motivó su renuncia al Concejo en el mes de agosto del año 2001.

355. El señor Malo Quiroz informó que no obstante su renuncia, el primero (1º) de septiembre de 2001, fecha en la que debía encontrarse con el señor Cesar Pazo Torres en el barrio donde estaban impulsando la canalización del caño “El Cristo” para tener una reunión con la comunidad, a la que no pudo asistir, recibió otra llamada amenazante, la que aunada a la noticia del asesinato de su colega Pazo Torres, lo llevó a abandonar el municipio de Aguachica. Así mismo, informó que con posterioridad su núcleo familiar compuesto por su esposa Elsa Quiñones, su hija Raquel Malo Quiñones y una menor hija de ésta última de tan solo tres años de edad, también se desplazaron a la ciudad de Barranquilla.

356. La Fiscalía atribuyó al Postulado, en calidad de autor mediato, su responsabilidad por el delito de desplazamiento forzado de población civil de que trata el artículo 159 de la ley 599 de 2000, en las circunstancias de mayor punibilidad de que tratan los numerales 2º y 5º del artículo 58 de la misma legislación. 

357. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en versión libre del 31 de julio de 2009 informó que estos hechos fueron cometidos por los sujetos conocidos con los alias de “Chorola” y “El Paisa”.
 En su versión del 5 de mayo de 2009, Francisco Alberto Pacheco, alias “El Negro”, dio a conocer que las amenazas en contra de Miguel Malo Quiroz, obedecían a señalamientos infundados en su contra relacionados con deshonestidad en el ejercicio de su actividad política
.

358. La Fiscalía aportó como elementos materiales probatorios el Informe de Policía Judicial número 149 del 21 de abril de 2009; comunicado a la opinión pública de Miguel Malo Quiroz; Denuncias números 4.059 y 4.089; Formato único de declaración No. 0800127413159; Entrevistas del 2 de septiembre de 2009, 3 de agosto de 2009 y del 16 de diciembre de 2011 realizadas a Miguel Malo Quiroz y Registro de hechos atribuibles a grupos organizados al margen de la ley del 17 de octubre de 2006.
 

359. Con relación al desplazamiento forzado de Miguel Malo Quiroz y su núcleo familiar, la Sala no encuentra objeción alguna con relación al proceso de adecuación típica realizado por la Fiscalía, razón por la que dispone su LEGALIZACIÓN en los términos en que fue formulado.

6.6.9 Cargo 8: Homicidio de Orlando Claro Santiago 

360. Aproximadamente a las nueve y cuarenta y ocho de la noche (09:48 p.m.) del 27 de julio de 2002, mientras se encontraba en la puerta de su residencia ubicada en la calle 4ª No. 16 – 41 del barrio El Carretero en el municipio de Aguachica (Cesar), Orlando Claro Santiago, quien era docente, sindicalista, líder comunitario e integrante de la ONG denominada “Programa de Desarrollo y Paz del Magdalena Medio”, fue asesinado por un patrullero de las A.U.C. que previamente había arribado en un vehículo de servicio público junto con otros tres miembros de la organización armada ilegal. 
361. En versión libre del 23 de febrero de 2009, Francisco Alberto Pacheco Romero, alias “El Negro”,
 puso de presente que en los hechos participaron él y los patrulleros Ramón Torres Mendoza, alias “El Paisa”, Pablo Cesar Villalba, alias “E.T.”, y Humberto Afanador Cárdenas, alias “Chrorola”. De acuerdo con su confesión, al lugar de los hechos llegaron en un taxi con la intención de hablar con la víctima pero que ésta, después de negarse a subir al automotor, salió huyendo razón por la que alias “El Paisa” le disparó en repetidas ocasiones con una pistola 9 milímetros. 

362. Las razones esgrimidas por dicho postulado para cometer el crimen se fundamentan en la información recibida de parte de Humberto Afanador Cárdenas, alias “Chorola”, según la cual la víctima era acusada infundadamente de trabajar para la subversión.

363. Por estos hechos, la Fiscalía formuló cargos al postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ a título de autor mediato, adecuando la conducta al delito de Homicidio en Persona Protegida, según lo dispuesto por el artículo 135 de la ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad establecidas en el artículo 58 numerales 2º y 3º de esa normatividad, pues se trató de un homicidio perpetrado por integrantes de un grupo armado organizado al margen de la ley en el marco del conflicto armado interno, contra una persona integrante de la población civil que no ejecutó acción de beligerancia alguna, que se encontraba en circunstancias de indefensión, respondiendo a un móvil abyecto o vil.

364. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en versión libre del 29 de julio de 2009 sostuvo que tuvo conocimiento que el homicidio fue cometido por presuntos vínculos entre la víctima y la Subversión, así como que la ejecución material del asesinato fue llevada a cabo por alias “El Paisa” y Humberto Afanador Cárdenas, alias “Chorola”, aceptando su responsabilidad a título de autor mediato.

365. La materialidad de la conducta punible de Homicidio en persona protegida, fue acreditada con Acta de inspección de cadáver
; Protocolo de necropsia
 y Registro civil de defunción de quien en vida respondía al nombre de Orlando Claro Santiago
; así mismo se adjuntó el informe de policía judicial del 29 de diciembre de 2011
. 

366. La Sala, atendiendo que se encuentran satisfechos los elementos para cumplir con el estándar del derecho a la verdad, que se dio la aceptación de responsabilidad por parte del postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ y que se encuentra ajustado el proceso de adecuación típica, resuelve LEGALIZAR el cargo formulado.
6.6.10 Cargo 9: Homicidio de Hugo López Quiroz

367. En horas de la tarde del 28 de julio de 1999, dos patrulleros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra llegaron al hospedaje La Cordillera ubicado en el municipio de San Alberto (Cesar), lugar en el que le dieron muerte a Hugo López Quiroz, otrora concejal de este municipio, mediante disparos de arma de fuego y heridas propinadas con arma cortopunzante.

368. El postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, se refirió a este homicidio en diligencia de versión libre del 31 de julio de 2009
, informando haber tenido conocimiento de los hechos a través del Rodolfo Pradilla, a quien le ordenó verificar si el señor Hugo López Quiroz tenía vínculos con la Subversión, ya que de ser así debía proceder a su asesinato. En dicha diligencia expuso que al parecer en el hecho participaron los patrulleros Juan Tito Prada Prada, alias “Tito”, José Daniel Cárdenas León, alias “Angelito” y alias “Nico”, de quien se desconoce su identidad.

369. Comoquiera que por este hecho existe sentencia condenatoria del ocho (8) de junio de 2010, proferida por el Juzgado Especializado del Circuito de Valledupar en contra del postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, el Delegado fiscal no solicitó su legalización.

6.6.11 Cargo 10: Homicidio de José Mario Saldaña Flórez y desplazamiento forzado de Saida Sadith Sayas Zabaleta y su núcleo familiar compuesto por Manuel Saldaña Flórez, José Mario Saldaña Cabrera y Mery Cabrera Lombana

370. Aproximadamente al mediodía del 24 de noviembre de 1999, José Mario Saldaña Flórez,  Concejal del municipio de Aguachica, fue interceptado en la esquina de la carrera 14 con calle 6ª  de esa municipalidad en momentos en los que salía de un establecimiento de comercio por los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra de las AUC Alfredo Ballena, alias “Rancho”, Ómar Enrique Rincón, a.“El Chavo” y Luis Castillo, a. “Luis el Taxista” quienes le dispararon múltiples proyectiles con arma de fuego que le ocasionaron la muerte, emprendiendo la huida posteriormente en un vehículo de servicio público. Posteriormente se profirieron amenazas contra familiares de las victimas, generándose su desplazamiento.

371. Por estos hechos se profirió sentencia condenatoria contra Juan Francisco Prada Márquez del 23 de noviembre de 2010 por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar.

372. En versión libre rendida el 9 de marzo de 2009 Alfredo Ballena, alias “Rancho”, sostuvo que las causas del homicidio obedecieron a señalamientos en contra de la víctima de pertenecer a la subversión, provenientes del entonces Alcalde Israel Obregón Ropero, quien le colaboraba económicamente al Comandante paramilitar Mario Castro, hechos de lo que tuvo conocimiento por información suministrada por Armando Madariaga Picón, alias “María Bonita” en febrero del año 2005 mientras se encontraban recluidos en la cárcel de máxima seguridad de Girón-Santander.

373. De igual forma en diligencias de versión libre Armando Madariaga Picón, alias “María bonita”, informó que el comandante Mario Castro, de quien era hombre de confianza, le manifestó que la orden de dar muerte al concejal José Mario Saldaña Flórez “(…) había provenido de la alcaldía, y si venía de la Alcaldía era del alcalde Israel Obregón Ropero”.
, al tiempo que confesó haber amenazado a Gloria y William Saldaña Flórez para que se retractaran de haber denunciado a Alfredo Ballena por estos hechos.

374. La Fiscalía solicitó la legalización del cargo por el delito de Amenazas de que fueron sujetos Gloria Saldaña Flórez y William Saldaña Flórez, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 347 de la ley 599 de 2000. Sobre este evento, la Sala observa que si bien por los hechos por los que se adecuó la conducta se corresponden con los contemplados en el artículo 347 aludido, en virtud del principio de favorabilidad se deben atender los extremos punitivos que consagra el artículo 276 del Decreto ley 100 de 1980 vigente para la fecha de los hechos y que consagra una pena de 6 meses a 2 años de prisión. Por lo que se dispone la LEGALIZACIÓN del cargo por favorabilidad bajo la adecuación típica del artículo 276 del Decreto ley 100 de 1980 en calidad de autor mediato.
375. Por otra parte, el Fiscal delegado adujo que a raíz del asesinato de José Mario Saldaña Flórez, y de los actos intimidatorios y amenazas, su núcleo familiar decidió desplazarse a otras ciudades del país.

376. En entrevista rendida el 2 de junio de 2009 por Saida Sadit Sayas Zabaleta, cónyuge de la víctima José Mario Saldaña Flórez, manifestó que después de ocurrido el asesinato recibió llamadas amenazantes, y seguimientos de personas que merodeaban constantemente su residencia, razón por la quee aproximadamente en el mes de enero del año 2000, decidió desplazarse junto con sus hijos Fabián Andrés, Mario Sneider y María Andrea Saldaña Sayas, hacia la ciudad de Barranquilla y posteriormente al municipio de Magangué, retornando al municipio de Aguachica una vez tuvo conocimiento de que los implicados en el asesinato de su esposo se encontraban privados de su libertad.
 

377. Por su parte Orangel Saldaña Flórez, hermano de la víctima directa, en entrevista concedida a la Fiscalía General de la Nación el 29 de abril de 2009, sostuvo que a raíz de estos hechos y las amenazas recibidas, su hermano Manuel Saldaña Flórez se desplazó del municipio de Aguachica, al igual que su sobrino José Mario Saldaña Cabrera y Mery Vianey Cabrera Lombana, quien decidió salir del país.
 

378. Como elementos materiales probatorios fueron aportados el informe de policía judicial del 21 de abril de 2009
, Acta de inspección a cadáver
; Protocolo de necropsia
 y Registro civil de defunción no. 3433602
 con los que se acredita la muerte violenta de José Mario Saldaña Flórez;  y los registros de las entrevistas concedidas por Orangel Saldaña Flórez y Saida Sadit Sayas Zabaleta
. 

379. Durante la audiencia de legalización de aceptación de cargos
, se formularon ante esta Sala de conocimiento los cargos por los delitos de Desplazamiento forzado previsto en el artículo 159 de la ley 599 de 2000, del que resultaron víctimas Saida Sadit Sayas Zabaleta y sus hijos Fabián Andrés, Mario Sneider y María Andrea Saldaña Sayas, Manuel Saldaña Flórez, Mery Cabrera Lombana y su hijo José Mario Saldaña Cabrera; cargos que fueron aceptados por JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato, cumpliendo con los requisitos para proceder a su LEGALIZACIÓN al observarse ajustado a derecho el proceso de adecuación típica. 
6.6.12 Cargo 11: Homicidios de Óscar Yobany Peñaranda Lázaro y Fredy León Ortiz

380. El 13 de diciembre de 2004, siendo aproximadamente las ocho de la noche (08:00 p.m.), en momentos en los que Óscar Yobany Peñaranda Lázaro y su escolta Fredy León Ortiz  se encontraban en la calle 18 del barrio Santa Bárbara del municipio de Ábrego-Norte de Santander, fueron interceptados por Daniel Guerrero Gelvez, a.“Gallardo”, y Luis Carlos Jiménez Pacheco a. “Julián”, miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, quienes desde una motocicleta les dispararon con arma de fuego ocasionándoles la muerte, en cumplimiento de orden impartida por Alfredo García Tarazona, alias “Arley”, por señalamientos infundados relacionados con supuestos vínculos de Óscar Yobany Peñaranda Lázaro con el grupo guerrillero E.P.L.

381. JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en diligencia de versión libre rendida el 30 de julio de 2009, informó que a las víctimas les fueron hurtadas una escopeta y un revólver. 

382. La Fiscalía formuló cargos por los delitos de Homicidios en persona protegida (artículo 135 de la ley 599 de 2000) en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de Despojo en campo de batalla (artículo 151, ibídem) en las circunstancias de mayor punibilidad de que tratan los numerales 2º y 5º del artículo 58 del código penal, atribuidos al postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autoria mediata.

383. Al procesó se aportó Informe de Policía Judicial del 9 de septiembre de 2010; Actas de inspección a cadáver No. 116/04 y No. 117/04; Protocolos de necropsia Nos. 2004P-00135 y 2004P-00136 y Registros civiles de defunción de Óscar Yobany Peñaranda Lázaro y Fredy León Ortiz
, con los que se acreditó sus muerte violentas.

384.  La Sala, conforme a lo que precedentemente ha motivado, encuentra que en lo que tiene que ver con el delito de Despojo en campo de batalla, el comportamiento por el que se formuló no se ajusta a la descripción típica de éste, dado que los elementos sustraídos no se corresponden con la naturaleza de aquellos que proscribe este tipo, como se sabe, efectos personales. Así mismo, la Sala encuentra que la conducta tampoco se corresponde con el delito de Sustracción o apropiación de bienes protegidos, en la medida que al proceso no se aportó evidencia alguna que acredite que las armas sustraídas eran propiedad de quienes las portaban y ostentaban la condición de personas protegidas, máxime cuando que no se registra al menos la expedición de autorización o salvoconducto para su porte, por lo que por esta concreta circunstancia mal podría predicarse la calidad de bienes protegidos para estas armas, por lo que la Sala concluye que se configuró el delito de Hurto calificado agravado previsto en los artículos 239, 240 y 241 numeral 10º de la ley 599 de 2000, en atención a que la sustracción se dio mediante el arrebatamiento de las armas que portaban las víctimas y así procede a la LEGALIZACIÓN de esta conducta cometida, en calidad de autor mediato, en concurso heterogéneo y sucesivo con Homicidio en persona protegida (artículo 135, ibídem) bajo las circunstancias de mayor punibilidad de que tratan los numerales 2º y 5º del artículo 58.

6.6.13 Cargo 12: Masacre de Cerro Redondo - Víctimas: Néstor Yaruro Contreras, Héctor Flórez Pérez, Ramiro Antonio Manosalva Salcedo, Auden Julio Duarte y Miguel Ruiz Arango.

385. El postulado Juan Francisco Prada Márquez en diligencia de versión libre rendida el 9 de junio de 2009,
 manifestó que autorizó a su comandante militar Alberto Durán Blanco, alias “Barranquilla”, para que realizara una incursión armada en la vereda Cerro Redondo del corregimiento El Norian del municipio de Aguachica (Cesar) conjuntamente con el Frente Resistencia Motilona, agrupación paramilitar comandada por Jeferson Enrique Martínez López, alias “Omega”, debido a señalamientos en contra de varias personas de ser colaboradores del grupo subversivo E.L.N.

386. En cumplimiento de esa orden un grupo que oscilaba entre 30 y 40 miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra de las AUC se concentró en la finca San Fernando ubicada en el municipio San Martín del departamento del César, quienes al mando de alias “César”
 se transportaron en camiones hasta la vereda La Morena del municipio de Aguachica, desde donde caminando pasaron por la vereda La capilla y llegaron a la vereda La quiebra, en la que se reunieron con un grupo conformado por aproximadamente 40 hombre pertenecientes al Frente Resistencia Motilona bajo el mando de Wilson Poveda Carreño alias “Rafa”
.

387. En ese orden alias “Rafa”, quien asumió el control de la incursión paramilitar ordenó que el grupo del Frente Héctor Julio Peinado Becerra se apostara en la vereda La Quiebra con el fin de prestar eventual apoyo a la otra mitad del grupo que incursionaría en la vereda Cerro Redondo, sitio al que arribaron aproximadamente a las seis de la mañana (06:00 a.m.) del seis de (6) febrero de 2000, portando uniformes camuflados, brazaletes distintivos y armas de corto y largo alcance, tales como ametralladoras, algunas de referencia MK-30, morteros, lanzacohetes referencia C-90, lanzagranadas y fusiles de diferentes referencias como G-E, Fal y Galil. 

388. Una vez en la vereda procedieron a acordonar la zona para identificar a las personas que figuraban relacionados en una lista por sus supuestos nexos con la subversión, guiados además por  ex guerrilleros del Frente Camilo Torres del E.L.N., quienes también señalaban a aquellos que reconocieran como auxiliadores de la subversión, para seguidamente asesinarlos en el mismo lugar donde eran ubicados, tal como aconteció  con un miembro de la comunidad que se hallaba en la entrada del caserío, otro encontrado en su residencia y otros ubicados en los alrededores de establecimientos de ocio como billares donde por igual fueron ultimados, para un total de cinco personas asesinadas.

389. De acuerdo con las versiones libres rendidas por Nelson Alberto Gómez Silva, alias “El Mico”, el 1º  de septiembre de 2011
 y por Alfredo García Tarazona
, alias “Arley”, el 28 de octubre de 2009, se tiene conocimiento que algunos de los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra que participaron en su condición de comandantes fueron alias “El Zorro”, alias “Arley”, alias “Fredy” y alias “Pardillo”; y que otros miembros del Frente que participaron fueron alias “Jorge”, alias “Cesar”, alias “Fernando”, alias “Chorola”, alias “Fredy”, alias “El Mico”, alias “Fabián”, alias “El Grillo” o “Morales”, alias “La Rana”, alias “Antanas”, alias “El Lobo”, alias “Cebollita”, alias “Erizo” y alias “El Tigre”. 

390. En entrevista del 1º de agosto de 2007
, la señora Faride Manosalva Duarte manifestó que durante la incursión armada, los paramilitares, algunos de los cuales estaban vestidos de civil, llegaron a su vivienda en el caserío “El Llano”, se identificaron como miembros de las Autodefensas y se llevaron a su esposo Ramiro Antonio Manosalva Salcedo, quien administraba una mesa de billar, para conducirlo hasta a la casa del señor Héctor Flórez Pérez, a quien tenían retenido en dicho lugar y procedieron a darle muerte; seguidamente, una vez al frente del inmueble Ramiro Antonio Manosalva Salcedo también fue asesinado por alias “El Zorro” mediante el impacto de proyectiles de arma de fuego, anotando que el cadáver de su esposo fue enterrado por ella en el cementerio de la vereda sin que las autoridades hicieran su respectivo levantamiento . Así mismo, manifestó que al irrumpir los paramilitares en su casa, ataron a su hijo José Dolores Manosalva Duarte y lo arrojaron al suelo, hecho que generó el llanto de quienes se encontraban presentes, razón por la que fueron advertidos de ser asesinados, en caso de continuar llorando. Finalmente informó que ese día fueron asesinadas otras tres personas, incluido un señor que venía de Bucaramanga y se encontraba de vacaciones.

391. En entrevista rendida el 15 de agosto de 2007
, la señora Marynés Flórez Flórez relató que la incursión paramilitar se llevó a cabo mientras se encontraba ausente, no obstante anota que los miembros de la organización armada ilegal sustrajeron a su esposo Néstor Yaruro Contreras de su residencia mientras éste dormía, llevándolo primero a la casa donde dormían dos de sus hijos sustrayendo a Olfer Yaruro Flórez, a quien trasladaron con su padre a la cancha de fútbol del lugar, en el que de acuerdo con su relato que luego de ser  atados y arrojados al suelo, presenció como después de ser interrogado sobre la tenencia de esposa e hijos y si los amaba, su padre Néstor Yaruro Contreras recibió varios disparos con arma de fuego que le ocasionaron la muerte. 

392. Manifestó que el día de los hechos fueron asesinadas cuatro personas más, incluido su hermano de crianza Héctor Flórez Pérez, al tiempo que a uno de sus familiares le sacaron dinero que portaba en su bolsillo y se llevaron un par de botas, una grabadora, unas bolas de billar y un mercado.

393. En entrevista rendida el 1º de agosto de 2007
, Janiris Flórez Castro manifestó que varios hombres que se identificaron como miembros de las Autodefensas irrumpieron en la finca Villa Delfa donde vivía con su familia, sacando por la fuerza a su hermano Héctor Flórez Castro y a su padre Héctor Flórez Pérez a quien le dijeron “tranquilo viejo que a usted no le vamos a hacer nada”, al tiempo que a las mujeres presentes les prohibieron llorar y salir de la casa; seguidamente treinta minutos después aproximadamente, regresó su hermano Héctor Flórez Castro informando que a su padre lo había asesinado un paramilitar conocido con el alias de “El Zorro”, quien luego de producirle la muerte examinó sus manos y notó que éstas tenían las características propias de un trabajador, por lo que reconoció que se había equivocado. 

394. Finalmente informó que su padre fue sepultado al día siguiente, luego de haber pasado la noche ocultados en un cafetal, y sin los ritos religiosos pertinentes por temor a represalias en su contra, y posteriormente después de perpetrados los homicidios, los paramilitares destruyeron la tienda comunal, el puesto de salud y dos billares antes de salir de la zona.

395. En entrevista del 20 de abril de 2010, la señora Aida Yaruro Contreras
 informó que durante la incursión, los paramilitares llamaron puerta a puerta a los habitantes del lugar, destruyendo incluso algunas de ellas para sustraer a las personas, a quienes reunieron frente a la cancha de fútbol; una vez allí la mayoría de los adultos mayores fueron maniatados y el resto de las personas obligadas a acostarse bocabajo en el suelo, al tiempo que uno de los paramilitares preguntó por “Pedro” y alguien señaló a su hermano Néstor Yaruro Contreras, a quien levantaron y arrojaron nuevamente al suelo propinándole una patada y varios disparos con fusil que le ocasionaron la muerte, mientras los demás miembros de la organización armada ilegal arrojaban voladores aduciendo estar en una celebración. Seguidamente colocaron el cuerpo de su hermano Yaruro Contreras acostado hacia arriba y continuaron impactándolo con disparos de fusil. 

396. Por igual informó que antes del homicidio de su hermano ya habían asesinado al señor Auden Julio Villegas Duarte en inmediaciones de la finca San Luis de propiedad del señor Agudelo, la cual queda a quince minutos de la cancha de futbol; manifestó que a Villegas Duarte lo asesinaron al oponerse a ser atado y pretender huir corriendo; y de igual forma ya habían sido aprehendidos Héctor Flórez Pérez, Ramiro Antonio Manosalva Salcedo y otro señor oriundo de Bucaramanga, que había llegado en su camioneta de platón marca Toyota, en la cual transportaba mercancía que distribuía en el billar y con la cual se aprovisionaban los habitantes de la vereda. 

397. Finalmente informa que los miembros de la organización armada ilegal sustrajeron dinero de los bolsillos de su hermano, saquearon su casa, la tienda de abarrotes de su propiedad y la tienda comunal forzando a los habitantes de la vereda a trasladar la mercancía en costales hacia un carro para tratar de salvar algo; posteriormente incineraron la tienda comunal, la camioneta del comerciante oriundo de Bucaramanga al que había hecho referencia, y destruyeron el puesto de salud donde también funcionaba el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al tiempo que golpeaban y ofendían a los habitantes tildándolos de guerrilleros e informaban que los bienes atacados y las personas asesinadas pertenecían a la Guerrilla. 

398. Mediante el Registro de Hechos Atribuibles a Grupos Organizados al Margen de la Ley No. 140716 diligenciado por Aida Yaruro Contreras el 19 de febrero de 2008, se tiene reiterado lo por ella expuesto, agregando además que durante la incursión fue destruido el negocio del señor Néstor y se perdió una cosecha de café, valorada en $11’900.000 según ya que según su dicho no hubo quién la recogiera.

399. De acuerdo con la información aportada por Carmen Helena Guerrero, gerente de la Funeraria San Pedro, en virtud de la solicitud de servicios de velación y sepultura de un hermano de una víctima directa, tuvo conocimiento de la masacre, razón por la que informó al Cuerpo Técnico de Investigación -C.T.I- de la Fiscalía General de la Nación, y envió a uno de sus trabajadores a la vereda de Cerro Redondo; no obstante al llegar a la vereda sólo fue posible recoger los cadáveres de Ramiro Antonio Manosalva Salcedo y Miguel Ruiz Arango, pues los familiares de Néstor Yaruro Contreras, Héctor Flórez Pérez y de Auden Julio Villegas Duarte adujeron no contar con los recursos económicos para tal efecto e impidieron el traslado de sus cuerpos.

400. Se aportó por parte de la Fiscalía como elementos materiales probatorios Actaz de inspección de cadáver de Néstor Yaruro Contreras realizada el 7 de febrero de 2000
, Miguel Ruiz Arango realizada el 7 de febrero de 2000
 y copia de su Registro de defunción
; Informe pericial de genética forense practicada para determinar la identidad de Ramiro Antonio Manosalva el 25 de enero de 2001
 y Copia de su registro de defunción
; Copia del registro de defunción de Néstor Yaruro Contreras
; Informe pericial de genética forense para establecer la identidad de Héctor Flórez Pérez
; Informe de diligencia de exhumación respecto de cinco cadáveres, practicada por el Fiscal segundo de apoyo, radicado 413/2009
; Historial del vehículo de placas IZE 040 que fue incinerado durante la incursión paramilitar y que aparece a nombre de José Rafael Camargo Amaya.

401. En esos términos, el Fiscal delegado atendiendo al principio de legalidad extendida, adecuó los comportamientos a los previstos en la ley 599 de 2000, referido al Homicidio en persona protegida (artículo 135) en concurso homogéneo y sucesivo; en concurso con los delitos de Actos de terrorismo (artículo 144), Destrucción y apropiación de bienes protegidos (artículo 154) y Despojo en campo de batalla (artículo 151); comportamientos que consideró ejecutados en las circunstancias de mayor punibilidad que contemplan los numerales 2º y 5º del artículo 58 de la misma legislación. La responsabilidad se imputó a título de coautor al presentar que en las diligencias de versión libre, el postulado manifestó que directamente había autorizado la realización del operativo y el prestar el apoyo al grupo bajo el mando de alias “Omega”.

402. Frente a esta solicitud de legalización, la Sala pone de presente que en relación con los bienes hurtados y destruidos, el comportamiento aquí noticiado se adecua y se comprende en el tipo previsto bajo la denominación de Destrucción y apropiación de bienes protegidos, de acuerdo con el artículo 154 de la ley 599 de 2000, por las razones que ya han sido motivadas con suficiencia en relación con el delito de Despojo en campo de batalla (supra. párr.282 ),  precisando que para efectos de la dosificación punitiva  se aplicará lo previsto en el tipo penal de Hurto Calificado previsto en los artículos 349 y 350-1º2º del Decreto ley 100 de 1980. Con relación a los homicidios cometidos, bajo el concepto de la legalidad estricta los delitos se corresponderían con el de homicidio agravado previsto por los artículos 323, agravado por las causales establecidas en los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324 del Decreto ley 100 de 1980, pero que en virtud de la riqueza descriptiva y pena más favorable del citado artículo 135 de la ley 599 de 2000, los homicidios serán adecuados bajo este último; no así en relación con el delito de Terrorismo de que trata el artículo 187 del Decreto 180 de 1998, que además de ser la norma vigente al momento de la comisión de la incursión es también la más favorable. 

403. De acuerdo con estas motivaciones y precisas adecuaciones típicas se dispone LEGALIZAR el cargo formulado por los delitos de Homicidio en persona protegida (artículo 135, ley 599 de 2000) en concurso homogéneo y sucesivo, en concurso heterogéneo con Terrorismo (artículo 187, decreto ley 100 de 1980) y Destrucción y apropiación de bienes protegidos (artículo 154, ley 599 de 2000) cometido en concurso homogéneo y sucesivo, en calidad de autor mediato. 
6.6.14 Cargo 13: Masacre de Santa Rosa del Caracol. - Víctimas: Moisés Guerrero Garzón, Wilfer Angarita Suárez, Óscar Suárez Trillos, Carlos Julio Santana Flórez y Álvaro López Mateo y sus núcleos familiares.

404. El 8 de diciembre de 2001, por autorización de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra se desplazaron hacia la vereda Santa Rosa del Caracol del municipio de Aguachica (Cesar), a fin de atentar contra personas señaladas como presuntas auxiliadoras de la Guerrilla. En la operación participaron Héctor Julio Peinado Becerra, alias “Fredy”, y alias “Fabián”, de quien se desconoce su identidad, en compañía de un grupo de miembros de la organización armada al margen de la ley.

405. De acuerdo con la información aportada por las víctimas indirectas, en la ruta seguida por los paramilitares hacia la vereda Santa Rosa del Caracol, fueron retenidos los señores Álvaro López Mateo, Wilfer Angarita Suárez, Óscar Suárez Trillos, Carlos Julio Santana Flórez y Moisés Guerrero Garzón, este último se dirigía a la vereda El Carbón, con el fin de dedicarse a sus labores como agricultor, mientras que los demás asistirían a una ceremonia cristiana en una iglesia de esa localidad.

406. Álvaro López Mateo, Wilfer Angarita Suárez, Óscar Suárez Trillos y Carlos Julio Santana Flórez fueron asesinados en un montículo ubicado en la vereda referenciada; por su parte Moisés Guerrero Garzón fue trasladado a la vereda El Carbón, donde finalmente fue asesinado.

407. En diligencia de versión libre del 29 de julio de 2009
, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ aceptó que autorizó realizar un operativo en la zona que comprende la serranía para buscar personas con supuestos vínculos con la subversión, desconociendo que el operativo terminaría en una masacre, reconociendo además que en el mayor de los casos se tenía como colaborador de la guerrilla a quien simplemente era señalado como tal por algún miembro de la comunidad, sin que se requiriera para tal efecto ninguna comprobación adicional, aceptando su responsabilidad por tal hecho por línea de mando.

408. Marlene Suárez Trillos en entrevista rendida el 11 de mayo de 2009 manifestó que su hermano Óscar Suárez Trillos, el 8 de diciembre de 2001 salió de la finca con el propósito de sacrificar una mula, siendo interceptado por un grupo armado ilegal que lo secuestró.

409. Por su parte Nelly María Suárez Trillos, madre de Wilfer Angarita, señaló mediante entrevista del 20 de diciembre de 2011, que el día de los hechos su hijo salió a las siete de la mañana (07:00 a.m.) hacia la iglesia ubicada en la vereda El Carbón para una oración especial; posteriormente aproximadamente a las nueve de la mañana (09:00 a.m.) se escucharon disparos de armas de fuego, acompañados de la llegada de un grupo de hombres armados, y más tarde encontró el cuerpo sin vida de su hijo junto con otras personas a quienes les habían incinerado sus pertenencias, entre las que se encontraban el documento de identificación de Wilfer Angarita y su Biblia.

410. Una vez cometidos los homicidios los miembros del grupo armado ilegal, permanecieron en la zona, llegando incluso a ingresar a su residencia registrado sus muebles y enseres, obligándola a salir del inmueble y permanecer escondida en la maleza durante toda la noche, hechos que la llevaron a desplazarse a la ciudad de Bogotá en el mes de febrero del año 2002.

411. Dirna Cárdenas, esposa de Óscar Suárez Trillos, en entrevista rendida el 19 de diciembre de 2011, puso de presente que el 8 de diciembre de 2001, su esposo se levantó a las cinco de la mañana (05:00 a.m.) para ir a realizar “ayuno” a la iglesia que quedaba en la vereda El Carbón; posteriormente le informaron que aproximadamente a las siete y media de la mañana (07:30 a.m.) paramilitares lo retuvieron en la entrada de la Iglesia y se lo llevaron junto con otra persona, llegando incluso a observar como era trasladado por un grupo de aproximadamente cuarenta paramilitares que portaban uniformes similares a los del ejercito, en momentos en los que pasó por el frente de su residencia con las manos atadas a tras la espalda, seguido de otras dos personas en iguales condiciones y a las nueve de la mañana (09:00 am) escuchó varios disparos de arma de fuego, después de los cual los paramilitares descendieron para asesinar al señor Moisés Guerrero. 

412. Finalmente agregó que con ocasión de tales acontecimientos (de los cuales responsabiliza a alias “Chorola” “(…) porque subía a la región por los lados de Santa Rosa del Caracol en el carro de línea (…)”
,) al igual que muchos pobladores, decidió desplazarse en aras de salvaguardar su integridad física a la ciudad de Cúcuta y de allí a otras regiones hasta llegar a Aguachica; 

413. En entrevista rendida el 16 de diciembre de 2011, Dioselina Duarte de Nogoa relató que el 8 de diciembre de 2001 su compañero Carlos Julio Santana Flórez salió a las seis de la mañana (06:00 a.m.) de la vereda Santa Rosa de Caracol, transportándose en un burro hacia Aguachica, en busca de unas guanábanas y unos aguacates para su comercialización; aproximadamente a las diez de la mañana (10:00 a.m.) su hija Luz Mary observó como varios hombres armados y uniformados se lo llevaron amarrado junto con otras personas cerca de la intersección entre la vereda Santa Rosa y la vereda Palenquillo, el mismo día en que asesinaron también al señor Moisés Guerrero.

414. Noris Yaruro Duarte, por igualcompañera sentimental de Carlos Julio Santana Flórez, mediante entrevista del 16 de diciembre de 2011, manifestó que sobre las diez y media de la mañana (10:00 a.m.) Aurelio Suárez, hermano de Santana Flórez, le informó que éste había sido asesinado, razón por la que se trasladó hasta el lugar de los hechos encontrando los cuerpos sin vida de las víctimas, lo que la llevó como consecuencia del temor generado por estos hechos de violencia a desplazarse de la región el mismo día de los hechos, anotando además que por estos hechos recibió la suma diez millones de pesos ($10.000.000) como indemnización por vía administrativa al igual que Dioselina Duarte.

415. En entrevista del 17 de diciembre de 2011, la señora Gloria Trillos Trillos, cónyuge de Álvaro López Mateo, relató que este, quien desempeñó el cargo de  Secretario de la Junta de Acción Comunal de la vereda El Caracol, salió de la casa sobre las nueve de la mañana (09:00 a.m.) hacia un culto cristiano de dicha vereda y en el trayecto fue abordado por aproximadamente treinta sujetos armados que portaban uniforme del Ejército, encontrando posteriormente el cuerpo sin vida de su esposo, sin que conozca las razones por las que fue asesinado; por tales hechos se desplazó hacia la vereda Corozal donde permaneció por seis meses antes de radicarse en Aguachica, anotando por igual que recibió doce millones de pesos ($12.000.000) por concepto de reparación por vía administrativa.

416. En entrevista rendida el 14 de diciembre de 2011, Emilse María Mateo Ropero manifestó que su hijo Álvaro López Mateo se dirigía hacia la iglesia cuando fue interceptado por hombres armados que luego de reunirlo con cuatro personas más procedieron a ejecutarlos mediante disparos de armas de fuego ante la vista de su hija Ludis Bajo, quien desde su residencia pudo observar lo sucedido. Con posterioridad a los homicidios recibió barios panfletos en los que le advertían que serían asesinados en caso de que no salieran de la finca el El Diviso de la cual eran poseedores desde el año 1989, hechos que la llevaron a desplazarse hacia la cabecera municipal de Aguachica.

417. Rosa Elena Suárez Trillos, esposa de Moisés Guerrero Garzón, hermana de Óscar Suárez Trillos y prima de Wilfer Angarita Suárez, el 12 de julio de 2009 manifestó que el día de los hechos fue informada por vecinos del sector que hombres armados ingresaron a su residencia, secuestraron a su esposo Moisés Guerrero Garzón y seguidamente lo asesinaron, razón por la que de manera inmediata se desplazó de la región en compañía de su núcleo familiar.

418. La Fiscalía aportó como elementos materiales probatorios de estos hechos el informe de Policía Judicial No. 92 del 21 de abril de 2009
; Actas de levantamiento de cadáveres de las cinco víctimas directas del 11 de diciembre de 2001; Protocolo de necropsia No. 109-2001-P.N. y Registros civiles de defunción Nos. 2329857, 2329858, 5328084, 2329855 y No. 2329856 con los que se acredita la muerte violenta de las personas referenciadas.
419. Por estos hechos, la Fiscalía formuló cargos al postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ como autor mediato de los delitos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la ley 599 de 2000 en concurso homogéneo sucesivo, en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro simple del artículo 168 ibídem por igual en concurso homogéneo sucesivo; delitos que consideró fueron cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad que contemplan los numerales 2º y 5º del artículo 58 de esa misma normatividad.

420. Habida cuenta que el representante del ente instructor consideró que del relato de los familiares de las víctimas es dable concluir que tales hechos de violencia, aunado a las amenazas y actos de intimidación de los grupos armados ilegales presentes en la región, generó el temor de atentados en contra de su integridad física y la de sus núcleos familiares, durante el desarrollo de la audiencia de legalización de los cargos, resolvió adicionar el cargo por el delito de Desplazamiento forzado de población civil
, contemplado en el artículo 159 de la ley 599 de 2000, en relación con los núcleos familiares de las personas asesinadas en condición de autor mediato, lo que fue aceptado por el postulado Juan Francisco Prada Márquez de manera libre, espontánea y debidamente asistido por su defensor.

421. Las victimas directas del Desplazamiento forzado son:

· Núcleo familiar de Moisés Guerrero Garzón: Rosa Elena Suarez Trillos (esposa) e Elbia y Yarinis Guerrero Suárez (hijas).

· Núcleo familiar de Óscar Suárez Trillos: Dirna Cárdenas (esposa) y Elizabeth, Paola y María Suárez Cárdenas (hijas).

· Núcleo familiar de Wilfer Angarita Suárez: Nelly María Suárez Trillos (madre).

· Núcleo familiar de Álvaro López Mateo: Emilce María Mateo Ropero (madre), Carmen Rafael López Quintero (padre); Elvis López Mateo (hermano), Ana Elida Ramírez (cuñada y esposa de Elvis López Mateo) y sus cuatro hijos menores de edad; Kaleth, Deisy Mateo y su hijo Reison Kaleth; Denis López (hermana), Fredy Quintero (cuñado y esposo de Denis) y su hija Kelly Vanessa Quintero López (sobrina). 

422. Sin objeciones para la Sala respecto del proceso de adecuación típica, se dispone la LEGALIZACIÓN de los cargos formulados por el delito de homicidio en persona protegida en concurso heterogéneo con secuestro simple del que resultaron víctimas Moisés Guerrero Garzón, Wilfer Angarita Suárez, Óscar Suárez Trillos, Carlos Julio Santana Flórez y Álvaro López Mateo,  cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad establecidas por el articulo 58 -2º-5º del Código Penal, en concurso heterogéneo con el delito de desplazamiento forzado del que resultaron víctimas sus respectivos núcleos familiares.

6.6.15 Cargo 14: Homicidio de Raúl Fuentes Echávez, Richard Ramírez Trillos y Juan Estaban Almendrales Pascuales

423. El 7 de febrero de 1999, Armando Madariaga Picón, alias “María Bonita” o “Wilson”, quien para la fecha ostentaba el cargo de patrullero del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, a bordo de una motocicleta conducida por Luis Manuel Zorrilla Contreras, alias “Rubiano”, disparó un arma de fuego en contra de la humanidad de Raúl Fuentes Echávez, Richard Ramírez Trillos y Juan Estaban Almendrales Pascuales ocasionándoles la muerte en momentos en los que se encontraban departiendo en la tienda “Granero Patry” del barrio Villa Paraguay del municipio de Aguachica (Cesar).

424. En versión libre rendida el 28 de octubre de 2008, Armando Madariaga Picón, manifestó que debido a señalamientos en contra de las víctimas de tener vínculos con  la subversión el miembro de la organización armada ilegal Mario Castro, alias “Mario” o “La Chana”, dio la orden de asesinarlas.

425. Por su parte el postulado y aquí procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en versión libre rendida el 30 de julio de 2009 manifestó que alias “Wilson” le informó que en el barrio Villa Paraguay del municipio de Aguachica fueron asesinadas las personas antes referencias por supuestos señalamientos relacionados con su condición de milicianos de la Guerrilla, aceptando su responsabilidad por estos homicidios por línea de mando.
 
426. La Fiscalía aportó como elementos materiales probatorios  el informe de Policía Judicial No. 63 del 21 de abril de 2009; Actas de levantamiento de cadáveres y Certificados de defunción de las víctimas directas con las que se acredita su muerte violenta y copias de las entrevistas realizadas a Omar Fuentes Echávez y Dalida María Fuentes Echávez, hermanos de la víctima Raúl Fuentes Echávez, los días de 27 y 28 de octubre de 2009 respectivamente.

427. La Fiscalía infirió la autoría mediata de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en los hechos, manifestando que los homicidios cometidos se corresponden por su descripción típica con la conducta del delito de Homicidio en persona protegida, consagrado en el artículo 135 de la ley 599 de 2000, en concurso homogéneo y sucesivo cometidos en las  circunstancias de mayor punibilidad establecidas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 de la misma legislación; disposición que además resulta aplicable en virtud del principio de favorabilidad, en la medida que la norma vigente para el momento de la comisión de los hechos, esto es el artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980, agravado por los numerales 4º, 5º y 7º del artículo 324 del mismo compilado normativo, contempla una pena que va de 40 a 60 años, mientras que la consagrada por el artículo 135 de la ley 599 de 2000, para ese comportamiento prevé una pena de 30 a 40 años de prisión. 

428. En ese orden la Sala acoge las anteriores motivaciones y LEGALIZA el cargo formulado por el Delegado fiscal.
6.6.16 Cargo 15: Homicidio de Emiro Aconcha Arévalo y desplazamiento forzado de su núcleo familiar.

429. El 3 de abril de 2001, los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, Javier Antonio Quintero Coronel, alias “Pica Pica”, y Alirio Páez Barrientos, alias “Raúl Guasaco” y/o “Guasaco”, en cumplimiento de una orden impartida por el miembro de la organización armada ilegal Alberto Durán Blanco a. “Barranquilla”, abordaron a Emiro Aconcha Arévalo, conocido con el alias de “El Ruso”, en la vía pública que de la cabecera del municipio de San Martín comunica con los corregimientos de Cuatro Bocas y Santa Lucía, concretamente en el punto conocido como “La Y”, a la altura de la vereda La Pajuila en cercanía a la finca de propiedad del señor Óscar Pino. 

430. En dicho lugar, alias “Pica Pica”, procedió a agredir a Emiro Aconcha con un arma cortopunzante, ante lo cual opuso resistencia, razón por la que alias “Guasaco”, le disparó con un arma de fuego en repetidas ocasiones causándole la muerte.

431. El postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en versión libre del 31 de julio de 2008
, señaló que de tales hechos fue informado por alias “Pica Pica”, razón por la que aceptó su responsabilidad por línea de mando.

432. En entrevista rendida el 10 de junio de 2009 por Consuelo Córdoba Becerra, compañera sentimental de Emiro Aconcha Arevalo, manifestó que el día de los hechos su compañero se dirigía a casa de sus padres ubicada en la vereda de Aguas Blancas cuando fue asesinado, según el dicho de los pobladores por que al parecer en momentos en los que desarrollaba sus labores como electricista vio “algo que no debía”, afirmación que a su juicio resulta coherente con lo dicho en versión libre por alias “Pica Pica”, en la que ella estuvo presente y pudo escuchar cuando este reconoció que luego de aprehender a la víctima lo trasladaron a  bordo de una camioneta hasta el sitió donde fue asesinado, ante su negativa de suministrarle información y, debido a que al defenderse le clavó un tornillo en la espalda a su agresor fue impactado con proyectiles de arma de fuego; anotando además que debido al temor generado por tal hecho de violencia debió desplazarse hacia la vereda de Aguas Blancas donde residen sus padres y permanece en la actualidad.

433. Como elementos materiales probatorios la Fiscalía aportó al proceso el Registro civil de defunción de Emiro Arocha Arévalo
; Acta de Inspección a cadáver
; Protocolo de necropsia
 e Informe de policía judicial del 21 abril de 2009
. 

434. La Fiscalía atribuyó la responsabilidad del postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ a titulo de autoria mediata, manifestando que el homicidio cometido se corresponde por su descripción típica con la conducta del delito de Homicidio en persona protegida, consagrado en el artículo 135 de la ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad establecidas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 de la misma legislación; conducta cometida en concurso heterogéneo sucesivo con el delito de Secuestro simple de que trata el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980.

435. En audiencia de legalización de cargos, el Fiscal adicionó a título de autoría mediata el cargo por el delito de Desplazamiento Forzado de Población Civil, contenido en el artículo 159 de la ley 599 de 2000 en contra del postulado, dado que la compañera permanente de la víctima directa se desplazó desde el municipio de San Martín a la vereda Aguas Blancas y no había regresado a su domicilio para la fecha en que rindió entrevista ante el Ente acusador; delito que fue igualmente aceptado por el Postulado de manera libre, voluntaria y debidamente asistido por su defensor.

436. Con relación a esta solicitud de legalización, la Sala encuentra que en atención al principio de favorabilidad, en relación con el homicidio del señor Emiro Aconcha Arévalo, la norma aplicable resulta ser el artículo 135 de la ley 599 de 2000 que prevé una pena de 30 a 40 años, en lugar de la normativa vigente para la época del punible, artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980 agravado por los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324, que contempla una pena de 40 a 60 años de prisión; no acontece lo mismo con relación al delito de Secuestro simple que se configuró con la retención del señor Aconcha momentos antes de su asesinato, el cual para el momento de su comisión era sancionado con una pena de entre 6 y 25 años de prisión de acuerdo con el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980, la cual posteriormente fue aumentada de 10 a 20 años por el artículo 168 de la ley 599 de 2000.

437. Finalmente, con relación al delito de Desplazamiento forzado de población civil, la Sala constata que esta conducta fue tipificada por primera vez por adición que se hiciera a través de la ley 589 de 2000 al Decreto ley 100 de 1980, contemplando una pena de 15 a 30 años de prisión, la cual posteriormente mediante la ley 599 de 2000 fue enmarcada como una infracción al D.I.H. con mayor riqueza descriptiva que su antecesora, contemplando además una pena más favorable de 10 a 20 años de prisión, además que por tratarse de una conducta de ejecución permanente, es dable concluir que ha la fecha de la entrevista rendida por las víctimas de desplazamiento ante el ente instructor aún se encontraban en tal condición.

438. Por las anteriores consideraciones, la Sala LEGALIZA los cargos formulados por los delitos de Homicidio en persona protegida previsto en el artículo 135 de la ley 599 de 2000 y Desplazamiento forzado de población civil (artículo 159, ibídem), en tanto que para el Secuestro simple, se atenderá lo dispuesto en el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980.

6.6.17 Cargo 16: Homicidio de Luis Alberto Badillo Quintero.

439. Aproximadamente a las once y treinta de la mañana (11:30 a.m.) del 30 de marzo del 2000, cuatro miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra que se movilizaban en un taxi, llegaron al taller de “Carrocerías Santander”, ubicado en la vía cuarenta del municipio de Aguachica (Cesar), y procedieron a ocasionarle heridas con proyectiles de arma de fuego que le causaron la muerte  a Luis Alberto Badillo, quien se encontraba en dicho taller reparando un vehículo automotor de su propiedad. 

440. En diligencia de versión libre del 29 de junio de 2009, el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, manifestó haber tendido conocimiento de la ocurrencia del hecho por Wilson Armando Madariaga Picón, alias “Wilson” o “María Bonita”, quién le informó que el homicidio tuvo lugar por cuanto la víctima supuestamente transportaba alimentos y ganado para la Guerrilla, razón por la que aceptó su responsabilidad por línea de mando.

441. Por su parte Wilson Armando Madariaga Picón mediante versión rendida el 13 de noviembre de 2009, aceptó haberle dado la orden del asesinato a Humberto Afanador Cárdenas, alias “Chorola”, Omar Rivero Medina, alias “El Chavo”, y alias “Raúl el Buchón”, de quien no ha logrado establecerse su identidad.

442. En entrevista rendida el 21 de abril de 2010, Nereida de Jesús González Marín, compañera sentimental de la víctima Luís Alberto Badillo, manifestó desconocer los motivos por los cuales fue asesinado, al tiempo que informó que este se dedicaba al comercio de ganado.

443. Como elementos materiales probatorios se allegaron el Acta inspección al cadáver
; Protocolo de necropsia
; Registro civil de defunción No. 3.479.256 del 5 de abril de 2000
 con los que se acredita la muerte violenta de la víctima e informe de policía judicial del 21 de abril de 2009
.

444. La Fiscalía infirió la autoría mediata de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en los hechos ventilados, manifestando que los homicidios cometidos se corresponden por su descripción típica con la conducta del delito de Homicidio en persona protegida, consagrado en el artículo 135 de la ley 599 de 2000, en circunstancias de mayor punibilidad establecidas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 de la misma legislación; disposición que además resulta aplicable en virtud del principio de favorabilidad, en la medida que la norma vigente para el momento de la comisión de los hechos, esto es el artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980, agravado por los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324 del mismo compilado normativo, contempla una pena que va de 40 a 60 años, mientras que la consagrada por el artículo 135 de la ley 599 de 2000, para ese comportamiento prevé una de 30 a 40 años de prisión. 

445. En virtud de lo expuesto la Sala acoge las anteriores motivaciones y procede a LEGALIZAR el cargo formulado por el Delegado fiscal.
6.6.18 Cargo 17: Homicidio de Melquiceded Yance de León y desplazamiento de su núcleo familiar

446. En la mañana del 5 de septiembre de 1998 en el municipio de Aguachica (Cesar), el señor Melquiceded Yance de León fue interceptado en momentos en que se movilizaba en una motocicleta, fue interceptado  por cuatro miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, uno de los cuales, Alfredo Ballena, alias “Rancho”, le ordenó detenerse y tenderse bocabajo al lado del camino, donde le propinó varios disparos con arma de fuego que le causaron la muerte.

447. En versión libre del 11 de marzo de 2009, Alfredo Ballena, alias “Rancho”, confesó que por orden impartida por el comandante Mario Castro, alias “Mario”, se desplazó en motocicleta con éste y otros patrulleros conocidos con los alias de “Felix” y “Niño Escobar”, a las inmediaciones del acueducto del municipio de Aguachica, donde estuvieron esperando desde la madrugada al señor Melquiseded Yance, de quien por información suministrada por alias “Felix” sabían que trabajaba allí; no obstante, debido a que no llegaba decidieron buscarlo en el pueblo, encontrándolo en el camino gracias a que fue ubicado e identificado por Mario Castro, razón por la que procedió a asesinarlo en la forma antes descrita.

448. Por su parte el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ mediante versión libre del 31 de julio de 2009 informó que la orden de asesinar al señor Melquiceded Yance de León había sido impartida por Mario Castro por supuestamente ser miliciano de la Guerrilla, aceptando su responsabilidad en el hecho en razón a que fue cometido por hombres de la organización bajo su mando
 y en cumplimiento de las políticas impartidas. 

449. En entrevista concedida el 13 de julio de 2010, la señora Ligia Pacheco Arévalo, compañera permanente de la víctima, informó que su compañero era “fontanero” y distribuidor de agua, razón por la que el día de su homicidio se dirigía a la bocatoma para extraer agua y venderla en el pueblo, siendo asesinado porque los paramilitares consideraron que era guerrillero.
 Posteriormente en entrevista del 14 de diciembre de 2011, adujo haberse desplazado del municipio de Aguachica junto con sus cuatro hijos Adrian Fernando y Luis Miguel Yance Pacheco, Ibsen y Eduardo Caro Pacheco, por temor a que se atentara en contra de la integridad física de su núcleo familiar; no obstante pasado un tiempo regresaron a la localidad.

450. Como elementos probatorios se aportó al proceso Acta de levantamiento del cadáver
; Protocolo de necropsia
; Registro civil de defunción identificado con el Serial No. 3.423.846 del 21 de septiembre de 1998
 y el informe de policía judicial del 21 de abril de 2009
.

451. La Fiscalía consideró que en virtud del principio de legalidad extendida la conducta se corresponde por su descripción típica con la conducta del delito de Homicidio en persona protegida, consagrado en el artículo 135 de la ley 599 de 2000, en concurso homogéneo y sucesivo cometido en circunstancias de mayor punibilidad establecidas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 de la misma legislación atribuido al postulado a titulo de autoría mediata.
452. En el transcurso de la diligencia de audiencia pública de legalización de cargos, el Delegado Fiscal adicionó de conformidad con el artículo 159 de la ley 599 de 2000 en calidad de autor mediato, el delito de Desplazamiento forzado cometido en contra del núcleo familiar del señor Melquiceded Yance de León conformado por su compañera permanente y sus cuatro hijos siendo aceptado de manera libre, voluntaria y asistido por su defensor por parte del postulado.

453. Las conductas tal y como se ha dicho fueron atribuidas al postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ a título de autor mediato por cuanto acaecieron en un contexto caracterizado por la existencia de una política de ataque contra la población civil acusada de relacionarse con grupos subversivos, política que el mismo Postulado se encargó de divulgar y dirigir y que, en el caso concreto, se materializó en el homicidio de un civil por parte de personas pertenecientes a la organización comandada por aquél. 

454. Con relación a esta solicitud de legalización, la Sala encuentra que como viene motivado en atención al principio de favorabilidad, en relación con el homicidio del señor Melquiceded Yance de León, la norma aplicable resulta ser el artículo 135 de la ley 599 de 2000 que prevé una pena de 30 a 40 años; igual acontece con relación al delito de Desplazamiento forzado de población civil, en el que la Sala constata que esta conducta fue tipificada por primera vez por adición que se hiciera a través de la ley 589 de 2000 al Decreto ley 100 de 1980, contemplando una pena de 15 a 30 años de prisión, la cual posteriormente mediante la Ley 599 de 2000 fue enmarcada como una infracción al D.I.H. con mayor riqueza descriptiva que su antecesora, contemplando además una pena más favorable de 10 a 20 años de prisión. Por ello, la Sala procede a LEGALIZAR el cargo formulado por el Delegado Fiscal, precisando su adecuación en los términos de los tipos penales referenciados, previstos en la ley 599 de 2000.

6.6.19 Cargo 18: Homicidio de Martín Castillo López y Terrorismo

455. Siendo aproximadamente las diez de la noche (10:00 p.m.) del 9 de julio de 1998, los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra conocidos con los alias de “Rancho” y “Niño Escobar”, arribaron a la vivienda de Martín Castillo López, ubicada en el barrio María Auxiliadora del municipio de Aguachica (Cesar), en momentos en los que se encontraba descansando con su compañera permanente y sus cuatro hijos. Luego de atender el llamado a la entrada de su residencia Castillo López recibió un impacto con arma de fuego de parte de los miembros de la organización armada ilegal, quienes al ver que la víctima intentó huir corriendo por la vía pública, procedieron a propinarle nuevamente múltiples impactos de bala que finalmente le causaron la muerte. Tal como lo informa el representante de la Fiscalía la sevicia con la que se cometió el accionar criminal generó  en este sector de la comunidad un inequívoco estado de zozobra y terror. 

456. En versión libre del 9 de marzo de 2009, Alfredo Ballena, alias “Rancho”, confesó haber cometido el homicidio en compañía de Omar Rivero Escobar, alias “Niño Escobar”, en cumplimiento de ordenes impartidas por los comandantes Jairo Martínez Rincón, alias “Pacho Paraco”, y Mario Castro, debido a la presunta participación de la víctima en actividades de delincuencia común, señalamiento que nunca fue verificada tal como lo reconoció el mismo postulado
. Manifestó que golpearon la puerta identificándose como agentes del Departamento Administrativo de Seguridad (D.A.S.), razón por la que Martín Castillo abrió la puerta solo lo suficiente para poder observar el exterior y fue sorprendido con un disparo en el rostro, no obstante trató de defenderse golpeando  a alias “Rancho” con la tranca de la puerta, al tiempo que emprendió la huida por la calle que conduce hacia Puerto Mosquito, razón por la que fue perseguido y, tal como precisa, debido a que a pesar de los impactos de las balas continuaba corriendo, procedieron a descargar sobre su humanidad un proveedor completo, esto es, más de catorce proyectiles.

457. En versión libre del 31 julio de 2009, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, manifestó haber tenido conocimiento del hecho por la información que le suministró Alfredo Ballena, alias “Rancho”, quien adujo que el homicidio obedeció al supuesto desarrollo de actividades delictivas por parte de la víctima, aceptando su responsabilidad por ser un hecho cometido por hombres pertenecientes a la organización bajo su mando.

458. De acuerdo con los testimonios rendidos por Solangel Cárdenas Tellez y Martín Castilla  compañera sentimental
 y padre de la víctima respectivamente,
 Martín Castillo López, quien se desempeñaba como vendedor de mangos, el día de los hechos se encontraba descansando en su residencia cuando fue sorprendido por los paramilitares y asesinado en la forma antes descrita, anotando que, tal y como se desprende del informe No. 026 U.L.A. – C.T.I. del 13 de julio de 1998
 allegado al proceso, en el que obra entrevista rendida por uno de los hijos de la víctima directa, este venía siendo sujeto de seguimientos por parte de hombres que se movilizaban en una motocicleta desde el día anterior.

459. Al procesó se aportó con miras a la acreditación del hecho Acta de levantamiento de cadáver
, Protocolo de necropsia
 y el correspondiente Registro civil de defunción
 de quien en vida respondía al nombre de Martín Castillo López.

460. La Fiscalía General de la Nación adecuó las circunstancias fácticas descritas bajo el concepto de legalidad extendida y por favorabilidad al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida previsto en el artículo 135 del C.P., cometido en circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58-2º-5º ibídem, en concurso heterogéneo sucesivo con el delito de Terrorismo contenido en el artículo 187 del Decreto ley 100 de 1980, atribuidos al postulado Juan Francisco Prada Márquez a título de autor mediato.

461. Al respecto la Sala encuentra que tal y como lo informa el delegado de la Fiscalía para el caso que nos ocupa la norma aplicable resulta ser el artículo 135 de la ley 599 de 2000 que prevé una pena de 30 a 40 años, en lugar de la normativa vigente para la época del punible, artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980 agravado por los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324, que contempla una pena de 40 a 60 años de prisión; no acontece lo mismo con relación al delito de Terrorismo, el cual para el momento de su comisión era sancionado con una pena de 10 a 20 años de prisión de acuerdo con el artículo 187 del Decreto ley 100 de 1980, a diferencia de la pena prevista en el artículo 144 de la Ley 599 de 2000 que va de 15 a 25 años de prisión.  

462. De conformidad con lo expuesto en tales términos se LEGALIZAN los cargos formulados. 

6.6.20 Cargo 19: Homicidio de Edith Cecilia Guevara Martínez

463. El 15 de noviembre de 1997 en el municipio de Aguachica –Cesar-, aproximadamente a las siete de la noche, Edith Cecilia Guevara Martínez fue abordada por dos sujetos cuando regresaba de la tienda conocida como “El Playón” y se dirigía hacia su residencia luego de comprar víveres. La víctima, al observar la presencia de los individuos ingresó rápidamente a su vivienda pidiendo auxilio infructuosamente, ya que los perpetradores le ocasionan múltiples heridas mediante arma de fuego que le ocasionaron la muerte, dándose a la huida en un vehículo de servicio público.  

464. Mediante versión libre rendida el 11 de marzo de 2009, Alfredo Ballena, alias “Rancho”, confesó haber cometido el homicidio en compañía de Omar Rivero Escobar, alias “Niño Escobar”, en cumplimiento de órdenes impartidas por Jairo Martínez Rincón, alias “Pacho Paraco”, y Mario Castro, bajo señalamientos infundados en contra de la víctima de ser auxiliadora de la subversión, aceptando haber ejecutado materialmente el homicidio en la forma descrita precedentemente
 y en procura de los objetivos de la organización.
465. Por su parte en versión libre del 29 de julio de 2009 el postulado Juan Francisco Prada Márquez manifestó que fue informado de este hecho por Alfredo Ballena, alias “Rancho”, al tiempo que presume que la orden fue dada por Jairo Martínez, alias “Pacho Paraco”, ya que éste ostentaba el cargo de comandante de la zona para la época de los hechos, no obstante asumió su responsabilidad por la ejecución de la conducta punible habida cuenta que fue llevada a cabo por miembros de la organización armada ilegal a su mando.
 

466. La materialidad de la conducta se acreditó por parte del Delegado Fiscal con el Acta de levantamiento de cadáver
; Protocolo de necropsia
 y Registro civil de defunción
.

467. Tratándose la víctima de una mujer integrante de la población civil ajena a las hostilidades, y en virtud del principio de legalidad extendida, el Delegado Fiscal decidió adecuar la conducta al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida contenido en el artículo 135 de la ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 2° y 5° del artículo 58 de la misma legislación, formulando el cargo en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autoria mediata.

468. Al respecto, teniendo en cuenta que tal y como se ha reiterado a lo largo de la presente providencia el artículo 135 de la ley 599 de 2000, para el delito de Homicidio en persona protegida, se prevé una pena que oscila entre 30 a 40 años, la que resulta más favorable para el procesado que a dispuesto el tipo penal de Homicidio previsto en el artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980 agravado por los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324 ibídem, vigente al momento de la comisión del hecho y que establece una sanción de 40 a 60 años de prisión; por tanto es claro que por favorabilidad el cargo debe legalizarse bajo los postulados de la Ley 599 de 2000, por lo que en tales términos se LEGALIZA el cargo formulado por el Delegado fiscal.
6.6.21 Cargo 20: Homicidio de Edison Corredor Colmenares y Agustín Corredor Flórez 

469. Aproximadamente a las 8 de la noche del 27 de marzo de 2000, al establecimiento de billar ubicado en la carrera 39 con calle 9ª del Municipio de Aguachica –César-, arribaron a bordo de un vehículo automotor de servicio público los miembros de la organización armada ilegal conocidos con los alias de “Raúl el Buchón” y “Rancho”, quien escoltado por “Raúl el Buchón” ingresó a dicho lugar disparando con una pistola calibre nueve milímetros en contra de la humanidad de Agustín Corredor Florez, ocasionándole la muerte de manera inmediata debido a los impactos recibidos en el craneo, y en contra de su primo Edison Corredor Colmenrares, quien no obstante haber resultado herido intentó huir, alcanzando a llegar hasta un solar cercano para fallecer posteriormente en momentos en los que era trasladado a un hospital por miembros de la comunidad.  

470. La orden de los asesinatos fue dada por los comandantes de zona de la organización armada ilegal  Armando Madriaga Picón, a. “Maria” Bonita, y Mario Castro, en virtud de información recibida de parte de Humberto Afanador Cárdenas a. “Chorola”, quien señaló a las víctimas como milicianos de la subversión. 

Mediante versión libre rendida el 12 de marzo de 2009, el Postulado Alfredo Ballena, a. “Racho”, confesó haber sido el ejecutor material de los homicidios de Edison Corredor Colmenares y Agustín Corredor Flórez.
471. Por su parte el postulado Juan Francisco Prada Márquez en diligencia de versión libre celebrada el 29 de julio de 2009, aceptó su responsabilidad en la comisión de los hechos al haber sido ejecutados por hombres que actuaban bajo sus órdenes, dada su calidad de máximo comandante en el municipio de Aguachica
.

472. Como elementos probatorios de los hechos fueron aportadas al proceso copia de las versiones
 libres rendidas por el Postulado Juan Francisco Prada Márquez el 29 de julio de 2009 y por Alfredo Ballena, a. “Rancho”, el 12 de marzo de 2009; Actas
 de inspección de cadáveres, Actas
 de diligencia de levantamiento de cadáveres; Protocolos
 de necropsia y Registros
 civiles de defunción de las dos víctimas; entrevistas
 concedidas el 15 y 16 de abril del año 2010 por los señores José Dolores Corredor Sepúlveda y Juan de Dios Corredor Sepúlveda, padres de las víctimas e informe
 de policía judicial del 5 de enero de 2012. 
473. Teniendo en cuenta que los asesinatos de que trata el presente hecho fueron cometidos en el contexto del conflicto armado que afronta el país como materialización de una política sistemática y generalizada de exterminio de aquéllas personas consideradas infundadamente como colaboradores o miembros de la subversión, y que para el caso concreto eran integrantes de la población civil que no se encontraban ejecutando acciones de beligerancia, siendo asesinadas por un móvil abyecto y ejecutados aprovechando condiciones de superioridad sobre las víctimas que dificultaron su defensa, la Fiscalía en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad formuló al Postulado a título de autor mediato el cargo por el delito de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000), en concurso homogéneo sucesivo, cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales  2 y 5 contenidas en el artículo 58 de la Ley 599 de 2000 aceptados por el postulado Juan Francisco Prada Márquez, aclarando el señor Fiscal que en virtud del principio de legalidad estricta, la normativa aplicable estaría dada por los artículos 323 y 324 (Ns. 4, 7 y 8) del Decreto – Ley 100 de 1980, vigente al momento en que ocurrieron los hechos. 

474. En el caso objeto de estudio, tal como lo señala el funcionario instructor en aplicación del principio de legalidad estricto el cargo se debería legalizar conforme a lo previsto por los artículos 323 y 324 del Decreto Ley 100 de 1980, por ser la norma vigente al momento de los hechos; sin embargo, en aplicación del principio de favorabilidad que cobija al postulado el cargo se LEGALIZA de acuerdo al artículo 135 de la Ley 599 de 2000 – Homicidio en persona protegida-, por tener una pena de 30 a 40 años de prisión, que resulta inferior a la contemplada en la normatividad anterior, que va de  40 a 60 años.

6.6.22 Cargo 21: homicidio y secuestro de Jorge Cárdenas Mandón y secuestro de Martha Judith Ochoa Cárdenas.

475. Aproximadamente a las ocho y media de la noche (08:30 p.m.) del 5 de abril de 2000, Jorge Cárdenas Mandón caminaba en compañía de su compañera sentimental Martha Judith Ochoa Cárdenas en la calle 3ª con carrera 15 del municipio de Aguachica (Cesar), cuando fueron interceptados por Alfredo Ballena, alias “Rancho”, y el individuo conocido con el alias de “El Buchón”, patrulleros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, quienes se movilizaban como pasajeros de un taxi de servicio público al que identificándose como miembros del Departamento Administrativo de Seguridad –DAS- los obligaron a abordar so pretexto de realizarles unas preguntas, llevándolos con rumbo desconocido. Seguidamente encontrándose en marcha el vehículo a la altura de la carrera 15 entre las calles 5ª y 6ª Jorge Cárdenas Mandón intentó bajarse forcejeando con sus captores, razón por la que a. “Rancho”, ordenó al conductor del vehiculo detener la marcha, y luego de bajar a Cárdenas Mandón procedió a dispararle en repetidas ocasiones por la espalda, huyendo en el mismo vehículo en el que aún se encontraba la compañera de la víctima, quien luego de ser amenazada de muerte en caso de denunciar los sucedido fue liberada unas cuadras más adelante. 

476. En versión libre del 12 de marzo de 2009, Alfredo Ballena, alias “Rancho”, aceptó ser el ejecutor material del homicidio y haber actuado en compañía del sujeto conocido con el alias de “El Buchón”, en cumplimiento de la orden impartida por Armando Madariaga Picón, alias “María Bonita, y Mario Castro, quienes solicitaron que se diera muerte al señor Cárdenas Mandón supuestamente por sus presuntos vínculos con la delincuencia común.

477. Por su parte mediante versión libre rendida el 30 de julio de 2009, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ aceptó su responsabilidad por el hecho al haber sido ejecutado por hombres pertenecientes a la organización armada ilegal en la cual ostentaba el cargo de Comandante.

478. En entrevista del 20 de junio de 2000, Martha Judith Ochoa, manifestó que su compañero tenía pocos meses de haber salido del Ejército, afirmación que fue corroborada mediante declaración rendida por Rosalba Mandón Téllez, madre de Jorge Cárdenas Mandón quien el 5 de mayo de 2009
 informó que su hijo recientemente había terminado de prestar el servicio militar y, en la mañana del día de su asesinato le comentó que alias “Chorola”, pretendía vincularlo a la organización armada ilegal, por lo que sentía temor de que algo pudiese sucederle.

479. Para la Sala resulta necesario precisar que en el Acta de inspección del cadáver
 de quien en vida respondía al nombre de Jorge Cárdenas Mandón se informa que la víctima portaba en el bolsillo trasero del pantalón una pañoleta de franela con estampado camuflado y amarillo, con un emblema compuesto por una calavera con boina puesta entre dos fusiles, identificada por las autoridades como el “Emblema del Batallón de Contraguerrilla”
, prueba que permite inferir el sentido de pertenencia de la víctima con una de las instituciones de la Fuerza Pública del Estado, no obstante que se encontrara desvinculado, razón por la que no es dable afirmar que este perteneciera a grupos de delincuencia común como lo pretenden hacer ver los señalamientos infundados de los miembros de grupos paramilitares, al tiempo que es dable concluir que tal como lo afirma su madre los móviles de su asesinato se encuentran relacionados con su negativa de pertenecer a Grupos Armados al Margen de la Ley como resulta ser el Frente Héctor Julio Peinado Becerra, el que tenía por política reclutar personal con experiencia y conocimientos bélicos.

480. Al proceso se aportó por parte de la Fiscalía como elementos probatorios,  Acta de inspección de cadáver
; Protocolo de necropsia
 y Registro civil de defunción
; Declaración rendida por Martha Judith Ochoa Cárdenas ante la Fiscalía el 6 de abril del 2000; Informe de policía judicial del 21 de abril de 2009
; y las entrevistas concedidas por Rosalba Mandón Tellez, Jorge Armando Cárdenas Pérez y Jorge Cárdenas Flórez, padre de la víctima, el 12 de julio de 2010
.

481. La Fiscalía formuló de conformidad con el principio de legalidad extendido el cargo de Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 del C.P., en circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem, dada la manifiesta futilidad de las razones del homicidio y el abuso de la condición de superioridad sobre la víctima, en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro simple con arreglo a la descripción típica contenida en el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980, agravado de manera genérica por los numerales 1°, 3° y 13 del artículo 66 ibídem vigente al momento de la comisión de los hechos. 

482. En ese orden, habida cuenta que las conductas típicas cometidas se ejecutaron por integrantes de un aparato organizado de poder en un contexto de conflicto armado caracterizado además por la existencia de una sistemática y generalizada política de ataque de ciertos sectores de la población, se le formularon cargos al Postulado a título de autor mediato de los delitos de Homicidio en persona protegida y Secuestro simple en concurso homogéneo sucesivo y en circunstancias de mayor punibilidad. 

483. El comportamiento que aquí se legaliza, conforme lo aclaró el representante del ente instructor y teniendo en cuenta el criterio de legalidad extendida, que ha sido reiterado por la jurisprudencia penal nacional, tal y como se ha dicho, se corresponde en el artículo 135 de la ley 599 de 2000 que prevé una pena de 30 a 40 años, que por demás resulta ser mas favorable al procesado que la normativa vigente para la época del punible, esto es el artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980 agravado por los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324, no acontece lo mismo en lo que respecta al delito de secuestro, el que en concordancia con lo solicitado por el Delegado Fiscal, debe adecuarse al previsto por el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980, por ser la norma vigente al momento de los hechos y resultar favorable a los intereses del Postulado. En estos términos se LEGALIZA los cargos formulados por la Fiscalía.
6.6.23 Cargo 22: Homicidios de Eutor Emilio y Rubén Antonio Bonilla Canónigo, Actos de terrorismo y Secuestro simple.

484. Aproximadamente a las 7 de la noche del 7 de junio de 2000, a la residencia de los hermanos Eutor Emilio y Rubén Antonio Bonilla Canónigo, arribaron a bordo de motocicletas y en un vehículo automotor de servicio público los miembros de la organización armada ilegal Armando Madriaga Picón, a. “María Bonita”, Alfredo Ballena, a. “Rancho”, Luís Manuel Zorrilla Contreras, a. “Rubiano”, y el sujeto conocido con el alias de “Raúl el Buchon”, sustrayéndolos de la misma y llevándolos atados de manos hasta la cancha de futbol conocida como Nueva Colombia del municipio de Aguachica-Cesar, lugar en el que uno de los hermanos Bonilla Canónigo, intentó huir infructuosamente debido a que fue alcanzado durante la persecución por impactos de armas de fuego propinados por alias “María Bonita” y “Rancho”; seguidamente su hermano fue asesinado en el mismo lugar mediante impactos de arma de fuego propinados por alias “Rubiano” y “Raúl el Buchón”. 

485. La orden de los asesinatos fue dada por los comandantes de zona de la organización armada ilegal  Armando Madriaga Picón, a. “Maria” Bonita, y Mario Castro, en virtud de información recibida de parte de Humberto Afanador Cárdenas a. “Chorola”, quien señaló a las víctimas como milicianos de la subversión. 

486. Alfredo Ballena, alias “Rancho”, manifestó que por señalamiento de alias “Chorola”, sacaron de sus casas y maniataron a las víctimas, llevándolas a la cancha del barrio donde fueron asesinadas.
 

487. En diligencia de versión libre del 30 de julio de 2009, Juan Francisco Prada Márquez aceptó que el hecho fue cometido por miembros de la organización armada ilegal en la que ostentaba el cargo de comandante y su responsabilidad por línea de mando.

488. Como elementos de acreditación de los hechos se aportó por parte la Fiscalía copia de las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez el 30 de julio de 2009, y Alfredo
 Ballena rendida el 12 de marzo de 2009; Actas
 de inspección de cadáveres, Protocolos
 de necropsia  y Registros
 civiles de defunción de las víctimas; y el Informe
 de policía judicial del 28 de diciembre de 2012.

489. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) en concurso homogéneo sucesivo, puesto que las víctimas eran integrantes de la población civil sustraídas de su residencia de manera violenta, al tiempo que la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980, teniendo en cuenta que a su juicio se dan los presupuestos fácticos para ello, pues las víctimas fueron arrebatadas de su hogar y retenidas por los actores armados por un lapso temporal determinado antes de ser asesinadas; en concurso heterogéneo con el delito Terrorismo contemplado en el artículo 187 ibídem, al considerar que la violencia excesiva con la que se ejecutaron los hechos, tenía como finalidad crear miedo, confusión y zozobra en la población civil, cometidos en circunstancias de mayor punibilidad prevista en los numerales 2º  y 5º  del artículo 58 de la Ley 599 de 2000; cargos formulados en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, en cumplimiento de una política generalizada y sistemática de exterminio de aquellos considerados como miembros y/o colaboradores de su enemigo natural como resultaba ser la subversión.  

490. La Sala ante la ausencia de objeciones frente al proceso de adecuación típica llevado a cabo por la Fiscalía frente a los comportamientos referenciados LEGALIZA los cargos formulados.  

6.6.24 Cargo 23: Homicidio Del Señor José Saúl Guzmán Guzmán 
491. Aproximadamente a las 8:30 de la noche del 2 de agosto de 1998 en el municipio de Aguachica – Cesar-, en una caseta ubicada cerca de la estación de suministro de combustible denominada “Terpel de la 40” se encontraba Saúl Guzmán Guzmán departiendo con otras dos personas. Hasta dicho lugar llegaron dos sujetos en una motocicleta color blanco quienes después de indagar por el propietario del vehículo marca Dodge Dart estacionado frente a la estación de gasolina y cuyo dueño era Guzmán Guzmán, le solicitaron que los llevara a la vereda “Aguasblancas”, petición a la que se negó, recibiendo en consecuencia varios impactos de arma de fuego propinados por uno de los individuos, quien de esta forma le ocasionó la muerte.

492. Por tales hechos el postulado Juan Francisco Prada Márquez en versión
 libre rendida el 31 de julio de 2009, aceptó su responsabilidad por línea de mando habida cuenta que fue ejecutado por hombres integrantes de la organización armada ilegal en la que ostentaba el cargo de comandante 

493. Por su parte el Postulado Alfredo Ballena, a. “Rancho”, el 12 de marzo de 2009, aceptó haber sido el autor material del asesinato, en compañía de Omar Rivero Escobar, a. “Niño Escobar”, en cumplimiento de órdenes impartidas por los comandantes Jairo Martínez Rincón, a. “Pacho Paraco”, y “Mario Castro”, quienes consideraban que la víctima era colaborador de la subversión (Fl. 4, Carpeta 332233). 

494. Con posterioridad al asesinato de José Saúl Guzmán, Cilia Esther Guzmán Quintero, hija de la víctima directa, recibió llamadas telefónicas en las que le ordenaban abstenerse de denunciar los hechos ante la Fiscalía General de la Nación, caso en el cual procederían a atentar en contra de su vida y la de los integrantes de su núcleo familiar, razón por la que tuvo que desplazarse de la localidad en compañía de sus hermanos José Saúl (42 años), José Saúl (39 años) y Milena Guzmán Quintero (49 años), y sus menores hijos Jeison y Nelson Pérez Guzmán.

495. Al proceso se aportaron, Acta
 de inspección y levantamiento de cadáveres; Protocolos
 de necropsia; Registro
 civil de defunción de la víctima; y entrevistas
 rendidas ante la Fiscalía General de la Nación por la Cilia Esther Guzmán Quintero los días 16, 21 de abril y 24 de agosto del año 2010. 

496. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000), teniendo en cuenta además que la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil previsto en el artículo 159 ibídem, cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad consagradas en los numerales 2 y 5 del artículo 58 de la misma normativa. Argumentó para ello que el homicidio fue cometido por hombres que respondían a una política sistemática y generalizada de exterminio, promulgada además por el Postulado Juan Francisco Prada Márquez, constituyéndose en violaciones al Derecho Internacional Humanitario. Política que en el caso examinado se materializó en el asesinato de una persona integrante de la población civil en estado de indefensión y ajena a las hostilidades, cuyo homicidio dio lugar al desplazamiento de su hija y su núcleo familiar. 

497. Teniendo clara la favorabilidad para el procesado por la formulación del cargo por el delito de Homicidio en persona protegida previsto en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en lugar del Homicidio agravado de los artículos 323 y 324 del Decreto Ley 100 de 1980, vigente al momento de comisión de los hechos, solo resta precisar que en cuanto al delito de Desplazamiento forzado se tiene que fue adicionado al Código Penal de 1980 mediante la Ley 589 de 6 de julio de 2000. Los desplazamientos de las victimas se inician durante el mes de agosto de 1998, es decir, antes de la entrada en vigencia de la ley 599 de 2000; sin embargo, por tratarse de un delito de carácter permanente que  según se encuentra acreditado se prolongó en el tiempo, mínimo hasta el año  2010, ello indica que por encontrarse las victimas en aquella condición hasta esa anualidad, el comportamiento delictivo ha de ser adecuado al previsto por el artículo 159 de la Ley 599 de 2000.
498. En estos términos se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.25 Cargo 24: Homicidio Del Ciudadano Luís Alfonso Suescún Alba
499. El representante de la Fiscalía retiró la solicitud de legalización respecto de este cargo al considerar, que teniendo en cuenta a sus condiciones modales no han sido satisfechos los estándares de verdad que se requieren en el modelo de justicia transicional que implementó la Ley 975 de 2005.

6.6.26 Cargo 25: Homicidio De Yarilse Tarazona Romero 
500. El 1º de febrero del 2000 en el municipio de Ocaña-Norte de Santander, Yarilse Zapata Tarazona Romero fue sustraída en contra de su voluntad de su residencia ubicada en la Calle 10ª B No. 17 – 06, por dos sujetos armados que se movilizaban en una motocicleta de color negro
. Poco tiempo después fue encontrado su cuerpo sin vida con varios impactos de arma de fuego a la altura del cráneo, en la vía que conduce hacia la Universidad Francisco de Paula Santander, cerca al cementerio municipal y a la finca Las Delicias. 

501. En versión
 libre rendida por Jesús Antonio Hernández Villamizar, a. “Jhon”, manifestó que la orden del asesinato provino del comandante de Ocaña Noé Jiménez Ortiz, debido a que la víctima denunció ante la Fiscalía General de la Nación los asesinatos de los hermanos Wilson y Jimmy Sarabia, compañero sentimental y cuñado de Yarilse Tarazona, llevados a cabo en los años 1999 y 2000 respectivamente por parte de miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia.

502. Informó que en la ejecución material del hecho participaron los patrulleros conocidos con los alias de “Pipelón”, “La Muerte”, “Rony” y un cabo retirado del ejército que aspiraba a ser aceptado como miembro de la organización armada ilegal y que era conocido con el alias de “Brayan”, quien fue el que finalmente disparó en contra de Yarilse Tarazona Romero, precisando que el asesinato se realizó en  zona rural, sobre la vía que comunica el municipio de Ocaña con la Universidad Francisco de Paula Santander, debido a un preacuerdo existente entre la organización armada ilegal y la Policía del municipio según el cual no podían dejar cadáveres abandonados en el casco urbano
. 

503. Por su parte Juan Francisco Prada Márquez, a. “Juancho Prada”, en diligencia de versión
 libre rendida el 3 de septiembre de 2009 sostuvo que por información suministrada por José Antonio Hernández Villamizar, a. “Jhon”, tuvo conocimiento que Yarilse Tarazona fue asesinada por los sujetos conocidos con los alias de “Diomedes” y “El Paisa” por ser informante de la subversión, razón por la que asumió la responsabilidad de los hechos al haber sido ejecutados por hombres que respondían a su mando y pertenecían a la organización armada ilegal. 

504. Se aportaron como elementos materiales probatorios las versiones libres rendidas por el Postulado Juan Francisco Prada Márquez  el 3 de septiembre de 2009 y por el Postulado Jesús Antonio Hernández Villamizar
, a. Jhon; Acta de inspección al cadáver (Fls. 11-12, Carpeta No. 134540); Protocolo
 de necropsia; Registro
 civil de defunción No. 035 92819; informe
 del Cuerpo Técnico de Investigación de Ocaña del 14 de febrero del 2000; y entrevista
 concedida por la madre de la víctima el 9 de diciembre de 2009. 

505. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58-2º-5º, puesto que la víctima era integrante de la población civil sin vínculos con las parte trabadas en el contexto del conflicto armado imperante en el país, quien fue sustraída de su residencia de manera violenta, al tiempo que la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980, en razón a que la víctima fue sustraída en contra de su voluntad y trasladada a un paraje lejano en el que finalmente fue asesinada, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; cargos formulados en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, en cumplimiento de una política generalizada y sistemática de exterminio de aquellos considerados como miembros y/o colaboradores de su enemigo natural como resultaba ser la subversión, o que de alguna manera tuvieren intereses contrarios a los de la organización armada ilegal AUC.  

506. La Sala ante la ausencia de objeciones frente al proceso de adecuación típica llevado a cabo por la Fiscalía frente a los comportamientos referenciados LEGALIZA los cargos formulados.  

6.6.27 Cargo 26: Homicidio En Concurso Heterogéneo Con Secuestro Simple De Albaner Manosalva Ochoa
507. En horas de la noche del 27 de abril del 2000 en el municipio de Aguachica-Cesar, Albaner Manosalva Ochoa fue sustraído de manera violenta de su residencia ubicada en el barrio 20 de Julio por dos sujetos armados. Poco tiempo después fue encontrado su cuerpo sin vida con varios impactos de arma de fuego, en la vía que del Municipio de Aguachica conduce al corregimiento de Puerto Mosquito, a la altura del sitio conocido como la “ ’Y’ de los Barrera”.
508. En versión libre rendida el 9 de junio de 2009 el postulado Juan Francisco Prada Márquez, aceptó su responsabilidad por la comisión del hecho, precisando que dicho homicidio obedeció a señalamientos en contra de Albaner Manosalva Ochoa, relacionados con sus supuesta condición de miliciano de la subversión, incriminaciones respecto a las que resulta oportuno anotar que carecen de sustento probatorio dentro de las diligencias que nos ocupan. Por igual informa que el el hecho fue ejecutado por los patrulleros Alfredo Ballena, alias “Rancho”, Luis Manuel Zorrilla Contreras, alias “Rubiano”, y José Anselmo Quintero Uribe, alias “Pardillo”, quienes recibieron la orden de los comandantes Jairo Martínez Rincón y Mario Castro. 

509. No obstante el postulado Prada Márquez en ampliación de versión libre llevada a cabo el 27 de septiembre de 2009, vario su versión y en esta oportunidad precisó que la víctima del hecho era miembro de la delincuencia común, afirmación por igual carente de soportes probatorios al interior del presente proceso, máxime cuando ni siquiera se haya acreditado que Albaner Manosalva Ochoa tuviese antecedentes penales
.

510. Allegó el Delegado fiscal como elementos materiales de prueba el Informe de policía judicial del 21 de abril de 2009
; Versión libre del postulado Juan Francisco Prada Márquez rendida el 9 de junio de 2009; Acta de levantamiento del cadáver, Inspección del cadáver; Registro de defunción y Protocolo de necropsia con los que se haya acreditado la muerte violenta de la víctima.

511. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58-2º-5º, puesto que la víctima era integrante de la población civil ajena al conflicto armado interno que se sucede en Colombia, al tiempo que la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980, en razón a que la víctima fue sustraída en contra de su voluntad y trasladada a un paraje lejano en el que finalmente fue asesinada, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; cargos formulados en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.28 Cargo 27: Homicidio de Orlando Emiro Herrera Corrales

512. El 22 de noviembre de 1997, aproximadamente a las ocho de la noche (08:00 p.m.) Orlando Emiro Herrera Corrales, comerciante de 41 años de edad, en momentos en los que se encontraba departiendo en el establecimiento conocido como “El Paraíso Tropical”, ubicado en la calle 5 No. 45-58 del barrio Nueva Colombia en Aguachica (Cesar), fue abordado por dos miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra de las AUC quienes sin mediar palabra le propinaron varios impactos de arma de fuego ocasionándole la muerte.

513. En versión libre rendida el 29 de julio de 2009, Juan Francisco Prada Márquez, alias “Juancho Prada”, aceptó los hechos por línea de mando y señaló como ejecutores materiales del homicidio a  Alfredo Ballena, alias “Rancho”, y Omar Rivero Medina, alias “Niño Escobar”, en cumplimiento de órdenes impartidas por Jairo Martínez Rincón, alias “Pacho Paraco”, y Mario Castro, quienes señalaron a la víctima como miliciano de la Subversión.

514. Se aportó Acta de inspección del cadáver; Certificado del Instituto de Medicina Legal yRregistro civil de defunción
 de quien en vida respondía al nombre de Orlando Emiro Herrera Corrales.
515. En virtud del principio de legalidad extendida el Delegado fiscal adecuó la conducta contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
516. Al respecto la Sala encuentra que de conformidad con lo expuesto por el representante de la Fiscalía y en atención al principio de favorabilidad, la norma aplicable resulta ser el artículo 135 de la ley 599 de 2000 que prevé una de 30 a 40 años, en lugar de la normativa vigente para la época del punible, artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980 agravado por los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.29 Cargo 28: Homicidio De Hugo Leonidas Fajardo Rochel En Concurso Heterogéneo Con Despojo En El Campo De Batalla
517. Aproximadamente a las 8:30 P.M. del 15 de enero del 2000, José Diomedes Peña Barrera, alias “Diomedes”, y los sujetos conocidos con los alias de “Pipelon” y “Byron”, irrumpieron de forma violenta en el inmueble ubicado en la Calle 5ª # 9 - 61 del barrio Milanes de Ocaña-Norte de Santander, para proceder a propinarle varios impactos de arma de fuego a Hugo Leonidas Fajardo Rochel ocasionándole la muerte, en momentos en los que se encontraba reunido con otras personas. Seguidamente huyeron del lugar a bordo de una motocicleta marca YAMAHA-125 con placas HYP-49, de propiedad de la víctima
, tal como lo manifestó su compañera sentimental en entrevista rendida el  5 de mayo de 2010
. 

518. Mediante versión libre rendida por el postulado José Antonio Hernánez Villamizar, alias “Jhon” el 4 de noviembre de 2008, confesó haber participado en la ejecución del asesinato de Leonidas Fajardo Rochel en cumplimiento de una orden escrita recibida de parte de Noel Jiménez Ortiz conocido con el alias de “Negro Jiménez”, quien a su vez obedecía una directiva proveniente del Comando Central de las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.)
. 

519. Por su parte Juan Francisco Prada Márquez aceptó su responsabilidad en la comisión de los hechos en diligencia de versión libre realizada el 3 de septiembre de 2009, en la que afirmó haber tenido conocimiento del homicidio por información suministrada por alias “Jhon”, quien además le indicó que la victima era señalada de pertenecer a la delincuencia común y había salido de la cárcel tras pagar una condena por porte ilegal de armas.

520. Se aportó por parte del Delegado del ente acusador Informe de policía judicial del 21 de abril de 2009, Acta de Inspección a cadáver N° 005 del 15 de enero de  2000, Protocolo de necropsia  N° A-0005/00 del 17 de enero  de 2000 y Registro de defunción con Indicativo serial No. 1961811 del 18 de enero de 2000, con los que se acredita la muerte violenta de Leonidas Fajardo Rochel, y Tarjeta de Propiedad número 08-004496 que prueba la propiedad de la Víctima sobre la motocicleta marca YAMAHA de placas HYP-49
. 

521. Por tales comportamientos el Fiscal en aplicación del principio de legalidad extendida formuló cargos a titulo de autor mediato en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez por los delitos de Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000 en concurso heterogéneo con Despojo en campo de batalla previsto en el artículo 151 ibídem, cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en el artículo 58-2º-5º del Código Penal, aclarando que dada la fecha en que sucedieron los hechos, el código penal vigente resultaba ser el estatuido mediante el Decreto Ley 100 de 1980, que para los comportamientos referenciados preveía el Homicidio Agravado –artículo 323 y 324-4-7-8, cuya pena a imponer resultaría mas gravosa para el postulado, y el Hurto Calificado Agravado – artículos 349, 350-1-2-3 y 351-6-10-, cuya pena resulta más favorable que la prevista para dicho tipo penal en los artículos 239 y 240 de la Ley 599 de 2000.

522. En lo que respecta al delito de Homicidio en persona protegida, tal y como bien lo informa el señor Fiscal, y así se ha reiterado a lo largo de la presente providencia, en virtud del principio de favorabilidad el cargo se LEGALIZA por la conducta típica prevista en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000 cuya pena, que oscila entre 30 y 40 años de prisión, resulta más benéfica para el postulado.

523. Con relación a la conducta adecuada como Despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr 282 ), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, pero sí reúne las condiciones establecidas por el artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlo como bienes protegidos por el D.I.H., por tratarse de un bien de carácter civil; no obstante por favorabilidad para la dosificación punitiva se atenderá la pena establecida para el delito de Hurto Calificado previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 cuya pena va de 2 a 8 años de prisión. En tales condiciones se dispone la LEGALIZACIÓN de los cargos formulados, dando aplicación retroactiva por favorabilidad de la citada legislación. 
6.6.30 Cargo 29: Secuestro Y Homicidio Del Ciudadano Marcelo Núñez Galván
524. El dos 2 de octubre de 1998 Marcelo Núñez Galván se encontraba laborando como conductor en inmediaciones del municipio de Aguachica-Cesar, cuando fue interceptado en la vía denominada “Once Reses al Marqués” por hombres de las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.), quienes abordaron el vehículo que conducía y lo obligaron a dirigirse hasta predios cercanos a la empresa Palmas Promisión, donde fue asesinado mediante disparos de arma de fuego. 

525. Armando Madariaga Picón alias “María Bonita” o “Wilson” en diligencia de versión libre manifestó
 que alias “Félix” fue el ejecutor material del hecho en cumplimiento de la orden dada por Mario Castro quien dispuso asesinar a Marcelo Núñez Galván debido a  que era señalado como integrante de la banda criminal de la cual también hacía parte  Marlene Pabón Pacheco
.. 

526. El postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en diligencia de versión libre rendida el 31 de julio de 2009, afirmó que se contaba con información que relacionaba a Marcelo Núñez Galvan con la realización de actividades ilícitas y por esta razón se ordenó su muerte, sin que se cuente en el proceso con evidencias que permitan verificar estas infundadas acusaciones.

527. El Fiscal presentó como elementos materiales probatorios copia de las versiones libres de Juan Francisco Prada Márquez alias “Juancho Prada” del 31 de julio de 2009, y Armando Madariaga Picón alias “María Bonita” o “Wilson”; Informe de Policía Judicial No. 168 del 21 de abril de 2009; Informe No. 005 ULA-CTI; Informe No. 043 ULA-CTI, Acta de Inspección a cadáver, Acta de levantamiento de cadáver; Protocolo de necropsia RAD-031098078-UAG-SCE; Registro de Defunción No 2387038 y Certificado de registro civil de defunción con el que se encuentra acreditada la muerte de Marcelo Núñez Galva.

528. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58-2º-5º, puesto que la víctima era integrante de la población civil ajena al conflicto armado imperante en el país, en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980, en razón a que la víctima fue retenida en contra de su voluntad y trasladada a un paraje lejano en el que finalmente fue asesinada, anotando que el tipo penal vigente para la fecha del hecho resulta más favorable; cargos formulados en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 
6.6.31 Cargo 67: Homicidio De Marlene Pabón Pacheco
529. Aproximadamente a las 12:00 del medio día del 29 de mayo de 1999, en la Calle 3ª entre las carreras 17 y 18 del barrio El Carretero del Municipio de Aguachica-Cesar, fue asesinada la señora Marlene Pabón Pacheco en momentos en lo que se encontraba departiendo con vecinos del sector.

530. Armando Madariaga Picón, alias “Wilson” o “María Bonita”, en versión libre rendida el 30 de abril 2008 confesó haber cometido el crimen en compañía de Félix Rojas, dando cumplimiento a una orden emitida por el comandante Mario Castro, debido a que la víctima era señalada como miembros de una banda dedicada a la delincuencia común, señalamientos carentes de evidencias verificatorias en las diligencias que nos ocupan; afirmando tener conocimiento que por este asesinato fueron condenadas por la justicia penal ordinaria dos personas sin vínculos con las Autodefensas Unidas de Colombia, quienes fueron erróneamente acusadas por el esposo y otro familiar de la víctima
.  

531. Juan Francisco Prada Márquez en versión libre rendida el 31 de julio de 2009 aceptó la responsabilidad por los hechos, puesto que fueron cometidos por hombres que hacían parte de la organización criminal de la cual era máximo comandante
.

532. Al proceso se aportó copia de las versiones libres rendidas por los postulados Juan Francisco Prada Márquez, alias “Juancho Prada”, y Armando Madariaga Picón, alias “María Bonita”; Informe de policía judicial del 12 de mayo de 2009; Acta de inspección de cadáver, Protocolo de necropsia y Reegistro civil de defunción de Marlene Pabón Pacheco
. 
533. Dado que en el caso examinado la víctima era una integrante de la población civil ajena al conflicto armado y que se encontraba en situación de indefensión, el Delegado fiscal dio aplicación al principio de legalidad extendida adecuando la conducta al delito de Homicidio en persona protegida señalado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en los numerales 2 y 5 del artículo 58 ibídem. Así mismo, de acuerdo con el principio de legalidad estricta sostuvo que es posible adecuar la conducta al tipo de homicidio agravado en consonancia con los artículos 323 y 324, numerales 4, 7 y 8, del Decreto-ley 100 de 1980, normativa vigente al momento de cometerse el acto imputado, debiéndose aplicar el principio de favorabilidad a efectos de determinar la norma que resultare más beneficiosa a los intereses del postulado. 

534. Al respecto la Sala encuentra que de conformidad con lo expuesto por el representante de la Fiscalía y en atención al principio de favorabilidad, debe aplicarse el artículo 135 de la ley 599 de 2000. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.32 Cargo 30: Homicidio Del Ciudadano Juan De Dios Núñez Rodríguez
535. El 12 de junio de 1999 fue asesinado Juan de Dios Núñez Rodríguez mediante disparos de arma de fuego mientras esperaba un vehículo de transporte público en cercanías del caserío “Norián” del municipio de Aguachica-Cesar. 

536. Armando Madariaga Picón alias “María Bonita”, en versión libre rendida el 30 de abril de 2008 aceptó haberle disparado a Juan de Dios Núñez Rodríguez hasta ocasionarle la muerte, en compañía de Omar Enrique Rincón Herrera alias “Mauricio”, en cumplimiento de orden impartida por Mario Castro y Javier Martínez Rincón alias “Pacho Paraco”, debido a que era señalado como integrante de la banda criminal de la cual también hacían parte Marlene Pabón Pacheco, y Marcelo Núñez Galva
. 

537. Al proceso se aportaron copias de las versiones libres rendidas por Juan Francisco Prada Márquez alias “Juancho Prada” y Madariaga Picón alias “María Bonita” los días 31 de julio de 2009 y 30 de abril de 2008 respectivamente; Informe de Policía Judicial No. 86 del 21 de abril de 2009; Acta de levantamiento del cadáver, Protocolo de necropsia y Certificados de defunción de Juan de Dios Núñez Rodríguez.

538. En virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad el Delegado fiscal adecuó la conducta contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
539. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 
6.6.33 Cargo 31: Secuestro Y Homicidio De Javier Quintero Madariaga
540. El 20 de febrero de 1999 Javier Quintero Madariaga, fue aprehendido por miembros de las autodefensas en momentos en que se encontraba departiendo en un billar ubicado en la Calle 5ª entre carreras 14 y 17; seguidamente fue trasladado al sector conocido como “Aguas Claras” en cercanías al puente de Buturama del Municipio de Aguachica-Cesar donde fue impactado por disparos de arma de fuego a la altura del craneo y el brazo derecho ocasionándole la muerte. 

541. En versión libre rendida por Juan Francisco Prada Márquez el 31 de julio de 2009, aceptó su responsabilidad en la comisión del hecho habida cuenta que fue informado del mismo por parte del miembro de la organización armada ilegal bajo su mando y, ejecutor material del homicidio, Armando Madriaga Picón, alias “Maria Bonita”, quien además le precisó que la orden fue dada por los comandantes de Aguachica Mario Castro  y Jairo Martínez Rincón, alias “Pacho Paraco”
, debido a que la víctima era señalada de manera infundada como integrante de la guerrilla y vendedor de repuestos y autopartes hurtados.

542. Aportó la Fiscalía como elementos materiales probatorios el Informe de policía judicial FPJ-11 del 21 de abril de 2009; Acta de inspección a cadáver del 20 de febrero de 1999;  Protocolo de necropsia 022/99/PN del 21 de febrero del 1999  y Registro civil de defunción con Indicativo serial No. 343301 del 4 de marzo de 1999
 de quien en vida respondía al nombre de Javier Quintero Madarriaga.   

543. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000), cometido en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58-2º-5º, puesto que la víctima era integrante de la población civil ajena al conflicto armado interno en el país, en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980, en razón a que la víctima fue retenida en contra de su voluntad y trasladada hasta el lugar en el que finalmente fue asesinada, anotando que el tipo penal vigente para la fecha del hecho resulta más favorable; cargos formulados en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.34 Cargo 32: Homicidio De Leonel Torrado Durán
544. El 22 de septiembre de 1999 en horas de la mañana, Leonel Torrado Duran fue sorprendido por los patrulleros de las AUC Manuel de Jesús Solano España conocido con los alias de “David”, “David Sánchez”, “Manuel España”, “El Policía” y/o “Atalaje”, y el sujeto conocido con el alias de “El Paisa”
, quienes a bordo de una motocicleta marca Yamaha modelo RX115 interceptaron el camión de su propiedad en el que se encontraba estacionado en la Carrera 10ª # 14-36 del Municipio de Ocaña-Norte de Santander, exactamente en el sitio conocido como “La llantería del gordo”  y procedieron a asesinarlo mediante disparos ocasionados  con una pistola calibre 9 milímetros.

545. Manuel de Jesús Solano España el 20 de junio de 2008 y el 5 de junio de 2009, señalo como autor material del hecho a alias de “El Paisa” quién disparó en tres ocasiones contra la víctima, por orden de José Antonio Hernández Villamizar, alias “Jhon”, tal como este mismo lo aceptó en versión libre rendida el 2 de marzo de 2010, debido a que según información suministrada por Efraín Lindarte, alias “Cabeza Balín”, pertenecía a la red de apoyo del E.P.L. que tenía asentamiento en el Municipio de Hacarí-Norte de Santander.

546. En la versión libre que rindió el postulado Juan Francisco Prada Márquez el 4 de septiembre de 2009, aceptó por línea de mando el hecho cometido, precisando que tuvo ocurrencia debido a la supuesta militancia de la víctima en la subversión, en la que de manera infundada era señalado de ser el encargado de suministrar armas y municiones al Frente Ramón Gilberto Barbosa del Ejército Popular de Liberación E.P.L.
. 

547. Al proceso se aportaron el Informe de policía judicial de fecha 21 de abril de 2009; Acta de inspección  a cadáver  N° 109 del 22 de septiembre de 1999; Protocolo de necropsia de  N° A-0115-99 del 4 de octubre de 1999; Registro de defunción con Indicativo serial No. 1828901 del 22 de septiembre de 1999
, con los cuales se acredita la muerte violenta de Leonel Torrado Durán.

548. En virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad como viene motivado, el Delegado fiscal adecuó la conducta contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
549. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía por resultar acertado el `proceso de adecuación típica. 
6.6.35 Cargo 33: Homicidios De Tomás Ibarra Luna Y Henry Hernández Florez Y Desplazamiento Forzado
550. El 29 de abril de 1999, mientras laboraban en el establecimiento de mantenimiento y reparación de llantas conocido como “Montallantas Boulevard” ubicado en la Carrera 40 entre Calles 6 y 7 del municipio de Aguachica-Cesar, Tomás Ibarra Luna y Henry Florez Hernández fueron sorprendidos por integrantes del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, quienes sin mediar palabra les dispararon con armas de fuego ocasionándoles la muerte. 

551. En versión libre rendida el 30 de abril de 2008 Armando Madriaga Picón, alias “Wilson” o “Maria Bonita”, confesó haber ejecutado los homicidios en compañía de Luís Manuel Zorrilla Contreras, alias “Rubiano”, en cumplimiento de órdenes impartidas por el comandante Mario Castro quien recibió información de Humberto Afanador Cárdenas, alias “Chorola”, en la que aseguraba de manera infundada, que las víctimas eran informantes de la subversión
.

552. Por su parte, Juan Francisco Prada Márquez, alias “Juancho Prada”, en versión libre rendida el 31 de julio de 2009 aceptó los hechos por línea de mando al haber sido cometidos por hombres pertenecientes a la organización al margen de la ley que comandaba, agregando que la orden había sido impartida no sólo por Mario Castro sino también por Jairo Martínez Rincón, alias “Pacho Paraco”
, en cumplimiento de las políticas de la organización. 

553. En entrevista realizada por la Fiscalía a la señora Julia Mozo Florez el 13 de diciembre de 2011, pudo establecerse que, con ocasión del temor desatado por el homicidio de los ciudadanos Tomás Ibarra Luna y Henry Florez Hernández, tuvo que desplazarse desde el municipio de Aguachica hacia la ciudad de Barranquilla junto con su hijo Jhon Jario Cadena Mozo, su hermano Fernando Florez, quien iba con su esposa Tocorama y su hijo Jesús Fernando Florez, su madre Carmen Cecilia Florez Fernández y sus dos nietos (Gean Carlo Florez y Eduin Enrique Enciso Perez). Dicho desplazamiento se prolongó desde el momento posterior a la ocurrencia de los asesinatos y por cinco meses, cuando decidieron regresar al municipio de Aguachica
. 

554. Al proceso se aportó copia de las versiones libres rendidas por los postulados Juan Francisco Prada Marquez,  y Armando Madriaga Picón; Acta de inspección a cadáver; Protocolo de necropsia, y Certificados de defunción de las víctimas; y copia de la entrevista rendida por la hermana de Henry Florez Hernández el 13 de diciembre de 2011
. 

555. En virtud del principio de legalidad extendida el Delegado fiscal adecuó la conducta contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
556. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

557. Ahora bien el representante de la Fiscalía durante el desarrollo de la diligencia de audiencia de legalización de cargos adicionó el cargo de Desplazamiento forzado en los términos en que lo describe el artículo 159 de la Ley 599 de 2000
 por legalidad extendida, cometido en contra de los familiares de la víctima Henry Florez Hernández, esto es, la Señora Julia Mozo Florez con su hijo Jhon Jario Cadena Mozo, su hermano Fernando Florez, quien iba con su esposa Torcorama y su hijo Jesús Fernando Florez, su madre la Señora Carmen Cecilia Florez Fernández y sus dos nietos (Gean  Carlo Florez y Eduin Enrique Enciso Pérez). Cargo que fue aceptado por el postulado a titulo de autor mediato, por igual en la Audiencia de Legalización de Cargos
.
558. Al respecto estima la Sala que de conformidad con lo expuesto por el representante de la Fiscalía y en atención al principio de legalidad extendida y favorabilidad, el cargo se LEGALIZA por el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil previsto en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000; sin embargo, al momento de la dosificación punitiva se atenderá la pena establecida para el delito de Constreñimiento ilegal consagrado en el artículo 276 del Decreto ley 100 de 1980, en el entendido de que para la fecha de los hechos, es decir 29 de abril de 1999, momento en el cual aun se encontraba vigente el Decreto Ley 100 de 1980, no existía el tipo penal de desplazamiento forzado, toda vez que este delito fue adicionado al Código penal a través de la Ley 589 de 2000, es decir con posterioridad a la ocurrencia de los hechos. 
6.6.36 Cargo 34: Homicidio De Los  Ciudadanos William Angarita Solano, George José Mora Passo Y Hermes Becerra Y Actos De Terrorismo.
559. El 20 de octubre de 2002 fueron encontrados los cuerpos sin vida de William Angarita Solano, George José Mora Passo y Hermes Becerra en la vía a Buturama del municipio de Aguachica (Cesar), con múltiples impactos ocasionados con arma de fuego y bajo la nota escrita dejada en uno de los cuerpos que literalmente señalaba “Por Atracadores y por acerce (sic) pasar por miembros de las autodefensas del Cesar.”

560. Juan Francisco Prada Márquez en diligencia de versión libre
, informó que el autor material del hecho fue Humberto Afanador Cárdenas alias “Chorola”, quien asesinó a estas tres personas debido a que las víctimas supuestamente conformaban una banda de atracadores sin que se cuente con acreditación alguna  respecto de este señalamiento
, indicando además que sobre uno de los cadáveres se dejó un letrero que decía “ratas por atracadores de mulas”. 

561. Al proceso se aportaron  el Informe de Policía Judicial No. 89 del 21 de abril de 2009; Actas de inspección a cadáveres No. 021, 020, 019, y 019; Protocolos de necropsia Nos. 084-2002-4, 082-2002-02 y  082-2002-P.N.-4 con los cuales se acreditan las muertes violentas de William Angarita Solano George José Mora Passo y Hermes Becerra.

562. El delegado fiscal formuló en contra del postulado, a título de autor mediato, el delito de Homicidio en persona protegida del artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de Actos de Terrorismo previsto en el artículo 144 de la Ley 599 de 2000, al considerar que con el letrero injurioso que fue puesto sobre uno de los cadáveres se emitía un mensaje de intimidación que generaba zozobra y terror en la comunidad. Estas conductas fueron cometidas en circunstancias de mayor punibilidad contempladas en los numerales 2 y 5 del artículo 58 de la Ley 599 de 2000,razón por la que ante la ausencia de objeciones al respecto se LEGALIZAN los cargos formulados. 
6.6.37 Cargo 35: Secuestro, Tortura Y Homicidio Del Ciudadano Lincon Antonio Martínez Prado;  Desaparición Forzada Y Homicidio De  Abel Martínez Prado Y Desplazamiento Forzado De  Carmen Alicia Martínez Prado.
563. El 17 de febrero de 2002, en horas de la mañana, los hermanos Lincon Antonio y Abel Martínez Prado fueron sustraídos de manera violenta de su residencia ubicada en la Calle 14 N° 9-33 del Barrio Olaya Herrera del municipio de Gamarra- Cesar, por los miembros de la organización armada ilegal Humberto Afanador Cárdenas a. “Chorola” y Ramiro Molina Garzón a.”El Paisa”, quienes procedieron a entregárselos a Francisco Alberto Pacheco Romero a.”El Negro”. Posteriormente, aproximadamente al medio día, alias “El Negro” a bordo de un vehículo de servicio público (taxi), en compañía de Pablo Villalba Mahecha a.”ET”, y a. “El Paisa” llevaron a las víctimas hasta Puerto Mosquito, donde este último les disparó en repetidas ocasiones con una pistola calibre 9 milímetros causándoles la muerte, para posteriormente arrojar sus cuerpos al río Magdalena; razón por la que el cuerpo de Lincón Antonio Martínez Prado fue encontrado flotando al día siguiente a su asesinato, mientras que el de su hermano Abel aún continúa desaparecido. 

564. En entrevista del 20 de octubre de 2010 Carmen Alicia Martínez Prado, hermana de las víctimas informó que con posterioridad a los homicidios, Ramiro Molina Garzón alias “El Paisa”, le ordenó que saliera del municipio de Aguachica, razón por la que se desplazó a la ciudad de Bogotá, en la que permaneció hasta que tuvo conocimiento que Humberto Afanador Cárdenas alias “Chorola” y Ramiro Molina Garzón, alias “El Paisa” habían sido asesinados y decidió regresar a su ciudad de origen.

565. Se aportaron al proceso copias de las diligencias de versión libre rendidas por el postulado Juan Francisco Prada Márquez el 29 de julio de los años 2008 y 2009; y Francisco Alberto Pacheco Romero alias “El Negro” el  24 de febrero del 2009; Informe de Policía Judicial No. 91 del 21 de abril de 2009; Acta de levantamiento de cadáver del 18 de febrero de 2002 No. 002 y Protocolo de necropsia 003 del 26 de febrero de 2002.

566. Encuentra el delegado fiscal que la conducta criminal se adecua típicamente al delito de Homicidio en persona protegida previsto en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000 en concurso homogéneo sucesivo, en concurso heterogéneo con el delito de desaparición forzada contenido en el artículo 165 de la Ley 599 de 2000 del que resultó víctima Abel Martínez Prado, en concurso heterogéneo y sucesivo con secuestro simple, contemplado en el artículo 168 de la Ley 599 de 2000, en relación con Lincon Antonio Martínez Prado; cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en el artículo 58, numerales 2 y 5, de la Ley 599 de 2000, formulados en contra del postulado a titulo de autor mediato.

567. En sesión de legalización del 24 de enero de 2012 el Fiscal adicionó los delitos de Tortura en persona protegida consagrado en el artículo 137 de la Ley 599 de 2000 teniendo en cuenta que el cuerpo recuperado presentaba signos que permiten inferir que había sido golpeado, y desplazamiento forzado, contemplado en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000, en relación con la señora Carmen Alicia Martínez Prado.

568. Al respecto y ante la ausencia de objeciones se LEGALIZAN los cargos formulados por los delitos de Homicidio en persona protegida en concurso homogéneo sucesivo con los delitos de Tortura, y Desplazamiento forzado del que fue víctima Carmen Alicia Martínez Prado.

569. La Sala considera oportuno precisar en cuanto al delito de Desaparición forzada que recae a juicio del Fiscal sobre la víctima Abel Martínez Prado habida cuenta que su cadáver aún no ha sido recuperado, que tal y como lo ha reiterado la Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia, dicho tipo penal concursa de manera real con el delito de Homicidio en persona protegida; al respecto mediante auto proferido dentro del Radicado No.36563 del 3 agosto de 2011 señaló: 

“No admite discusión que la desaparición forzada es una conducta punible de ejecución permanente, esto es, que desde el acto inicial, la retención arbitraria de la víctima, el hecho continúa consumándose de manera indefinida en el tiempo, y el límite final de ejecución del delito está dado por la terminación de ese estado de privación de libertad, ya porque de alguna manera se recobra ésta (el victimario la libera, es rescatada, etc.), ya porque se ocasiona su deceso.

Si la persona es privada de su libertad de locomoción, luego de lo cual se le causa la muerte, no genera incertidumbre la comisión de dos conductas diferenciables que, por tanto, concurren, en tanto se presentan dos momentos, uno de retención y otro de muerte, pero es evidente que la primera deja de consumarse cuando se causa el homicidio. Pero la fijación de un momento cierto en el cual termina la consumación no descarta la existencia de la desaparición.”(Negrillas fuera de texto)
570. Así las cosas, resulta claro que la desaparición forzada referenciada en el presente hecho, recae también sobre Lincón Antonio Martínez Prado, aunque su cadáver haya sido recuperado, pues se tiene certeza que con posterioridad a la privación de su libertad de locomoción, este fue asesinado y su cadáver arrojado al río Magdalena, situación que solo fue conocida por sus familiares en razón de las versiones libres, razón por la que el cargo por el delito de Desaparición forzada de que trata el artículo 165 de la Ley 599 de 2000 se LEGALIZA, precisando que dicha conducta punible recae sobre las víctimas Abel y Lincón Antonio Martínez Prado. 

571. En lo que respecta al delito de Secuestro simple inferido por la retención de la que fue víctima Lincon Antonio Martínez Prado, encuentra la Sala que la intención de privar de la libertad de locomoción a las víctimas, no tenía un carácter transitorio, ni fines distintos a los de desaparecerlos, adecuándose la conducta al delito de Desaparición forzada y no al de Secuestro, frente al cual, tal y como lo ha señalado la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia existe un concurso aparente.

572. La Corte Constitucional en Sentencia  C-400 de 2003 señaló: 

“Desde un primer nivel de análisis hay que indicar que los delitos de secuestro y desaparición forzada constituyen dos tipos penales diversos.  Es decir, se trata de distintas valoraciones realizadas por el legislador penal a partir de hechos también distintos
.  

En el caso del secuestro, la estructura típica del comportamiento remite a la privación transitoria de la libertad, o, como lo dice la ley, a la acción de arrebatar, sustraer, retener u ocultar a una persona.  Y tal conducta puede cometerse con el propósito de exigir por su libertad un provecho o cualquier utilidad,  o para que se haga u omita algo, o con fines publicitarios o de carácter político  -eventos constitutivos de secuestro extorsivo-, o puede cometerse con propósitos distintos a esos  -caso del secuestro simple-.  

El delito de secuestro se caracteriza por el carácter transitorio de la privación de la libertad a que se somete a la víctima y, en la gran mayoría de los casos, la finalidad que persigue el sujeto activo del delito no se agota en el acto del secuestro ya que éste es asumido como un medio para conseguir un fin diverso.  De allí que en estos supuestos al autor le interese que se conozca su acto pues ese es el primer paso con miras a la realización de las exigencias que tiene en mente.  

En el delito de desaparición forzada, en cambio, el actor no pretende arrebatar, sustraer, retener u ocultar transitoriamente a una persona sino privarla de la libertad, ocultarla y no dar información sobre su paradero.  De allí que el autor, lejos de buscar que se conozca el acto material del delito, pretenda que tanto su comportamiento como la suerte de la víctima, permanezcan en la clandestinidad pues se trata de un delito que no es concebido como un instrumento para la realización de otros propósitos previstos en el tipo sino como un delito cuyo fin se agota en su sola consumación”

573. De conformidad con lo anterior y teniendo en cuenta que en el caso que nos ocupa las víctimas fueron arrojadas al río, es claro que dicho comportamiento se ajusta a los patrones de conducta propio de las autodefensas, caracterizados por pretender ocultar la comisión de los homicidios desapareciendo a las víctimas sin dejar rastros de su paradero, llegando incluso en algunos casos a procurar que los cuerpos sin vida no salieran a flote nuevamente, mediante la introducción de elementos de peso al interior de los cuerpos.

574. Así las cosas, tal y como se ha dicho la conducta se adecua al tipo penal de Desaparición forzada razón por lo que no se LEGALIZA el cargo formulado por el delito de Secuestro simple.

575. Finalmente frente al delito de Tortura objeto de formulación de cargos, la Sala no encuentra evidencias que permitan inferir la ocurrencia de tal conducta punible, pues las señales de golpes referenciados por el Fiscal, que se observaron en el cadáver de una de las víctimas, no resultan suficientes para concluir que la víctima fue sometida a dolores o sufrimientos graves, con el fin de obtener de ella confesión, información, castigarla, intimidarla o coaccionarla en las formas requeridas por el artículo 137 del C.P. para la configuración del tipo penal de Tortura en persona protegida, mientras que si son propios de las agresiones a las que generalmente eran sometidas la víctimas antes de ser asesinadas, razón por la que no se LEGALIZA el cargo formulado. 

6.6.38 Cargo 36: Homicidio Del Ciudadano Jhonn Jaider Bacca Machado
576. El día 12 de diciembre de 1999 en el municipio de Ocaña-Norte de Santander, Jhon Jaider Bacca Machado fue asesinado mediante disparos de arma de fuego propinados por los integrantes de la organización paramilitar conocidos con los alias de “El Paisa” y “Tito”
, por orden de José Antonio Hernández Villamizar, alias “Jhon” quien señaló a la víctima como miliciano del Frente Armando Cauca Guerrero del Ejército de Liberación Nacional E.L.N. que operaba en el Catatumbo, sin que se cuente con elementos de verificación de tal acusación. 

577. El postulado Juan Francisco Prada Márquez en diligencia de versión libre del 3 de septiembre de 2009 aceptó su responsabilidad por la comisión del hecho, al tiempo que afirmó que en su ejecución también participaron  alias “Diomedes” y alias “Polocho”.

578. Se aportaron al proceso el Informe de Policía Judicial No. 125 del 21 de abril de 2009; Acta de Inspección a Cadáver No. 143; Necropsia A-0156-99 y Registro Civil de Defunción 1828989 con los que se haya acreditada la muerte violenta de Jhonn Jaider Bacca Machado.

579. En virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad el Delegado fiscal adecuó la conducta contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
580. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.39 Cargo 37: Homicidio Del Ciudadano Arismel Manosalva Navarro
581. El 23 de mayo del 2002, en la vía conocida como “Agua de la Virgen” que conduce del barrio Santa Clara a la vereda Venadillo del municipio de Ocaña-Norte de Santander Arismel Manosalva Navarro fue interceptado por los miembros de las AUC José Diomedes Peña Barrera a.“Diomedes”, Luis Cañizales Plata a. “Fuego Verde”, a. “Rufino”, a. “El Mono” y  a. “El Polocho”, quienes procedieron a asesinarlo mediante disparos de arma de fuego, en cumplimiento de orden dada por José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon”, debido a información relacionada con la pertenencia de la víctima al grupo subversivo E.L.N. 
582. José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon”, en versión libre rendida el 2 de mayo de 2011, afirmó haber recibido la orden de asesinar a Arismel Manosalva Navarro de parte de Noé Jiménez Ortiz y alias “Juancho Prada”.

583. La Fiscalía aportó al proceso el Informe de Policía Judicial No. 95 del 21 de abril de 2009; Protocolo de necropsia A-0068-2002 y Registro Civil de Defunción con los que se acredita la muerte violenta de Arismel Manosalva Navarro.

584. El Delegado fiscal adecuó la conducta contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
585. Al respecto la Sala encuentra que de conformidad con lo expuesto por el representante de la Fiscalía y al encontrarse ajustada a derecho la adecuación típica es en estos términos que se LEGALIZA el cargo formulado. 

6.6.40 Cargo 38: Masacre Del Cerro De Las Flores

586. El 25 de abril de 2002 
 miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra de las AUC cuyas zonas de ingerencia comprendían el sur del Cesar y Ocaña, incursionaron en las veredas Piedecuesta, El Espejo, Cerro de las Flores, Vereda Ramírez, Llano Grande, González (Sur del Cesar) y Otare (Norte de Santander) con la finalidad de ubicar y asesinar a personas señaladas como miembros de grupos subversivos.

587. La referida incursión paramilitar fue preparada con días de anticipación comandada por Alfredo García Tarazona a. “Arley” quien le ordenó a un grupo conformado por cincuenta hombres aproximadamente, bajo el mando de José Antonio Hernández Villamizar, a. “Jhon”, concentrarse en la finca conocida como “El Amparo” ubicada en el corregimiento Los ángeles del municipio Río de Oro-Cesar, para seguidamente avanzar hasta la vereda Simañita del municipio de Ocaña- Norte de Santander donde se encontraron con otro grupo comandado por Héctor Julio Peinado Becerra, a. “Fredy.  

588. Posteriormente la totalidad del grupo arribó al municipio de González del departamento del Cesar, donde por orden de alias “Arley” reunieron a todos los pobladores en el parque central a fin de informar el motivo de su presencia en esa municipalidad e iniciar sus actividades delincuenciales entre las cuales se aprehendió a Arturo Arenas Montaguth, conocido con el alias de “Arturo” señalado como miembro de las milicias subversivas que operaban en la vereda Cerro de las Flores del municipio de Ocaña-Norte de Santander, quien les dio información relacionada con una celebración que tendría lugar en dicha vereda a la que asistiría el Jefe del Frente Libardo Mora Toro del Ejercito Popular de Liberación E.P.L Víctor Ramón Navarro a. “Megateo”, y fue utilizado además como guía de la incursión armada. 

589. En ese orden, en la madrugada del 25 de abril de 2002 hicieron su incursión en el Cerro de las Flores, organizados en grupos denominados escuadras conformados por diez hombres, y custodiados por miembros armados apostados en la vereda Alto de Trinidad quienes prestaban seguridad y acordonaban la zona, al tiempo que alias “Arley” al mando de una escuadra ingresó al lugar donde se estaba celebrando la precitada celebración en búsqueda de alias “Magateo”.

590. Horas mas tarde el comandante paramilitar “Arley” regresó a la vereda Alto de Trinidad a bordo de una camioneta hurtada en la que transportaba bebidas alcohólicas, una motocicleta marca Yamaha de 125 centímetros cúbicos de cilindráje, trayendo atado a Carlos Julios Sampayo Miranda, a quien señalaban como guerrillero, razón por la que dio la orden a alias “Barranquilla” de asesinarlo y este procedió a dispararle con arma de fuego en la cabeza y, su cadáver fue desmembrado y sepultado en una fosa común.  

591. Seguidamente procedieron a llevar a cabo las labores de búsqueda de aquellos señalados como guerrilleros guiados por alias “Arturo”, fue así como según el relato de Rodolfo Santiago Cañizáres, llegaron a su residencia, en la que prestaba el servicio de llamadas telefónicas, cuatro hombres, dos vestidos de civil y encapuchados y otros dos portando uniformes camuflados con brazaletes que consignaban las siglas AUC y armados con fusiles, indagando sobre el paradero de una joven que supuestamente había hecho una llamada; ante la negativa de este lo indagaron sobre si el teléfono ubicado en su residencia era de uso de la guerrilla, a lo que respondió que era de uso público, es decir de todo aquel que requiriera el servicio ya fuera guerrillero, paramilitar o miembro de la fuerza pública y que la única mujer que se encontraba era su esposa de 52 años de edad, razón por la que uno de los uniformados ingresó y sacó a su esposa Antonia Madriaga Santiago propinándole  múltiples disparos de fusil que le ocasionaron la muerte, seguidamente luego de observar con detenimiento el rostro de la víctima manifestaron haberse equivocado y se retiraron del lugar en medio de burlas. Según Rodolfo Cañízares al parecer a quien buscaban era a Adela Contreras, quien desempeñaba el cargo de promotora de salud en la vereda Rámirez donde también residía.

592. Blanca Nidia Salaza Carreño en entrevista concedida el 5 de junio de 2002, manifestó que el día de la incursión su compañero sentimental Carlos Julio Samapayo Miranda quien se desempeñaba como agricultor, se encontraba en la casa de su propiedad ubicada en El Cerro de las Flores, mientras que ella permaneció en casa de su madre, fue así como al día siguiente al llegar a su residencia encontró el lugar desordenado y sus bienes y enceres destruidos, siendo informada además por sus vecinos de que su compañero había sido secuestrado por un grupo de hombres armados en horas de la madrugada, quienes lo llevaron hasta la vereda Altos de Trinidad donde lo asesinaron, desmembraron y enterraron. 

593. María del Carmen Pérez, en entrevista rendida el 5 de abril de 2010 manifestó que el día de la incursión, en horas de la madrugada llegaron a su residencia hombres armados que portaban brazaletes de las AUC, y sacaron a su esposo Paulo Emilio Amaya Torres y a su hijo Alfonso Amaya Pérez hacía la vía publica, en donde fueron asesinados con arma blanca, propinándoles heridas en el cuello, abdomen y extremidades, hasta el punto que a su esposo le cercenaron la mano derecha. Por estos hechos decidió desplazarse de la región al igual que lo hicieron muchos pobladores.

594. El postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en versión libre del 2 de septiembre de 2009 manifestó que alias “Jhon” le informó que la muerte de estas personas durante la ejecución de la incursión obedeció a señalamientos infundados en contra de las mismas de pertenecer a la subversión, y/o ser colaboradores de la misma siguiendo las indicaciones de  alias “Arturo”, hechos en lo que participaron alias “Diomedes”, alias “Arturo”, alias “El Mono”, alias “Rufino” y alias “El Iguano” entre otros
.

595. Al procesó se aportaron copia de la versión libre de Juan Francisco Prada Márquez alias “Juancho Prada” del 2 de septiembre de 2009; versión libre de Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon” del 25 de abril de 2002;  versión libre del 20 de noviembre de 2009 de Javier Antonio Quintero Coronel alias “Pica Pica”; Informe de Policía Judicial No. 122 del 21 de abril de 2009; Acta de levantamiento de cadáver del 25 de abril de 2002; Protocolo de Necropsia del 29 de abril de 2002 y Registro civil de defunción No. 1981618 de Antonia Madariaga Santiago; entrevista del 18 de septiembre de 2009 realizada a Rodolfo Santiago Cañizares; entrevista del 13 de diciembre de 2011 realizada a Manuel Jesús Madariaga Santiago; Actas de inspección a cadáver Nos. 048 del 29 de abril de 2002,  045 del 25 de abril de 2002 y 044 del 25 de abril de 2002; Protocolos de necropsia Nos. A-0052-2002, A-0049-2002 y A-0048-2002; Registros civiles de defunción Nos. 1981109, No. 1981107, No. 1981115; declaración del 5 de junio de 2002 y entrevista del 10 de noviembre de 2011  de Blanca Nidia Salazar Carreño y entrevista del 5 de abril de 2010 de María del Carmen Pérez
.

596. La Fiscalía a tribuyó la responsabilidad del postulado Juan Francisco Prada Márquez a título de autor mediato por los delitos de Homicidio en persona protegida previsto en el artículo 135 del C.P. en concurso homogéneo sucesivo del que resultaron víctimas Carlos Julios Sampayo Miranda, Antonia Madriaga Santiago, Paulo Emilio Amaya Torres y Alfonso Amaya Pérez; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro simple previsto por el artículo 168 ibídem, en concurso homogéneo sucesivo; en concurso heterogéneo con el delito de Despojo en el campo de batalla establecido por el artículo 151 (por el automotor, la moto y otros bienes); en concurso heterogéneo con Actos de terrorismo previsto por del artículo 144
 el cual se evidencia ante la violencia excesiva ejercida sobre la población civil indiscriminadamente, junto a los homicidios ocasionados en la zona. Todos los anteriores delitos se entienden cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad establecidos por el artículo 58, numerales 2º y 5º de la Ley 599 de 2000.

597. De conformidad con lo anterior la Sala LEGALIZA los cargos formulados por el representante del ente Fiscal, precisando que en cuanto al delito de Despojo en el campo de batalla, resulta necesario adecuar la conducta en el delito de Hurto, destrucción y apropiación de bienes protegidos de acuerdo con el artículo 154 de la ley 599 de 2000, atendiendo los argumentos que sobre el tema se han expuesto en precedencia a lo largo de la presente providencia.

6.6.41 Cargo 39: Secuestro Y Homicidio De Virginia Florez Casariego Y Daño En Bien Ajeno
598. El 9 de mayo de 2001, siendo aproximadamente las 2:30 p.m., los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra conocidos con los alias de “Diomedes”, “Fuego Verde”, “El Iguano” y “Bigotes” irrumpieron destruyendo la puerta de la vivienda de Virginia Florez Casadiego, ubicada en la Calle 5ª # 13-97 del barrio La Libertad de Ocaña – Norte de Santander-, sustrayéndola de la misma y llevándola a bordo de una camioneta a la Finca Junín ubicada en la vereda El Danubio del corregimiento Agua de la Virgen-Ocaña-Norte de Santander, donde finalmente fue asesinada. El cadáver de la víctima fue encontrado el 14 de mayo del mismo año de ocurrencia de los hechos.

599. El postulado Juan Francisco Prada Márquez alias “Juancho Prada” en versión libre del 24 de enero de 2008, manifestó haber tenido conocimiento de las circunstancias en que sucedieron los hechos y que en estos participaron alias “Diomedes”, “Fuego Verde”, “El Iguano” y “Bigotes”, por información suministrada por José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon”, razón por la que aceptó su responsabilidad por haber sido cometido el hecho por miembros de la organización armada ilegal bajo su mando.

600. José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon”
 en versión libre del 4 de mayo de 2011, informó que el asesinato de Virginia Florez Casariego, obedeció a un señalamiento errado de Jhon Jairo Botello alias “Rufino”, quien luego del homicidio cometido durante un proceso de búsqueda del comandante militar Manuel del Libardo Mora Toro del EPL., por orden de alias “Juancho Prada”, admitió su equivocación, toda vez que en el momento de los hechos los miembros de la organización ilegal, estaban en espera de un contacto que tenia la guerrilla en San Calixto, vieron llegar a la víctima en un taxi, y con la convicción errada de que se trataba de la persona a la que estaban esperando, procedieron a interceptarla y asesinarla..
601. Al procesó se aportó copia de la versión libre de Juan Francisco Prada Márquez alias “Juancho Prada” del 24 de enero de 2008;  versión libre de José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon” del 4 de mayo de 2011; Acta de inspección a cadáver No. 057, Protocolo de necropsia No. A-0058-2001 y Registro civil de defunción No. 1927810 con los que se acredita la muerte violenta de Virgínia Florez Casariego.

602. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida contenido en el artículo. 135, Ley 599/2000, en las circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58-2º-5º, puesto que la víctima era integrante de la población civil ajena al conflicto armado imperante en el país, en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980, en razón a que la víctima fue retenida en contra de su voluntad y trasladada al sitio en el que finalmente fue asesinada, cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

603. Observa la Sala que acorde con los acontecimientos que durante el desarrollo de la diligencia de legalización de cargos el representante de la Fiscalía resolvió adicionar la formulación de cargos por el delito de Destrucción y apropiación de bienes protegidos, contemplado en el artículo 154 de la Ley 599 de 2000  y bajo el criterio de legalidad extendida ,teniendo en cuenta que para el ingreso a la vivienda de la víctima fue destruida la puerta de acceso, hecho que a su juicio comprende una afectación a bienes de carácter civil; no obstante teniendo en cuenta que la pena prevista para el delito de Daño en Bien ajeno resulta más favorable para los intereses del postulado solicita dar aplicación a la sanción prevista en el artículo 370 del Decreto-ley 100 de 1980, normativa vigente para la fecha del hecho, formulado en contra del postulado a titulo de autor mediato y aceptado por este de manera libre, voluntaria y debidamente asistido por su defensor
, por lo que la Sala por hallar conforme a derecho la postura de la Fiscalía en tales términos LEGALIZA el cargo formulado. 

6.6.42 Cargo 40: Secuestro Y Homicidio De Los Ciudadanos Francelina Velásquez Acosta Y Fernel Tarazona Rodríguez
604. En virtud de información suministrada por un miembro de la organización armada ilegal AUC infiltrado en la subversión conocido con el alias de “Gerson”, quien señalaba a los esposos Francelina Velásquez Acosta y Fernel Rodríguez Tarazona como guerrilleros de la red urbana de Ocaña, quienes tenían planeado llevar a cabo secuestros en esa municipalidad, el  6 de agosto de 1999 fueron sorprendidos en su residencia ubicada en la carrera 28 No. 8-18 de Ocaña-Norte de Santander, por José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon”, y los sujetos conocidos con los alias de “El Paisa”, “Dayro”, “José Deiner” y “Tribilín”, para luego trasladarlos a la vereda El Moñito, hurtarles joyas, dinero en efectivo y asesinarlos mediante disparos de armas de fuego en la zona rural de la vereda El Danubio del corregimiento de Pueblo Nuevo (Ocaña-Norte de Santander) donde fueron encontrados sus cuerpos sin vida. 

605. En versión libre rendida el 24 de noviembre de 2009, José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon”, manifestó que en la residencia de las víctimas se encontraron 3 pistolas, 150 balas calibre 9 milímetros, 6 granadas de fragmentación, 2 radios de comunicación, un escáner 7000 marca YAESU y una agenda con datos relacionados con los movimientos diarios de los miembros de las AUC, las placas de los vehículos en los que se movilizaban en Ocaña y grabaciones hechas a las comunicaciones de la Policía y el Ejército.
. 

606. El postulado Juan Francisco Prada Márquez en versión libre del 2 de septiembre de 2009 informó que en los hechos también participaron José Diomedes Peña Barrera alias “Diomedez  y los sujetos conocidos con los alias de “Coche” o “Coche Bala” y “Luis”.

607. Al proceso se aportaron las versiones libres de Juan Francisco Prada Márquez del 24 de enero de 2008 y del 4 de agosto de 2009; las versiones libres de José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon” del 24 de noviembre de 2009 y del 4 de mayo de 2011; Informe de Policía Judicial No. 126 del 21 de abril de 2009; Actas de inspección a cadáver No. 092 y No. 091; Protocolos de necropsias A-0097-99 y A-0096-99; Registros de defunción No. 1828853 y No. 1828852 con los que se acredita la muerte violenta de las víctimas.

608. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) en concurso homogéneo sucesivo; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple en concurso homogéneo sucesivo previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980 norma favorable vigente para la fecha de los hechos en razón a que las víctimas fueron retenidas en contra de su voluntad y trasladadas al lugar en el que finalmente fueron asesinadas, a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

609. Por igual formuló el Fiscal delegado el cargo en contra del postulado a titulo de autor mediato por el delito de Despojo en campo de batalla previsto en el artículo 151 de la ley 599 de 2000, frente al que la Sala considera que no es procedente toda vez que no se estructuran los elementos requeridos ni se corresponden los acontecimientos con la naturaleza o finalidad de dicho comportamiento típico (ver Supra, Párr. 282). Situación distinta ocurre frente a la conducta típica de que trata el artículo 154 de la ley 599 de 2000, norma que consagra el delito de Destrucción y apropiación de bienes protegidos, por lo que resulta procedente LEGALIZAR el cargo de acuerdo con dicho postulado normativo. Ahora bien, teniendo en cuenta que ésta última disposición señala una pena que oscila entre los 5 y 10 años, resulta que dando aplicación al principio de favorabilidad es más beneficioso para el postulado para efecto de fijación de la pena los artículos 349 y 351, numeral 10, del Decreto – Ley 100 de 1980 en relación con el delito de Hurto agravado, dado que tiene como punto de partida una pena fijada en 1 año de prisión. 

6.6.43 Cargos 41: Homicidio Del Ciudadano Luís Ernesto Vergel Reyes En Concurso Heterogéneo Con Exacciones O Contribuciones Arbitrarias
610. El 23 de octubre de 1999 los miembros de las AUC conocidos con los alias de “Diomedes” y “David” asesinaron mediante impactos de arma de fuego a Luis Ernesto Vergel Reyes mientras se encontraba en la estación de servicio conocida como La Masonia ubicada en el municipio de Ocaña-Norte de Santander.

611. El postulado Juan Francisco Prada Márquez alias “Juancho Prada”, en versión libre rendida el 4 de septiembre de 2009, manifestó haber tenido conocimiento de los hechos por información suministrada por alias “Jhon”, quien le manifestó que la víctima era considerada infundadamente como informante y colaborador  de la guerrilla.

612. En versión libre del 23 de noviembre del 2009, José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon” afirmó tener conocimiento de que el señor Vergel Reyes se dedicaba al comercio ilegal de gasolina, razón por la que pagaba un impuesto por la realización de tal actividad ilegal a las AUC, sin embargo al interior del camión de combustible transportaba municiones y armas para la subversión lo que motivó la orden de su asesinato.

613. Se aportó al proceso Versión libre de Juan Francisco Prada Márquez del 9 de septiembre de 2009; Versión libre del 23 de noviembre del 2009 rendida por José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon”; Informe de Policía Judicial No. 117 del 21 de abril de 2009; Acta de inspección de cadáver No. 127; Protocolo de necropsia A-0134-99 y Registro civil de defunción No. 1828931.

614. La Fiscalía en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad le formuló al postulado, bajo la forma de responsabilidad de autoria mediata, los cargos por los delitos de Homicidio en persona protegida consagrado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo con el delito de Exacción o contribuciones arbitrarias contemplado en el artículo 163 ibídem, cargo formulado igualmente por legalidad extendida, delito que a su juicio, para la fecha de la comisión del ilícito se corresponde con el de Extorsión previsto en el artículo 355 del Decreto Ley 100 de 1980. Delitos cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad contempladas en el artículo 58, numeral 2º y 5º, del C.P.

615. En lo que respecta al delito de Homicidio en persona protegida tal como ya se ha informado en la presente providencia en aras del principio de favorabilidad resulta procedente LEGALIZAR el cargo por el tipo penal previsto en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000.

616. En cuanto al delito de Exacción o contribuciones arbitrarias, observa la Sala que el comportamiento típico se corresponde al de Extorsión previsto en artículo 355 inciso primero del Decreto Ley 100 de 1980 que establece una sanción punitiva que parte de un mínimo de 4 años, razón por la que le resulta mas favorable al postulado para efecto de la fijación de la pena. 

617. En los anteriores términos se LEGALIZAN los cargos formulados. 
6.6.44 Cargo 42: Homicidio Del Ciudadano José Del Carmen Claro Romero
618. El 8 de enero de 1998 en momentos en los que se encontraba en la tienda de su propiedad de nombre “El Playón”, ubicada en la Calle 39 # 9 - 41 del barrio Maira Eugenia del municipio de Aguachica-Cesar, fue asesinado José del Carmen Claro Romero por los miembros de las AUC conocido con los alias de “Rancho”, “Pacho Paraco”, “Mario Castro” y “Niño Escobar”, quienes se movilizaban a bordo de un vehículo automotor de servicio público conducido por José René Cabrales, quien por la orden de “Mario Castro” detuvo el automotor para que alias “Rancho” bajara y le propinara a la víctima varios impactos de arma de fuego bajo señalamientos de pertenecer a la subversión; hecho en el que resultó gravemente herido su hijo Jairo Alonso Claro Ortega quien se encontraba en el lugar de los hechos.     

619. El postulado Alfredo Ballena en diligencias de versión libre rendidas los días 5 y 11 de marzo de 2010 afirmó que José del Carmen Claro Romero fue asesinado por ser señalado, de manera infundada,  como miembro de grupos subversivos, por orden del comandante Jairo Martínez Rincón alias “Pacho Paraco” y el comandante “Mario Castro”.

620. Al proceso se aportó la Versión libre de Juan Francisco Prada Márquez del 4 de septiembre de 2009; Versión libre de Alfredo Ballena alias “Rancho” del 11 de marzo de 2009; Informe de Policía Judicial No. 102 del 21 de abril de 2009; Acta de levantamiento de cadáver y Protocolo de necropsia A-080198004 UAG-SSN mediante los cuales se acredita la muerte violenta de la víctima.

621. En virtud del principio de legalidad extendida el Delegado fiscal adecuó la conducta contra Juan Francisco Prada Márquez en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
622. Al respecto la Sala encuentra que de conformidad con lo expuesto por el representante de la Fiscalía y en atención al principio de favorabilidad, la norma aplicable resulta ser el artículo 135 de la ley 599 de 2000. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

623. Observa la Sala que durante el transcurso de la diligencia de legalización de cargos el Fiscal resolvió adicionar formulación de cargos por el delito de Homicidio en persona protegida en grado de tentativa del que resultó víctima Jairo Alonso Claro Ortega, hijo de José del Carmen Claro Romero y quien lo acompañaba
 cuando fue sorprendido por los disparos de parte de alias “Rancho”, según lo manifestado por Ana Rosa Ortega Romero en Registro de Hechos Atribuibles a grupos armados al margen de la Ley, en el que además informó que Jairo Alonso Claro Ortega también fue impactado en los hechos ocasionándosele heridas con secuelas permanentes. El cargo adicionado fue aceptado por el postulado de manera libre, voluntaria y debidamente asistido por su defensor, por lo que la Sala ante la ausencia de objeciones LEGALIZA el cargo formulado.
6.6.45 Cargo 43: Homicidio De Nelson Ríos Pérez
624. El 5 de junio de 2000, en momentos en los que Nelson Pérez Ríos se encontraba departiendo en el establecimiento denominado “Billares Santander” fue sorprendido por los sujetos conocidos con los alias de “Rancho” y “Rubiano” quienes le exigieron salir del lugar y ante su negativa procedieron a asesinarlo mediante disparos de arma de fuego
 en cumplimiento de orden dada por Armando Madariaga Picón alias “María Bonita”.

625. En versión libre rendida el 30 de abril de 2008, Armando Madariaga Picón alias “María Bonita” informó haber recibido la orden de asesinar a Nelson Pérez Ríos de parte de “Mario Castro debido a que la víctima había pertenecido a las Autodefensas Unidas de Colombia (A.U.C.) y se tenia conocimiento de que exigía dinero a miembros de la población a nombre de la organización armada ilegal.

626. Al procesó se aportaron las versiones libres de Juan Francisco Prada Márquez  rendidas los días 31 de julio y 4 de septiembre de 2009
; Versión libre del 30 de abril de 2008 rendida por Armando Madariaga Picón alias “María Bonita”; Informe de Policía Judicial No. 104 del 21 de abril de 2009; Acta de inspección a cadáver y Registro civil de defunción No. 3479344, con los que se acredita la muerte violenta de la víctima.

627. En virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad el Delegado fiscal adecuó la conducta contra Juan Francisco Prada Márquez en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, cometido en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
628. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.46 Cargo 44: Homicidio Del Ciudadano Eligio Manosalva Pedroza En Concurso Heterogéneo Con Secuestro Simple, Actos De Terrorismo Y Tortura En Persona Protegida
629. El 29 de marzo de 1998 en horas de la mañana, Eligio Manosalva Pedroza fue retenido por los miembros de la organización armada ilegal AUC Omar Rivero Medina alias “Niño Escobar” y Alfredo Ballena alias “Rancho”, quienes lo obligaron a abordar un vehículo de servicio público (taxi), llevándolo hacia el sitio conocido como “Las Piñas” del municipio de Aguachica-Cesar, en el que luego de golpearlo a fin de que informara quienes eran los miembros de la banda delincuencial del barrio Idema, procedieron a asesinarlo mediante disparos de arma de fuego, dejando un cartel sobre su cadáver en el que se informaba que su muerte se debía a su pertenencia a la delincuencia común.

630.  En diligencia de versión libre rendida por Alfredo Ballena, alias “Rancho” informó que la víctima quien era conocida con el alias de “Pito de Bomba” fue asesinada en cumplimiento de orden impartida por alias “Pacho Paraco” y “Mario Castro”.

631. En entrevista concedida el 16 de abril de 2010 por Ana María Pedroza Pedroza, madre de Eligio Manosalva Pedroza informó que su hijo padecía una discapacidad cognitiva.

632. El delegado Fiscal allegó a las presentes diligencia la versión libre de Juan Francisco Prada Márquez rendida el 30 de julio de 2009;  Versión libre de Alfredo Ballena alias “Rancho”; Informe de Policía Judicial No. 105 del 21 de abril de 2009; Acta de levantamiento del cadáver; Protocolo de necropsia No. 300398029-UAG-SCE y Registro civil de defunción No. 2321900 de quien en vida respondía al nombre de Eligio Manosalva Pedroza.

633. La Fiscalía atribuyó la responsabilidad del postulado a titulo de autor mediato, en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad por los delitos de Homicidio en persona protegida previsto en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000; en concurso heterogéneo con los delitos de Secuestro simple de que trata el artículo 168 ibíden; Actos de terrorismo consagrado en el artículo 144 y Tortura en persona protegida del artículo 137 de la misma normatividad. Conductas ejecutadas en circunstancias de mayor punibilidad contempladas en los numerales 2 y 5 del artículo 58 del C.P. 

634. En el delito de tortura se legaliza de acuerdo con lo pedido por la Fiscalía y bajo el concepto de legalidad extendida como Tortura en persona protegida de acuerdo con lo previsto por el artículo 137 de la Ley 599 de 2000. Sin embargo para la correspondiente dosificación punitiva se atenderá la norma favorable vigente para la fecha de los hechos, esto es el artículo 279 del Decreto Ley 100 de 1980. 
635. De la misma forma el delito de Actos de Terrorismo se legaliza conforme a lo reglado por el artículo 144 de la Ley 599 de 2000, en tanto que para la correspondiente dosificación  de la eventual pena a imponer se atenderá la norma mas favorable, es decir el artículo 187 del Decreto ley 100 de 1980, vigente para la fecha de los hechos.
636. Respecto del Delito de Secuestro simple, de acuerdo con lo planteado por el delegado fiscal, se legaliza el cargo conforme a lo dispuesto por el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980, por ser la norma favorable y vigente para la fecha de los hechos.
637. En estos términos se LEGALIZAN los cargos formulados. 

6.6.47 Cargo No. 45
 Homicidio Agravado En Concurso Heterogéneo Con El Delito De Secuestro Simple De Rafael Uribe Nieto.
638. El diez (10) de junio de dos mil (2000), en el municipio de Aguachica-Cesar Alfredo Ballena a. “Rancho”, Armando Madarriaga Picon a. “María Bonita” y Luis Manuel Zorrilla a. “Rubiano”, ingresaron a la vivienda de Rafael Uribe Nieto, Gerente de la empresa de Comunicaciones Telecom con sucursal en dicho municipio, solicitándole que los acompañara a una reunión con  el comandante del grupo armado ilegal que operaba en esa zona, razón por la que ingresó a un vehiculo automotor en compañía de a. “Rancho”, quien después de recorrido un trayecto detuvo el automotor y una vez en el lugar donde supuestamente se llevaría a cabo la reunión, alias “Rancho” y “Rubiano” procedieron a asesinarlo mediante disparos de arma de fuego, en razón a que en contra de la víctima existían señalamientos infundados de ser informante de la subversión.

639. Con ocasión de estos hechos, la señora Elizabeth Amaya Páez, esposa de Rafael Uribe Nieto,  y sus hijos Lina del Pilar, Fernando Rafael y Lesly Paola Uribe Amaya, tuvieron que desplazarse del municipio de Aguachica. 

640. La muerte de Rafael Uribe Nieto se encuentra acreditada a través del Certificado de defunción No. 3479352
 del trece de junio de 2000. De igual forma se cuenta con las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez, Alfredo Ballena a. “Rancho” 
 y Armando Madariaga Picon a. “María Bonita”
.

641. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta  resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980  en razón a que la víctima fue retenidas en contra de su voluntad y trasladada al lugar en el que finalmente fue asesinada, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

642. Observa la Sala que en diligencia de legalización de cargos, el representante de la Fiscalía aadicionó el cargo por el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  del que fueron víctimas Elizabeth Amaya Páez, Fernando Rafael, Lesly Paola y Lina del Pilar Uribe Amaya, sancionado en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000, cargo que fue aceptado por el postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato, por lo que ante la ausencia de objeción alguna con relación a este proceso de adecuación típica la Sala dispone la LEGALIZACIÓN del cargo por el desplazamiento forzado de las personas referenciadas en los términos en que se formularon.

6.6.48 Cargo No. 46
 Homicidio en persona protegida de José María Tovar Torres.

643. Los hechos tuvieron ocurrencia el nueve (09) de junio de dos mil  (2000), en el municipio de Aguachica-Cesar, en la casa de habitación del señor José María Tovar Torres, quien se desempeñaba como vendedor de pescado. Armando Madarriaga Picon a. “María Bonita”, José Anselmo Quintero Uribe a. “Pardillo”, Alfredo Ballena a. “Rancho”, Luís Manuel Zorrilla Contreras a. “Rubiano” y Humberto Afanador Cárdenas a. “Chorola“,  irrumpieron en la casa de la víctima y sin mediar palabra le dispararon con arma de fuego, causándole la muerte, bajo supuestos señalamiento infundados de ser colaborador de la subversión. 

644. Con ocasión de estos hechos, la señora Graciela del Carmen  Angarita Luna, esposa de José María Tovar Torres, su hijo Juan Carlos Tovar Angarita y la señora María Inés Luna Botello suegra de la víctima directa, tuvieron que desplazarse del municipio de Aguachica. 

645. La muerte de José María Tovar Torres se encuentra acreditada con el Registro civil de defunción No. 3479353
 del trece de junio de 2000 y las versiones libres rendidas por Juan Francisco Prada Márquez
y por Armando Madarriaga Picon a. “María Bonita
”. Adicionalmente se cuenta con las entrevistas rendidas por Graciela
 del Carmen Angarita Luna y Juan
 Carlos Tovar Angarita.

646. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulados por la Fiscalía. 

647. Observa la Sala que el representante de la Fiscalía adicionó el cargo por el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  del que fueron víctimas Graciela del Carmen Angarita Luna, Juan Carlos Tovar Angarita y María Inés Luna Botello, sancionado en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000, cargo que fue aceptado por el postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato, por lo que ante la ausencia de objeción alguna con relación a este proceso de adecuación típica la Sala dispone la LEGALIZACIÓN del cargo por el desplazamiento forzado de las personas referenciadas en los términos en que se formularon.

6.6.49 Cargo No. 47
 Homicidio en  persona protegida de Joel Quintero Carrascal

648. El veintitrés (23) de septiembre de dos mil  (2000), en el corregimiento de Noriam del municipio de Aguachica - Cesar, en el lugar donde Joel Quintero Carrascal desempeñaba su labor como comerciante, irrumpieron los miembros de la organización armada ilegal conocidos con los alias de “Manizales” y “María Bonita”, quienes procedieron a dispararle con armas de fuego ocasionándole la muerte, habida cuenta que en contra de la víctima existían señalamientos no acreditados, de ser colaborador de la subversión. 

649. Como consecuencia de este hecho, Mary Luz Toro Carrillo, compañera permanente de la víctima directa, su hija Nasly Dalieth Quintero Toro y Elvira Carrascal Rodríguez, se vieron desplazadas de manera forzosa del municipio de Aguachica, por temor de atentados en contra de su integridad física.

650. La muerte de Joel Quintero Carrascal se encuentra acreditada a través del Registro civil de defunción No. 2183674
 del veinticuatro de septiembre de 2000. De igual forma se cuenta con las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez y por Armando
 Madarriaga Picon a. “María Bonita”. 

651. El representante del ente instructor adecuó la conducta descrita, en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder del cual el postulado Juan Francisco Prada Márquez era comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulados por la Fiscalía. 

652. Observa la Sala que el representante de la Fiscalía adicionó el cargo por el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  del que fueron víctimas Mary Luz Toro Carrillo, Nasly Dalieth Quintero Toro y Elvira Carrascal Rodríguez, sancionado en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000, cargo que fue aceptado por el postulado Juan Francisco Prada Márquez a titulo de autor mediato, por lo que ante la ausencia de objeción alguna con relación a este proceso de adecuación típica la Sala dispone la LEGALIZACIÓN del cargo por el desplazamiento forzado de las personas referenciadas en los términos en que se formularon.

6.6.50 Cargo No. 48
 Homicidio en persona protegida en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro simple de Wilmar Reyes Ballena.

653. Los hechos tuvieron ocurrencia el veinticuatro (24) de mayo de dos mil  (2000), en la vía que conduce al municipio de Puerto Mosquito del departamento del Cesar, en momentos en que Wilmar Reyes Ballena se encontraba departiendo en el bar conocido como “Acapulco” ubicado en esa localidad  y del cual fue sustraído y retenido por parte de los miembros de la organización ilegal, Luis Manuel Zorrilla a. “Rubiano” y Armando Madarriaga Picon a. “María Bonita”, quienes posteriormente procedieron a darle muerte mediante disparos de arma de fuego bajo señalamientos infundados de ser colaborador de grupos subversivos y expendedor de drogas. 

654. Se tiene acreditada la muerte de Wilmar Reyes Ballena, a través del Registro de defunción No. 3479329
 del veinticinco de mayo de 2000 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”, Alfredo
 Ballena a. “Rancho” y por Armando
 Madarriaga Picon a. “María Bonita”. Adicionalmente se cuenta con la entrevista
 rendida por la señora Donelia Ballena Sosa, madre del occiso.

655. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980  en razón a que la víctima fue retenida en contra de su voluntad para posteriormente ser asesinada, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.51 Cargo No. 49
 Homicidio agravado de Rene Vergel Álvarez

656. El once (11) de enero de mil novecientos noventa y nueve  (1999), en el parque San Antonio ubicado en el municipio de Aguachica-Cesar, en momentos en que Rene Vergel Álvarez se encontraba en un puesto de comida rápida, fue asesinado mediante disparos de arma de fuego propinados por los miembros de la organización armada ilegal, José Anselmo Quintero Uribe a. “Pardillo” y Armando Madariaga Picon a. “María Bonita”. De conformidad con la información  verificada por el ente fiscal, el asesinato de Vergel Álvarez tuvo lugar como consecuencia de señalamientos infundados de ser auxiliador de grupos subversivos. 

657. Se acreditó la muerte de René Vergel Álvarez, a través del Registro civil de defunción No. 3423948
 del diecinueve de enero de 1999 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y por Armando
 Madariaga Picon a. “María Bonita”. De igual forma se cuenta con las entrevistas rendidas por Evelia
 Álvarez de Vergel madre de la víctima y Elizabeth
 Vergel Álvarez, hermana.

658. El representante del ente instructor adecuó la conducta descrita, en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder del cual el postulado Juan Francisco Prada Márquez era comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulados por la Fiscalía. 

6.6.52 Cargo No. 50
 Homicidio agravado de Bautista Pedraza Téllez

659. El once (11) de enero de mil novecientos noventa y nueve  (1999), en la carrera 40 No. 7B-140 del municipio de Aguachica - Cesar, en momentos en que Bautista Pedraza Téllez se encontraba esperando el transporte público fue interceptado por Humberto Afanador a. “Chorola” y Luis Manuel Zorrilla a. “Rubiano”, quienes procedieron a dispararle con arma de fuego ocasionándole la muerte, bajo supuestos señalamiento infundados de ser colaborador de la subversión. 

660. Se acreditó la muerte de Bautista Pedraza Téllez, a través del Registro civil de defunción No. 23423947
 del diecinueve (19) de enero de mil novecientos noventa y nueve (1999) y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y por Armando
 Madariaga Picon a. “María Bonita”.  Igualmente se cuenta con la entrevista rendida por la señora Lina
 Villegas Portillo, cónyuge de la víctima.

661. El representante del ente instructor adecuó la conducta descrita, en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) argumentando además que la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder del cual el postulado Juan Francisco Prada Márquez era comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.53 Cargo No. 51
 Homicidio en persona protegida y Secuestro simple de Yolanda Rodríguez Carvajal y Desplazamiento forzado.

662. El veintidós (22) de febrero de mil novecientos noventa y ocho (1998) en el municipio de Gamarra-Norte de Santander los miembros de la organización armada ilegal Raúl Prada Lamus a. “Raulito”, Alfredo Ballena a. “Rancho”, Giovanni Lemus García a. “Chupete”, Juan Tito Prada Prada a. “Tito”, Omar Medina a. “Niño Escobar” y el individuo conocido con el alias de “El Cura”, irrumpieron en el domicilio de Yolanda Rodríguez Carvajal, sustrayéndola del mismo y obligándola a abordar un vehículo automotor en el que luego de llevarla a un lugar despoblado cercano al corregimiento de Acapulco, procedieron a propinarle disparos con arma de fuego que le ocasionaron la muerte, dejando su cadáver abandonado en la vía publica. 

663. De conformidad con las labores de verificación llevadas a cabo por el ente fiscal se pudo establecer que el asesinato de Yolanda Rodríguez Carvajal, fue el resultado de señalamientos en su contra, carentes de acreditación alguna, de ser informante del grupo subversivo que operaba en la región. 

664. Con ocasión de estos hechos su esposo Pedro Barrera Urrieta y sus hijos Euliser, José y Carmen Elena Barrera Rodríguez, se vieron obligados a abandonar de manera forzosa el municipio de Gamarra por temor a atentados en contra de su integridad física.

665. Se tiene acreditada la muerte violenta de Yolanda Rodríguez Carvajal, a través del certificado de defunción No. 04448812
 del veintisiete de noviembre de 2007 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y por Alfredo
 Ballena a. “Rancho”. 

666. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) retomando que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980  en razón a que la víctima fue retenida en contra de su voluntad llevada al sitio donde finalmente fue asesinada, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; en concurso heterogéneo con el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  de que trata el artículo 159 de la Ley 599 de 2000 del que resultaron víctimas los miembros de su núcleo familiar antes relacionados cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.54 Cargo No. 52
 Homicidio en persona protegida de Leonardo Cuan Avendaño

667. El veintisiete (27) de diciembre de dos mil uno (2001), en momentos en que Leonardo Cuan Avendaño se encontraba en su residencia ubicada en el barrio El Retiro del municipio de Ocaña-Norte de Santander, fue asesinado mediante disparos de arma de fuego propinados por los miembros de las AUC Diomedes Peña Barrera, a. “Pocholo” y a. “Rufino”, bajo señalamientos infundados en contra de la víctima de traficar armas y municiones para la subversión.

668. Al procesó se aportó el Registro civil de defunción No. 1927883
 del veintiocho de diciembre de dos mil uno con el que se acreditó la muerte violenta de Leonardo Cuan Avendaño; Versión libre rendida por Juan Francisco Prada Márquez
 y entrevistas rendidas por Hermelinda Avendaño
 y Gerardo Cuan Avendaño madre y hermano de la víctima.

669. El representante del ente instructor adecuó la conducta descrita al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) atribuido al postulado a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder del cual el postulado Juan Francisco Prada Márquez era comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.55 Cargo No. 53
 Homicidio Agravado de José Antonio Sánchez García.

670. Los hechos tuvieron ocurrencia el ocho (8) de marzo de mil novecientos noventa y nueve  (1999), en el barrio Santa Clara del municipio de Ocaña-Norte de Santander, en momentos en los que José Antonio Sánchez se encontraba departiendo en un establecimiento denominado la “Fuente de Olga”, lugar al que ingresaron los miembros de la organización armada ilegal Alfredo Ballena a. “Rancho” y a. “Cabeza de Puerco”, disparando indiscriminadamente con armas de fuego, de tal forma que los proyectiles impactaron en la humanidad de José Antonio Sánchez ocasionándole la muerte.

671. Tal como lo informa el delegado del ente fiscal, las labores de verificación permitieron establecer que los comandantes paramilitares habían dado la orden a los perpetradores materiales del hecho de asesinar a otro individuo del que no se pudo establecer su identidad, y que también se encontraba presente en el lugar, razón por la que el homicidio de José Antonio Sánchez obedeció a un error de los miembros de la organización paramilitar.
672.  La muerte de José Antonio Sánchez García, se acreditó  mediante el Certificado de defunción No. 1961724
 del diecisiete de marzo de 1999 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”, Alfredo
 Ballena a “Rancho” y José Antonio
 Hernández Villamizar a. “Jhon”; se cuenta con las entrevistas rendidas por,  Ilma
 María García y José
 Ramiro Sánchez padres de la víctima, y  Maritza
, Carlos
 Jorge,  María
 Celina, Joaquín
  y Noris
 Sánchez García, hermanos de José Antonio Sánchez. 
673. El representante del ente instructor adecuó la conducta descrita, en virtud del principio de legalidad extendida, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000), resaltando además que la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder del cual el postulado Juan Francisco Prada Márquez era comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.56 Cargo No. 54
 Homicidio agravado de  Robinson Quintana León en concurso homogéneo y sucesivo con los delitos de actos de terrorismo y Desplazamiento forzado.

674. El veinte (20) de abril de mil novecientos noventa y nueve  (1999), Robinson Quintana León  se encontraba en su residencia ubicada en el barrio Camino real del municipio de Ocaña-Norte de Santander en compañía de su esposa y de sus tres menores hijos, cuando fue sorprendido por los miembros de la organización paramilitar conocidos con los alias de “José”, “Bayron” y “Luis” quienes amenazaron con utilizar granadas de fragmentación en caso de que no se les permitiera  el acceso al inmueble; seguidamente procedieron a derribar la puerta y una vez en el interior lo asesinaron mediante disparos de armas de fuego bajo señalamientos infundados en contra de la víctima de pertenecer a la delincuencia común.

675. En consecuencia Mónica Carrascal García, esposa de la víctima, y sus hijos, al igual que los señores José Joaquín López López, Henry Contreras Díaz y Eduvina Márquez Arias, quienes también eran señalados infundadamente de pertenecer a bandas de delincuencia común debieron desplazarse de manera forzosa de la región en aras de salvaguardar su integridad física. 

676. Se tiene acreditada la muerte violenta de Robinson Quintana León a través del certificado de defunción No. 1828752
 del veintiuno de abril de 1999; versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y José
 Antonio Hernández Villamil a. “Jhon”. Adicionalmente se cuenta con el Registro de Hechos atribuibles a grupos organizados al margen de la ley, diligenciado por Mónica
 Carrascal García, compañera permanente y el señor Ramiro
 Quintana, padre de Robinson Quintana León.

677. La Fiscalía atribuyó la responsabilidad del postulado a titulo de autor mediato, en virtud del principio de legalidad extendida por los delitos de Homicidio en persona protegida previsto en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000; en concurso heterogéneo con los delitos de Actos de terrorismo consagrado en el artículo 144 ibídem y Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil del artículo 159 de la misma normatividad. Conductas ejecutadas en circunstancias de mayor punibilidad contempladas en los numerales 2 y 5 del artículo 58 del C.P. 

678. En relación con el delito de Homicidio, considera la Sala que si bien sería pertinente, en aplicación del principio de legalidad estricta, legalizar el cargo conforme a lo previsto por los artículos 323 y 324 del Decreto Ley 100 de 1980, por ser la norma vigente al momento de los hechos, igualmente en aplicación del principio de favorabilidad que cobija al postulado debe  atenderse los extremos punitivos del artículo 135 de la Ley 599 de 2000 – Homicidio en persona protegida.
679. Frente al delito de Actos de Terrorismo se legaliza conforme a lo reglado por el artículo 144 de la Ley 599 de 2000, en tanto que para la correspondiente dosificación  de la eventual pena a imponer se atenderá la norma mas favorable, es decir la consagrada en el artículo 187 del Decreto ley 100 de 1980, vigente para la fecha de los hechos.

680. Finalmente en lo que respecta al delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  previsto en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000, la sala teniendo en cuenta que, tal y como se ha dicho, se trata de un delito de ejecución permanente, encuentra ajustada la adecuación típica efectuada por el delegado Fiscal.

681. En tales términos  se LEGALIZAN los cargos formulados. 

6.6.57 Cargo No. 55
 Homicidio en persona protegida de Eligio Antonio Herrera Rincón.

682. El veintiséis (26) de agosto de mil novecientos noventa y nueve  (1999), en momentos en los que Eligio Antonio Herrera Rincón se encontraba en un establecimiento destinado a la reparación y mantenimiento de llantas y neumáticos ubicado en el municipio de Aguachica-Cesar, fue abordado por los miembros de la organización armada ilegal Alfredo Ballena a. “Rancho”, Armando Madariaga Picon a. “María Bonita” y Omar Enrique Rincón Herrera a. “Chavo”, quienes procedieron a darle muerte mediante disparos de arma de fuego.

683. De conformidad con las labores de verificación llevadas a cabo por la Fiscalía se pudo establecer que el asesinato de Eligio Antonio Herrera, se debió a señalamientos infundados en su contra de ser colaborador de grupos subversivos que operaban en la región. 

684. Se tiene acreditada la muerte de Eligio Antonio Herrera Rincón, a través del Registro de defunción No. 03643724
 del treinta y uno de agosto de 1999; versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”, Alfredo
 Ballena a. “Rancho” y Armando
 Madariaga Picon a. “María Bonita”. Se cuenta igualmente con las entrevistas  rendidas por Carmen
 concepción Rincón, madre del occiso, Jesús
 Alfredo, Margarita
, María
 de los Ángeles, Carlos
 Isidro, José
 Trinidad, Ana
 del Carmen y José  Herrera, hermanos de la víctima, y  Luis
 Herrera padre de Eligio Antonio.

685. El representante del ente instructor adecuó la conducta descrita, en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder del cual el postulado Juan Francisco Prada Márquez era comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.58 Cargo No. 56
 Homicidio en persona protegida de Oscar Norberto Rodríguez Cervantes.

686. El diecinueve (19) de febrero de dos mil  (2000), en momentos en que  Oscar Norberto Rodríguez Cervantes salía del bar conocido como “La potencia” ubicado en el municipio de Ocaña-Norte de Santander fue abordado por los miembro de la organización armada ilegal – AUC-, José Diomedes Barrera a. “Diomedes” y a. “Chivo o Gallardo”, quienes sin mediar palabra le propinaron varios impactos de arma de fuego, produciéndole la muerte, debido a señalamientos infundados de haber había sido miembro del grupo subversivo  conocido como Ejercido de Liberación Nacional –ELN-. 

687. La muerte de Oscar Norberto Rodríguez  Cervantes, se acreditó a través del certificado de defunción No. 03592821
 del dos de marzo de 2000 y versión libre rendida por Juan
 Francisco Prada Márquez. 

688. El representante del ente instructor adecuó la conducta descrita, en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) aclarando así mismo que la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder del cual el postulado Juan Francisco Prada Márquez era comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

6.6.59 Cargo No. 57
 Homicidio en persona protegida de Yurgen Prado Duran en concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de Secuestro simple y Desplazamiento forzado.

689. El veintiséis (26) de septiembre de dos mil (2000), Yurgen Prado Duran conducía su vehículo en la ruta que conduce del municipio de Aguas Claras al municipio de Teorama-Norte de Santander, cuando fue interceptado por los miembros del grupo armado ilegal José Diomedes Peña Barrera a. “Diomedes”, a. “El iguano”, Nelson Albero Gómez Silva a. “El mico” y José Antonio Hernández Villamizar a. “Jhon”, quienes luego de obligarlo a abordar otro vehículo en el que se transportaban, lo llevaron hasta la vereda Lago de la Virgen, exactamente frente al cementerio de esa localidad, donde finalmente fue ultimado mediante disparos de arma de fuego. 

690. Es de anotar que según informa el representante del ente Fiscal la víctima había sido secuestrada el año inmediatamente anterior a la fecha de los hechos, porque al parecer suministraba información al grupo subversivo conocido como Ejercito Popular de Liberación –EPL.-; posteriormente fue liberado, y según se pudo constatar la organización paramilitar consideró que éste había reincidido en su apoyo al grupo guerrillero, razón por la que procedieron a su asesinato.
691.  Con ocasión de estos hechos, Ludis López y el menor J. Prado López, esposa e hijo de la víctima directa, se vieron desplazados de manera forzosa del municipio de Ocaña por el temor generado por la ocurrencia de los hechos. 

692. Se tiene acreditada la muerte de Yurgen Prado Duran, a través del certificado de defunción No. 1837318
 del veintisiete de septiembre de 2000 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”, José
 Antonio Hernández Villamil a. “Jhon”, Manuel
 de Jesús Solano España y Audilio
 Barrientos. 
693. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980  en razón a que la víctima fue retenida en contra de su voluntad y trasladad al lugar donde finalmente fue asesinada, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; en concurso heterogéneo con el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  de que trata el artículo 159 de la Ley 599 de 2000 del que resultaron víctimas los miembros de su núcleo familiar antes relacionados, cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 
6.6.60 Cargo No. 58
 Homicidio en persona protegida de Omar Arturo Díaz Rojas.

694. El seis (6) de abril de dos mil dos (2002), en las instalaciones de la empresa de transporte “Cotransunidos” ubicada en el barrio Santa Clara del municipio de Ocaña-Norte de Santander donde se encontraba Omar Arturo Díaz Rojas, irrumpieron Nelson Alberto Gómez Silva a. “El Mico”, José Diomedes Peña Barrera a. “Diomedes”, Luis Cañizales Plata a. “Fuego verde”, en compañía de a. “Mac Guiver” quienes procedieron a darle muerte mediante disparos de arma de fuego bajo señalamientos no acreditados de ser miembro del grupo subversivo EPL. 

695. Se tiene acreditada la muerte de Omar Arturo Díaz Rojas, a través del Registro de defunción No. 1927998
 del dieciséis de abril de dos mil dos y la versión libre rendida por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”. Se cuenta a su vez con entrevista de Gladis
 Cecilia Rojas Díaz, madre de la víctima.

696. Por estos hechos se formuló el cargo a titulo de autor mediato en contra del postulado por el delito de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58-2°-5°, Ibídem, razón por la que por encontrarse ajustada a derecho se LEGALIZA el cargo formulado.

6.6.61 Cargo no. 59
 Homicidio en Persona Protegida de Jesús Elías Avendaño Guerrero en Concurso Heterogéneo y Sucesivo Con El Delito De Actos de Terrorismo.

697. El doce (12) de junio de dos mil (2000), en el municipio de Ocaña-Norte de Santander, Jesús Elías Avendaño Guerrero fue sorprendido en la plaza de mercado de esa localidad por impactos de arma de fuego que le ocasionaron la muerte, propinados por Luis Antonio Carrillo Ortega a. “Franco” y John Jairo Morales Durango a. “Mora”, ante la vista de la comunidad en general y en horas de mayor concurrencia de compradores de la plaza publica, al parecer por señalamientos infundados de ser miembro de la subversión.

698.  Se tiene acreditada la muerte de Jesús Elías Avendaño Guerrero, a través del Certificado de defunción No. 1837131
 del trece de junio de 2000 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez. De otro lado se cuenta con la entrevista rendida por Ana
 del Carmen Melo Torres, esposa del occiso.

699. La fiscalía en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, formuló los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58 en sus numerales 2° y 5°; en concurso  heterogéneo con el delito de Actos de terrorismo descrito en el artículo 144 Ibídem, argumentando que de las circunstancias modales en los que se cometió el hecho es dable concluir la intencionalidad de generar zozobra y temor en la comunidad en general como en efecto sucedió. 
700. Frente al delito de Actos de Terrorismo se legaliza conforme a lo reglado por el artículo 144 de la Ley 599 de 2000, en tanto que para la correspondiente dosificación  de la eventual pena a imponer se atenderá la norma mas favorable, es decir la consagrada en el artículo 187 del Decreto ley 100 de 1980, vigente para la fecha de los hechos.

701. En tales términos se LEGALIZAN los cargos formulados. 

6.6.62 Cargo No. 60
 Homicidio en persona protegida de Yony Jesús Ortega González en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de actos de terrorismo.

702. El veintitrés (23) de agosto de mil novecientos noventa y nueve (1999), Yony Jesús Ortega González fue ultimado en el parque principal del municipio de Ocaña-Norte de Santander, mediante disparos de arma de fuego propinados por Juan Tito Prada Prada a. “Tito”, Efraín Lindarte a. “Cabeza de balín” y a. “El paisa”, bajo señalamientos no acreditados de suministrarles insumos a la guerrilla del ELN. 

703. Se tiene acreditada la muerte de Yony Jesús Ortega González, a través del Certificado de defunción No. 1961768
 del veinticuatro de agosto de 1999 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y José
 Antonio Hernández Villamil a. “Jhon”.

704. La fiscalía en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad formuló los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58 en sus numerales 2° y 5°; en concurso  heterogéneo con el delito de Actos de terrorismo descrito en el artículo 144 Ibídem, argumentando que de las circunstancias modales en los que se cometió el hecho es dable concluir la intencionalidad de generar zozobra y temor en la comunidad en general como en efecto sucedió. 

705. Frente al delito de Actos de Terrorismo se legaliza conforme a lo reglado por el artículo 144 de la Ley 599 de 2000, en tanto que para la correspondiente dosificación  de la eventual pena a imponer se atenderá la norma mas favorable, es decir la consagrada en el artículo 187 del Decreto ley 100 de 1980, vigente para la fecha de los hechos.

706. En tales términos se LEGALIZAN los cargos formulados. 

6.6.63 Cargo No. 62
 Homicidio en persona protegida de Jesús Alirio Angarita Carrascal  en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de Secuestro simple, Tortura, Actos de terrorismo y Hurto calificado.

707. El dos (02) de noviembre de dos mil (2000), en el municipio de Ocaña-Norte de Santander, en momentos en que Jesús Alirio Angarita Carrascal se transportaba en una motocicleta, fue interceptado por varios hombres armados pertenecientes a las “AUC”, dentro de los cuales se encontraban José Diomedes Peña Barrera a. “Diomedes”, Nelson Alberto Gómez Silva a. “El mico”, a. “Salta montes”, a. “Fuego verde” y a. “Rufino”, quienes luego de obligarlo a bajar del vehículo lo llevaron a una zona de asentamiento de esa organización ilegal; lugar en el que fue retenido por varios días, durante los cuales fue torturado a fin de que confesara su pertenencia a grupos subversivos, para finalmente ser asesinado mediante disparos de arma de fuego; su cuerpo fue encontrado el nueve (09) de noviembre del mismo año en la vereda Venadillo de esa municipalidad.

708. De conformidad con las labores de verificación se pudo establecer que la víctima era señalada de manera infundada de pertenecer al grupo subversivo conocido como Ejercito Popular de Liberación, hecho que motivó su asesinato por parte de los miembros de grupo armado ilegal, quienes luego del homicidio se apropiaron de la motocicleta en la que se transportaba.

709. Se tiene probada la muerte de Jesús Alirio Angarita Carrascal, a través del Certificado de defunción No. 1837391
 del 10 de noviembre de 2000 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez, Nelson
 Alberto Gómez Silva y José
 Antonio Hernández Villamil a. “Jhon”. De otro lado se cuenta con la entrevista rendida por José
 Dolores Angarita, padre del occiso y por Carmen
 Elena Bayona, compañera permanente.

710. Por estos hechos conforme al criterio de la legalidad extendida se formularon los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso sucesivo y heterogéneo con los delitos de Tortura en persona protegida previsto en el artículo 137 de la Ley 599 de 2000, Actos de terrorismo consagrado en el artículo 144 ibídem y Despojo en campo de batalla artículo 151 Ibíd cometidos en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58 numerales 2° y 5°, y finalmente por el delito de Secuestro simple previsto por el artículo 269 del _Decreto ley 100 de 1980,.

711. Frente al delito de tortura se legaliza de acuerdo con lo pedido por la Fiscalía y bajo el concepto de legalidad extendida como Tortura en persona protegida de acuerdo con lo previsto por el artículo 137 de la Ley 599 de 2000. Sin embargo para la correspondiente dosificación punitiva se atenderá la norma favorable vigente para la fecha de los hechos, esto es el artículo 279 del Decreto Ley 100 de 1980. 

712. Por último en cuanto al delito de Secuestro simple, de cuerdo con lo planteado por el delegado fiscal, se legaliza el cargo conforme a lo dispuesto por el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980, por ser la norma favorable y vigente para la fecha de los hechos. En tales términos  se LEGALIZAN los cargos formulados.
713. Frente al cargo de Terrorismo, la Sala considera oportuno precisar que de las circunstancias temporo-modales, puestas de presente por el representante de la Fiscalía, como aquellas bajo las cuales se dio el hecho objeto de formulación de cargos, no es dable concluir que con este actuar delictual se haya causado zozobra y temor generalizado en la comunidad en general, de manera tal que permita configurar la materialidad del delito de Terrorismo. Por el contrario lo que se sabe es que la víctima fue bajada de su vehículo automotor y retenido, al tiempo que posteriormente se encontró su cuerpo sin vida, sin que sea dable concluir que tal hecho fue de conocimiento general o llevado a cabo delante de la comunidad, por lo que para este caso en particular, no procede la LEGALIZACIÓN por el cargo de terrorismo.
714. Finalmente en cuanto al Cargo formulado por el Delito de despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr. 282 ), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, pero sí reúne las condiciones establecidas por el artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlo como bienes protegidos por el D.I.H., por tratarse de un bien de carácter civil; por tanto por legalidad extendida, aclarando que por favorabilidad para la dosificación punitiva se atenderá la pena establecida para el delito de Hurto Calificado previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 cuya pena va de 2 a 8 años de prisión. En tales condiciones se dispone la LEGALIZACIÓN deL cargo formulado. 
6.6.64 Cargo No. 63
 Homicidio en persona protegida de Said Pacheco en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de Secuestro simple y Despojo en campo de batalla.

715. El dieciocho (18) de junio de dos mil (2000), en momentos en los que Said Pacheco se encontraba en el parque central del municipio de Ocaña-Norte de Santander, varios hombres armados lo obligaron a abordar un vehículo automotor tipo campero en el que lo llevaron con rumbo desconocido. Dos días después en la vereda Convención de esa municipalidad fue encontrado su cuerpo sin vida con heridas de impactos de bala ocasionados con arma de fuego.

716. En los hechos puestos de presente participaron Luis Cañizales Plata a. “Fuego verde”, José Diomedes Peña Barrera a. “Diomedes” y José Antonio Hernández Villamizar a.”Jhon”, quienes se movilizaban en un vehiculo automotor hurtado días antes a los hechos a Ester Ballesteros Velásquez
 y que fue abandonado con posterioridad a la ejecución de los mismos. 

717. De conformidad con lo manifestado por el postulado Juan Francisco Prada Márquez  en diligencia de versión libre los miembros de la organización armada al margen de la ley contaban con información relacionada con la supuesta pertenencia de la víctima a grupos subversivos, inicialmente al EPL y posteriormente al ELN, en los que además era señalado como jefe de secuestros de los grupo que operaba en Ocaña.

718. Se tiene probada la muerte de Said Pacheco, a través del Certificado de defunción No. 1837157
 del 30 de junio de 2000 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y José
 Antonio Hernández Villamil a. “Jhon”. De otro lado se cuenta con la entrevista Oliva
 Rosa Pacheco y la denuncia presentada por Mariela
 Pacheco Guerrero.

719. Por estos hechos se formularon los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de Secuestro simple, descrito en el artículo 269 de la Ley 100 de 1980, cometido en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 66 numerales 1, 3 y 13 ibídem, y Despojo en campo de batalla artículo 151 de la Ley 599 de 2000 en circunstancias generales de mayor punibilidad descritas en el artículo 58-2°-5° ibídem.

720. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta  resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980  en razón a que la víctima fue retenidas en contra de su voluntad y trasladada a un paraje lejano en el que finalmente fue asesinada, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; cargos formulados a titulo de autor mediato pues los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

721. Con relación a la conducta adecuada como Despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr.282 ), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, pero sí reúne las condiciones establecidas por el artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlo como bienes protegidos por el D.I.H., por tratarse de un bien de carácter civil; por tanto en este evento por legalidad extendida se legaliza por Destrucción, apropiación de bienes protegidos  previsto, no obstante por favorabilidad para la dosificación punitiva se atenderá la pena establecida para el delito de Hurto Calificado previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 cuya pena va de 2 a 8 años de prisión. En tales condiciones se dispone la LEGALIZACIÓN de los cargos formulados, dando aplicación retroactiva por favorabilidad de la citada legislación. 
6.6.65 Cargo No. 64
 Homicidio en persona protegida de Leonardo Gregorio Urquijo Cañizares.

722. El veintiséis (26) de mayo de dos mil (2000), miembros de la organización armada ilegal le exigieron a Leonardo Gregorio Urquijo estar presente en horas de la tarde en la cancha de futbol del barrio Juan XXIII del municipio de Ocaña- Norte de Santander. Una vez en dicho lugar fue abordado por José Diomedes Peña Barrera a.”Diomedes” y a. “Giovanny”, quienes procedieron a darle muerte mediante disparos de arma de fuego.

723. De conformidad con las labores de verificación realizada por el ente fiscal, se estableció que los móviles del hecho, se generaron al parecer porque la víctima extorsionaba a los miembros de la comunidad a nombre de la organización ilegal, al tiempo que se dedicaba al tráfico de sustancias alucinógenas.

724. Se tiene acreditada la muerte de Leonardo Gregorio Urquijo Cañizares, a través del certificado de defunción No. 1837125
 del primero de junio de 2000 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y José
 Antonio Hernández Villamil a. “Jhon”. De otro lado se cuenta con la entrevista rendida por Carmen María
 Cañizares Arevalo, madre del occiso.

725. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, y por favorabilidad al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulados por la Fiscalía. 

6.6.66 Cargo No. 65
 Homicidio en persona protegida de Mirian Rodolfo Miranda Robles en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil.

726. El dos (02) de septiembre de dos mil (2000), en la vereda Pita Limón del municipio de San Martín-Cesar, en la finca San Nicolás que era administrada por Mirian Rodolfo Miranda Robles, miembros de las AUC, entre ellos Faber de Jesús Atehortua Gómez a. “Julio Palizada”, se acercaron con la excusa de comprar algunos animales; sin embargo, estando frente a la víctima, procedieron a dispararle con armas de fuego causándole la muerte, al tiempo que le ordenaron abandonar la finca a los miembros de su núcleo familiar compuesto por su compañera permanente Margarita Vanegas y sus dos hijas Nerlys y Mireya Miranda Moreno, razón por la cual procedieron a desplazarse de manera forzada.

727. Se tiene probada la muerte de Mirian Rodolfo Miranda Robles, a través del certificado de defunción No. 03643890
 del cinco de septiembre de 2000 y la versión libre rendida por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Faber de Jesús Atehortua Gómez a. “Julio Palizada”. De otro lado se cuenta con la entrevista rendida por Nerlis
 Miranda, hija del occiso.

728. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  de que trata el artículo 159 de la Ley 599 de 2000 del que resultaron víctimas los miembros de su núcleo familiar antes relacionados cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.67 Cargo No. 66
 Homicidio en persona protegida de Eliobardo Hernando Salcedo en concurso heterogéneo con Despojo en campo de batalla.

729. El seis (6) de septiembre de mil novecientos noventa y nueve (1999), en horas del medio día, en momentos en que el agente de transito Eliobardo Hernando Salcedo, se movilizaba en motocicleta por la avenida Nueva Colombia del municipio de Aguachica-Cesar, fue interceptado por a. “El Chavo” y Alfredo Ballena a. “Rancho”, quienes lo obligaron a bajarse del vehículo para proceder a asesinarlo mediante un disparo de arma de fuego en la cabeza, huyendo del lugar a bordo de la motocicleta en que se transportaba la víctima.

730. De conformidad con lo manifestado por el postulado Juan Francisco Prada Márquez, existían señalamiento en contra de la víctima de ser colaborador de la subversión, tal como por igual lo informa el miembro de la organización ilegal, Armando Madariaga Picon a. “María bonita”, quien acepto haber dado la orden del asesinato. 

731.  La muerte de Eliobardo Hernando Salcedo, se encuentra acreditada a través del certificado de defunción No. 3643737
 del ocho de septiembre de 1999 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”, Armando
 Madariaga a. “María Bonita” y Alfredo
 Ballena a. “Rancho”. De otro lado se cuenta con la entrevista rendida por Deycy
 María López Jiménez Leidy
, esposa del occiso, Eloisa
 Salcedo, madre, y Erika
 Patricia y Leidy
 Paola Salcedo López, hijas.

732. Por estos hechos y en virtud del criterio de legalidad extendida y por favorabilidad se formularon los cargos de Homicidio en persona protegida, previsto en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de Despojo en campo de batalla, descrito en el artículo 151 ibídem, delitos estos en circunstancias de mayor punibilidad del artículo 58 numerales 2° y 5°  Ibíd.

733. En cuanto al delito de Homicidio la Sala encuentra que de conformidad con lo expuesto por el representante de la Fiscalía y en atención al principio de favorabilidad, en efecto la norma aplicable resulta ser el artículo 135 de la ley 599 de 2000 que prevé una de 30 a 40 años, en lugar de la normativa vigente para la época del punible, artículo 323 del Decreto ley 100 de 1980 agravado por los numerales 4º, 7º y 8º del artículo 324, que contempla una pena de 40 a 60 años de prisión. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

734. Con relación a la conducta adecuada como Despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr 282), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, pero sí reúne las condiciones establecidas por el artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlo como bienes protegidos por el D.I.H., por tratarse de un bien de carácter civil; no obstante por favorabilidad para la dosificación punitiva se atenderá la pena establecida para el delito de Hurto Calificado previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 cuya pena va de 2 a 8 años de prisión. En tales condiciones se dispone la LEGALIZACIÓN del cargo. 

6.6.68 Cargo No. 68
 Homicidio en persona protegida de Pablo Emilio Quintero García y Hermes Salazar Pedraza en concurso heterogéneo y sucesivo con el delito de Secuestro simple de Jauris Bayona y Fredy Chinchilla Montaño.

735. El veinticinco (25) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998), siendo aproximadamente las cinco (5) de la mañana, arribaron a la vereda El limoncito del municipio de Aguachica – Cesar, miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC-, entre los que se encontraban José Anselmo Quintero Uribe a. “Pardillo”, Mario Castro Fundango a. “El gato”, Juan Tito Prada Prada a. “Tito”, Alberto Duran Blanco a. “Barranquilla”, Humberto Afanador a. “Chorola” y los individuos conocidos con los alias de “Mecha fina”, “ El churco”, “Chistorete”, “Canal A”, “Chinito”, y los hermanos señalados con el alias de “Los grillos”.

736. Los miembros de la referida organización paramilitar una vez en el lugar procedieron  a destruir las edificaciones que encontraban a su paso, entre ellas las instalaciones pertenecientes a la Cooperativa de venta de mercado, lugar en el que luego de apropiarse y consumir los víveres que allí se comercializaban, procedieron a destruirlo mediante la utilización de granadas de fragmentación, al tiempo que golpearon a un miembro de la comunidad, del que aún se desconoce su identidad y al que según se pudo establecer no asesinaron debido a que era menor de edad. 

737. La incursión armada continúo hacia la vereda el Boquerón, lugar en el cual  además de apropiarse de dos paneles solares, destruyeron el inmueble en el que funcionaba el establecimiento de telecomunicaciones Telecom, al tiempo que asesinaron a Hermes Salazar Pedraza, quien fue hallado en su residencia, con varios impactos de armas de fuego. 

738. En el camino de regreso a la vereda El Limoncito,  el grupo armado ilegal se encontró en la vía con el señor Pablo Emilio Quintero García, reconocido comerciante de ganado de la región, quien iba en compañía de sus ayudantes Jauri Bayona y Fredy Chinchilla Montaño, y a quienes retuvieron debido a señalamientos en contra de Quintero García de comercializar ganado hurtado con grupos guerrilleros, anotando que según informa el representante del ente fiscal, dicho individuo ya había sido advertido de ser sujeto de represalias en su contra en caso de continuar con tal actividad. 

739.  En la noche liberaron a los ayudantes de Quintero García, para proceder a asesinar a este último con impactos de arma de fuego. Su cadáver fue hallado con cortes en sus miembros superiores y señales de tortura. 

740. Se tiene probada la muerte de Pablo Emilio Quintero a través del certificado de defunción No. 3423906
 del veintisiete de noviembre de 1998, respecto de Hermes Salazar Pedraza, se cuenta con  el Formato
 de exhumación y la respectiva acta
 de inspección a cadáver. Se cuenta con las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”, Javier
 Antonio Quintero Coronel a.”Pica pica” y Armando
 Madariaga a. “María bonita” y las entrevistas rendidas por Yolit
 Chinchilla Claro, cónyuge del señor Quintero García, Graciela
 García, madre, Hermes
 Salas Galvis, hijo del occiso y de Jaurigui
 Bayona Álvarez. 

741. Por estos hechos se formularon los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de Secuestro simple, previsto en el artículo 269 de la Ley 100 de 1980, en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 66 numerales 1, 3 y 13 ibídem, Tortura descrito en el artículo 279 Ibíd., Destrucción y apropiación de bienes protegidos consagrado en el artículo 154 de la Ley 599 de 2000, Actos de terrorismo, contemplado en el artículo 144 Ibídem y Despojo en campo de batalla artículo 151 de la misma normativa. Todos cometidos en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58 en sus numerales 2° y 5° de la Ley 599 de 2000.

742. En relación con el delito de Homicidio, considera la Sala que si bien sería pertinente, en aplicación del principio de legalidad estricta, legalizar el cargo conforme a lo previsto por los artículos 323 y 324 del Decreto Ley 100 de 1980, por ser la norma vigente al momento de los hechos, en aplicación del principio de favorabilidad que cobija al postulado debe legalizarse el mismo de acuerdo con el artículo 135 de la Ley 599 de 2000 – Homicidio en persona protegida-, por tener una pena de 30 a 40 años de prisión, que resulta inferior a la contemplada en la normatividad anterior, que va de  40 a 60 años. En tales términos se LEGALIZA el cargo formulado. 

743. Respecto de los delitos de Secuestro simple, Terrorismo y Tortura, estima la Sala que los cargos formulados al postulado Prada Márquez deben ser legalizados con arreglo a las disposiciones correspondientes del Decreto – Ley 100 de 1980 puesto que además de ser la disposición vigente al momento de ocurrencia de los hechos resulta más favorable a los intereses del postulado. Lo anterior, teniendo en cuenta que la Ley 599 de 2000 señala una pena de prisión de 12 a 20 años para el delito de Secuestro simple, de 15 a 25 años para los Actos de terrorismo y de 10 a 20 años para el delito de Tortura en persona protegida, mientras que para los delitos equivalentes el Decreto – Ley 100 de 1980 prescribe una pena de prisión de 6 a 25 años (Secuestro simple), 10 a 20 años (Terrorismo) y 8 a 15 (Torturas), razón por la que en tales términos  se LEGALIZAN los cargos formulados. 

744. En cuanto al delito de Destrucción y apropiación de bienes protegidos contemplado en el artículo 154 de la Ley 599 de 2000 formulado por el Fiscal en contra del postulado a titulo de autor mediato, teniendo en cuenta los inmuebles destruidos durante el desarrollo de la incursión paramilitar lo que a su juicio comprende una afectación a bienes de carácter civil, encuentra la SALA ajustada a derecho la adecuación típica efectuada por lo que se LEGALIZA el cargo, precisando que la pena prevista para el delito de Daño en Bien ajeno establecido por el artículo 370 del Decreto-ley 100 de 1980, normativa vigente para la fecha del hecho, resulta más favorable para los intereses del postulado, razón por la que será esta la sanción a tener en cuanta al momento de la fijación de la pena. 

745. Finalmente con relación a la conducta adecuada como Despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr 282. ), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, pero sí reúne las condiciones establecidas por el artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlo como bienes protegidos por el D.I.H., por tratarse de un bien de carácter civil; por tanto el cargo se LEGALIZA por el delito de Destrucción y apropiación de bienes protegidos establecido por el artículo 154 de la Ley 599 de 2000 atendiendo la correspondencia del comportamiento con el que allá se describe, el que se acoge por legalidad extendida, no obstante por favorabilidad para la dosificación punitiva se atenderá la pena establecida para el delito de Hurto Calificado previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 cuya pena va de 2 a 8 años de prisión. 
6.6.69 Cargo No. 69
 Homicidio en persona protegida de Pedro Chinchilla Medina y Víctor Manuel Florez Contreras en concurso heterogéneo con el delito de secuestro simple.

746. El veintiséis (26) de junio de mil novecientos noventa y nueve (1999) en la vereda San Benito del municipio de Aguachica – Cesar, Pedro Chinchilla Medina y Víctor Manuel Florez,  fueron sustraídos de su residencia, retenidos y posteriromente asesinados mediante impactos de arma de fuego  por Armando Madariaga Picon a. “María bonita”, Luis Manuel Zorrilla a. “Rubiano”, Humberto Afanador a. “Chorola” y a. “Félix”, bajo señalamientos infundados de ser miembros de la subversión. 

747. La muerte de Pedro Chinchilla Medina y Víctor Manuel Florez, se encuentran acreditadas a través de los certificados de defunción No. 2183613
 del diez (10) de agosto de 2000 y No. 3433360
 del veintiocho (28) de junio de 1999, respectivamente; de igual forma se cuentan con las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Armando
 Madariaga Picon a. “María bonita”, y las entrevistas rendidas por Said
 Lazo Arias, Ludimar
 Monsalve Rodríguez, Anny
 Lazzo Arias y Soraida
 Contreras Jiménez.

748. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) en concurso homogéneo sucesivo, habida cuenta que  la pena impuesta  resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple en concurso homogéneo sucesivo previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980  en razón a que las víctimas fueron retenidas en contra de su voluntad, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.70 Cargo No. 70
 Homicidio en persona protegida de Diego Herrera Gallardo y José Raúl Torres Sánchez.

749. El cuatro (04) de junio de mil novecientos noventa y nueve (1999), en la vereda San Benito, exactamente en la antigua vía que conduce de Aguachica al municipio de Aguas Claras-Cesar, los miembros de la organización armada ilegal conocidos con los alias de “Félix” y “Wilson”, asesinaron a Diego Herrera Gallardo y José Raúl Torres Sánchez, a quien le hurtaron un revolver calibre 38 que llevaba consigo, debido a que estas personas eran señaladas como miembros de la delincuencia común.

750. La muerte de Diego Herrera Gallardo y José Raúl Torres Sánchez, se encuentran acreditadas a través de los Registros de defunción No. 3433586
 del ocho (08) de junio de 1999 y No. 2183658
 del ocho (08) de septiembre de 2000, respectivamente. De igual forma se cuenta con las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Armando
 Madariaga Picon a. “María bonita”, y las entrevistas rendidas por Gabriel
 Ángel Torres Navarro, José
 del Carmen Herrera, Carmen
 Elena Gallardo y Mayerly
 Herrera Gallardo.

751. En virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, el Delegado fiscal adecuó la conducta contra Juan Francisco Prada Márquez en calidad de autor mediato, a la descripción típica correspondiente al Homicidio en persona protegida de que trata el artículo 135 de la Ley 599 de 2000 en concurso homogéneo sucesivo, en concurso heterogéneo con el delito de Despojo en el campo de batalla contemplado en el artículo  151 ibídem,  cometidos en las circunstancias de mayor punibilidad señaladas en los numerales 2º y 5º del artículo 58 ibídem.
752. Al respecto la Sala encuentra que de conformidad con lo expuesto por el representante de la Fiscalía y en atención al principio de favorabilidad, la norma aplicable resulta el artículo 135 de la ley 599 de 2000. En estos términos se LEGALIZA el cargo formulado por la Fiscalía. 

753. La Sala, conforme a lo que precedentemente ha motivado, encuentra que en lo que tiene que ver con el delito de Despojo en campo de batalla, el comportamiento por el que se formuló no se ajusta a la descripción típica de éste, dado que los elementos sustraídos no se corresponden con la naturaleza de aquellos que proscribe este tipo, como se sabe, efectos personales. Así mismo, la Sala encuentra que la conducta tampoco se corresponde con el delito de Sustracción o apropiación de bienes protegidos, en la medida que al proceso no se aportó evidencia alguna que acredite que el arma sustraídas era propiedad de quien la portaba, persona que ostentaba la condición de protegida, máxime cuando que no se registra al menos la expedición de autorización o salvoconducto para su porte, por lo que por esta concreta circunstancia mal podría predicarse la calidad de bienes protegidos para estas armas, por lo que la Sala concluye que se configuró el delito de Hurto calificado agravado previsto en los artículos 239, 240 y 241 numeral 10º de la ley 599 de 2000, en atención a que la sustracción se dio mediante el arrebatamiento de las armas que portaban las víctimas y así procede a la LEGALIZACIÓN de esta conducta cometida, en calidad de autor mediato, en concurso heterogéneo y sucesivo con Homicidio en persona protegida (artículo 135, ibídem) bajo las circunstancias de mayor punibilidad de que tratan los numerales 2º y 5º del artículo 58.

6.6.71 Cargo No. 71
 Homicidio en persona protegida de Sandra Patricia Santos Rincón en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro simple.

754. El treinta (30) de septiembre de dos mil tres (2003), en el municipio de Aguachica, del departamento del Cesar, miembros de las AUC, ingresaron a la residencia de la señora Sandra Patricia Santos Rincón, a quien luego de sustraerla de su domicilio la obligaron a abordar un vehículo automotor. Horas más tarde, su cadáver fue encontrado con impactos de arma de fuego, en la vía que conduce al corregimiento de Barranca Lebrija. 

755. Las labores de verificación adelantadas por el ente fiscal, permitieron establecer que existían señalamientos por parte de la organización paramilitar en contra de la víctima de ser informante del Ejercito Nacional.

756. La muerte de Sandra Patricia Santos Rincón, se encuentran acreditada a través del certificado de defunción No. 5328538
 del 2 de octubre de 2007 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Javier
 Antonio Quintero Coronel a. “Pica pica”. De igual forma se cuenta con la entrevista rendida por Rosabel
 Rincón, madre de la víctima.

757. Por estos hechos se formuló los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo sucesivo con el delito de Secuestro simple, artículo 168 Ibídem, cometidos en circunstancias de mayor punibilidad descrita en el artículo 58 numerales 2° y 5°  ibídem.

758. La Fiscalía adecuó la conducta al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000), vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 168 ibíd en razón a que la víctima fue retenidas en contra de su voluntad y trasladada a un paraje lejano en el que finalmente fue asesinada; cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 

6.6.72 Cargo No. 72
 Homicidio agravado de Henry Alfonso Machado

759. El quince (15) de noviembre de mil novecientos noventa y ocho (1998), en el municipio de Río de oro, en la zona rural conocida como Sanin Villa del departamento del Cesar, ubicada en  la vía que conduce del municipio de Ocaña al municipio de Abrego, fue encontrado el cadáver del Alcalde del municipio de San Calixto, Henry Alfonso Machado, quien horas antes había sido raptado de su lugar de residencia por miembros de las AUC, entre los que se encontraban Javier Antonio Quintero Coronel a. “Pica-Pica”, Wilson Poveda Carreño a. “Rafa”, Alfredo García Tarazona a. “Arley”, Alfredo Ballena a. “Rancho y los individuos conocidos con los alias de “Pacho”, “Harold”, “La muerte”, “Pecas”, “Simson” y “Guacarnaco”. 

760. Como consecuencia del asesinato de Henry Alfonso Machado, su núcleo familiar compuesto por Miriam Alsina, Andra Paola y Henry Alfonso Machado Alsina, se vieron desplazados de manera forzosa de la región por temor a represalias en su contra.  

761. Se tiene acreditada la muerte de Henry Alfonso Machado, a través del certificado de defunción No. 238737
 del diecisiete (17) de noviembre de 1998 y  las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Alfredo
 García Tarazona a. “Arley”. Se tienen igualmente las entrevistas rendidas por Jhoana
 Marcela Machado Alsina, hija del occiso y Gladys
 María Machado de Quintero, hermana.

762. Por estos hechos en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad se formularon los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo sucesivo con el delito de Actos de terrorismo previsto por el artículo 144 Ibídem, con circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58 numerales 2° y 5°  Ibíd., Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil conforme a lo dispuesto por el artículo 159 Ibídem, y Secuestro simple descrito en el artículo 269 del Decreto ley 100 de 1980. Delitos formulados a titulo de autor mediato.

763. Respecto al delito de Secuestro simple de acuerdo con lo planteado por el señor Fiscal, se LEGALIZA el cargo conforme a lo dispuesto por el artículo 269 del Decreto Ley 100 de 1980 por ser norma favorable vigente para la fecha de los hechos.
764. El delito de Actos de terrorismo se LEGALIZA conforme a lo reglado por el artículo 144 de la Ley 599 de 2000, en tanto que para la correspondiente dosificación de la eventual pena a imponer se atenderá la norma más favorable artículo 187 del Decreto Ley 100 de 1980, vigente para la fecha de los hechos.

765. Finalmente en lo que respecta al delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil, teniendo en cuenta que se trata de un delito de ejecución permanente, de conformidad con lo solicitado por el Fiscal, se LEGALIZA atendiendo lo dispuesto en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000. 
6.6.73 Cargo No. 73
 Homicidio en persona protegida de Miguel Ángel Barberi, en concurso homogéneo y sucesivo con Homicidio en persona protegida en el grado de Tentativa de Ramón David Barbosa Castellanos, en concurso heterogéneo con los delitos de Despojo en campo de batalla y actos de terrorismo.

766. El nueve (9) de marzo de dos mil cuatro (2004), al desatender la orden de detener el vehículo en que se movilizaban Ramón David Barbosa Castellanos, diputado a la Asamblea Departamental del Cesar, y su escolta Miguel Ángel Barberi Forero, preferida por un reten ilegal de las AUC ubicado en el vía que conduce del  municipio de Aguachica-Cesar al municipio de Puerto Mosquito, fueron impactados por proyectiles de arma de fuego que alcanzaron la humanidad del escolta Barberi Forero ocasionándole la muerte, al tiempo que Ramón David Barbosa Castellanos resultó herido. Finalizado el ataque, el señor Barberi fue despojado de un Avantel y un celular que llevaba consigo.

767. La muerte de Miguel Ángel Barberi se encuentra acreditada con el certificado de defunción No. 067609
 del trece de abril de 2004 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y por Ramón
 de Jesús Meneses Parada a. “Montoya”. De igual forma se cuenta con las entrevistas rendidas por Miguel
 Barbery, padre del occiso.

768. Por estos hechos se formularon cargos  contra el postulado Prada Márquez en condición de autor mediato por los delitos de Homicidio en persona protegida en concurso homogéneo y sucesivo con el delito de Homicidio en persona protegida en grado de tentativa, y en concurso heterogéneo y sucesivo con los delitos de  Despojo en campo de batalla y Actos de terrorismo teniendo en cuenta el impacto que tuvo el hecho en la comunidad por tratarse de un ataque dirigido en contra de un miembros de un órgano de elección popular, hecho que generó zozobra y temor generalizado; descritos y sancionados por los artículos 135, 151 y 144 de la Ley 599 de 2000, cometidos en circunstancias de mayor punibilidad contempladas en el artículo 58 numerales 2 – motivo abyecto o futil-, 5 Ejecutando la conducta punible mediante ocultamiento, con abuso de la condición de superioridad sobre la víctima, o aprovechando circunstancias de tiempo, modo, lugar que dificulten la defensa del ofendido o a identificación del autor o partícipe- y 10 – Obrando en coparticipación criminal-.

769. La Sala frente a la ausencia de objeciones en lo que respecta a los delitos de Homicidio en persona protegida y Actos de terrorismo LEGALIZA los cargos formulados.

770. Con relación a la conducta adecuada como Despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr 282.), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, pero sí reúne las condiciones establecidas por el artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlo como bienes protegidos por el D.I.H., por tratarse de un bien de carácter civil, razón por la que el cargo se LEGALIZA por el delito de Destrucción y apropiación de bienes protegidos previsto en el artículo 154 de la Ley 599 de 2000.

6.6.74 Cargo No. 74
 Homicidio en persona protegida de Ana Ibis Cárdenas Cárdenas

771. El dieciocho (18) de octubre de dos mil tres (2003) Ana Ibis Cárdenas Cárdenas fue sustraída de su finca de nombre Planadas ubicada en la vereda El limoncito del municipio de Aguachica-Cesar por un grupo de aproximadamente 50 hombres armados pertenecientes a las AUC, entre estos se encontraba Alfredo García Tarazona a. “Arley”, Luís Carlos Pacheco a. “Julián o Loro nuevo”, Javier Antonio Quintero Coronel a. ”Pica Pica”, y los individuos conocidos con los alias de “Fredy”, “Alex”, “El paisa” y “El gato”, quienes la llevaron con rumbo desconocido junto con aproximadamente 100 cabezas de ganado, entre las cuales se encontraba un toro de propiedad del señor Luis Emigdio Luna Pava, vecino del sector..

772. Posteriormente fue hallado el cuerpo sin vida de Ana Ibis Cárdenas Cárdenas, con impactos producidos por proyectiles de arma de fuego.

773. Las labores de verificación adelantadas por el representante del ente Fiscal, permitieron establecer que el ganado hurtado, fue vendido por el miembro de la organización paramilitar conocido con el alias de “Fredy” por un monto aproximado de treinta y cinco millones de pesos ($35.000.000.), dinero que se utilizó para el pago de nómina de la organización armada ilegal.

774. Por igual, según se pudo establecer que la muerte de la víctima se debió a represalias tomadas en su contra por señalamientos infundados en contra de sus hijos de pertenecer a la subversión. 

775. Con ocasión de estos hechos, el núcleo familiar de la víctima directa compuesto por su esposo Javier Cárdenas Osorio, sus hijos Yadit Paola Osorio, Dennis Cárdenas, William Sarabia Cárdena y Javier Andrés Osorio Cárdenas, al igual que su hermana Ana Edit Cárdenas se vio desplazado de manera forzosa de la región.

776. Se tiene acreditada la muerte de Ana Ibis Cárdenas Cárdenas, a través del certificado de defunción No. 04442663
 del quince (15) de enero de 2004 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”,  Wilson
 Salazar Carrascal a. “El loro” y Javier
 Antonio Quintero Coronel a. “Pica Pica”. De igual forma se cuenta con la entrevista rendida por Ana
 Edith Cárdenas, hermana de la occisa.

777. Por estos hechos se formularon  en contra del postulado, cargos en condición de autor mediato por los delitos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso heterogéneo sucesivo con los delitos de Despojo en campo de batalla previsto en el artículo 151 Ibídem, cometidos en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58 numerales 2° y 5°  Ibíd., Actos de terrorismo  según se establece por el artículo 144 Ibíd, teniendo en cuenta que las circunstancias modales del hecho llevado a cabo por un grupo conformado por múltiples miembros y ante la vista de vecinos y residentes generando temor y zozobra en ese sector de la comunidad;  Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil de conformidad con el artículo 159 de la misma codificación y Secuestro simple descrito en el artículo 198 del C.P.

778. Por encontrarse  ajustados a derecho, se LEGALIZAN los cargos formulados por los delitos de Homicidio en persona protegida, Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil, Actos de terrorismo y Secuestro simple consagrados en los artículos 135, 159, 144 y 198 de la Ley 599 de 2000 cometidos como se adujo en la circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58 2º-5º Ibíd.

779. Con relación a la conducta adecuada como Despojo en campo de batalla, ateniendo las reflexiones hechas en torno a este delito (supra. Párr 282.), destaca la Sala que los acontecimientos que motivaron su legalización no se corresponden con la naturaleza ni con la finalidad punitiva del citado comportamiento típico, pero sí reúne las condiciones establecidas por el artículo 154 de la ley 599 del 2000 para reconocerlo como bienes protegidos por el D.I.H., por tratarse de bienes de carácter civil, razón por la que el cargo se LEGALIZA por el delito de Destrucción y apropiación de bienes protegidos previsto en el artículo 154 de la Ley 599 de 2000.
6.6.75 Cargo No. 75
 Homicidio en persona protegida de Humberto Afanador Cárdenas, Ramiro Molina Garzón y Nahun Afanador Gutiérrez en concurso homogéneo con el delito de Secuestro simple.

780. El once (11) de octubre de dos mil dos (2002), en el corregimiento El Márquez  perteneciente al municipio Río de Oro del departamento del Cesar los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra de las Autodefensas Unidas de Colombia, Javier Antonio Quintero Coronel a. “Pica pica”, Héctor Julio Peinado Becerra a. “Fredy” y el individuo conocido con el alias de “Gallardo”, en cumplimiento de una orden directa impartida por el postulado Juan Francisco Prada Márquez, asesinaron a los también integrantes de esa organización armada al margen de la ley, Humberto Afanador Cárdenas a. “Chorola”, Ramiro Molina Garzón a. “El paisa” y Nahum Afanador Gutiérrez a. “El conejo”.

781. De conformidad con lo manifestado por el postulado Prada Márquez, las víctimas, habían llevado a cabo actos no autorizados por la comandancia del grupo armado, tales como la desaparición de un funcionario del DAS que al parecer tenía vínculos con el narcotráfico, razón por la que como sanción impuesta en contra de estos miembros se dispuso su muerte, hecho que se corrobora además con la leyenda plasmada en carteles
 que se dejaron al lado de las víctimas en la que se leía: “Por efectuar acciones  totalmente ajenas  a la organización  Autodefensas Campesinas del Sur del Cesar  ACSUC.”

782. Las muertes de Humberto Afanador Cárdenas, Ramiro Molina Garzón y Nahum Afanador Gutiérrez, se encuentran acreditadas a través de los certificados de defunción No. 04440517
 del dieciocho (18) de octubre de 2002, No. 04440518
 del dieciocho (18) de octubre del 2002 y No. 04440524
 del trece (13) de noviembre de 2002, respectivamente, de igual forma se cuentan con las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”, Wilson
 Salazar Carrascal y Javier
 Antonio Quintero Coronel a. “Pica pica”. Por último, el ente fiscal aporto a las diligencias las entrevistas rendidas por Luz Elena
 Mora Maldonado, Eren
 Gutiérrez y Eduar
 Afanador Gutiérrez y el Registros de hechos atribuibles a grupos organizados al margen de la ley, diligenciado por Rosalbina
 Garzón Ruiz.

783. Por estos hechos se formularon los cargos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso homogéneo sucesivo,  y en concurso heterogéneo con los delitos de Actos de terrorismo y Secuestro simple, descritos en los artículos 144 y 168 Ibídem, delitos cometidos en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58 numeral 5° Ibíd., formulados en contra del postulado a título de coautor impropio.

784. Considera la Sala que a pesar de que Humberto Afanador Cárdenas, Ramiro  Molina Garzón y Nahur Afanador Gutiérrez, al momento de los hechos ostentaban la calidad de combatientes de conformidad con el concepto genérico que del mismo  expuso la Corte Constitucional, según el cual “…hace referencia a las personas que por formar parte de las fuerzas armadas y los grupos armados irregulares, o tomar parte en las hostilidades, no gozan de las protecciones contra los ataques asignadas a los civiles…”
, la situación fáctica no evidencia que hayan sido puestos fuera de combate de conformidad con el artículo 3º Común de las Convenciones de Ginebra y el artículo 7 del Protocolo Adicional II, y, por tanto, no pueden ser considerados como personas protegidas por el Derecho Internacional Humanitario. En estas condiciones, la conducta se adecúa al delito de Homicidio agravado por haberse colocado a las víctimas en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación, de acuerdo con lo previsto en los artículo 103 y 104-7º de la Ley 599 de 2000 y Actos de terrorismo consagrados en el artículo 144 Ibíd en  las circunstancias de mayor punibilidad previstas en el artículo 58 Ibíd.  En este sentido se dispone LEGALIZAR el cargo formulado. 
785. En lo que respecta al delito de Secuestro, a juicio de la Sala, las circunstancias fácticas presentadas por el delegado fiscal y corroboradas en las versiones libres del postulado Juan Francisco Prada Márquez, no encuadran típicamente en la conducta punible de Secuestro simple, toda vez, que las víctimas no fueron ni sustraídas, ni arrebatadas ni retenidas en contra de su voluntad, por el contrario lo que se aprecia de la descripción de los hechos, es que la víctimas fueron engañadas por los perpetradores para que los acompañaran, situación que dista sustancialmente de un secuestro, por tanto NO SE LEGALIZA el cargo formulado.

6.6.76 Cargo No. 77
 Homicidio en persona protegida de Alexander Centeno Becerra en concurso heterogéneo con el delito de Tortura en persona protegida.

786. El diecinueve (19) de noviembre de dos mil uno (2001), los reconocidos paramilitares Humberto Afanador Cárdenas a. “Chorola”, Ramiro Molina Garzón a. “El Paisa” y Nahum Afanador Gutiérrez a. “Conejo, llegaron al domicilio de Alexander Centeno Becerra ubicado en el barrio Romero del municipio de Aguachica-Cesar. Al ser informados por parte de su madre de que no se encontraba presente decidieron esperarlo. Seguidamente al hacer su arribo  fue atado y torturado y finalmente asesinado en presencia de su madre y a una menor de cinco (5) años de edad, bajo señalamientos de pertenecer a la delincuencia común.

787. La muerte Alexander Centeno Becerra, se encuentra acreditada a través del certificado de defunción No. 2329828
 del veintiuno (21) de noviembre de 2001, y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Francisco
 Alberto Pacheco Romero. Se cuenta igualmente con las entrevistas rendidas por Araelida
 de Alba Peláez y Lucy
 Stella Becerra.

788. Por estos hechos el delegado fiscal formuló el cargo de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, y adicionó el cargo de Tortura en persona protegida, descrita en el artículo 137 Ibídem, delitos cometidos en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58 numerales 2° y 5°  Ibíd, formulados en contra del postulado Juan Francisco Prada Márquez a título de autor mediato. 

789. Por estar ajustados a derecho, la Sala LEGALIZA los cargos formulados.
6.6.77 Cargo No. 78
 (Masacre de la Gasolina) Homicidio en persona protegida de Carlos Alfonso Romero Pardo, Ángel Miguel Muñoz Amorocho, Gabriel Ángel Mesa Carrasquilla y Edgar Antonio Pobeda Lobaton en concurso homogéneo sucesivo con el delito de Homicidio en persona protegida en el grado de tentativa de  Antonio Badillo Torres.

790. El dieciséis (16) de abril de mil novecientos noventa y seis (1996), Carlos Alfonso Romero Pardo, Ángel Miguel Muñoz Amorocho, Gabriel Ángel Mesa Carrasquilla, Edgar Antonio Pobeda Lobaton y Antonio Badillo Torres fueron sorprendidos en momentos en que extraían ilegalmente gasolina del oleoducto que cruza el municipio de San Martín-Cesar, por los miembros de las AUC Jhon Vega Alvernia  a. “Norris”, Manuel Antonio Villamizar Barrientos a. “Mañe”, Juan Tito Prada, a. “Tito”, Alberto Duran Blanco a.”Barranquilla” y los sujetos conocidos con los alias de “Piña”, “Muelas”, “Hostermana” y “Tripas”, quienes procedieron a dispararles con armas de fuego ocasionándoles la muerte, con excepción de Antonio Badillo Torres, quien no obstante haber logrado huir sufrió heridas en su integridad física, razón por la que se desplazó de manera forzada de la región en aras de evitar ser perseguido por los miembros de la organización armada ilegal.

791. Seguidamente procedieron a incinerar la tractomula que estaba siendo cargada con la gasolina hurtada de placa WZC – 347, de propiedad de Gloria Estela Rivera, una camioneta de placa AJD – 481 de propiedad de Eduar Roldan Puentes y un tractor de placa IZC-341. 

792. Las muertes de Carlos Alfonso Romero Pardo, Ángel Miguel Muñoz Amorocho, Gabriel Ángel Mesa Carrasquilla y Edgar Antonio Pobeda Lobaton, se encuentra acreditada a través de los certificados de defunción No. 483958
 del veintidós (22) de abril de 1996, No. 483955
 de veintidós (22) de abril de 1996,  No. 483957
 de veintidós (22) de abril de 1996 y No. 483956
 de veintidós (22) de abril de 1996, respectivamente; y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Wilson
 Salazar Carrascal a. “El loro”. Se cuenta además con Registros de hechos atribuibles a grupos organizados al margen de la ley diligenciado por Luz
 Mery Rodríguez López e Historia
 clínica de Antonio Badillo que da cuenta de las heridas sufridas.

793. Por estos hechos se formularon los cargos en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad por los delitos de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000, en concurso homogéneo sucesivo, en concurso heterogéneo con el delito de Homicidio en persona protegida en grado de tentativa y Actos de Terrorismo previsto en el artículo 144 Ibíd. Sin objeciones sobre el proceso de adecuación típica, se legalizan los cargos formulados.
794. Durante el transcurso de la diligencia de legalización de cargos el Fiscal adicionó  la formulación de cargos en contra de Prada Márquez a título de autor mediato por los delitos de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil descrito en el artículos 159 Ibídem en circunstancias de mayor punibilidad descritas en el artículo 58 numerales 2° y 5°  Ibíd,  y  Daño en bien ajeno agravado previsto en los artículos 370  y 371 numeral 3º, del Decreto Ley 100 de 1980. 
795. En lo que respecta al delito de Actos de terrorismo por las motivaciones referidas a la legalidad extendida se LEGALIZA conforme a lo reglado por el artículo 144 de la Ley 599 de 2000, en tanto que para la correspondiente dosificación de la eventual pena a imponer se atenderá la norma más favorable artículo 187 del Decreto Ley 100 de 1980, vigente para la fecha de los hechos.

796. En cuanto al delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil, teniendo en cuenta que se trata de un delito de ejecución permanente, de conformidad con lo solicitado por el Fiscal, se LEGALIZA atendiendo lo dispuesto en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000. 
797. Finalmente frente al delito de Daño en bien ajeno adicionado por el señor Fiscal, resulta necesario precisar que dada la riqueza descriptiva del tipo previsto por el artículo 154 de la Ley 599 que consagra el delito de Destrucción y apropiación de bienes protegidos, razón por la que la Sala LEGALIZA el cargo por el delito referenciado, no obstante para efecto de la eventual pena a imponer al postulado por favorabilidad se atenderá a lo dispuesto en el artículo 370 del Decreto-ley 100 de 1980, normativa vigente para la fecha del hecho. 
6.6.78 Cargo No. 79 y 80
 Homicidio de Luis Alberto Piña Jiménez en concurso heterogéneo con el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil de José Luis Piña Jiménez y su familia.

798. El veintitrés (23) de octubre de mil novecientos noventa y ocho (1998), en momentos en los que Luis Alberto Piña Jiménez se movilizaba en un vehículo automotor de servicio público en compañía de su menor hijo, por la vía que conduce del municipio de Aguachica-Cesar a Gamarra, fue interceptado por los miembros de la AUC Omar Guerrero Medina a. “Niño Escobar”, y alias “El Loro”, quienes luego de bajarlo del vehículo le ordenaron al conductor llevar al menor a su residencia, al tiempo que retuvieron a Piña Jiménez, quien luego de continuar el automotor su marcha fue asesinado mediante disparos ocasionados con arma de fuego, abandonando su cadáver en la vía pública.  Según se informa el asesinato de la víctima directa fue motivado por señalamientos en su contra de ser informante de la subversión.  

799. Como consecuencia del homicidio del señor Luis Alberto Piña Jiménez su núcleo familiar compuesto por su hermano José Luis Peña Jiménez, su cuñada, Nancy Sánchez Castilla y sus sobrinos Diana Alejandra, José Luis y Andrea Fernanda Piña Sánchez., se desplazaron de manera forzosa de la región.

800. La muerte de Luis Alberto Piña Jiménez, se prueba a través del certificado de defunción No. 3423877
 del veintiséis (26) de octubre de 1998, de igual forma se cuentan con las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Wilson
 Salazar Carrascal a. “El loro”. Adicionalmente se tienen las entrevistas rendidas por Daria
 Luz Piña Jiménez, José
 Luis Piña Jiménez y Álvaro
 de Jesús Piña Jiménez.

801. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida, y por favorabilidad al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000) habida cuenta que  la pena impuesta en este tipo penal resulta mas favorable al postulado en comparación con el tipo de Homicidio previsto en el Decreto Ley 100 de 1980 –artículos 323 y 324- vigente al momento de la comisión del hecho; en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro Simple previsto en el artículo 269 del Decreto – Ley  100 de 1980  en razón a que la víctima fue retenida en contra de su voluntad, anotando que dicho tipo penal vigente para la fecha del hecho por igual resulta más favorable al momento de fijación de la pena a imponer al postulado; en concurso heterogéneo con el delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  de que trata el artículo 159 de la Ley 599 de 2000 del que resultaron víctimas los miembros de su núcleo familiar antes relacionados cargos formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZAN los cargos formulados por la Fiscalía. 
6.6.79 Cargo No. 101
 Homicidio agravado de José Gregorio Galvan Arevalo y Juvenal Osorio.

802. El once (11) de mayo de dos mil uno (2001), en el municipio de Ocaña-Norte de Santander, en momentos en los que Juvenal Osorio, Alcalde del municipio de González, se movilizaba en un vehículo automotor en compañía de José Gregorio Galván Arevalo, a la altura del Barrio Santa Clara, fueron asesinados mediante impactos de armas de fuego propinados por los miembros de las AUC Diomedes Peña Barrera a. “Diomedes”, a. “La diabla”, a. “El mono” y a. “Rufino. 

803. Señaló el postulado que los hechos no tuvieron motivos políticos, sino que se trato de un error, pues las víctimas no atendieron la advertencia
 de no transitar en horas de la noche por el sector. 

804. Las muertes de José Gregorio Galván Arevalo y Juvenal Osorio, se encuentran acreditadas a través del Registro de defunción No. 1927783
 del quince (15) de mayo de 2001, el Acta
 de Inspección de Cadáver y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y José Antonio
  Hernández Villamizar a. “Jhon”. Se cuenta con las entrevistas rendidas por Cielena
 María Galván Arevalo, Carlos
 Roberto Osorio Blanco y Betty
 Cecilia Osorio Blanco.

805. La Fiscalía adecuó la conducta descrita en virtud del principio de legalidad extendida y por favorabilidad, al tipo penal de Homicidio en Persona Protegida (Art. 135, Ley 599/2000); cargo formulados a titulo de autor mediato habida cuenta que los hechos fueron ejecutados por miembros de un aparato organizado de poder en el cual ostentaba el cargo de comandante, razón por la que por hallarse ajustado a derecho se LEGALIZA el cargo formulados por la Fiscalía. 

6.6.80 Cargo No. 103
 Secuestro simple de Oscar Sánchez Duarte,  Emiro Antonio Camacho Cuesta, A. Camacho Martínez, Luis Carlos Orozco Martínez, Jaime Miguel Arevalo Castrillón, José Ignacio Saltaren Hernández, Luis Eduardo Rocha Lengua y Efraín Marulanda Arenas en concurso heterogéneo con los delitos de Tortura, Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil y Constreñimiento ilegal. 

806. El tres (03) de abril de dos mil uno (2001), Oscar Sánchez Duarte, Gerente del Hospital José David Padilla Villafañe de Aguachica-Cesar, en compañía de su conductor Jaime Avendaño y sus escoltas, José Ignacio Saltarin Cerchar y Efraín Marulanda, comparecieron al corregimiento La Estación del Ferrocarril del municipio de Gamarra-Cesar, en cumplimiento de una cita impuesta por el comandante de las AUC Faber de Jesús Atehortua Gómez a. “Julio Palizada”; una vez en el lugar fueron atados y amordazados por los integrantes del grupo paramilitar quienes los trasladaron a un sitio desconocido, en el cual se encontraba igualmente retenido el Asesor jurídico del Hospital José David Padilla Villafañe, Emiro Antonio Camacho, quien de igual forma había sido citado por el comandante a. “Julio”, acudiendo en compañía de su menor hija A. Camacho y su hijastro Luis Carlos Orozco Martínez, quienes fueron dejados en el vehiculo en el que llegaron. 

807. La retención tuvo como aparente finalidad iniciar un juicio extrajudicial en contra de estos funcionarios públicos, por presuntos malos manejos administrativos del hospital, no obstante fueron liberados en horas de la tarde, con intervención de miembros del Comité de la Cruz Roja Internacional, anotando que durante el tiempo de la retención, fueron intimidados constantemente con la advertencia de que iban a ser asesinados. 

808. Estos hechos generaron las renuncias obligadas de estos funcionarios y el desplazamiento forzado de Oscar Sánchez Duarte y su núcleo familiar, compuesto por Aracely Rocha – esposa-, Ramiro Antonio, Ángela Marcela y Oscar Guillermo Sánchez Rocha – Hijos-, y su sobrino Alex Fernando Sánchez Cortes; así como el desplazamiento forzado de Emiro Antonio Camacho Cuesta y su núcleo familiar, compuesto por Flor Alba Martínez –esposa-, A., D. y D.  Camacho Martínez – hijos menores – y Luis Carlos y José Marino Orosco Martínez – hijos de crianza-.  

809. Los secuestros y la tortura psicológica de las que fueron víctimas las personas antes enunciadas se encuentran acreditadas a través de las entrevistas rendidas por Oscar
 Sánchez Duarte, José
 Ignacio Saltaren Hernández, Jaime
 Miguel Arevalo Castrillón, Luis
 Eduardo Rocha Lengua, Flor
 Alba Martínez y Graciela
 Sánchez Duarte; los Registros de hechos atribuibles a grupos organizados al margen de la ley suscritos por Emiro
 Antonio Camacho y  Efraín
 Marulanda Arenas; y la versión libre rendida por el postulado Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada”.

810. Por estos hechos se formularon los cargos por el delito de Secuestro simple en concurso homogéneo sucesivo, descrito en el artículo 269 del Decreto Ley 100 de 1980, agravado  por los numerales 1º, 6º y 8º del artículo 270 ibídem; en concurso heterogéneo con el delito de tortura  en persona protegida descrito en el artículo 137 de la ley 599 de 2000 y Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil descrito y sancionado en el artículo 159 Ibíd. El delegado fiscal, de igual forma adicionó el cargo de Constreñimiento ilegal contemplado en el artículo 276 del Decreto 100 de 1980, cargos que fueron aceptados por el postulado a titulo de autor mediato. Aclaró la Fiscalía que el citado constreñimiento se deriva de la presión ejercida, para que el Gerente Oscar Sánchez Duarte y el asesor jurídico Emir Antonio Camacho del Hospital José David Padilla Villafañe, renunciaran a sus cargos. 
811. La Sala LEGALIZA  el cargo formulado por el delito de Secuestro simple en concurso homogéneo sucesivo, consagrado en el artículo 269 del Decreto Ley 100 de 1980, que contempla como pena a imponer de 6 a 25 años de prisión y multa de 100 a 200 SMLMV; Agravado de acuerdo con el artículo 270 ibídem, modificado por la Ley 40 de 1993, artículo 3º,  por los numerales 1º, referente a que una de las víctimas del secuestro era menor de edad, esto es, la menor A. Camacho Cuesta, 6º y 8º toda vez que algunas de las víctimas eran servidores público y a que los hechos fueron cometidos con fines terroristas.

812. En cuanto a los delitos de Tortura resulta necesario precisar que en virtud del principio de legalidad extendida se LEGALIZAN como Tortura en persona protegida de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 137 de la Ley 599 de 2000, sin embargo para la correspondiente dosificación punitiva se atenderá la norma más favorable, vigente para la fecha de los hechos, esto es artículo 279 del Decreto Ley 100 de 1980 que consagra el delito de Tortura en concurso homogéneo sucesivo.

813. En lo que respecta al delito de Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil  previsto en el artículo 159 de la Ley 599 de 2000, la sala teniendo en cuenta que, tal y como se ha dicho, se trata de un delito de ejecución permanente, encuentra ajustada la adecuación típica efectuada por el delegado Fiscal, por lo que LEGALIZA el cargo formulado por el desplazamiento forzado del que resultaron víctimas las personas antes referenciadas.

814. Finamente en lo que compete al cargo formulado por el delito de Constreñimiento ilegal de acuerdo a lo previsto en el artículos 276 del Decreto Ley 100 de 1980, por tratarse de la norma vigente al momento de comisión de los hechos se LEGALIZA el cargo formulado.
6.6.81 Cargo No. 104
 Homicidio en persona protegida de Luis Adolfo Rincón Osorio.

815. Los hechos tuvieron ocurrencia el ocho (08) de octubre de dos mil tres (2003), en el municipio de San Alberto del departamento del Cesar, en momentos en que Luis Adolfo Rincón Osorio, se encontraba laborando en el matadero público de la región, cuando fue sorprendido al igual que los que se encontraban en dicho lugar por los miembros de la organización armada ilegal Javier Antonio Quintero Coronel a. “Pica pica”, a. “Pantera” y a. “Fabián”, quienes haciéndose pasar por agentes del GAULA, les ordenaron a los presentes tenderse en el suelo, para proceder a dispararle con arma de fuego a Rincón Osorio, bajo señalamientos infundados de ser comprador de ganado hurtado.  

816. La muerte de Luis Adolfo Rincón Osorio, se encuentra acreditada a través del certificado de defunción No. 04440929
 y las versiones libres rendidas por Juan
 Francisco Prada Márquez a. “Juancho Prada” y Javier
 Antonio Quintero Coronel a. “Pica Pica”. 

817. Por estos hechos se formuló el cargo de Homicidio en persona protegida, contemplado en el artículo 135 de la Ley 599 de 2000 con circunstancias de mayor punibilidad de las descritas en el artículo 58 numeral 2 y 5 Ibíd., formulado a título de autor mediato en contra del postulado.

818. La Sala ante la ausencia de objeciones frente al proceso de adecuación típica efectuado por la Fiscalía LEGALIZA el cargo formulado. 

6.7 Del cumplimiento de los requisitos por parte del postulado
819. Encontrando que efectivamente el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, se encuentra dentro del listado remitido por el Gobierno Nacional a la Fiscalía General de la Nación,
 procede la Sala a verificar que cumpla a cabalidad los requisitos de elegibilidad contemplados en el artículo 10º de la Ley 975 de 2005, con la finalidad de que pueda acceder a los beneficios que concede esta Ley.

6.7.1 Que el grupo armado organizado de que se trata se haya desmovilizado y desmantelado en cumplimiento de acuerdo con el Gobierno Nacional.

820. De este ítem se da cuenta a través de los siguientes documentos: 

· Resolución No. 091 de 15 de noviembre de 2004, de la Presidencia de la República, que resuelve declarar abierto el proceso de diálogo, negociación y firma de acuerdos con las Autodefensas Unidas de Colombia, A.U.C.;

· Resolución No. 042, del 21 de febrero de 2006 de la Presidencia de la República, que resuelve reconocer la calidad de miembro representante a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ del Frente Héctor Julio Peinado Becerra hasta el 5 de marzo de 2006;

· Oficio del 6 de marzo de 2006, de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz de la Presidencia de la República, que informa que JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, de conformidad con el Decreto 3360 de 2003, suscribió la lista de desmovilizados en la que reconoció expresamente los miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra con voluntad de reincorporarse a la vida civil;

· Oficio OF108-00015463/AUV 12300 del 18 de febrero de 2008, de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, que pone en conocimiento del Fiscal General de la Nación, Dr. Mario Germán Iguarán Arana, el proceso seguido en la desmovilización del Frente Héctor Julio Peinado Becerra.

821. Con los cuales encuentra la Sala que en efecto el grupo armado ilegal se ha desmovilizado y desmantelado de acuerdo con el Gobierno Nacional, tal como lo exige el artículo 10.1 de la Ley 975 de 2005.

6.7.2 Que se entreguen los bienes producto de la actividad ilegal.
6.7.2.1.1 Bienes entregados durante la desmovilización

822. De acuerdo con la información aportada por la Fiscal 39 Delegada ante el Tribunal de Distrito
, en el marco de la desmovilización colectiva del Frente Héctor Julio Peinado Becerra, fueron entregadas cinco motocicletas, y dos automotores, los cuales se identifican a continuación
:

· Motocicleta marca Yamaha DT 125, color negro, modelo no definido, identificada con el número de motor 3TL 105921 y placa HYX 08;

· Motocicleta marca Yamaha DT 125, color azul, modelo no definido, identificada con el número de motor 3TKO 44311 y placa FIG 64ª;

· Motocicleta marca Yamaha, color negra, modelo no definido, identificada con el motor número 3TLO 31713 y placa por determinar;

· Motocicleta marca Yamaha RX 100, color azul, modelo por determinar, identificada con el número de motor 1V1 65139K y placa GAI 91;

· Motocicleta marca Suzuki, color rojo, modelo no definido, identificada con el número de motor GP125 18976, número de chasis GP125V 102814 y placa REA 46;

· Campero marca Kia Sportage, color vino tinto, modelo 1998, identificado con número de motor FE795873, chasis número 121134 y placas número JOA 728 de Armero.

· Montero marca Mitsubishi, tipo station wagon, color blanco, identificado con número de motor VM3WRXEVBS0032, chasis número 121134 y placas número CIY 305 de Chía.

823. Con relación a estos bienes muebles, la Fiscal 39 Delegada manifestó que las motocicletas fueron entregadas a la Oficina de Acción Social, donde fueron monetizadas por la suma de dos millones de pesos cada una ($2.000.000), de manera tal que los diez millones de pesos ($10.000.000) por ellas recaudados fueron monetizados en un TES., el cual está pendiente de solicitud de medida cautelar ante la correspondiente Magistrada con función de Control de Garantías.
824. Con relación a los automotores, la Fiscalía 34 Delegada informó que comoquiera que se trataban de vehículos hurtados, fueron debidamente restituidos a las compañías aseguradoras que en su momento respondieron por las pérdidas ocasionadas.
6.7.2.1.2 Bienes entregados con posterioridad a la desmovilización
825. Posteriormente, el postulado realizó la consignación como depósito judicial, de ochenta millones de pesos colombianos ($80.000.000), los cuales fueron depositados en el Banco Agrario sucursal Barranquilla, cuenta número 080015060001, a nombre de la Unidad de Fiscalías Delegadas ante el Tribunal Superior de Barranquilla
, donde se generó el Título Judicial No. 416010000815752 del siete (7) de abril de 2.007, el cual fue dejado bajo la custodia de la Sección de Análisis de Títulos Judiciales de la Dirección Seccional Administrativa y Financiera de la Fiscalía General de la Nación Seccional Barranquilla, entidad que el catorce (14) de diciembre 2007 transfirió el dinero representado en el título judicial referido, a la Subdirección de Atención a Víctimas - Fondo para la Reparación de las Víctimas de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional (Acción Social)
.

826. La Fiscal 39 Delegada, informó que con el dinero se constituyó el Tes. número 0577235, el cual cuenta con medida cautelar de embargo, decretada por la Magistrada con función de Control de Garantías de Bucaramanga.

827. De otra parte, los señores Alfredo García Tarazona y Wilson Salazar Carrascal, desmovilizados del Frente Héctor Julio Peinado Becerra y también postulados por el Gobierno Nacional, hicieron entrega de dos motocicletas con fines de reparación:
· Motocicleta marca Yamaha YW 100, color negro, modelo 2000, identificada con placa número FFE 42ª.

· Motocicleta marca Honda C-90, color rojo, modelo 1997, identificada con placa número FFE 70ª.

6.7.2.1.3 Bienes entregados en la audiencia de legalización de aceptación de los cargos

828. Durante las diligencias que dieron lugar a la presente decisión, concretamente en sesiones del 2 y 3 de febrero de 2012, el postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ reconoció y ratificó respectivamente, ser el propietario de los predios denominados “El Paraíso” y “La Floresta”, -los cuales están en proceso de extinción de dominio-, y haberlos escriturado a nombre de sus hijos, sin embargo manifestó su voluntad de entregarlos al Fondo para la Reparación de las Víctimas, a fin de restablecer los derechos de quienes con su actuar delictivo sufrieron el menoscabo de los mismos.

6.7.2.1.4 Bienes en la unidad nacional de extinción de dominio

829. En virtud de labor desempeñada por la Fiscal 18 Delegada de la Unidad Nacional para la Extinción del Dominio y contra el lavado de activos, se encuentra que respecto de seis (6)bienes inmuebles se inició acción de extinción del derecho de dominio, por presumirse ser propiedad de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Se trata de los siguientes inmuebles, los cuales en decisión de 11 de abril del año 2012, fueron afectados con las medidas cautelares de embargo y secuestro:
· Predio rural denominado “El Paraíso”, identificado con matrícula inmobiliaria número 196-33263, ubicado en la vereda San Martín del municipio de San Martín (Cesar), con 4.900 m2 que figura a nombre de Raúl Prada Lamus, Alirio Prada González, Joan Sebastián Prada Novoa, Edith Prada Lamus, Yamira Prada Lamus, Yessika Alejandra Prada Lamus y Herbin Prada Ortiz;

· Predio urbano situado en la calle 14 No. 7-28 y 7-20, identificado con matrícula inmobiliaria número 196-21343, ubicado en el municipio de San Martín (Cesar), con 645 m2 , que figura a nombre de Reina América de Jesús Ortiz Prada, segunda esposa de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ;

· Predio rural denominado “La Floresta”, identificado con matrícula inmobiliaria número 196-504, ubicado en el municipio de Aguachica (Cesar), con 1.500 m2, que figura a nombre de Raúl Prada Lamus, Alirio Prada González, Joan Sebastián Prada Novoa, Edith Prada Lamus, Yamira Prada Lamus, Yessika Alejandra Prada Lamus y Herbin Prada Ortiz, y como usufructuario a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ;

· Predio rural denominado “Villa Patricia”, identificado con matrícula inmobiliaria número 196-33071, ubicado en la vereda San José de Torcoroma, municipio de San Martín (Cesar), con 8.105 m2, que figura a nombre de Jorge Ariza Rojas por compraventa que le realizara Raúl Prada Lamus en el año 2006, y con hipoteca a favor de Erwin Santamaría Mora;

· Predio urbano, situado en la calle 2 No. 2-76, identificado con matrícula inmobiliaria número 196-32758, ubicado en el corregimiento de Aguas Blancas del municipio de San Martín (Cesar), con 934 m2, que figura a nombre de Luis Jesús Angarita por compraventa que le realizara JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en el año 2005, y con hipoteca a favor del Banco de Bogotá;

· Predio rural identificado con matrícula inmobiliaria número 303-814, ubicado en la vereda Bocas del Rosario del municipio Puerto Wilches (Santander), que figura a nombre de Elvinia Lamus de Prada, primera esposa de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, por compraventa que realizara con Marina Niño de Amado en el año 2004 por la suma de veinte millones de pesos ($20.000.000), y con hipoteca a favor del Banco de Bogotá por la suma de ciento cinco millones de pesos ($105.000.000), desde esa misma anualidad.
830. De todo lo anterior entonces se desprende que se ha dado cumplimiento al segundo requisito del artículo décimo de la ley 975 de 2005.
6.7.3 Que el grupo ponga a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar la totalidad de menores de edad reclutados
831. Como se manifestó en acápites anteriores, nunca estuvo permitido el ingreso al Frente Héctor Julio Peinado Becerra de personas menores de edad, pues inclusive se estableció como requisito que quienes así lo quisieran tuvieran formación militar previa (supra. párr. 172), lo cual, aunado a que no se reportaron menores de edad al momento de la desmovilización da por cumplido el requisito.
6.7.4 Que el grupo cese toda interferencia al libre ejercicio de los derechos políticos y libertades públicas y cualquiera otra actividad ilícita
832. Sobre este punto, resulta necesario precisar que la Sala no cuenta con información relacionada con denuncias por delitos cometidos contra los mecanismos de participación ciudadana, ni contra el libre ejercicio de cargos públicos, o que hagan parte de la administración pública, en los Departamentos del César o la provincia de Ocaña del Norte de Santander, en las que se señale como posibles responsables a miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra del Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia, ni que mucho menos guarde relación con JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, razón por la que se concluye que este requisito de elegibilidad se encuentra cumplido. 
6.7.5  Que el grupo no se haya organizado para el tráfico de estupefacientes o el enriquecimiento ilícito
833. De conformidad con la información legalmente obtenida y allegada al proceso por el Fiscal Delegado, encuentra la Sala que como el grupo armado no se organizó con la finalidad de desarrollar actividades relacionadas con el tráfico de estupefacientes o el enriquecimiento ilícito, sino que en sus inicios se trató de un grupo propiamente de autodefensas que posteriormente para mantener su sostenibilidad acudió al cobro del impuesto de gramaje como una fuente de financiación posterior, por lo que se encuentra también satisfecho este requisito.
6.7.6  Que se liberen las personas secuestradas, que se hallen en su poder
834. En igual sentido, atendiendo que el surgimiento del Frente Héctor Julio Peinado Becerra estuvo encaminado a prevenir las prácticas dañinas para la sociedad, como resulta ser la privación injusta de la libertad, se encuentra que esta estructura no tuvo en su poder personas secuestradas.
835. Así se concluye que se han satisfecho los requisitos de elegibilidad contemplados en el artículo décimo de la ley 975 de 2005, lo que no impide que posteriormente se allegue información sobre investigaciones que impliquen una nueva valoración.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
R E S U E L V E:
PRIMERO-. Declarar que el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ de generales de Ley consignadas en esta decisión, militó como comandante del Frente Héctor Julio Peinado del Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia AUC, condición bajo la que se desmovilizó entre el cuatro (04) y seis (06) de marzo de dos mil seis (2006).
SEGUNDO-. De acuerdo con lo motivado, se DECLARA LA LEGALIDAD del cargo formulado en este asunto en contra del postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ por el delito de Concierto para delinquir agravado, concertación que se punibiliza a partir del 22 de julio de 2002 al 06 de marzo de 2006. 
TERCERO-. Declarar que en la presente actuación se registra evidencia que respalda la presunta responsabilidad del postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, en los hechos materia de este proceso y que fueron objeto de solicitud de legalización.
CUARTO-. Declarar que se encuentra acreditado que los delitos cometido por el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, durante el tiempo en que fungió como Comandante del Frente Héctor Julio Peinado, del Bloque Norte de las AUC, por los que se formularon cargos por parte de la Fiscalía, fueron ejecutados durante y con ocasión de su militancia en la organización ilegal armada. 
QUINTO-. Declarar, conforme a la precisas motivaciones que vienen expuestas, que la ejecución de los hechos antes mencionados, guardan una estrecha relación con el conflicto armado interno que se vive en Colombia, de la misma forma se tiene verificado que constituyeron mecanismos que de manera sistemática y generalizada materializaron graves violaciones de derechos humanos de titularidad de la población civil protegida, por tanto han sido calificados conforme a las motivaciones precedentes como Crímenes de Guerra y Delitos de Lesa Humanidad simultáneamente. 
SEXTO-. Conforme a lo motivado, LEGALIZAR los cargos formulados contra el postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, con excepción de los siguientes: Desplazamiento de Edgar Gemade (Cargo No. 3); Secuestro simple y tortura de Lincon Antonio Martínez Prado (Cargo No. 35); Actos de terrorismo (Cargo No. 62); y Secuestro simple de Humberto Afanador, Ramiro Molina Garzón y Nahun Afanador Gutiérrez (Cargo No. 75). 
SÉPTIMO-. Así mismo se DECLARA que en relación con los acontecimientos delictivos legalizados resulta satisfecho el derecho a la verdad en su dimensión particular, pues se determinaron los móviles, los autores y las circunstancias de modo, tiempo y lugar de cada hecho, y en su dimensión colectiva, en la medida que se conoció del contexto general y particular de la zona donde se perpetraron los acontecimientos, develando aspectos claves del desarrollo del conflicto armando no internacional colombiano. 
OCTAVO-. Declarar que hasta esta fase del proceso, los requisitos de elegibilidad que atañen al postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ se encuentran cumplidos.
NOVENO-. Ejecutoriada esta decisión, ACUMULAR a la presente actuación los procesos que en contra del postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, se encuentren suspendidos por la justicia ordinaria y que referencien hechos cometidos durante y con ocasión de la militancia del postulado en la organización ilegal armada Frente Héctor Julio Peinado Becerra, Bloque Norte. 
DÉCIMO: Superada la ejecutoria de esta decisión, proseguir la actuación conforme a lo establecido por el artículo 19 de la Ley 975 de 2005.
DÉCIMO PRIMERO-. Contra la presente decisión proceden los recursos de reposición y apelación ante esta Sala y ante la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, los que en su orden se rituarán conforme a lo establecido en los artículos 26 de la Ley 975 de 2005 y artículo 90 de la ley 1395 de 2010 que modificó el artículo 178 de la Ley 906 de 2004.
Notifíquese y Cúmplase

LÉSTER MARÍA GONZÁLEZ ROMERO

Magistrada

(Con Salvamento de voto)
ULDI TERESA JIMÉNEZ LÓPEZ

Magistrada

ALEXANDRA VALENCIA MOLINA

Magistrada
(Con aclaración de voto)
� Pese a la presentación hecha en este punto por la Fiscalía, la Sala ha descartado que el paramilitar alias “Francisco Tabares”, quien es suscriptor de importantes documentos del proceso de paz con las A.U.C., se corresponda con la persona de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, toda vez que éste manifestó en diligencia de versión libre del ocho (8) de junio del año 2009, que si bien el comandante Camilo Morantes le colocó ese alias, éste fue rápidamente desechado porque en la región lo conocían más como “Juancho Prada” y porque al poco tiempo de renombrarlo Camilo Morantes fue asesinado.


� Gobierno Nacional, Autodefensas Unidas de Colombia. Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia. Santa Fe de Ralito: 15 de julio de 2003.


� Providencias disponibles en la carpeta “Sentencias proferidas contra JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ”.


� Presidencia de la República de Colombia. Resolución No. 042 “Por la cual se reconoce a una persona la calidad de miembro representante de las Autodefensas Unidas de Colombia, A.U.C.”, 21 de febrero de 2006.


� Presidencia de la República de Colombia. Resolución No. 045 “Por la cual se establece una zona de ubicación temporal dentro del territorio nacional”, 24 de febrero de 2006.


� Ministerio del Interior y de Justicia. Remisión lista de postulados para ley 975 de 2005. 15 de agosto de 2006.


� En: carpeta “Información aportada por la Fiscalía relacionada con el desarrollo del proceso”.


� Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 8 de junio de 2009.


� Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 03 de febrero de 2012, tarde. Récord: 00:13:40.


� Artículo 2, inciso 2º, Decreto Reglamentario 3391 de 2006.


� La inspección o visita in loco, es una de las competencias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en virtud de la cual y con la anuencia del Estado miembro de la Organización de Estados Americanos (OEA) involucrado, se verifica la situación de los derechos humanos en su territorio a través de la visita de una Comisión Especial, la cual podrá obtener información de primera mano para conocer la situación de lo denunciado y poder así el elaborar el correspondiente informe para la Comisión Interamericana y las formular recomendaciones pertinentes al Gobierno del. Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 2009. art. 39 y ss. 


� Corte Constitucional. Sentencia C-370 de 18 de mayo de 2006. Expediente D-6032. MM.PP.: Manuel José Cepeda Espinosa, Jaime Córdoba Treviño, Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Álvaro Tafur Galvis y Clara Inés Vargas Hernández.


� Entre otros: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto de 21 de septiembre de 2009, Rad. 32.022, M.P: Dr. Sigifredo Espinosa Pérez, en el cual se dijo: “Cabe recordar que en relación con la audiencia de legalización de los cargos, la Corte Constitucional interpretó los alcances de la intervención de los Magistrados de Conocimiento, advirtiendo que el control a realizar sobre los cargos formulados es no sólo formal, sino material y, desde luego, no se limita a verificar que la aceptación de los mismos por parte del postulado es libre, voluntaria, espontánea y asistido por su defensor”.


� Auto de 21 de septiembre de 2009, Rad. 32.022, M.P: Dr. Sigifredo Espinosa Pérez. Op. cit.


� “(…) la Corte estima necesario precisar el contenido de los artículos 18 y 19 de la Ley 975 de 2005, dado que allí, de manera genérica y si se quiere confusa, el legislador desarrolla, o mejor, relaciona de manera sucinta el objetivo básico de las audiencias de formulación de cargos y legalización de la misma”. Ibídem.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto de 28 de mayo de 2008. Rad. 29.560, M.P: Dr. Augusto Ibáñez Guzmán.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto de 11 de marzo de 2010, Rad. 33.301, M.P: Dr. Jorque Luis Quintero Milanés.


� “[es competencia de los] Magistrados de conocimiento de conformidad con el numeral 1º del artículo 332 de la ley 906 de 2004 (…) “. Auto de 28 de mayo de 2008, Op. cit. Cfr. Auto de 27 de agosto de 2007. Rad. 27.873. M.P: Dr. Julio Enrique Socha Salamanca; Auto de 10 de abril de 2008, Rad. 27.873.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto del 31 de julio de 2009, Rad. 31.539, M.P: Dr. Augusto Ibáñez Guzmán. Resaltado fuera de texto.


� “Como ya se anotó, la diligencia no opera apenas para que se verifique que la aceptación de cargos es libre, voluntaria, espontánea y asistida por el defensor, sino que demanda la intervención de los magistrados a efectos de realizar control material de los cargos”. Auto de 21 de septiembre de 2009, Op. cit.


� “Precisamente, como se anotó al momento de examinar la audiencia de formulación de cargos, gracias a lo consignado en el escrito acusatorio los intervinientes conocen previamente cuáles son los hechos que estima la fiscalía probados y su denominación jurídica, lo que les permitirá acudir a la audiencia de legalización de cargos con argumentos y elementos de juicio que los habilita para controvertir esa manifestación”. Ibídem.


� “(…) la Sala de conocimiento del Tribunal de Justicia y Paz en sede de audiencia de legalización de cargos ejerce un control formal y material a la imputación propuesta por la fiscalía, luego tiene facultad para modificarlos aunque la norma (inciso tercero del artículo 19 de la ley 975 de 2005) no haga un pronunciamiento claro al respecto.


“Y sobre los cargos CORREGIDOS POR LA SALA en ejercicio de este control material/formal, el procesado deberá manifestar su aceptación voluntaria, libre, espontánea y con asistencia letrada”. Auto de 11 de marzo de 2010, Rad. 33.301. Op. cit.


� “(…) es lo cierto que los hechos deben ser construidos entre todos los intervinientes, incluidos los magistrados de justicia y paz, desde luego, tomando como base lo confesado por el postulado y la consecuente investigación adelantada por la fiscalía.


“Y esa construcción debe realizarse en la audiencia de legalización de cargos, en tanto, no puede olvidarse que por ocasión de su naturaleza sui generis, en el trámite de justicia y paz no es posible adelantar una audiencia preparatoria, ni un juicio oral y público en el que se presenten las pruebas de las partes y se controviertan los argumentos contrarios. 


“Entonces, para que no suceda que la construcción de la verdad opere unilateral o ajena a lo realmente ocurrido, o que por virtud de una inadecuada delimitación jurídica se aparte de conceptos ineludibles de justicia, se hace necesario habilitar un espacio adecuado para la forzosa controversia y discusión, en el cual las víctimas puedan ser escuchadas y se les permita abonar desde su conocimiento esa verdad.” (Subrayado fuera de texto). Op. cit.


� “(…) el entorno político e histórico es determinante para el establecimiento de las consecuencias jurídicas en el caso, comprendiendo tanto la naturaleza de las violaciones (…) como las correspondientes reparaciones.” Corte IDH. Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. Párr. 76. Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro, supra nota 8, párr. 202; y Caso Goiburú y otros, supra nota 11, párr. 53, 54 y 63.


� “En este sentido, la verificación judicial de que ciertos comportamientos se encuentran vinculados con el conflicto armado, se halla legitimada en el contexto de la Ley 975 de 2005, precisamente porque el acto político ya ha sido consignado expresamente dentro de los fundamentos de la norma, en particular, cuando allí se establecen como fines de la misma la consecución de la paz y la reconciliación nacional, significando de entrada que la desmovilización que allí se consagra opera respecto de miembros de grupos armados al margen de la ley, cuyo accionar no podría desvincularse del D.I.H.” Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Decisión de Segunda instancia de Justicia y Paz. 21 de septiembre de 2009. Rad. 32.022. Postulado: Gian Carlo Gutiérrez Suárez, desmovilizado del extinto Bloque Calima. M.P: Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Decisión de legalización de aceptación de cargos de treinta (30) de septiembre de 2010. Rad. 2008-80786. Postulado: Gian Carlo Gutiérrez Suárez, desmovilizado del extinto Bloque Calima. M.P: Dra. Léster María González Romero.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de primero (1) de diciembre de 2011. Rad. 2008-83194 y 2007-83070. Postulados: José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo Castro y José Manuel Hernández Calderas, desmovilizados del extinto Bloque Vencedores de Arauca. M.P: Dra. Léster María González Romero. Párr. 1; C.fr. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Decisión de 21 de septiembre de 2009. Rad. 32.022. Op. cit.


� Otros factores se encuentran debidamente documentados en la Decisión de legalización de aceptación de cargos de 12 de diciembre de 2011. Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Rad. 2008-83280. Postulado: Orlando Villa Zapata, desmovilizado del Bloque Vencedores de Arauca. M.P: Dr. Eduardo Castellanos Roso.


� Corte Interamericana sobre Derechos Humanos [Corte IDH]. Juan Carlos Abella v. Argentina. Caso 11.137. Informe No. 55/97, Inter-Am. C.H.R., OEA/Ser.L/V/II.95 Doc. 7 rev. en 271 (1997). Párr. 152; C.fr. Corte Constitucional. Sentencia C-291 del 25 de abril de 2007. Expediente D-6476. M.P: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.


�“Artículo 121. En los casos de guerra exterior, o de conmoción interior, podrá el Presidente, previa audiencia del Consejo de Estado y con la firma de todos los Ministros, declarar turbado el orden público y en estado de sitio toda la República o parte de ella.


“Mediante tal declaración quedará el Presidente investido de las facultades que le confieran las leyes, y en su defecto, de las que le da el Derecho de gentes, para defender los derechos de la Nación o reprimir el alzamiento. Las medidas extraordinarias o decretos de carácter provisional legislativo que, dentro de dichos límites, dicte el Presidente, serán obligatorios siempre que lleven la firma de todos los Ministros.


“El Gobierno declarará restablecido el orden público luego que haya cesado la perturbación o el peligro exterior; y pasará al Congreso una exposición motivada de sus providencias. Serán responsables cualesquiera autoridades por los abusos que hubieren cometido en el ejercicio de facultades extraordinarias”.


� La ley 48 de 1968, resulta de especial relevancia para este proceso pues introdujo como legislación permanente a la mayoría de las disposiciones del Decreto 3398 de 1965 “Por el cual se organiza la Defensa Nacional”, mediante el que se permitía a personas y grupos detentar armas y municiones señaladas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas. Dentro de su exposición de motivos también se adujo que


“(…) a partir de la década de 1940, se inició en Colombia un proceso de interpretación y aplicación extensiva del Artículo 121 de la Carta, es decir, del régimen excepcional del estado de sitio, que en poco más de una década destruyó el régimen jurídico de la Nación.


“(…)


“Como lo expresó algún comentarista de la época, ‘el Artículo 121 dejó de ser instrumento jurídico en defensa del orden, para convertirse en un medio eficaz para asumir el Ejecutivo, en sustitución del Congreso, y con el propósito de afectar la organización del Estado y su funcionamiento institucional, la plenitud del poder, revistiéndolo de una apariencia de juridicidad’”.


Congreso de la República. Exposición de motivos. Proyecto de ley “Por la cual se adoptan como legislación permanente algunos decretos legislativos, se otorgan facultades al Presidente de la República y a las Asambleas, y se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo, y de dictan otras disposiciones”. En: República de Colombia. Historia de las leyes. Legislatura de 1968, Tomo II. Bogotá, D.E.: División de Edición-DANE. 1981. Pág. 172-173.


� Ibídem.


� Congreso de la República. Exposición de motivos. Proyecto de ley 135 “Por la cual se crea y organiza el departamento del Cesar”. En: República de Colombia. Historia de las leyes. Legislatura de 1967, Tomo I. Bogotá, D.E.: División de Edición-DANE. 1981. Pág. 399.


� En el año 1851 se creó la Provincia de Valledupar, la cual posteriormente fue unificada con el Estado Federal del Magdalena en el año 1857.


� Con la presentación del proyecto de ley no. 135 de 1966, fueron expuestas motivaciones adicionales de orden geográfico, sociológico, histórico y económico, destacándose el progreso que existió en la región mientras existió anteriormente el departamento del Cesar: 


“Las anteriores razones históricas y geográficas llevaron al Gobierno Nacional en el año de 1968, a creer el departamento del Cesar, con capital en Valle de Upar, siendo sus primeros prefectos don Vicente Daza y don José A. Ariza, (…) mientras duró esta armónica división administrativa, el progreso se hizo patente en toda la región que se extiende entre la Sierra Nevada de Santa Marta y la Serranía de Perijá, hasta los Montes de Ocay, los ríos de Ariguaní, Cesar y Magdalena (…)”. Ibídem.


� “El Cesar era una zona de descanso y de recuperación. En estos primeros años [comienzos de los años ochenta] a esta guerrilla [las F.A.R.C. y el E.L.N.] la caracterizó una actividad reformista social y se dedicó a fomentar invasiones de tierras, con el objetivo de forzar actividades públicas de reforma agraria (para ello utilizó grupos de personas que, en ocasiones, no eran campesinas e invadieron muchas fincas de la región, las que fueron abandonadas por sus propietarios y algunas posteriormente adquiridas por el INCORA para su parcelación)”. Bernal Castillo, Fernando. Cuaderno PNUD–MPS No. 2: Crisis algodonera y violencia en el departamento del Cesar. Panamericana Formas e Impresos. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, Ministerio de la Protección Social de Colombia: Cuadernos PNUD–MPS. Investigaciones sobre desarrollo social en Colombia. 2004. Pág. 87.


� “El ELN fue la primera guerrilla en hacer su aparición en Norte de Santander, aprovechando su localización en la frontera con Venezuela, con el departamento de Arauca, su condición petrolera y más tarde debido a la construcción del oleoducto Caño Limón –Coveñas. (…) En la segunda mitad de los años setenta, después de la denominada Operación Anorí (1973), hasta principios de los ochenta, se registró lentamente el movimiento de algunos guerrilleros [de otras estructuras subversivas] (…) Hay que aclarar que Norte de Santander tuvo un pasado petrolero que facilitó la implantación del ELN. (…) Después de presiones sociales organizadas por la USO, el campo revirtió a la Nación en 1976 y ECOPETROL asumió su explotación cuando la producción empezó a declinar”. Vicepresidencia de la República de Colombia. Los derechos humanos en el departamento de Norte de Santander. Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Pág. 5.


� “De igual forma, como fechas emblemáticas de otras organizaciones vinculadas al conflicto Colombiano se referencian en Mayo 27 de 1964 Fuerzas Armadas revolucionarias FARC, julio de 1964 Ejército de Liberación Nacional E.L.N., 1967 Ejército Popular de Liberación Nacional EPL., 19 de abril de 1970 M-19., 1978 Quintín Lame (Grupo guerrillero indígena)., 1980 Autodefensas Unidas de Colombia AUC. –Paramilitares-, 2005 Bandas criminales emergentes –BACRIM-, conformadas, según información aportada al proceso, por 21 estructuras que operan en 19 Departamentos y 120 municipios”. Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Decisión de legalización de aceptación de cargos de treinta (30) de septiembre de 2010. Rad. 2008-80786. Postulado: Gian Carlo Gutiérrez Suárez. Op. cit. Párr. 78.


� Fundación Ideas para la Paz. Los principales acuerdos finales de paz alcanzados por el Gobierno Nacional y los grupos insurgentes que se desmovilizaron: 1990-1998. En: Boletín Informativo N. 2 “Historia de los procesos de diálogo y negociación en Colombia”.


� Gobierno Nacional, M-19. Acuerdo político entre el Gobierno Nacional, los partidos políticos, el M-19 y la iglesia católica en calidad de tutora moral y espiritual del proceso. Palacio de Nariño: 9 de marzo de 1990.


� “(…) Para efectos de establecer en casos concretos si un determinado conflicto ha trascendido el umbral de gravedad necesario para ser clasificado como un conflicto armado interno, la jurisprudencia internacional ha recurrido principalmente a dos criterios: (i) la intensidad del conflicto, y (ii) el nivel de organización de las partes.[38] Al apreciar la intensidad de un determinado conflicto, las Cortes internacionales han aplicado, por ejemplo, factores tales como la seriedad de los ataques y si ha habido un incremento en las confrontaciones armadas[39], la extensión de las hostilidades a lo largo de un territorio y de un período de tiempo[40], el aumento en las fuerzas armadas estatales y en su movilización, así como la movilidad y distribución de armas de las distintas partes enfrentadas[41]”. Corte Constitucional. Sentencia C-291 de 2007. Op. cit.


Estos criterios trazados en instancias internacionales, resultan aplicables en el Ordenamiento Colombiano, toda vez que se corresponden con los principios del Derecho Internacional Humanitario. C.fr. Ramelli Arteaga, Alejando. Jurisprudencia penal internacional aplicable en Colombia. Bogotá: Ediciones Unidades, 2011. Pág. 96.


� Corte Constitucional. Sentencia C-291 de 2007. Op. cit.


� Vicepresidencia de la República de Colombia, Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y D.I.H. Informe anual de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario 2010. Bogotá: 2011. 166 Pág.


� Aponte Cardona, Alejandro. Persecución penal de crímenes internacionales. Diálogo abierto entre la tradición nacional y el desarrollo internacional. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez, 2011. Pág. 34.


� Comité Internacional de la Cruz Roja. El derecho internacional humanitario consuetudinario. Prólogo del Dr. Jakob Kellenberger. Volumen I: Normas. Buenos Aires: octubre de 2007. Pág. XII.


� Así fue reconocido por el Comandante paramilitar Salvatore Mancuso Gómez bajo la consigna de “combatir a la guerrilla en cualquier tiempo y lugar, armada, desarmada, en combate o fuera de él, uniformada o de civil (…)”. Cfr. tribunal superior de Bogotá D.C., Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 29 de junio de 2011. Rad. 2007-82790. Postulado: Aramis Machado Ortiz, desmovilizado del Frente Fronteras del Bloque Catatumbo. M.P: Alexandra Valencia Molina.


� A través de registros como los que lleva el Observatorio sobre Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Vicepresidencia de la República. Vicepresidencia de la República de Colombia, Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y D.I.H. Cifras situación de Derechos Humanos y resultados operacionales de la Fuerza Pública. Comparativo enero – octubre 2010 y 2011. Ítem “miembros de bandas criminales muertos en combate”. [En línea].


� Entre otras fuentes: Vicepresidencia de la República de Colombia, Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y D.I.H. Geografía de la confrontación y la violencia. [En línea].


� Centro Integrado de Inteligencia contra las Bandas Criminales. Memorando Conteo integrantes BACRIN. 19 de agosto de 2011. 12 Páginas. En: carpeta “Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Decisión de treinta (30) de septiembre de 2010. Rad. 2008-80786. Postulado: Gian Carlo Gutiérrez Suárez. Op. cit.


� Centro de Investigación y Educación Popular/ Programa por la Paz (CINEP/PPP). Deuda con la humanidad: paramilitarismo de estado en Colombia 1988 – 2003. Revista “Noche y Niebla”. Bogotá: CINEP, 2004. Pág. 17-22.


� Los primeros manuales, llegados entre 1962 y 1963, provenían de los Estados Unidos de América y de Francia, y a partir de 1968 y hasta 1987 fueron elaborados por el propio Ejército Nacional de Colombia. Ibídem. Adicionalmente, de estos manuales primigenios se tuvo conocimiento durante la Administración del presidente estadounidense George H. W. Bush (1989-1993), pues anteriormente eran confidenciales. Cfr. McClintock, Michael. Counterinsurgency, and Counterterrorism, 1940-1990. En: Proyecto “Instruments of Statecraft US. Guerrilla Warfare”.


� Manual de 1962, pág. 34. Cfr. Ibídem. Pág. 17.


� Manual de 1963, Pág. 34. Cfr. Ibídem. Pág. 18.


� Así fue reconocido en la audiencia pública de legalización de aceptación de cargos que motiva la presente decisión, diligencia en la que la Fiscalía presentó cómo “la puesta en práctica en Colombia de la Doctrina de Seguridad Nacional en la década del sesenta como estrategia orientada a controlar a los grupos rebeldes que estaban emergiendo en la región, desencadenó una transformación en el discurso del Ejército colombiano y de sus principios orientadores en cuanto al tratamiento que le dieron a la lucha contrainsurgente y en particular la creación de una alianza de civiles y militares contra enemigos comunes para hacer frente a las amenazas subversivas”, lo cual fue materializado en normas como el decreto 3398 de 1965, mediante el que se remplazó al Ministerio de Guerra por el Ministerio de Defensa Nacional. Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 12 de enero del año 2012.


� CINEP. Op. cit. pág. 20.


� “La Defensa Nacional es la organización y previsión del empleo de todos los habitantes y recursos del país, desde tiempo de paz, para garantizar la Independencia Nacional y la estabilidad de las instituciones”. República de Colombia. Decreto legislativo No. 3398 de 2005 “Por el cual se organiza la defensa nacional”. 24 de diciembre de 1965. Art. 1.


� “Todos los colombianos hombres y mujeres, no comprendidos en el llamamiento al servicio militar obligatorio, podrán ser utilizados por el gobierno en actividades y trabajos con los cuales contribuyan al restablecimiento de la normatividad”. Ibídem. Art. 25.


� “El Ministerio de Defensa Nacional por conducto de los Comandos autorizados, podrá amparar, cuando lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas que estén consideradas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas”. Ibídem. Art. 33, parágrafo 3º.


� Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109.


� Corte IDH. Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Op. cit.


� Ibídem. Párr. 70.


� Autodefensas Unidas de Colombia. Estatuto reglamentario del régimen de constitución y disciplinario Interno de las Autodefensas Unidas de Colombia. Segunda Conferencia Nacional: 1998. Art. 2.


� Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencia de 12 de abril de 1967. M.P: Dr. Aníbal Cardozo Gaitán. 


� República de Colombia. Ley 48 “Por la cual se adoptan como legislación permanente algunos decretos legislativos, se otorgan facultades al Presidente de la República y a las Asambleas, y se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo, y de dictan otras disposiciones”. Congreso de la República: 16 de diciembre de 1968. Diario Oficial No. 32.679 de veintiséis (26) de diciembre de 1968. 


� Giraldo Ángel, Carlos Fernando, et. al. Ponencia a proyecto No. 29 sobre la incorporación como legislación permanente del decreto 815 de 1989 que suspende la vigencia del parágrafo tercero del artículo 33 del decreto legislativo 3398 de 1965. Santafé de Bogotá: Comisión Especial Legislativa, 1991. Pág. 2.


� Corte IDH. Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Op. cit. Párr. 70.


� “En la parte considerativa del Decreto 0815 se indicó que ‘la interpretación del Decreto legislativo 3398 de 1965, adoptado como legislación permanente por la Ley 48 de 1968, hecha por algunos sectores de la opinión pública, ha causado confusión sobre su alcance y finalidades, en el sentido de que se puedan llegar a tomar como una autorización legal para organizar grupos civiles armados que resultan actuando al margen de la Constitución y las leyes’”. Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Decisión de treinta (30) de septiembre de 2010. Rad. 2008-80786. Postulado: Gian Carlo Gutiérrez Suárez. Op. cit. Párr. 109.


� Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencia de 25 de mayo de 1989. Expediente No. 1886. M.P: Dr. Fabio Morón Díaz.


� Los demás artículos se encontraron ajustados a la Carta toda vez que “La defensa Nacional es (…) una institución que está reglamentada por la ley, organizada por la autoridad constitucional [artículo 167], controlada por ella, con fines, límites y responsabilidades señalados por la ley 48 de 1968”. Ibídem.


� Ibídem.


� En la ponencia aludida, de manera expresa solicita improbar el condicionamiento de los artículos 1º y 2º del decreto 815 de 1989 en los que se consagraba “mientras subsista turbado el órden (sic) público y en Estado de Sitio el territorio nacional”, fundamentados principalmente en que “(…) el decreto 815 de 1989 se debe adoptar como legislación permanente no en cuanto hace relación (sic) al artículo 33 parágrafo 3 que ya fue declarado inexequible por parte de la Corte Suprema de Justicia, sino en lo que hace relación a permitir la utilización del artículo 25 pero de una manera mesurada, siempre, como fiel desarrollo del artículo 216 de la Constitución Nacional (…)”. Giraldo Ángel, Carlos Fernando, Op. cit.


� Presidencia de la República de Colombia. Decreto 356 “Por el cual se expide el Estatuto de Vigilancia y Seguridad Privada”. 11 de febrero de 1994.


� Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. Resolución 368 de 27 de abril de 1995, "Por la cual se fijan criterios técnicos y jurídicos y se señalan procedimientos para el desarrollo de los servicios de vigilancia y seguridad privada de que trata el artículo 39 del decreto 356 de 1994".


� “Los servicios especiales de vigilancia y seguridad privada que se autoricen por esta Superintendencia, a personas jurídicas de derecho público o privado, con el objeto de proveer su propia seguridad, se denominarán Convivir". Ibídem, art. 1º.


� Para estudiosos en el tema, el principal móvil para la constitución de esta alianza Paramilitares-Fuerzas Militares fue la eficacia de los métodos de los primeros para arrinconar a las FARC y para liquidar a los militantes de la Unión Patriótica. Corporación Nuevo Arco Iris. Parapolítica: la ruta de la expansión paramilitar y los acuerdos políticos. Bogotá: Intermedio, 2007. Pág. 18.


� Corte IDH. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109.


� Corte IDH. Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Op. cit.


� Corte IDH. Caso Caballero Delgado y Santana Vs. Colombia. Excepciones Preliminares. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 17.


� Corte IDH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140.


� Corte IDH. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2006 Serie C No. 148.


� Corte IDH. Caso de la Masacre de Mapiripán Vs. Colombia. Excepciones preliminares. Sentencia 7 de marzo 2005. Serie C No. 122.


� Autodefensas Unidas de Colombia. Texto de fundación de las Autodefensas Unidas de Colombia. Primera conferencia: 18 de abril de 1997. Cfr. Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y paz. Sentencia de dieciséis de (16) de diciembre de 2011. Rad. 2007-82701. Postulado: Fredy Rendón Herrera, desmovilizado como comandante del extinto Bloque Elmer Cárdenas. M.P: Dra. Uldi Teresa Jiménez López. Párr. 330.


� Autodefensas Unidas de Colombia. Estatuto reglamentario del régimen de constitución y disciplinario Interno de las Autodefensas Unidas de Colombia. Segunda Conferencia Nacional: 1998. Op. cit. Art. 1.


� Art. 5, numeral 1º. Ibídem.


� Art. 17, ibídem.


� Art. 23, ibídem.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Decisión de treinta (30) de septiembre de 2010. Rad. 2008-80786. Postulado: Gian Carlo Gutiérrez Suárez. Op. cit. Párr. 90 y ss. 


� Párr. 120-122, ibídem.


� “Capitulo (sic) Tres: De los Objetivos Políticos. 


“Articulo (sic) Tercero: El movimiento de Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá desarrollará las acciones, tareas y operaciones políticas-militares en dirección a los siguientes objetivos: 


“(…)


“10-Proponer y facilitar una salida negociada al actual conflicto armado de tal manera que la solución política sobre la solución militar como opción.”. Autodefensas Unidas de Colombia. Estatuto reglamentario del régimen de constitución y disciplinario Interno de las Autodefensas Unidas de Colombia. Op. cit.


� Gobierno Nacional, Autodefensas Unidas de Colombia. Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia. Santa Fe de Ralito: 15 de julio de 2003. Op. cit.


� Presidencia de la República de Colombia, Oficina Alto Comisionado para la Paz. Proceso de paz con las Autodefensas. Informe Ejecutivo. 2006. 124 Pág.


� Congreso de la República. Ley 975 de 25 de julio de 2005 “Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios”. Diario Oficial 45.980. Art. 1.


� Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos. Sesión del trece (13) de enero de 2012.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre conflicto armado en el Cesar. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. En: Carpeta -“Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”.


� Área de influencia Santander, municipios de SAN CALIXTO, veredas: Lagunitas, la Quina, la Baena, Guaduales, Bajial, Santa Catalina; HACARÍ, veredas: las Juntas, Lagunetas, Mesarrica o la Caspilla, Mesitas y San José del Tarra; ABREGO, veredas: Bellavista, Gallineta, Filo Alto, Hoyo Pilón, la Motilona; SARDINATA, veredas: Las Lajas, La Victoria - corregimiento Las Mercedes; TEORAMA: corregimientos El Aserrío y San Pablo; CONVENCIÓN, vereda Honduras; TIBÚ, veredas el Bojoso, San Martín de Loba, las Lajas y la Hamaca; Norte de Santander: Cúcuta (perímetro urbano).


� Área de influencia: Norte de Santander, municipios: Cáchira, Abrego, Hacarí, Villa del Rosario y Ocaña; Santander: Barrancabermeja, Rionegro, El Playón, Sabana de Torres y Puerto Wilches; Cesar: San Martín y San Alberto.


� Vicepresidencia de la República de Colombia. Dinámica de la confrontación armada en la confluencia entre los Santanderes y el sur del Cesar. Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y D.I.H. Págs. 15 y 16.


� Ante la pregunta del Fiscal Delegado por la estructura de la Guerrilla en la zona, JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ contestó:


“Traigo lo que nos pudimos acordar:


“Como comandante del Frente Camilo Torres de ELN que operaban en la zona del Frente Héctor Julio Peinado Becerra: La Negra Patricia – el lugar la de operación de la negra era El Cairo y parte alta de la vereda Del Cobre; comandante Leider del ELN – comandaba en Los Bagres y en Minas; comandante Tío Penco – operaba en San Martin, parte alta de Los Bagres; comandante Nelson Durán: operaba en San Martin, Barranca de Lebrija y esa zona por ahí; comandante Diógenes Durán – operaba en la vereda La Dorada y Mesa Rica; comandante Torres – operaba en la vereda Los Chorros de Badillo y Las Salinas de Aguachica y la Salinas pertenece a Puerto Wilches y otra parte a San Martín; comandante Orlando Pico, era urbano de San Martín y San Alberto; comandante Abelardo Becerra Ropero – operaba por los lados parte alta de Aguachica y los lados de Boquerón; comandante Willliam 4 orejas – operaba en San Martín, el remplazó a Ricardo; comandante Herlindo Cárdenas – operaba por El Palmar, parte alta de Norte de Santander. Ellos eran del ELN, ellos estaban operando desde el año 84 y 85, 90 al 95, ellos estuvieron todo ese tiempo por ahí.


“Comandante del 20 Frente de las FARC que operaron el en sector del Frente Héctor Julio Peinado Becerra: el primer comandante que conocía fue a un señor que le decían “Santander”, operaba en San Martín y esa parte de Los Bagres y El Cobre, esto en el año 84; un tal Ricardo, mandaba en La Llana y San Alberto; Reynel, que operaba por Terreplen y Puerto Oculto; el Negro Volveré que operaba por Candelia y Aguas Blancas; Diego Ayala Sanguiña y el hermano Orlando Ayala Sanguiña, ellos eran inteligencia de las FARC y ellos llevaron al comandante Santander, lo llevaron de los lados de San Vicente de Chucuri; El Pájaro operaba en San José de las Américas; Ernesto operaba en La Carolina y Guaduas; y un tal Julio que operaba En Los Tendidos y San Rafael de Lebrija. Estos estuvieron desde el 84 para acá. pero allá lo más fuerte era el ELN. 


“Comandantes del EPL, que operaba en la zona del Frente Héctor Julio Peinado Becerra: un muchacho que le decían Libardo, operaba por la parte alta de Minas; el Negro Peñate operaba por La Llana, Tokio y Los Tendidos; Manuel El Peludo, operaba por la parte alta de San Alberto y Abrego junto con Megateo; el Mono Perica, operaba en La Esperanza, San Alberto y Tropezón; Wilson, operaba en El Remanso, vía del Agua de la Virgen yendo para Ocaña; el Nene, que remplazó al Mono Perica, operaba por el lado de Las Delicias, El Morrón, Los Planes y Fundación y toda esa parte para los lados de Bucaramanga; Megateo, que operaba con Manuel El Peludo que operaba por los lados de Abrego, Hacarí, La Playa.


“Y el Frente Libardo Mora Toro del EPL y Frente Ramón Gilberto Zambrano que operaba por los lados del Morrón, León XIII y San Pablo. Por los lados de Abrego estaba Megateo que era del Frente Libardo Mora Toro y el que operaba en la parte baja era el Frente Ramón Gilberto Zambrano de ahí era que era El Nene. 


“El M-19 que eran más poquitos que operaban en la zona de injerencia del Frente Héctor Julio Peinado Becerra: Francisco Cardona, comandante de finanzas en San Martin, Minas y eso por ahí; y El Flaco Francisco que operaba en Minas, San Alberto y Líbano y eso, y él era más que todo político Hugo Fuentes y era urbano en San Martín; y El Gato que era el logístico”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 09 de junio de 2009.


� “Fue en este escenario que a comienzos de los años ochenta irrumpe la guerrilla en el Cesar. En dicho periodo su presencia no fue significativa. (…) El Cesar era una zona de descanso y de recuperación. (…) La intensificación de su presencia y de su actividad violenta solo se da a finales de los ochenta y principios de los noventa. La lógica de su accionar y el proyecto de consolidación de control de este territorio, habría de cambiar con el anuncio del potencial y la inminente explotación del carbón en el Cesar y la Guajira. No sólo organizó una mayor irrupción de frentes en la Sierra, especialmente, sino que escaló el uso de la violencia a niveles sin precedentes. Dado que en los primeros años la industria minera era incipiente, esta alta presencia de la guerrilla la llevaría a orientar toda su actividad de coerción y extracción de recursos entre el grupo de ganaderos y la población urbana.” Bernal Castillo, Fernando. Cuaderno PNUD–MPS No. 2: Crisis algodonera y violencia en el departamento del Cesar. Op. cit. Págs. 87 y 88. 


� Se recuerda, que dentro de la exposición de motivos para la creación del departamento del Cesar, el Legislador manifestó que:


“(…) pudiéndose decir sin lugar a duda que en la actualidad [la región que se extiende entre la Sierra Nevada de Santa Marta y la Serranía del Perijá, hasta los montes de Ocay, los ríos Ariguaní, Cesar y Magdalena] presentan la característica de una economía agropecuaria semejante, iguales necesidades, un mismo potencial en desarrollo, y sobre todo el caso único en Colombia de una región privilegiada, en la cual se sintetizan todos los suelos y climas del mundo (…)


“3o. Potencial económico. Lo anteriormente dicho, presenta al departamento del Cesar, como la más nítida unidad geopolítica al nordeste fronterizo. Esta categoría ha llevado a las más altas entidades técnicas nacionales e internacionales a interesarse por esta razón, que hoy cuenta con profundos estudios y planes integrales para su total explotación. (…)”. Congreso de la República. Exposición de motivos. Proyecto de ley 135 “Por la cual se crea y organiza el departamento del Cesar”. Op. cit. Pág. 399.


� “Uno de los factores que tuvieron que ver con la expansión del cultivo del algodón fue la implementación de la política de reforma agraria de los años 60, especialmente la Ley 135 de 1961. Empujados por el temor a ser ‘incorados’, bajo la administración Lleras Restrepo* los cesarenses consideraron que el único modo de probar que las tierras estaban adecuadamente explotadas era tumbando montes”. Op. cit. Pág. 27.


� Medina Gallego, Carlos. E.L.N.: Una historia contada a dos voces, entrevista con el cura Manuel Pérez y Nicolás Rodríguez Bautista, Gabino. Santafé de Bogotá: Rodríguez Quito Editores. 1996. Pág. 104.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe final. Objeto de la diligencia: “(…) establecer fechas de inicio de estaciones de Policía, organismos de inteligencia, Alcaldías, Ejército Nacional y Gaula de Policía de los municipios de Aguachica, San Martín, San Alberto y Gamarra”. Aguachica: 12 de enero de 2012.


� “Ya uno no se aguantaba más a la guerrilla, yo iba por los potreros míos a trabajar en el cultivo, y encontraba uno a la Guerrilla en la trocha y ellos le decían: -‘compañeros necesito que me lleve estos compañeros’- y tenía uno que dejar a los obreros, y eso era casi todos los días. Estando uno en la casa empezaron que –‘présteme la camioneta, para llevar estos compañeros’-. Con Roberto empezamos dándole información al Ejército de dónde los dejábamos, llegaba uno a la Base del Ejército a dar información y no actuaban de una vez y hubo una información de Los Bagres, que el sapo estaba entre nosotros mismos y que nos iban a matar a Roberto y a mí”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 08 de junio de 2009.


� Ibídem. Barranquilla: 09 de junio del año 2009.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre conflicto armado en el Cesar. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011.


� Diario El Tiempo. Sepultan a ex congresista asesinado en el Cesar. Bogotá: 7 de octubre de 1994. [En línea:] http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-230086 (consulta: 15 de febrero de 2012).


� “Los primeros que estuvieron son los de ‘Riverandia’, Rivera Staper, ellos venían como dese el año 88 y 89 y acabaron como en el 93-94 (…) y cuando ellos se acaban, en esas es que entra Roberto a San Alberto, ‘Los Masetos’ que llamaba eran los de Riverandia, y Roberto pone de comandante a ‘Camarón’”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 08 de junio de 2009.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de dieciséis de (16) de diciembre de 2011. Op. cit. Párr. 265 y 266.


� Corte IDH. Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Op. cit. Párr. 91.


� Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 08 de junio de 2009.


� “Yo venía trabajando en eso [en el grupo de autodefensa] desde el noventa y dos y noventa y tres, yo le ayudaba a conseguir información porque él, Roberto Prada Gamarra, trabajaba en una zona. Él trabajaba por los lados de Aguas Blancas a San Martín, y yo trabajaba era por el Líbano, Aguas Blancas en la finca de Marcelino Duarte, se llama finca La Floresta, lo que pasa es que como cuando yo iba para la finca y encontraba la guerrilla, llamaba a Roberto y le decía dónde estaba. Yo le ayudaba a Roberto con plata y con información


“Roberto arrancó con poquito, eran como cinco pistoleros, uno era ‘Camarón’ (Luis Emilio Camarón Flores, era de San Alberto), Culebrita (No sé), alias ‘Óscar’ que era del Líbano, y uno que le decían ‘Martín’, que tenía una cicatriz en la frente como una ‘b’, un tal ‘Tigre’, el ‘Perro’. Eran puros soldados de Los Guanes que se retiraron y se fueron a trabajar con él, a Norris. (…)”. Ibídem.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre conflicto armado en el Cesar. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. Pág. 7. Socializado en la audiencia de legalización, sesión del 11 de enero de 2012, en la que la Fiscalía amplió el relato del postulado Roberto Prada Delgado, en el sentido que éste reconoció que su padre “le jugaba doble a la Guerrilla”.


�“’Los Paisas’ que operaban por el lado del Tesoro, eso es por ahí como 93 – 94. ‘El tesoro’ es una finca que el dueño es Jaime Ángel (Jaime Ángel Botero), ellos operaban por ese lado de Cuatro Bocas, Pita Limón, La Cabaña, Morrison.”


 “En El Tesoro había un comandante que le decían Rafael Emilio, hermano de Milciades el que estuvo en Ocaña, y ‘Pica’ sabe porque como él estuvo trabajando con Luis Orfego ellos iban allá. Él dice, ‘Pica’, que eso se acabó en el año 96, operaba en Cuatro bocas, Pita Limón, La Cabaña, era un sector pequeño. El colindaba era con Luis Orfego Ovalle. Cuando pica empezó a trabajar con Luis Orfego Ovalle eso ya estaba. A ellos les decían el grupo de los paisas. no sé cuántos eran”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre postulado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 08 y 09 de junio de 2009.


� Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012.


� Ibídem. Récord: 03:17:30.


� “Luis Orfego Ovallos (sic), él estuvo en Barranca Lebrija y todo eso. Él fue el que las montó primero, 92 y 93, él ya tenía gente en Ocaña, al ‘Flaco’ (Luis creo que era) hermano de Milciades, eso es el 92 y 93, ‘El Flaco’ se viene de Ocaña y monto el grupo el Pailitas. Él tenía de la carretera para bajo desde Morrison, hasta Aguachica cogiendo el caso urbano de Aguachica, hacia el río Magdalena, la Isla de Morales, Gamarra, Puerto Patiño, Barranca de Lebrija, Puerto Mosquito, Puerto Acapulco. Él (Luis Orfego) estuvo en el 97 hasta que lo mataron, lo citaron a una reunión y allá lo dejaron, lo mataron creo que fue el 27 de febrero o enero 97 y recogieron los muchachos que él tenía, vinieron fue ‘Manaure’ y un personal de ‘Jimmy’, y se fueron para Pelaya. Lo que pasa es que el grupo de Manaure era independiente y por la zona de Pailitas y Curumaní; Mancuso tenía a Jimmy, y por eso (…) cuando se va Luis Orfego yo cojo la zona, o sea en el 97 (…)”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 9 de junio del año 2009.


� “(…) El que seguía era un muchacho Pedro de La Esperanza que también lo mató Camilo Morantes hacia el oriente coge la cordillera y coge Abrego”. Ibídem. 


� Audiencia pública de legalización de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012.


� Cfr. “(…) Con Camilo Morantes alcanzamos a montar un grupo especial, el Comandante que colocó él de parte de él era ‘William El Tatareto’, y el mío era ‘Norris’”. Op. cit. Sesión del 8 de junio de 2009.


� De acuerdo con la Fiscalía, las mencionadas haciendas son administradas por la empresa Marulanda del Valle Ltda., en cabeza del señor Diego Marulanda.


� Audiencia de Legalización de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012. Récord: 00:18:30 (2do. audio).


� “El Grupo de ‘Manaure’ que era el mismo alias ‘Paso’ o ‘Marcos’ o ‘Manaure’ (no sé dónde está), eso lo montó en Pelaya (Cesar), y él fue el que entró a ‘Bella Cruz’ (esa finca era de Marulanda, uno que era embajador), él se va en el 96 y monta un grupo de su cuenta, cuando el entró, hubo el desplazamiento de Bella Cruz; el arrancó con poquita gente porque yo le presté gente y Camilo Morantes le prestó, y no sé si Roberto Prada Gamarra le prestó gente. (…) él fue, el que hizo lo de bella cruz, y cuando pasó la bulla volvió a Pelaya. Él lo entregó como en el 98, eso se lo entregó al bloque de Mancuso, cuando eso Mancuso estaba con Carlos Castaño, y no había Bloque Catatumbo, y después pasó al Bloque Norte con ‘Jorge 40’”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 9 de junio de 2009.


� “Cuando se va Manaure, queda Jimmy que es Mancuso, no dio bola, nombraron a Julio Palizada, que le decían “Julio Pailitas” de Mancuso, y sacan a Julio Palizada de ahí, eso fue como en el 99 o 2000, ya quedó fue ‘Omega’, y él estuvo hasta la desmovilización”. Ibídem.


� “Había una gente que le decían ‘La Mano Negra’ y decían que era gente del Estado”. Ibídem.


� Registros 05-Oct-91, 21-Nov-91, 2-Nov-91, 07-May-92, 10-May-92, 14-May-92. Banco de Datos de Violencia Política – CINEP. Deuda con la humanidad. Paramilitarismo de Estado 1988-2003. Op. cit. Págs. 71-73, 81.


En igual forma, el 20 de febrero del año 1983, el Procurador General de la Nación, doctor Carlos Jiménez Gómez, presentó un informe que fue publicado en la prensa nacional, en el que se relacionaban los nombres de aquellos particulares y miembros de la Fuerza Pública que como resultado de las labores de instrucción habían sido relacionados con la conformación de grupos paramilitares, toda vez que, como lo expresó el Procurador en su presentación del informe ante el Congreso de la República:


“Se estaba extendiendo la viciosa costumbre de que los militares se apoyaran en gentes privadas para llevar a cabo sus labores de contrainsurgencia, supliendo así la capacidad de acción que les negaban no sólo sus propias limitaciones de todo orden, sino la complejidad de la lucha ardua, en terreno vasto, encapotado y montañoso, contra una delincuencia endémica en la que el carácter político y el común se habían hecho inextricables y frente a la cual los sentimientos y las reacciones de la población habían sembrado sospechas de todas partes”. Jiménez Gómez, Carlos. Una Procuraduría de Opinión. Informe al Congreso y al País. Pág. 116. En: Medina Gallego, Carlos. Autodefensas, paramilitares y narcotráfico en Colombia: origen, desarrollo y consolidación. El caso Puerto Boyacá. Bogotá: Editorial Documentos Periodísticos, 1990. Pág. 188.


� Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Segundo Informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia. OEA/Ser.L/V/II.84. Doc. 39 rev. 14 de octubre de 1993, Capítulo II “El fenómeno de la violencia”.


� Calvo Ospina, Hernando. Colombia Laboratorio de Embrujos. Democracia y Terrorismo de Estado. Bruselas: Foca Ediciones, 2008. Pág. 96.


� “[En el año 1992 y 1993] yo trabajaba en El Líbano, Aguas Blancas en la finca de Maceo Duarte y después me vine a trabajar en la finca Cabeza, al lado de la base militar de Aguachica y de ahí ya en el 94 me voy para Yopal con unas combinadas a cortar arroz, eso estaba muy berraco trabajar por la guerrilla, y parte del 95, yo estuve en Yopal, en Agua Azul, Maní, La Nevera, La Caparrera, cortando arroz y por el lado de Morichal”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 9 de junio de 2009.


� “(…) yo regreso en el 95 como en abril o marzo y Roberto Prada Gamarra me dice que coja la zona de San Martin, a San Martín le correspondía trazando una línea por Los Bagres, Aguas Blancas, Candelia hasta el río San Albertico y el Río Lebrija. Roberto Prada Gamarra quedó con esa zona así el sur, y el norte me tocó a mí hasta Morrison, que era Luis Orfego de la carretera hacia abajo porque de la carretea hacia arriba era mío, que era Platanal y la cordillera hacia Ocaña. (…)”. Ibídem.


� “En el 95 Roberto se va para San Alberto, eso era desde la carretera de Los Bagres hacia el río, pasando por Aguas Blancas, él cogía hacia el sur, él cogía Minas, El Líbano, San Alberto y La Llana. El lindero era hasta el río San Alberto y no seguía por el río San Alberto sino por la quebrada de La Raya. El que seguía era un muchacho Pedro de La Esperanza que también lo mató Camilo Morantes, hacia el oriente coge la cordillera y coge Abrego. Con Roberto estaba Camarón, Taolamba, Óscar y Martín que eran hermanos, “Frijolito” no recuerdo bien, “Pecas”, “El Perro”, no era mucha la gente…“Ojitos”, “Arley” me parece que estaba era con Roberto (…)”. Ibídem.


� “(…) y cuando se va Luis Orfego yo cojo la zona, o sea en el 97. Hice un acuerdo con Manaure que él llegaba hasta la carretera del Ocaña, hasta Gamarra y el cogía el casco urbano de Aguachica, y yo cogía lo que era la carretera hasta San Martín, eso duró un tiempito así, y ellos empezaron a sacar todos los muertos de Aguachica y me los tiraban a mí y la maleta me la cargaban era a mí, y yo le llamé la atención e hicimos una reunión de que me dejara desde Aguachica hasta la quebrada de Besote y cogí la zona de Besote, Palenquillo y otro pueblito Noream, esa zona también la cogí yo.


“Manaure tuvo Aguachica hacia el norte casi un año, es decir, entre el 97 y 98, él tuvo un comandante que se llamaba Mario Pérez, el que sabe bien es “Rancho” y él llega con ellos a trabajar a Aguachica, y cuando yo cojo la zona ya coloco los muchachos míos, “Rancho” quedó trabajando conmigo, Jairo Martínez, alias “Pacho”, y quedó trabajando “María Bonita”. El comandante es “Pacho” en Aguachica y Gamarra, trabajaban los mismos comandantes en esa época, yo llegaba hasta la Quebrada de Besote. 


“En el 97 yo cogí a Barranca de Lebrija, La Cabaña, Mosquito, Pita Limón, Cuatro Bocas, Santa Lucía El Marqués, Puerto Patiño, Los Ángeles, Platanal, Los Ángeles (…)”. Ibídem.


� “Roberto cae preso en el 96, e inmediatamente queda ‘Camarón’ mandando por ahí en la zona de Roberto, (…) y ‘Camarón’ siguió haciendo un poco de casos, matando gente en San Alberto, robando mulas, y atracando merqueros, haciendo un poco de cosas le contaron a Roberto Prada Gamarra y Roberto le dijo que entregara el grupo y queda de comandante es Robert el hijo, eso fue por ahí en el 97 a fines entregó en el 98”. Ibídem.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de dieciséis de (16) de diciembre de 2011. Rad. 2007-82701. Op. cit. Párr. 323-331.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre conflicto armado en el cesar. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. Socializado en la audiencia pública de legalización de cargos, sesión del 11 de enero de 2012.


� No puede desconocerse que la zona donde operaban estos grupos de autodefensa resultaba estratégica para el desarrollo del proyecto paramilitar. Caracterizada por su ubicación estratégica en la medida que además de resultar una importante despensa agrícola y ganadera para el país, sirve de corredor con el nororiente colombiano, con la frontera venezolana y a través de la Serranía de San Lucas, con el sur del departamento de Bolívar y el nordeste de Antioquia, además de contar con importantes vías de comunicación, hídricas como el río Magdalena y terrestres como la vía de la Paz y la troncal del Caribe, que intercomunican el centro y el norte del país. Audiencia pública de legalización de cargos. Sesión del 12 de enero de 2012.


� Ibídem. Sesión del 11 de enero de 2012. Récord: 00:22:05 (2do. Audio).


� La Fiscalía puso de presente que el grupo antes comandado por alias “Camilo Morantes” así como el grupo de Mario Zabala posteriormente pasaron a integrar el Bloque Central Bolívar, macroestructura paramilitar al mando de Rodrigo Pérez Alzate, alias “Julián Bolívar”.


� De otra parte, con ocasión de una entrevista ofrecida por un Comandante de contraguerrilla a un informativo nacional, en la que figuraban miembros de la organización con brazaletes que decían “ACUC”, en la diligencia del 15 de diciembre del año 2011, el Fiscal 34 Delegado indagó al postulado procesado JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ por el significado de las siglas, a lo que éste respondió que abreviaban el nombre de las “Autodefensas Campesinas Unidas del Cesar” (ACUC), nombre con el que esporádicamente se presentaban y que en nada afectaba a la estructura. Récord: 00:12:20.


� Como lo resaltó a Fiscalía en sesión del 11 de enero de 2012, pese a su consolidación el Frente Héctor Julio Peinado Becerra nunca superó los 250 miembros, motivo por el cual no llegó a constituir un Bloque.


� “(…) Alias ‘Omega’ me pidió el favor de que le colaborara para pasar un personal que venía de Urabá e iba para La Gabarra, eran como 370 hombres eso iban como cinco o seis Kodiak (camiones), venían vestidos con uniformes del ejército y enfusilados. Yo comisiono a Rodolfo Pradilla quien se comunicó con alias ‘John’, se pusieron de acuerdo para hacer el cruce y Rodolfo como que los llevo a Platanal o Montecitos, y de ahí para allá los guió ‘John’ hasta un punto que se llama el Alto del Pozo. Los datos del cruce en los retenes en Ocaña los coordina ‘John’, no sé con quién los coordinaría. Ellos tenían que pasar por el frente del Batallón de Ocaña pero eso lo coordinó ‘John’ en Ocaña, pero no sé con quién.


“Yo hablé con ‘Omega’ y él me dijo que el señor Carlos Castaño y Mancuso me mandaban pedir el favor que les colaborara con el cruce de personal entre Aguachica y Ocaña. Al mando de esa gente iba un Capitán que le decían ‘Camilo’ que era el que había mandado Mancuso; yo no recuerdo haber hablado Camilo me parece que no porque cuando los pasaron yo no estaba. Yo le dije a Rodolfo Pradilla, alias ‘el tuerto Rodolfo’, lo coloque al frente de eso. Ellos llegaron donde ‘Omega’ y ahí se quedaron como ocho días o más. No recuerdo exactamente cuándo. a mí me dijeron que acamparon en Pelaya ahí Rodolfo ayuda a conseguir unos carros en Aguachica, y los llevo hasta allá para que embarcaran la gente y ayudó a cuadrar hasta Platanal, ahí creo que acamparon una noche en un caserío que se llama Montecitos, en una finca llamada ‘Los Pantanos’ y de ahí fue cuando viene ‘John’ y los sigue guiando de ahí hasta el Alto del Pozo, eso queda entre Ocaña y Cúcuta, es entre Abrego y Sardinata.


“Yo no estuve presente en eso pero yo di las órdenes y lo coordine. Ellos iban a romper zona y a pelear con la guerrilla”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 20 de enero de 2011.


En igual forma, la Fiscalía presentó la confesión de José Antonio Hernández Villamizar, alias “John”: 


“Por órdenes de Carlos Castaño y ‘Juancho Prada’ se me ordena prestarle seguridad a un convoy de tropas de las AUC hacia el sitio de Tibú y la Gabarra, en las profundidades de la selva del Catatumbo, estas tropas eran de 280 hombres de las ACCU (…) las tropas fueron ubicadas en unas fincas dela región de Montecitos y de Platanal, más exactamente en las fincas ‘Las Pinas’ y ‘Pera Alonso’, del municipio de Río de Oro, allí se desplazan las tropas en camiones que fueron contratados en Aguachica (Cesar) por el Señor Noé Jiménez Ortiz, comandante de Ocaña y mi persona y un teniente del Ejército del Batallón Ocaña que era el coordinador entre las AUC y más exactamente el Batallón Santander de Ocaña.


“El desplazamiento hacia La Gabarra y Tibú cruzó por los siguientes sitios: Platanal, Diego Hernández, Alto de Sanín Villa y Ocaña, donde se ordena hacer un pare para retanquear los camiones y continuar viajando. Durante este recorrido se pasó un puesto de control de la policía de Ocaña y el retén frente al Batallón Santander, paso obligatorio de la vía sin tener ningún inconveniente con la autoridades”.


� “Eso fue el 22 de junio de 1998, Julián Bolívar, un muchacho que le decían ‘David’, que había sido teniente del Ejército y otro muchacho que le decían ‘Gustavo’ llegaron a San Martín (Cesar) con 70 Hombres, se contactaron conmigo, para que les ayudara a cruzar en río Magdalena y quedaron en zona segura porque por allá había mucha guerrilla, duraron como un mes y no podían pasar por que por los lados que lo intentaban hacer el cruce había mucha guerrilla que los esperaba y como el cruce lo tenían que hacer en chalupa, un día se consiguieron como diez chalupas y yo les presté un personal que les dijo cómo hacer el cruce, ellos fueron ese día y les indicaron cómo debían cruzar llegando al caserío de Cerros Burgos, en esa época no había ‘paracos’.


“Yo le presté como 18 hombres me acuerdo que iban Nilo Escobar, alias ‘Fredy’, alias ‘Guasaco’ (Alirio Páez), alias ‘Cobra’ (Jhon Jairo Barrientos Páez), alias ‘Barbao’ (Audilio Barrientos), alias ‘Bambán’, alias ‘El Gato’, alias ‘Carlos’, alias ‘Hosterman’, alias ‘Mechas’, alias ‘Miguel Ángel’; por allá duran como mes y medio o dos meses, porque yo presté el personal con uniforme completo, con equipo, botas, fusiles (…)”. Fiscalía 34 Delegada. Diligencia de versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Op. cit.


� “1999 cuando coge la zona ‘Omega’, él era comandante de ‘Jorge 40’ de Pailitas, pelaya y esa zona, hicimos una reunión con ‘Omega’ y yo le dejé desde la quebrada de Noriam hasta Besote, y yo quedé por la quebrada de Noriam hacia el sur, eso cubría desde la Sierra hacia el río”. Ibídem. Barranquilla: 9 de junio de 2009.


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión de 11 de enero de 2012. Récord: 00:28:00 (2do. Audio).


� Ibídem. Récord: 00:25:50 (2do. Audio).


� Fiscalía 34 Delegada. Versión libre Juan Francisco Prada Márquez. Barranquilla: 15 de enero de 2011. Récord: 00:36:37.


� Sesión del 12 de enero de 2012. Op. cit. Récord: 02:25:15.


� Ibídem. Récord: 02:40:00.


� Op. cit. Récord: 00:07:05.


� Sesión del 13 de enero de 2012. Récord: 02:26:00 y 03:20:00.


� Ibídem. Récord: 02:06:45.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre patrones de conducta. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. En: carpeta “Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”.


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 00:34:30 (2do. Audio).


� “Cuando se inició el grupo tocó así (-ordenar que en los pueblos nadie saliera después de determinada hora porque) en ese trayecto de borrachera la gente peliaba (sic), se mata, servía para que la guerrilla se escondiera en las cantinas de borrachos, (…) cuando estaba dura la situación se ponía horario, ya después que no había horario (…) después si incumplían les avisaban y sino ahí si otra cosa (…) la gente hacía caso, porque tenían miedo, hasta que se sanó el pueblo era la policía la que dijo que hasta las 2 de la mañana. Esas cosas no se prohibieron, a los muchachos los llevaban al peluquero (…) a los jóvenes se les hacían quitar los aretes, a mi hijo le hice quitar eso, por lo menos cuando venga a visitarme quítese eso, parece una niña que con aretes, pelo largo (…) el pelo largo para las mujeres es un adorno (…) cada cual podía oír lo que quisiera (…)”. Fiscalía 34 Delegada. Versión libre de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 15 de diciembre de 2011. Récord: 00:12:39.


� La Sala ha tenido en cuenta el “Informe pericial de daños colectivo a las comunidades victimizadas por el Frente José Pablo Díaz del Bloque Norte de las Autodefensas Unidas de Colombia” presentado por la Procuraduría General de la Nación en el proceso adelantado contra Edgar Ignacio Fierro Flores durante la etapa del incidente de reparación integral.


� Audiencia de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 13 de enero de 2012. 


� Véase: Entrevista rendida por la señora Yadira Gertrudis Díaz Paba, madre de una de las víctimas mortales del cargo 176, el 16 de febrero de 2010. En: carpeta 137712, folios 27 y 28.


� Véase: Entrevista rendida por la señora Ligia Pacheco Arévalo, compañera permanente de la víctima del cargo 6, el 13 de julio de 2010. En: carpeta 225525, folios 21 y 22.


� Ibídem. Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 03:32:00 (2do. audio).


� Ibídem. Récord: 00:36:10 (2do. Audio).


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012. Récord: 03:07:47.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe “integrantes del Frente por ubicación”. Bucaramanga: 13 de enero de 2012 (sic). En: carpeta “Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”. Aportado en Sesión del 12 de enero de 2012.


� Así lo precisó el postulado Javier Antonio Quintero Coronel. Ibídem. Récord: 02:00:33.


� Ibídem. Récord: 02:05:10. Cfr. Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de primero (1) de diciembre de 2011. Rad. 2008-83194 y 2007-83070. Op. cit. Párr. 21 y ss.


� Sesión del 11 de enero de 2012. Op. cit. Récord: 00:36:15 (2do. Audio).


� La evolución de la conformación y especialización de la estructura fue presentada en la jornada de la tarde del 11 [Récord: 00:17:00 (2do. Audio)] y del 12 de enero de 2012. Ibídem.


� Cfr. Ibídem. Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 01:00:00 (2do. Audio).


� De las quince (15) mujeres desmovilizadas, se informó que doce (12) cumplían labores de radiochispas (80%), una (01) patrullera (6,67%), desconociéndose la labor de las dos restantes (13,33%). Fiscalía 34 Delegada. Informe “mujeres integrantes del Frente”. Bucaramanga: 13 de enero de 2012 (sic). En: carpeta “Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”. Aportado en sesión del 12 de enero de 2012.


� Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 03:18:00.


� Cfr. Fiscalía 34 Delegada. Versión libre de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 14 de diciembre de 2011. 


� Explicación ofrecida por Javier Antonio Coronel. Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012. Récord: 03:22:30.


� Himno De Las Autodefensas: Coro: Con acento sublime entonemos / las notas gloriosas del himno triunfal, / por la paz de Colombia, adelante, / Salvei (sic) Armas de la libertad. / Sobre el verde esplendor de tu suelo / guerrero soy, valiente y leal; / la justicia y la paz son mi anhelo / ¿Gloria! A las armas de la libertad / I Estrofa: Levantando la frente hacia el cielo / Imploramos de Dios protección; / Con voz muy altiva proclamo / Colombia: libre! Muera la opresión / Por llanuras, montañas y valles / mi consigna es vencer o morir, / nuestro destino, avanzar victoriosos / dei yugo subversivo al pueblo redimir. / (Coro...) / �II ESTROFA / De Bolívar, Nariño y Galán / somos raza que lucha con valor / herederos de sus gestas y sueños / defiendo ml patria con honor. / Llevo al compás de mi paso marcial / mi fusil, mi bandera y mi fe / mi esperanza, mi vida mis ansias. / Será siempre mi entrega a la patria inmortal. / (Coro...). En: Ibídem. Récord: 03:34:10.


� Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 01:11:00 (2do. Audio).


� Recogida principalmente en el Salvamento de voto de la sentencia de C-572 de 7 de noviembre de 1997. Expediente D-1602. Magistrados: Eduardo Cifuentes Muñoz, Carlos Gaviria Díaz, José Gregorio Hernández Galindo y Vladimiro Naranjo Mesa.


� Corte Constitucional. Sentencia C-296 de 6 de julio de 1995. Expediente D-702. M.P: Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� Valencia Tovar, Álvaro. Las Convivir bajo el fuego. En: Diario el Tiempo, Sección Editorial, opinión. 25 de julio de 1997.


� Corte Constitucional. Sentencia C-572 de 7 de noviembre de 1997. Expediente D-1602. M.P: Dres. Jorge Arango Mejía y Alejandro Martínez Caballero.


� Corte Constitucional. Sentencia C-296 de 1995. Op. cit.


� Fiscalía 17 Delegada. Diligencia de versión libre de Éver Veloza García, alias “HH”. Sesión del 30 de octubre de 2007.


� Fiscalía Octava Delegada. Diligencia de versión libre Salvatore Mancuso Gómez. Sesión del 15 de enero de 2007. 


� Audiencia de legalización. Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 02:46:50.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre Convivir. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. Socializado en la sesión del 13 de enero de 2012.


� Corte Constitucional. Sentencia C-296 de 1995. Op. cit.


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012. Récord: 00:30:30 (2do. Audio).


� Fiscalía 34 Delegada. Informe Miembros del Frente Héctor Julio Peinado Becerra que prestaron el servicio militar. Bogotá: 16 de enero de 2012. Pág. 3-5. En: Carpeta Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía. Elaborado y entregado en la audiencia de legalización de aceptación de cargos a petición de la Sala.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe “Relaciones con la Fuerza Pública”. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. Pág. 2. En: Carpeta Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía. Socializado en la audiencia pública de legalización de aceptación de cargos, sesión del 13 de enero de 2012.


� Fiscalía 34 Delegada. Versión Libre del 28 de octubre de 2011.


� Fiscalía 34 Delegada. Versión libre del 26 de febrero de 2010.


� En la sesión del 13 de enero la Fiscalía trajo a colación una versión libre del 10 de marzo del 2011, en la que se relata el operativo realizado entre miembros del Batallón 15 y el Frente Héctor Julio Peinado Becerra para rescatar a una persona de la región que había sido secuestrada. Récord: 01:36:50.


� Sesión del 13 de enero de 2012. Récord: 01:28:20.


� Fiscalía 34 Delegada. Versión Libre del 28 de octubre de 2011.


� Ibídem.


� Fiscalía 34 Delegada. Versión libre del 21 de febrero de 2011. En la sesión del 13 de enero de 2012, este Postulado, en audiencia conjunta con JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ, manifestó que con relación a esta arma obsequiada, el tubo de los gases se reventó, por lo que contactaron al comandante Jimmy Velazco, quien les manifestó que lo llevaran al Batallón de la V Brigada en Bucaramanga para cambiárselos, lo cual Javier Antonio Quintero Coronel llevó a cabo amarrando el fusil al chasis de una camioneta. Manifestó que al llegar al Batallón, donde le estaban esperando, lo condujeron al Armerillo (cuarto donde reposan las armas), donde sacaron otro fusil y se lo entregaron. Récord: 01:39:00


� Audiencia de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 13 de enero de 2012. Récord. 01:31:50.


� Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 13 de enero de 2012. Récord: 00:29:00.


� Ibídem. Cfr. Versión libre del 14 de diciembre de 2011 ante la Fiscalía 34 Delegada:


“(…) lo que yo siempre he dicho con los políticos yo no hacía ningunas reuniones, no tenía nexos con ellos sobre política. Lo que sí sé es que hay unos muchachos del grupo mío que sí apoyaron políticos, pero no por órdenes mías (…) la orden que yo daba en las elecciones era que fueran a controlar que no hubieran peleas y que no hicieran desorden pero no que se fueran a hacerle política a nadie”. 


� Relato de Javier Antonio Coronel, alias “Pica Pica”, referido a JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ en versión libre del 14 de diciembre del 2011:


“Para los años entre 1996 al 2006, quiero aclarar y aceptar nuestra participación cada vez que se realizaban campañas políticas a la Cámara, alcaldías y concejos en los municipios de San Martin, San Alberto, Aguachica, Gamarra, Río de Oro, Ocaña, y Abrego norte en la fecha antes mencionada. Algunos políticos de estos municipios recibieron del Frente Héctor Julio Peinado Becerra y del grupo de Luis Orfego Ovallos, fuertemente apoyo militar y creo que económicamente también. Todo este apoyo dado a estos políticos fueron a cambio de puestos administrativos, contratos y unas cuotas que se cobraba por cada obra que se realizaban en estos municipio, y también creo fuertes sumas de dinero que aportaron estos políticos para financiar y mantener armada a la Organización. Aclaro que los comandantes que yo conocí para hablar con estos políticos y recoger las finanzas fueron los comandantes Rodolfo Pradilla, Julio Palizada, Jorge Rodríguez, alias ‘El Costeño’, Alirio Trujillo, alias ‘Chorizo’, alias ‘Harold’, el comandante ‘Arley’ y el comandante ‘Barranquilla’. 


“(…) estos son los políticos que por el momento me acuerdo que recibieron el apoyo de la Organización: Israel Obregón Ropero, dos veces a la alcaldía de Aguachica; Lucho Aguilera a la Cámara de Representantes del Cesar; David Simanca a la alcaldía de Aguachica; Sadith Armenta a la alcaldía de San Martín; Diosa Ramírez al concejo de San Martín (…); Alirio Díaz al consejo de Terraplén; Aquiles el alcalde de Ocaña. 


“(…) ellos los candidatos recibían apoyo militar de nosotros. ‘se lanzó de alcalde fulano de tal’, a nosotros nos mandaban de a tres o cuatro muchachos paramilitares por caserío y nosotros le decíamos a la gente es que tiene que votar por este político; o en el tiempo de la campaña, este alcalde o concejal, nosotros le prestábamos seguridad. Ahí es donde viene la gente atemorizada por todo esto. El día de las elecciones se llevaba a las urnas a la gente a la fuerza o se amenazaban de palabra que tenían que votar por ‘fulano de tal’, la amenaza podía ser con armas o de mal trato y la mayoría de la gente hacia caso.


“El día de las elecciones nosotros estábamos todos con uniformes camuflados y otros de civil porque ahí no había Fuerza Pública y estábamos armados con fusil y pistolas y todo. Y en los municipios donde había Fuerza Pública, se mandaba la gente de civil. Había presencia de nosotros armados y uniformados en los corregimientos el día de las elecciones, eso se hizo en Aguas Blancas, Terraplén, San José de Torcoroma, Cuatro Bocas, Santa Lucia, Puerto Mosquito, La Loma De Corredor, Los Ángeles, en todos los corregimientos hacíamos presencia de civil y en otras partes de camuflado. (…) nosotros recibimos la orden de obligar a la gente a votar en las urnas. no recibimos otra orden diferente a esa.


”(…) Al miembro de la organización que yo siempre mire haciendo estos contactos fue a Rodolfo Pradilla y a Julio Palizada, a Jorge Rodríguez, alias “el costeño”, él vive en barranquilla, a Alirio Trujillo, alias “Chorizo”, estos eran los políticos del grupo de nosotros y Raúl Prada era el comandante de ellos, era el cabecilla de los políticos”. Fiscalía 34 Delegada. Versión libre del 21 de febrero de 2011.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre parapolítica. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. En: Carpeta Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía. Socializado en sesión del 13 de enero de 2012.


� Fiscalía 34 Delegada. Versión de JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 08 de junio de 2009. Récord: 03:55:20.


� Audiencia de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012.


� Ibídem. Sesión del 13 de enero. Récord: 00:27:50.


� Juzgado Penal del Circuito Especializado de Valledupar. Sentencia de 12 de enero de 2006. Rad. 121-2004.


� Cfr. Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 13 de enero de 2011. Récord: 00:41:20 y 00:55:30.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia del 18 de enero de 2012. Rad. 32764.


� Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 01:18:00 (2do. audio).


� “A los ganaderos se les pide colaboración como en el noventa y cuatro (1994) y era a las buenas o a las malas (…)”. Fiscalía 34 Delegada. Versión libre JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ. Barranquilla: 08 de junio de 2009.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre información financiera. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2012. En: carpeta: “Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”. Aportado en Sesión del 12 de enero de 2012.


� En el informe sobre financiación se relacionan ciento setenta y cuatro personas de la región que colaboraron con el pago de las cuotas de seguridad, así como en relación con cuatrocientos cuatro predios ubicados en el área de operaciones del Frente Héctor Julio Peinado Becerra.


� Audiencia de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 03 febrero de 2012.


� INCO. Oficio rad. 20103070042751. Bogotá D.C.: 06 de abril de 2010. Socializado en audiencia del 12 de enero de 2012.


� Op. cit. Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 01:24:55 (2do. audio).


� Ibídem. Sesión del 03 de febrero de 2012. 


� Op. cit. Récord: 01:23:07 (2do. Audio).


� Sesión del 13 de enero de 2012. Récord: 01:10:30. 


� Ibídem.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe sobre armas entregadas durante la desmovilización. Bucaramanga: 26 de diciembre de 2011. Numeral 7.4 “Adquisición de las armas de fuego por parte del Frente Héctor Julio Peinado Becerra.


� Op. cit. Récord: 00: 21:15 (2do. audio).


� Al momento de la desmovilización se presentó: Como comandante del Frente JUAN FRANCISCO PRADA MÁRQUEZ; como comandantes financieros: Alirio Páez, -alias “Guasaco”- y alias “Chinito”; como comandantes militares: Alfredo García Tarazona, -alias “Mauricio” o “Arley”- y Pedro César Villalba Mahecha, -alias “ET” o “Pablo”- y Alirio Díaz, -alias “Chorizo”-; como comandantes políticos: Alberto Durán Blanco, -alias “Barranquilla”-, Jorge Rodríguez, -alias “Costeño”- y Raúl Prada Lamus, -alias “Antonio”-; como comandantes de contraguerrillas alias “Mister”, Alberto Pérez Avendaño, -alias “Ramoncito”-, Bernardino Remilina Ramírez, -alias “La Muerte”�-, alias “César” y alias “Nico”; jefes de contraguerrilla: Jesús Noraldo Bastos León, alias “Parabólico”; comandantes de escuadra: Jesús Pacheco Carpio, Jesús María Torres, -alias “Duván”-, audiencia de legalización de cargos. Sesión del 12 de enero de 2012. Récord: 01:27:00


� Por municipios: treinta y cuatro (34) en el municipio de San Martín, siete (07) en San Alberto, nueve (09) en Río de Oro, veinte (20) en Ocaña, ocho (08) en Abrego y nueve (09) en la Playa de Belén. Con relación a cada uno de estos, uno (01) era comandante, cuatro (04) comandantes de escuadra y cuarenta (40) patrulleros.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe “integrantes del Frente por ubicación”. Bucaramanga: 13 de enero de 2012 (sic). En: carpeta “Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”. Aportado en Sesión del 12 de enero de 2012. Op. cit.


� Fuerzas Militares de Colombia, Ejército nacional. Acta 421: “Que trata de la entrega del material de armas, municiones, pertrechos militares y equipos de comunicación que hace el grupo interinstitucional de análisis antiterrorista (GIAT) al Batallón de Infantería no. 15 ‘General Santander’ (BISAN) correspondiente a la desmovilización del Frente Julio Peinado Becerra del Bloque Norte de las AUC, el día 04 de marzo de 2006”. Ocaña: 5 de marzo de 2006.


� Fiscalía 34 Delegada. Anexo Informe de armas. Bogotá: 12 de enero de 2012. En: carpeta “Informes aportados en audiencia de legalización por la Fiscalía”.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe Ejecutivo de Gestión. Fiscalía General de la Nación. Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz. Enero de 2012. Socializado en la audiencia pública en la sesión del 13 de enero de 2012.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de primero (1) de diciembre de 2011. Rad. 2008-83194 y 2007-83070. Op. cit. Párrs. 8 y 9.


� Ibídem. Párr. 186.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de 7 de diciembre de 2011. Rads. 2006-81366 y 2007-82800. Op. cit. Párr. 94 a 98. 


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de primero (1) de diciembre de 2011. Rad. 2008-83194 y 2007-83070. Postulados: José Rubén Peña Tobón, Wilmer Morelo Castro y José Manuel Hernández Calderas, desmovilizados del extinto Bloque Vencedores de Arauca. M.P: Dra. Léster María González Romero. Párr. 65.


� El Derecho Internacional Humanitario Consuetudinario se refiere a aquellas disposiciones que resultan obligatorias para todos los Estados y, cuando procede, para todas las partes en conflicto sin necesidad de una adhesión oficial, en la medida que aunque no están codificadas, se corresponden con la razón de ser del D.I.H. de humanizar la guerra y proteger a las personas afectadas, además de que se han constituido en costumbre en virtud de la puesta en práctica por parte de los Estados. Comité Internacional de la Cruz Roja. El derecho internacional humanitario consuetudinario. Prólogo del Dr. Jakob Kellenberger. Volumen I: Normas. Buenos Aires: octubre de 2007. Pág. XII.


� Se tratan de prácticas que constituyen costumbre en el ámbito internacional, que han sido compiladas por el Comité internacional de la Cruz Roja y no tienen una numeración única como tal. Ibídem.


� Rendidas los días: 14 de febrero; 16, 17,18 de mayo y 22 de octubre de 2007; 23, 24 y 25 de enero de 2008. 8, 9, 10, 28, 29, 31 de julio; 2, 3, 4 de septiembre y 1, 2, 3 y 4 de diciembre de 2009.


� Más de cuatrocientas conductas. Audiencia pública de legalización de aceptación de cargos. Sesión del 11 de enero de 2012. Récord: 02:49:08.


� Sesión del once (11) de enero de 2012. Récord: 02:50:38.


� Tribunal Superior de Bogotá, Sala de Justicia y Paz. Sentencia de primero (1) de diciembre de 2011. Rad. 2008-83194 y 2007-83070. Óp. cit. Párr. 220 y ss.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Sentencia de 3 de agosto de 2011. Rad. 36563. M. P: José Luis Barceló Camacho.


� Fls. 43 a 46. Carpeta no. 178657. Las demás fueron socializadas en la audiencia de legalización de aceptación de cargos, sesión del 16 de enero de 2012.


� Respectivamente del 31 de julio de 2009 (récord: 05:02:01) y 14 de enero de 2011 (16:38:01).


� Sesión del 16 de enero de 2012. Récord: 01:37:58. Video No. 1.	


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Auto de 21 de septiembre de 2009, Rad. 32.022, M. P: Sigifredo Espinosa Pérez.


� Fls. 47 a 49, carpeta no. 134531.


� Socializado en audiencia del 16 de enero de 2012.


� Fls. 45 y 46, ibídem.


� Fl. 53, ibídem.


� Fls. 10 a 13, ibídem.


� Respectivamente, versión libre del 29 de julio de 2009 (Récord: 06:13:31 pm) y versión del 23 de febrero de 2009; Fl. 3, carpeta no. 137712.


� Fl. 12, ibídem.


� Fls. 24 a 28, ibídem. 


� Fl. 35, ibídem.


� Información esta que el mismo Faber de Jesús Atehortúa Gómez, alias “Julio Palizada”, dio a medios de comunicación – noticias RCN - cuando aceptó ser el autor del homicidio del Señor Luis Fernando Flórez Rincón. El extracto audiovisual de la noticia fue presentado por la Fiscalía en la Diligencia de Legalización de Cargos del 17 de enero de 2012, Sesión 2. Record: 03:21:52 – 03:24:29.


� Fls. 22-23, carpeta no. 135751, óp. cit.


� Fl. 4, carpeta no. 135751.


� Fiscalía 34 Delegada. Informe de Policía Judicial del 7 de enero de 2012. Fls. 64-69, ibídem. Exhibida en audiencia de legalización de cargos, sesión del 17 de enero de 2012. Récord: 01:37:26 (2do. audio).


� Fls. 6-8, ibídem.


� Fls. 10-11, ibídem.


� Fls. 13-16, ibídem.


� Fl. 17, ibídem.


� Registro de hechos del 23 de junio de 2008, exhibido en sesión del 17 de enero de 20120. Ibídem, Récord: 00:13:44 (2do. audio).


� Fls. 48-51, carpeta no. 135751, óp. cit.


� Sesión del 17 de enero de 2012, óp. cit. Récord: 00:15:00 (2do. audio).


� Ibídem, Récord: 00:32:47.


� Fl. 2, Carpeta 135128.


� Fl. 3, ibídem.


� Fl. 8, ibídem.


� Fls. 9-14, ibídem .


� Fl. 15, ibídem.


� Fls. 26-27, ibídem.


� “Me desplacé a Barranquilla con mi núcleo familiar el 5 de septiembre de 2001, dejando todos mis negocios, mi casa, mis actividades políticas y comerciales porque la Administración municipal desde el mismo momento que empezaron mis amenazas dejó de pagarme mis honorarios, tiempo atrás dejé de recibir los contratos que me adjudicaban en ECOPETROL esporádicamente, mis actividades de asesorías se acabaron totalmente, el día de hoy después de tantos años mi situación ha venido menguando más y más porque a una persona de 68 años no le dan empleo.


“En aquella oportunidad mi esposa ELSA QUIÑONEZ, tenía 55 años de edad aproximadamente, ella tuvo que dejar sus cosas y a su familia que vivía en Aguachica, mi hijastra RAQUEL tenía 32 años aproximadamente y era la madre de una niña de tres años de nombre MARIA CRISTINA, quien también se desplazó, mi hija MILENA tenía 23 años aproximadamente, ella se encontraba en Barranquilla estudiando pero automáticamente quedó desplazada porque no pudo volver a Aguachica a visitar su familia materna ni a sus amigos.


“Con mi desplazamiento mi casa que se encuentra ubicada en la manzana G casa N° 5 de la Urbanización las Acacias de Aguachica, nunca más pude volver, actualmente la tiene un familiar. Es importante señalar mi agradecimiento a Acción Social, desde el mismo momento de mi llegada a Barranquilla me donaron colchonetas, cucharas, ollas e implementos de cocina pues yo me vine sin trasteo, así mismo tres mercados considerados además me dieron tres trimestres de arriendo me daban $120.000 cada tres meses, además me dieron asistencia médica porque de este tiempo para acá estoy en el programa de hipertensos pero costeado por mí, nunca me han dado ayuda sicológica, solicite la prórroga de sustento y a la fecha no me han contestado, esta solicitud la hice hace varios meses”. Fiscalía 34 Delegada. Entrevista al señor Miguel Malo Quiroz. Barranquilla: 16 de diciembre de 2011.


� Récord: 03:30:56 p.m. En: Fl. 2, carpeta no. 137893.


� Récord: 03:58:00 p.m. En: Ibídem. 


� Fls. 61 y ss., ibídem.


� Fl. 2, carpeta no. 137785. Cfr. Versión del 24 de febrero de 2009. Récord: 11:40:33 p.m. 


� Fl. 3, carpeta no. 137785. Óp. cit. Cfr. Versión del 31 de julio de 2009. Récord: 04:55:36 p.m.


� Fl. 10, ibídem.


� Fls. 11 a 15, ibídem. 


� Fl. 16, ibídem.


� Fls. 32 a 34, ibídem.


� Récord: 04:39:35 p.m. En: Fl. 2, carpeta no. 68989.


� Fls. 66 y 67, carpeta no. 363.073. Cfr. Versiones libre del 30 de abril (Récord: 11:24) y 28 de octubre de 2008 (Récord: 11:07). 


� Audiencia de legalización de Cargos, sesión del 17 de enero de 2012. 


� Fls. 57 y 58, carpeta 363.073, óp. cit.


� Fls. 50 y 51, ibídem.


� Fls. 11 y 12, ibídem.


� Fls. 21 y 22, ibídem.


� Fls. 26 a 33, ibídem.


� Fl. 34, ibídem.


� Fls. 55 a 58, ibídem.


� Diligencia de Legalización de Cargos del 17 de enero de 2012, Sesión 1. Record: 02:44:20; 03:15:00.


� Récord: 10:29:19 a.m. En: Fl. 3, carpeta no. 275.989. Cfr. Audiencia de legalización de cargos, sesión del 18 de enero de 2012.


� Fls. 4 y ss., ibídem.


� Fl. 4, carpeta 135.051. 


� Identificado en la audiencia de legalización como César García, comandante de contraguerrilla.


� Versión libre del 28 de octubre de 2009. En: Fls. 6 y 7, carpeta 135.051. Cfr. El postulado Nelson Alberto Gómez Silva, alias “El mico”, identifica a alias “Rafa” como Rafa Baena. Versión libre del 01 de septiembre de 2011. En: Fl. 5, ibídem.


� Ibídem.


� Fls. 6 y 7, ibídem.


� Fls. 230 y 231, ibídem.


� Fls. 230 a 233, ibídem.


� Fls. 234 y 235, ibídem.


� Fls. 236 y 237, ibídem.


� Socializada en la audiencia de legalización de cargos, sesión del 18 de enero de 2012. Récord: 02:47:00.


� Fls. 275 y 276, carpeta no. 135.051, óp. cit.


� Fls. 19 a 21, ibídem.


� Fl. 22 y ss., ibídem.


� Fl. 25 y ss., ibídem.


� Fl. 49, ibídem.


� Fl. 33 y ss., ibídem.


� Fl. 37, ibídem.


� Fl. 50, ibídem.


� Fls. 52 y ss., ibídem.


� Fls. 61 y ss., ibídem.


�Audiencia de legalización. Sesión del 18 de enero de 2012. Récord: 03:14:42. 


� Récord: 04:58:34 p.m. En: Fl. 2, carpeta 137.776.


� Fls. 39 y 40, ibídem.


� Fls. 41 y 42, ibídem.


� Fls. 43 a 45, ibídem.


� Fls. 46 y 47, ibídem.


� Fls. 48 y 49, ibídem.


� Fls. 52 y 53, ibídem.


� Fls. 50 y 51, ibídem.


� Fls. 37 y 38, ibídem.


� Fls. 4 y ss., ibídem.


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 18 de enero de 2012. Récord: 00:52:00 (2do. audio).


� Récord: 10:19:00 a.m. En: Fl. 3, carpeta No. 135.380.


� Récord: 03:29:58 p.m. En: Fl. 2, ibídem. 


� Fls. 21 y ss., ibídem.


� Fl. 3, carpeta no. 134.799.


� Fl. 3, Ibídem..


� Fl. 18, ibídem.


� Fls. 15 y 16, ibídem.


� Fls. 8 a 11, ibídem.


� Fls. 12 a 14, ibídem.


� Fls. 5 y 6, ibídem.


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 19 de Enero de 2012. Récord: 00:22:15.


� Récord: 03:28:53 p.m. En: Fl. 2, carpeta 134.726.


� Récord: 11:28:37 a.m. En: fl. 3, ibídem. 


� Fls. 21 y 22, ibídem.


� Fls. 9 a 11, ibídem.


� Fls. 12 a 15, ibídem.


� Fl. 16, ibídem.


� Fl. 5, ibídem.


� Récord: 04:41:24 p.m. En: Fl. 3, carpeta no. 225.525.


� Fl. 2, ibídem.


� Fl. 21 a 23, ibídem.


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 19 de Enero de 2012. Récord: 00:54:58.


� Fl. 13, ibídem.


� Fls. 14 a 17, ibídem.


� Fl. 18, ibídem.


� Fls. 5 y 6, ibídem.


� Audiencia de legalización de cargos. Sesión del 19 de enero de 2012. Récord: 01:02:40. 


� Fl. 4, carpeta no. 136.143.


� Récord: 10:27:23 a.m. En: folio 3, ibídem.


� Entrevista del 6 de octubre de 2010. En: Fls. 24 a 26, ibídem.


� Entrevista del 14 de junio de 2011. En: Fls. 27 y 28, ibídem.


� Fls. 9 y 10 ibídem.


� Fls. 11 a 14, ibídem.


� Fls. 15 a 22, ibídem.


� Fl. 23, ibídem.


� Fl. 3, carpeta no. 134414.


� Fl. 2, ibídem.


� Fls. 10 a 13, ibídem.


� Fls. 14 a 24, ibídem.


� Fl. 25, ibídem.


� Fl. 2, Carpeta No. 220748


� Fls. 2 y 3, Ibídem


� Fls. 8-9, Ibídem


� Fl. 11, Ibídem


� Fls. 12-21, Ibídem


� Fls. 22-23, Ibídem


� Fls. 25-28, Ibídem


� Fls. 29-31, Ibídem


� Fl. 3, carpeta no. 67338.


� Fl. 4, ibídem.


� Fls. 29 a 31, ibídem.


� Fl. 32 y 33, ibídem.


� Fl. 18, ibídem.


� Fl. 20, ibídem.


� Fls. 13 y 14, ibídem.


� Fls. 22 a 26, ibídem.


� Fl. 28, ibídem.


� Fls. 7 y 8, ibídem.


� Fls. 32 a 39, ibídem.


� Fl 5, ibídem.


� Fl. 4, ibídem.


� Fl. 4, Carpeta No. 677189


� Fl. 5, Ibídem


� Fls. 13-19, Ibídem


� Fls. 20-27, Carpeta No. 677189


� Fls. 28-29, Ibídem


� Fls. 37-42, Ibídem


� Fl. 3, Carpeta 332233.


� Fls. 9-10-11, Ibídem


� Fls. 13-15, Ibídem


� Fl. 16, Ibídem


� Fls. 20-25, Ibídem


� Según entrevista concedida por la madre de la víctima, Señora Virginia Gutiérrez de Tarazona, el 9 de diciembre de 2009. Fls. 25 – 26, Carpeta No. 134540.


� Fl. 4, Carpeta No. 134540


� Fl. 4, Ibídem


� Fl. 3, Ibídem


� Fls. 3-4, Ibídem


� Fls. 13-16, Ibídem


� Fl. 17, Ibídem


� Fls. 19-23, Ibídem


� Fls. 25-26, Carpeta No. 134540


� Fl. 3, Ibídem


� Fls. 3-5, 8-17 Ibídem.


� Fl. 2,, carpeta no. 136683


� Fls. 2, 7-13, Ibídem.


�  Mediante tarjeta de propiedad No. 08-004496 se demuestra la pertenencia del vehículo a la víctima. Fl. 39 de la carpeta No. 37475. 


� Fl. 27, Carpeta No. 37475.


� Fl. 3, Ibídem.


� Fls. 5-17 y 39, Ibídem


� Fl. 4 de la carpeta No. 106365.


�  Quien también fue asesinada, hechos presentados dentro del cargo numero 67 a continuación


� Fl. 2 de la carpeta No. 149099. Según versión libre rendida por Armando Madariaga Picón el 30 de abril de 2008, ampliada  el 28 de octubre de 2010, uno de los sujetos fue acusado porque tenía en el rostro un lunar similar al suyo. Fl. 24, Carpeta No. 149099. Las Fiscalía manifestó durante la audiencia de Legalización de Cargos del 18 de Enero de 2012, que ya se había puesto tal situación en conocimiento de la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría a fin de que se adoptaran las medidas pertinentes. Sesión 1. Récord  0:42:55. 


� Fl. 2 de la Carpeta No. 149099.


� Fls. 2, 4, 8-15, Ibídem.


� Hechos presentados en precedencia en los cargos numero 28 y 67.


� Fl. 3 de la carpeta No. 211282. 


�. Fls. 12-14, 16-22, Ibídem


� Según como lo estableció el Delegado fiscal a partir de lectura, en la diligencia de Legalización de Cargos, de la versión libre del 1 de marzo de 2010 rendida por José Antonio Hernández Villamizar, a. Jhon, éste sujeto es diferente al que es conocido con el mismo alias pero que operaba en el municipio de Aguachica. En este orden, no ha sido posible establecer la plena identidad de la persona referida.  


� Fl. 2 de la carpeta No. 135710.


� Fls. 10-16, Ibídem.


� Fl. 3 de la carpeta No. 48078.


�. Fl. 2. Ibídem


� Fls. 36-37 de la carpeta No. 48078. Las víctimas del Desplazamiento Forzado fueron precisadas durante la diligencia de Legalización de Cargos del 24 de Enero de 2012, sesión 2. Récord 02:50:30. 


� Fls. 2, 3, 8-30, 36-37, Ibídem.


� Diligencia de Legalización de Cargos del 24 de Enero de 2012, sesión 2. Récord  02:34:40.


� Diligencia de Legalización de Cargos del 24 de Enero de 2012, sesión 2. Récord  02:53:00 – 02:57:20


� Informe 1148 del 25 de octubre de 2002. CTI-Aguachica.


� Fl. 3 de la carpeta 137080.


� 12:29:00p.m.


� Los delitos de desaparición forzada y secuestro se encuentran tipificados en los artículos 165 a 171 de la Ley 599 de 2000, así:


“ART. 165.—Desaparición forzada. El particular *(que perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley)* someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de veinte (20) a treinta (30) años, multa de mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años.


A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquél, y realice la conducta descrita en el inciso anterior.


( La expresión entre paréntesis fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en Sentencia C-317 del 2 de mayo de 2002.  La misma providencia, declaró exequible condicionalmente las expresiones “El particular que”, “someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de veinte (20) a treinta (30) años, multa de mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años” del inciso primero, bajo el entendido que no es necesario el requerimiento para dar información o de la negativa a reconocer la privación de la libertad, sino que basta la falta de información sobre el paradero de la persona).


ART. 166.—Circunstancias de agravación punitiva. La pena prevista en el artículo anterior será de treinta (30) a cuarenta (40) años de prisión, multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:


1. Cuando la conducta se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción.


2. Cuando la conducta se cometa en persona con discapacidad que le impida valerse por sí misma.


3. Cuando la conducta se ejecute en menor de dieciocho (18) años, mayor de sesenta (60) o mujer embarazada.


4. Cuando la conducta se cometa, por razón de sus calidades, contra las siguientes personas: servidores públicos, comunicadores, defensores de derechos humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes sindicales, políticos o religiosos, contra quienes hayan sido testigos de conductas punibles o disciplinarias, juez de paz, o contra cualquier otra persona por sus creencias u opiniones políticas o por motivo que implique alguna forma de discriminación o intolerancia.


5. Cuando la conducta se cometa por razón y contra los parientes de las personas mencionadas en el numeral anterior, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.


6. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado.


7. Si se somete a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes durante el tiempo en que permanezca desaparecida, siempre y cuando la conducta no configure otro delito.


8. Cuando por causa o con ocasión de la desaparición forzada le sobrevenga a la víctima la muerte o sufra lesiones físicas o psíquicas.


9. Cuando se cometa cualquier acción sobre el cadáver de la víctima para evitar su identificación posterior, o para causar daño a terceros.


ART. 167.—Circunstancias de atenuación punitiva. Las penas previstas en el artículo 160 se atenuarán en los siguientes casos:


1. La pena se reducirá de la mitad (1/2) a las cinco sextas (5/6) partes cuando en un término no superior a quince (15) días, los autores o partícipes liberen a la víctima voluntariamente en similares condiciones físicas y psíquicas a las que se encontraba en el momento de ser privada de la libertad, o suministren información que conduzca a su recuperación inmediata, en similares condiciones físicas y psíquicas.


2. La pena se reducirá de una tercera parte (1/3) a la mitad (1/2) cuando en un término mayor a quince (15) días y no superior a treinta (30) días, los autores o partícipes liberen a la víctima en las mismas condiciones previstas en el numeral anterior.


3. Si los autores o partícipes suministran información que conduzca a la recuperación del cadáver de la persona desaparecida, la pena se reducirá hasta en una octava (1/8) parte.


PAR.—Las reducciones de penas previstas en este artículo se aplicarán únicamente al autor o partícipe que libere voluntariamente a la víctima o suministre la información.


ART. 168.—Modificado. L. 733/2002, art. 1°. Secuestro simple. El que con propósitos distintos a los previstos en el artículo siguiente, arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años y multa de seiscientos (600) a mil (1000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


ART. 169.—Modificado. L. 733/2002, art. 2°. Secuestro extorsivo. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, con el propósito de exigir por su libertad un provecho o cualquier utilidad, o para que se haga u omita algo, o con fines publicitarios o de carácter político, incurrirá en prisión de veinte (20) a veintiocho (28) años y multa de dos mil (2.000) a cuatro mil (4.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


ART. 170.—Modificado. L. 733/2002, art. 3°. Circunstancias de agravación punitiva. La pena señalada para el secuestro extorsivo será de veintiocho (28) a cuarenta (40) años y la multa será de cinco mil (5.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin superar el límite máximo de la pena privativa de la libertad establecida en el Código Penal, si concurriere alguna de las siguientes circunstancias.


1. Si la conducta se comete en persona discapacitada que no pueda valerse por sí misma o que padezca enfermedad grave, o en menor de dieciocho (18) años, o en mayor de sesenta y cinco (65) años, o que no tenga la plena capacidad de autodeterminación o que sea mujer embarazada.


2. Si se somete a la víctima a tortura física o moral o a violencia sexual durante el tiempo que permanezca secuestrada.


3. Si la privación de la libertad del secuestrado se prolonga por más de quince (15) días.


4. Si se ejecuta la conducta respecto de pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.


5. Cuando la conducta se realice por persona que sea servidor público o que sea o haya sido miembro de las fuerzas de seguridad del Estado.


6. Cuando se presione la entrega o verificación de lo exigido con amenaza de muerte o lesión o con ejecutar acto que implique grave peligro común o grave perjuicio a la comunidad o a la salud pública.


7. Cuando se cometa con fines terroristas.


8. Cuando se obtenga la utilidad, provecho o la finalidad perseguidos por los autores o partícipes.


9. Cuando se afecten gravemente los bienes o la actividad profesional o económica de la víctima.


10. Cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevengan a la víctima la muerte o lesiones personales.


11. Si se comete en persona que sea o haya sido periodista, dirigente comunitario, sindical, político, étnico o religioso, o candidato a cargo de elección popular, en razón de ello, o que sea o hubiere sido servidor público y por razón de sus funciones.


12. Si la conducta se comete utilizando orden de captura o detención falsificada o simulando tenerla.


13. Cuando la conducta se comete total o parcialmente desde un lugar de privación de la libertad.


14. Si la conducta se comete parcialmente en el extranjero.


15. Cuando se trafique con la persona secuestrada durante el tiempo de privación de la libertad.


16. En persona internacionalmente protegida diferente o no en el Derecho Internacional Humanitario y agentes diplomáticos, de las señaladas en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia.


PAR.—Las penas señaladas para el secuestro simple, se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando concurriere alguna de las circunstancias anteriores, excepto la enunciada en el numeral 11.


ART. 171.—Modificado. L. 733/2002, art. 4º. Circunstancias de atenuación punitiva.  Si dentro de los quince (15) días siguientes al secuestro, se dejare voluntariamente en libertad a la víctima, sin que se hubiere obtenido alguno de los fines previstos para el secuestro extorsivo, la pena se disminuirá hasta en la mitad.


En los eventos del secuestro simple habrá lugar a igual disminución de la pena si el secuestrado, dentro del mismo término fuere dejado voluntariamente en libertad”.


� Ver informe 1439. FGN-CTI.UIO.


� En versión libre del 20 de noviembre de 2009, Javier Antonio Quintero Coronel alias “Pica Pica”, manifestó que la operación se llevo a cabo con aproximadamente 30 hombres de las autodefensas al mando de Alfredo García Tarazona y otros del Bloque de Héctor Julio Peinado.


� Ibídem. Alias Pica Pica manifestó que: los comandantes de escuadra fueron “Fredy” (Héctor Julio Peinado Becerra), “La Muerte”, “Julián” o “Loro Nuevo” (Luis Carlos Jiménez Pacheco), “El Tigre”, “Tripa” (Jesús Pacheco Carpio) y “Arley” que era el comandante militar; como patrulleros estuvieron “Rubino”, “La Cabra” (Wilmar Abel Pacheco Carrascal), “El Esmuelecao”, “Camilo” (Eleuterio Duarte Avendaño), “Jeison” (Sergio Hernando Quiroz Urrego), “Chistorete” (de apellido Suescún), “Muelas” (Miguel Antonio Causado), entre otros.


� Fls. 3-6, 10, 15, 48 de la carpeta No.36105.


� Diligencia de Legalización de Cargos. Sesión del 24 de enero de 2012. Segundo video. Récord: 01:27:00


� Fl. 4 de la carpeta No. 134649.


�Diligencia de legalización de cargos del 25 de enero de 2012. Primera sesión. Récord:  00:28:00


� Versión libre de José Antonio Hernández Villamizar alias “Jhon” del 24 de noviembre de 2009. Fl. 5, carpeta no.  135385. 


� Se lee en el Registro de Hechos Atribuibles a Grupos Organizados al Margen de la Ley, la siguiente versión de los hechos depuesta por la señora Ana Rosa Ortega Romero: …en el tiroteo resultó herido un hijo del señor José del Carmen de nombre Jairo Alonso Claro Oetega (sic) quien quedó con problemas mentales a consecuencia de las heridas recibidas…


� Ver Registro de Hechos Atribuibles a Grupos Organizados al Margen de la Ley de Miladys Pino Hernández del 20 de junio de 2007. Ibídem. 


� Récord: 11:48:56a.m.


� Récord 03:04:30 del 25 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3 de hechos, Carpeta No. 377202, Folio No. 13


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 04:55:35 p. m.


� Versión libre del nueve (09) de marzo de dos mil once (2011)- 


� Folio No. 38, Ibídem.


� Récord 03:32:00 del 25 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 321159, Folio No. 24


� Versión libre del veintinueve (29) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord 06:06:19 p. m.


� Versión libre del veintiocho (28) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 00:11:17 a. m.


� Folio No. 39, Ibídem.


� Folio No. 46, Ibídem.


� Récord 00:10:27 del 25 de enero de 2012 – Segundo Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 361696, Folio No. 17


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 04:24:03 p. m.


� Versión libre del veintinueve (29) de noviembre de dos mil ocho (2008)- Récord 09:34:00 a. m.


� Récord 00:30:10 del 25 de enero de 2012 – Segundo Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 134374, Folio No. 21


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 04:30:09 p. m.


� Versión libre del doce (12) de marzo de dos mil nueve (2009)- Récord 04:43:40 p. m.


� Versión libre del veintinueve (29) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 09:42:00 a. m.


�, Fl 24, Ibídem


� Récord 00:51:00 del 25 de enero de 2012 – Segundo Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 186136, Folio No. 21


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 04:36:35 a. m.


� Versión libre del veintinueve (29) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 09:44:00 a. m.


� Fl. 23, Ibídem.


� Fl. 27, Ibídem.


� Récord 01:12:00 del 25 de enero de 2012 – Segundo Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 135293, Folio No. 27


� Versión libre del treinta (30) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord 03:13:49 p. m.


� Versión libre del veintinueve (29) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 12:01:00 a. m.


� Fl. 22, Ibídem.


� Récord 00:05:50 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 371061, Folio No. 12


� Versión libre del cuatro (04) de abril de dos mil nueve (2009)- Récord 04:44:44 p. m.


� Versión libre del siete (07) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 03:23:01 p. m.


� Récord 00:35:16 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 134728, Folio No. 14


� Versión libre del tres (03) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 05:35:08 p. m


� Fl. 19, Ibídem.


� Récord 00:48:00 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 365709, Folio No. 20


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 12:09:01 p. m


� Versión libre del trece (13) de abril de dos mil diez (2010)- Récord 15:49


� Versión libre del veintiséis (26) de noviembre de dos mil nueve (2009)- Récord 10:36:14 p. m


� Fl. 39, Ibídem.


� Fl. 39, Ibídem.


� Fl. 41, Ibídem


� Fl. 40, Ibídem.


� Fl. 41, Ibídem.


� Fl. 42, Ibídem


� Fl. 27, Ibídem.


� Récord 01:14:56 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 32892, Folio No. 14


� Versión libre del dos (02) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 05:28:17 p. m.


� Versión libre del veintiséis (26) de noviembre de dos mil nueve (2009)- Récord 15:16:14


� Fl. 22, Ibídem.


� Fl. 25, Ibídem.


� Récord 01:47:32 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 135558, Folio No. 21


� Versión libre del treinta (30) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord 03:57:20 p. m.


� Versión libre del once (11) de marzo de dos mil nueve (2009)- Récord 05:12:39 p. m.


� Versión libre del veintinueve (29) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 09:19


� Fl. 33, Ibídem.


� Fl. 43, Ibídem.


� Fl. 29, Ibídem.


� Fl. 39, Ibídem


� Fl. 37, Ibídem


� Fl. 41, Ibídem


� Fl. 35, Ibídem.


� Fl. 26, Ibídem.


� Récord 02:08:19 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 134721, Folio No. 17


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 12:21:17 p. m.


� Récord 02:24:39 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 20618, Folio No. 27


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 03:39:21 p. m.


� Versión libre del seis (06) de noviembre de dos mil ocho (2008)- Récord 06: 14 p. m. y Versión libre del veintiocho (28) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 17:20:58 p. m.


� Versión libre del veintiuno (21) de mayo de dos mil ocho (2008)- Récord 10:22 a. m.


� Versión libre del veintitrés (23) de junio de dos mil ocho (2008)- Récord 10:30 a. m.


� Récord 02:57:36 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 137755, Folio No. 17


� Versión libre del tres (03) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 05:23:55 p. m.


� Fl. 23, Ibídem.


� Récord 03:16:22 del 30 de enero de 2012 – Primer Corte.


� Caja No. 3, Carpeta No. 178762, Folio No. 24


� Versión libre del tres (03) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 05:09:45 p. m


� Fl. 29, Ibídem.


� Récord 00:03:00 del 30 de enero de 2012 – Segundo  Corte.


� Fl. 14, Ibídem.


� Versión libre del tres (03) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 05:56:01 p. m


� Versión libre del treinta (30) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 10:38:06 a. m


� Récord 00:13:30 del 02 de febrero de 2012 – 





� Caja No. 3, Carpeta No. 134778, Folio No. 23


� Versión libre del cuatro (04) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 03:34:47 p. m


� Versión libre del dieciocho (18) de noviembre de dos mil ocho (2008)- Récord 18:03:35 p. m


� Versión libre del veinticuatro (24) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 17:32:56 p. m


� Fl. 26, Ibídem.


� Fl. 31, Ibídem


� Récord 00:46:00 del 02 de febrero de 2012


� Folio 32, Carpeta No.134569-Caja No.3


� Caja No. 3, Carpeta No. 134569, Folio No. 27


� Versión libre del tres (03) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 03:59:36 p. m


� Versión libre del treinta (30) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 11:17:22 p. m


� Fl. 42, Ibídem.


� Fl. 29, Ibídem.





� Récord 01:18:46 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 3, Carpeta No. 134925, Folio No. 21


� Versión libre del tres (03) de septiembre de dos mil nueve (2009)- Récord 04:12:53 p. m


� Versión libre del veinticinco (25) de noviembre de dos mil nueve (2009)- Récord 17:32:17 p. m


� Fl. 37, Ibídem.


� Récord 01:32:30 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 3, Carpeta No. 165844, Folio No. 12


� Versión libre del treinta (30) de junio de dos mil nueve (2009)- Récord 12:13:35 p. m


� Caja No. 3, Carpeta No. 165844, Folio No. 17


� Récord 01:56:14 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 3, Carpeta No. 135316, Folio No. 20


� Versión libre del treinta y uno (31) de junio de dos mil nueve (2009)- Récord 11:03:11 a. m


� Versión libre del veintinueve (29) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 11:55 


� Versión libre del siete (07) de junio de dos mil nueve (2009)- Récord 03:10:02 p. m


� Fl. 26, Ibídem.


� Fl. 29, Ibídem.


� Caja No. 3, Carpeta No. 135316, Folio No. 38


� Fl. 40, Ibídem.


� Fl. 43, Ibídem.


� Récord 02:22:31 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 4, Carpeta No. 380351, Folio No. 22


� Fl. 44, Ibídem.


� Fl. 47, Ibídem.


� Versión libre del veintinueve (29) de junio de dos mil nueve (2009)- Récord 05:48:07 p. m


� Versión libre del once (11) de diciembre de dos mil ocho (2008)- Récord 17:08 y Versión libre del veintidós (22) de abril de dos mil diez (2009)


� Versión libre del veintiocho (28) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 11:26 y Versión libre del veintiuno (21) de enero de dos mil diez (2010)- Récord 16:43:57 p. m


� Caja No. 4, Carpeta No. 380351, Folio No. 28


� Fl. 31, Ibídem.


� Fl. 61, Ibídem


� Fl. 70, Ibídem.


� Récord 03:45:04 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 4, Carpeta No. 139040, Folio No. 34


� Fl. 35, Ibídem.


� Versión libre del treinta y uno (31) de junio de dos mil nueve (2009)- Récord 11:20:44 a. m


� Versión libre del veintiocho (28) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 10:34


� Fl. 39, Ibídem.


� Fl. 41, Ibídem.


� Fl. 44, Ibídem.


� Caja No. 4, Carpeta No. 139040, Folio No. 46


� Récord 04:16:09 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 4, Carpeta No. 275369, Folio No. 20


� Fl. 22, Ibídem.


� Versión libre del veintinueve (29) de junio de dos mil nueve (2009)- Récord 04:29:17 p. m.


� Versión libre del veintiocho (28) de octubre de dos mil ocho (2008)- Récord 10:07


� Fl. 27, Ibídem.


� Fl. 31, Ibídem.


�Fl. 36, Ibídem.


� Fl. 39, Ibídem.


� Récord 04:34:20 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 4, Carpeta No. 134252, Folio No. 10


� Versión libre del treinta y uno (31) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord 03:14:08 p. m.


� Versión libre del diez (10) de junio de dos mil ocho (2008)- Récord 10:33


� Fl. 15, Ibídem.


� Récord 04:52:52 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 4, Carpeta No. 47023, Folio No. 20


� Versión libre del veinticinco (25) de junio de dos mil diez (2010)- Récord 10:06:25


� Versión libre del ocho (08) de julio de dos mil ocho (2008)- Récord 05:03


� Fl. 30, Ibídem.


� Fl. 32, Ibídem


� Récord 01:50:10 del 20 de enero de 2012


� Caja No. 4, Carpeta No. 143399, Folio No. 15.


� Versión libre del treinta y uno (31) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord 03:34:59 p. m.


� Versión libre del diez (10) de julio de dos mil ocho (2008)- Récord 10:23


� Fls. 174 -  179, Ibídem.


� Récord 05:29:58 del 02 de febrero de 2012


� Caja No. 4, Carpeta No. 165398, Folio No. 25


� Versión libre del treinta y uno (31) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord 10:12:51 a. m.


� Versión libre del diez catorce (14) de diciembre de dos mil once (2011)- 


� Versión libre del diez (10) de julio de dos mil ocho (2008)- Récord 10:17


� Caja No. 4, Carpeta No. 165398, Folio No. 29


� Récord 00:04:20 del 03 de febrero de 2012 – Primer Corte


� Fl. 11, Ibídem.


� Fl. 25, Ibídem.


� Fl. 21, Ibídem


� Fl. 23, Ibídem.


� Versión libre del catorce (14) de febrero de dos mil siete (2007)- 


� Versión libre del dieciséis (16) de diciembre de dos mil nueve (2009)-


� Versión libre del diez (10) de julio de dos mil ocho (2008)- Récord: 15:27


� Caja No. 4, Carpeta No. 137431, Folio No. 48


� Fl. 51, Ibídem


� Fl. 55, Ibídem.


� Fl. 46, Ibídem.


� Corte Constitucional. Sentencia C-291/07. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 


� Récord 01:16:22 del 03 de febrero de 2012 – Primer Corte


� Caja No. 4, Carpeta No. 58739, Folio No. 15


� Versión libre del cuatro (04) de diciembre de dos mil nueve (2009)- Récord: 16:10:50


� Versión libre del veinticuatro (24) de febrero de dos mil nueve (2009)- Récord: 12:42 y Versión libre del tres (03) de agosto de dos mil nueve (2009)- Récord: 04:32:30 p. m.


� Fl. 23, Ibídem


� Fl. 25, Ibídem


� Récord 01:34:00 del 03 de febrero de 2012 – Primer Corte


� Caja No. 4, Carpeta No. 51013, Folio No. 29


� Fl. 30, Ibídem.


� Fl. 31, Ibídem.


� Fl. 32, Ibídem


� Versión libre del treinta y uno (31) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord: 10:54:03 a. m.


� Versión libre del dieciséis (16) de diciembre de dos mil nueve (2009)- 


� Fl. 42, Ibídem.


� Fl. 33, Ibídem.


� Récord 02:28:55 del 03 de febrero de 2012 – Primer Corte


� Caja No. 4, Carpeta No. 136113, Folio No. 33


� Versión libre del veintitrés (23) de junio de dos mil diez (2010)- Récord: 05:32:08 a. m.


� Versión libre del catorce (14) de diciembre de dos mil nueve (2009)- 


� Fl. 35, Ibídem.


� Fl. 30, Ibídem.


� Fl. 43, Ibídem.


� Récord 02:55:33 del 03 de febrero de 2012 – Primer Corte


� Denominada por el grupo armado como “alerta temprana”


� Caja No. 4, Carpeta No. 157382, Folio No. 18


� Fl. 19, Ibídem.


� Versión libre del veinticinco (25) de junio de dos mil diez (2010)- Récord: 09:48:44 a. m.


� Versión libre del veintinueve (29) de septiembre de dos mil nueve (2009) y Versión libre del tres (03) de mayo de dos mil uno (2011)- 


� Fl. 31, Ibídem.


� Fl. 33, Ibídem.


� Fl. 35, Ibídem.


� Récord 00:05:10 del 23 de enero de 2012 – Primer Corte


� Caja No. 4, Carpeta No. 146816, Folio No. 22


� Fl. 31, Ibídem.


� Fl. 33, Ibídem.


� Fl. 35, Ibídem.


� Fl. 37, Ibídem.


� Fl. 43, Ibídem.


� Fl. 25, Ibídem.


� Fl. 29, Ibídem.


� Versión libre del treinta y uno (31) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord: 03:51:50 p. m


� Récord 03:31:19 del 03 de febrero de 2012 – Primer Corte


� Caja No. 4, Carpeta No. 142002, Folio No. 18


� Versión libre del treinta (30) de julio de dos mil nueve (2009)- Récord: 04:34:12 a. m.


� Versión libre del veintitrés (23) de septiembre de dos mil once (2011)- Récord: 17:37:00 p. m.


� República de Colombia, Ministerio del Interior y de Justicia. Oficio del 15 de agosto de 2006 remitido al Fiscal General de la Nación.


� Fiscal 39 Delegada. Informe de bienes Juan Francisco Prada Márquez. Oficio de 31 de enero de 2012. En: carpeta “Bienes entregados para reparación”.


� Acción Social. Acta 030 de recepción de bienes. Valledupar: 28 de mayo de 2008. [En línea:] http://www.accionsocial.gov.co/documentos/FRV/ACTAS/ACTA-30.pdf


� Copia de la consignación, visible en Folio 6 del Oficio COORD-UNJYP/jfpb No. 0156. Barranquilla: 2 de mayo de 2007. En: Carpeta “Elementos aportados en audiencia”.


� Acción Social. Acta 023 de recepción de bienes. Bogotá: 14 de diciembre de 2007. [En línea:] http://www.accionsocial.gov.co/documentos/FRV/ACTAS/ACTA-23.pdf.


� Unidad Nacional para la Extinción del Dominio y contra el lavado de activos, Fiscalía 18 Delegada. Rad. 5660 de 11 de abril de 2011. Aportado mediante oficio de 31 de enero de 2011. En: carpeta “Bienes entregados para reparación”.
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